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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros de Relaciones Exteriores, don Alejandro Foxley Rioseco, y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y el señor Coordinador de esa Secretaría de Estado, don Francisco del Río Correa.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 51ª, especial, y 52ª, ordinaria, ambas en 12 de septiembre; 53ª y 54ª, especiales, ambas en 13 de septiembre, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dieciocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero inicia un proyecto de ley que establece beneficios para el personal del sector Salud (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 4.545-11). (Véase en los Anexos, documento.....1.).


--Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda.



Con el segundo retira la urgencia que hizo presente para el despacho de las siguientes materias:



1) Proyecto de ley que establece un marco legal para la constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (boletín N° 3.627-03).



2) Proyecto de ley que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundial (boletín N° 4.104-05).



3) Proyecto que introduce modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas (boletín N° 4.369-05).



4) Proyecto que establece un régimen simplificado para determinar el impuesto a la renta de los micro y pequeños contribuyentes (boletín N° 4.246-03).



5) Proyecto de ley que crea la Decimoquinta Región de Arica y Parinacota y la provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá (boletín N° 4.048-06).



6) Proyecto de ley que crea la Decimocuarta Región de los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio (boletín N° 4.049-06).



7) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (boletín N° 3.878-17).



8) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile (boletín N° 4.322-07).



9) Proyecto de ley sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (boletín N° 4.091-07).



10) Proyecto de ley que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (boletín N° 4.361-11).



11) Proyecto de ley que regula el lobby (boletín N° 3.407-07).



12) Proyecto que modifica la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



13) Proyecto de ley que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y le confiere rango de Ministro de Estado (boletín N° 4.148-06).



14) Proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13).



--Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los ocho siguientes hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley sobre competencia desleal (boletín Nº 3.356-03).



2) Proyecto que complementa la ley N° 19.950 estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera que fuere el valor de la cosa hurtada (boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos).



3) Proyecto de ley que concede una bonificación por retiro voluntario a los funcionarios municipales que indica (boletín N° 4.064-05).



4) Proyecto de ley que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundial (boletín N° 4.104-05).



5) Proyecto de ley que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y le confiere rango de Ministro de Estado (boletín N° 4.148-06).



6) Proyecto de ley que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales (boletín Nº 4.229-21).



7) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile (boletín Nº 4.322-07).



8) Proyecto de ley que concede un bono extraordinario a los exonerados por motivos políticos que indica (boletín Nº 4.395-05).



Con los ocho restantes hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de reforma constitucional que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional (boletines números 2.912-07 y 3.491-07).



2) Proyecto de ley que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13).



3) Proyecto de ley sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (boletín N° 3.627-03).



4) Proyecto de ley que crea la Decimoquinta Región de Arica y Parinacota y la provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá (boletín Nº 4.048-06).



5) Proyecto de ley sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago (boletín Nº 4.091-07).



6) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de alcance parcial entre Chile e India y sus anexos, suscrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006 (boletín Nº 4.171-10).



7) Proyecto que introduce modificaciones en el decreto ley Nº 3.475-05, de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas (boletín Nº 4.369-05).



8) Proyecto de ley que establece beneficios para el personal del sector Salud (boletín Nº 4.545-11).



--Se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero remite el mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2007 (boletín N° 4.565-05). (Véase en los Anexos, documento.....2.).


Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho mensaje fue recibido en esa Corporación el día 30 de septiembre del año en curso.



--Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Con los dos siguientes comunica que ha prestado su aprobación a los proyectos de acuerdo que indica:



1) El que aprueba el Acuerdo de alcance parcial entre Chile e India y sus anexos, suscrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006 (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 4.171-10). (Véase en los Anexos, documento.....3.).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y, posteriormente, a la de Hacienda.



2) El que aprueba el Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Paraguay, suscrito en Santiago el 5 de mayo de 2005 (boletín Nº 4.285-10). (Véase en los Anexos, documento.....4.).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con el cuarto informa que aprobó el proyecto de ley que elimina beneficio que indica para naves de transporte marítimo en el puerto de Arica (boletín Nº 4.424-03). (Véase en los Anexos, documento.....5.).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Ávila, referido a eventuales irregularidades en la tramitación de diversas causas judiciales.



--Queda a disposición de los señores Senadores.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que informa que fueron acogidos a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, decretándose remitir copia al Senado con el fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Contralora General de la República subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de sumario administrativo que señala, relativo a la caída del puente Loncomilla.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por el que informa respecto de la tramitación de la Convención sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, vinculado con el Acuerdo de 1998 sobre Campo de Hielo Sur.



De la señora Ministra de Defensa Nacional, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Naranjo, en cuanto a la labor de Carabineros en los eventos masivos con fines de lucro.



Tres de la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia:



Con los dos primeros da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor García, referentes a solicitudes de subvención presidencial presentadas por la Corporación del Niño Leucémico de Temuco y por el Círculo Fraterno de Ayuda Escolar de Nueva Imperial.



Con el tercero informa acerca del proyecto relacionado con la población discapacitada de nuestro país.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción:



Con el primero contesta oficios remitidos en nombre de los Senadores señores Frei y Naranjo referidos a la nueva definición de horas punta para el Sistema Interconectado Central.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Bianchi, sobre la pesca de investigación del recurso huepo en la Duodécima Región.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, relativo a la liberación de peaje en túnel Las Raíces.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre estudio para atravieso de colector de alcantarillado en la localidad de Puerto Ingeniero Ibáñez, Undécima Región.



Con el tercero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, tocante a medidas adoptadas por la caída de los puentes Maule y Loncomilla, y acerca de situación producida en puente Achibueno.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual da contestación a un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, concerniente a los efectos que producen las antenas celulares.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Alvear, acerca de los deudores habitacionales.



Con los dos siguientes informa a esta Corporación sobre asignación de subsidios, créditos y nuevos beneficios para la vivienda. 



Cuatro del señor Ministro de Agricultura: 



Con los dos primeros da respuesta a igual número de oficios emitidos en nombre del Senador señor Espina, sobre derechos compensatorios por la importación de harina y respecto de medidas de emergencia en sectores rurales de la comuna de Renaico.



Con el tercero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto a despidos en el Instituto Forestal.



Con el cuarto responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Naranjo, relativo al Centro Experimental de la Frambuesa, de Villa Alegre.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio dirigido en nombre de la Senadora señora Alvear, relacionado con restricción vehicular en la Región Metropolitana.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, por el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de inmuebles fiscales.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de la cesantía en Tomé.



De la señora Subsecretaria de Marina, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Allamand, sobre instalación de una planta elevadora de aguas servidas en playa de la comuna de Lago Ranco.



Dos del señor Subsecretario de Obras Públicas, por los que da respuesta a igual número de oficios emitidos en nombre del Senador señor Horvath, sobre régimen de los embalses.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, con el que da contestación a un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Chadwick, Horvath y Letelier, en relación con aguas servidas en Pichilemu.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, por medio del cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, relativo al descenso de pasajeros en los aeropuertos nacionales.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la planta ECOBÍO en Chillán.



Del señor Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre fiscalización de la evaluación del impacto ambiental.



De la señora Directora Nacional de Estadísticas, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, tocante a niveles de cesantía en la comuna de Tomé.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción subrogante, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a programas de fomento productivo rural para la comuna de Tomé.



Del señor Intendente de la Novena Región, con el que da contestación a un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, atinente al liceo Luis González Vásquez.



Del señor Intendente de la Décima Región, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido a humedal de Ancud.



Del señor Alcalde de Osorno, por medio del cual contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Allamand, respecto de medidas de limpieza de sitio eriazo en sector de Alto Osorno IV.



Del señor Alcalde de Talcahuano subrogante, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de viviendas en caleta Candelaria.



Del señor Alcalde de Temuco, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor García, vinculado con extracción de áridos en esa ciudad.



Del señor Alcalde de Vilcún, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, sobre situación de la educación en dicha comuna.



De la señora Secretaria Ministerial de Salud de la Séptima Región, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, respecto al funcionamiento del Hospital de Villa Baviera.



Dos del señor Secretario Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Novena Región, con los que da respuesta a igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor García, relativos a la pavimentación de la avenida Italia en Temuco y a loteos irregulares en la Región.



Del señor Secretario Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Undécima Región subrogante, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, referido a habilitación de recinto en muelle de Quellón.



Del señor Fiscal Adjunto Jefe de Victoria, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, en cuanto a las causas por abigeato.



Del señor General de Carabineros Jefe de la Novena Zona Araucanía, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, respecto de la vigilancia policial en Victoria.



Del señor Director de Gendarmería de la Décima Región, con el que da contestación a un oficio dirigido en nombre de los Senadores señores Allamand y Frei, referente a resguardo del Tribunal de Familia de Osorno.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Secretaría Interministerial de Planificación de Transporte, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, relacionado con planteamiento de la comunidad Choroy-Traiguén.



Tres del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Novena Región:



Con los dos primeros da respuesta a igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Espina, referidos a los canales Las Diucas e Isabel Riquelme.



Con el tercero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor García, atinente a la pavimentación de la calle Volta.



Del señor Director subrogante del Hospital de Angol, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, sobre los requerimientos de dicho establecimiento.



De la señora Directora de la Biblioteca del Congreso Nacional, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Cantero, en cuanto a la instalación de centros informáticos en Regiones.



Del señor Director Ejecutivo de Televisión Nacional de Chile, con el que da contestación a un oficio expedido en nombre del Senador señor Naranjo, respecto de antenas repetidoras en Cauquenes.



De la señora Secretaria General del Instituto de Normalización Previsional, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, sobre situación de doña María Eliana Varas.



Del señor Jefe del Departamento de Propiedad Industrial del Ministerio de Economía, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, tocante a uso del concepto “tantauco”.



Del señor Jefe del Departamento de Capacitación en Empresas del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con el que da contestación a un oficio expedido en nombre del Senador señor Larraín, relativo a cursos FONCAP 2006, Séptima Región.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro de Justicia, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, referido a paralización de la construcción del Complejo Penitenciario El Manzano II.



Del señor Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Bianchi, sobre situación de trabajadores contratados en el sector de Lago Mercedes, Tierra del Fuego.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede una bonificación por retiro voluntario a los funcionarios municipales que indica (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 4.064-05). (Véanse en los Anexos, documentos..6, 7 y 8).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Décima Cuarta Región de Los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio (boletín N° 4.049-06). (Véase en los Anexos, documento.....9).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial (boletín Nº 4.180-03). (Véase en los Anexos, documento.....10).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que precisa información que debe proporcionarse a los contribuyentes de bienes raíces (boletín Nº 4.473-05). (Véase en los Anexos, documento.....11).


--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley sobre responsabilidad penal de reclusos (boletín Nº 4.562-07). (Véase en los Anexos, documento.....12).


Del Senador señor Gómez, con la que da origen a un proyecto de ley que sanciona el soborno, la discriminación y otras actividades ilícitas en el deporte (boletín Nº 4.564-07). (Véase en los Anexos, documento.....13).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que establece derechos para extranjeros que ingresen al país en circunstancias que indica (boletín Nº 4.563-06). (Véase en los Anexos, documento.....14).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Navarro, con la que presenta un proyecto de ley que hace aplicable el sistema de compras y contratación públicas a todos los organismos de la Administración del Estado, incluyendo a las empresas públicas y a las municipalidades.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental, al tener relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado.

Proyectos de acuerdo



De diversos señores Senadores, en que solicitan a la Presidenta de la República la creación de un Premio Nacional de Artesanía (boletín Nº S 907-12). (Véase en los Anexos, documento.....15).


De diversos señores Senadores, sobre prórroga de la ley Nº 19.853, que bonifica la mano de obra en las zonas extremas (boletín Nº S 908-12). (Véase en los Anexos, documento.....16).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.



El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión del día de hoy, resolvieron por unanimidad lo siguiente.



1) Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo -signado con el número 4 en la tabla- sobre aprobación del Acuerdo que modifica el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de Suecia.



2) Discutir a continuación el proyecto que figura con el número 3, que concede un bono extraordinario a los exonerados por motivos políticos que indica.



3) Poner en primer lugar de la tabla de la sesión ordinaria del martes 10 de octubre, el proyecto de ley que crea la Decimocuarta Región de los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio.



4) Abrir un nuevo plazo, hasta las 12 del 30 de octubre, para presentar indicaciones al proyecto que crea la Decimoquinta Región de Arica y Parinacota y la provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá.

5) Suprimir la hora de Incidentes en las sesiones ordinarias de los días martes 31 de octubre y martes 7 de noviembre, con el propósito de que a esa hora pueda sesionar en esta Sala la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE 

CHILE Y SUECIA.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo que modifica el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de Suecia, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. 
--Los antecedentes sobre el proyecto (4325-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 42ª, en 9 de agosto de 2006.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 47ª, en 30 de agosto de 2006.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo del proyecto de acuerdo es incorporar las modificaciones en seguridad social que se han introducido en las legislaciones de ambos países, beneficiando con ello a 42 mil 396 chilenos residentes en Suecia y a mil 430 suecos que viven en Chile.



La Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Coloma, Gazmuri, Muñoz Barra, Pizarro y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe hacer presente que las normas contempladas en el Acuerdo tienen rango de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación,  en este caso, 19 votos, por hallarse un señor Senador con permiso constitucional.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Como Presidente de la Comisión me corresponde informar este Acuerdo, que modifica el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de Suecia. 



Dicho instrumento internacional fue suscrito el 13 de marzo de 1995 y promulgado mediante decreto supremo Nº 1.369, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 11 de octubre de ese mismo año. En el curso de su vigencia, ambas Partes arribaron a la conclusión de que era preciso enmendarlo con el fin de ajustarlo a las actualizaciones introducidas en la legislación sobre seguridad social tanto chilena como sueca.



En el caso de nuestro país, en la letra A) del Artículo 2.1 se incorpora el seguro de cesantía; y en el de Suecia, en la letra B) del mismo precepto se reemplaza su texto por las nuevas denominaciones de los temas, de acuerdo a las modificaciones efectuadas en el año 2003. 



En cuanto a seguro médico, el Artículo 11.4 se sustituye por el siguiente: “En caso que la Institución Competente chilena estime necesario la realización de exámenes médicos adicionales en el otro Estado Contratante que sean de su exclusivo interés, éstos serán financiados de acuerdo con la legislación chilena.”. 



Se agrega cómo opera el mecanismo a que acabo de hacer alusión, tanto cuando se trata de trabajadores afiliados al sistema chileno de capitalización individual, cuanto si los nuevos exámenes se solicitan a propósito de una reclamación interpuesta al dictamen de invalidez emitido aquí. 



En lo que respecta a normas sobre pensiones y beneficios indemnizatorios, se reemplaza el Artículo 12, que ahora queda conformado por seis numerales En los cinco primeros se consultan diversos componentes y formas de cálculo para las nuevas nomenclaturas de pensiones de compensación por garantía. Y en el Nº 6 se consagra, para los efectos del  Convenio, que los beneficios indemnizatorios por gracia otorgados en Chile y los que dicen relación a compensaciones por violaciones a los derechos humanos o violencia política, no serán considerados como ingresos y no afectarán los beneficios previsionales que contempla la legislación sueca. 



Asimismo, se añade al Artículo 13 un número 6, donde se establece que las personas que se encuentren aseguradas debido al trabajo o que perciban pensión conforme a la legislación sueca, “serán consideradas como actuales imponentes del régimen previsional que les corresponda en Chile, para acceder a los beneficios de acuerdo con las leyes que regulan los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional.”.



Por otro lado, es importante señalar que las normas de este Acuerdo en ningún caso significan un costo adicional para el Estado chileno. 



Finalmente, en el informe se hace presente que la iniciativa fue aprobada en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión. 



Es cuanto puedo informar, señor Presidente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto acuerdo. 



--Se aprueba en general y en particular (26 votos), con el quórum constitucional exigido. 

CONCESIÓN DE BONO EXTRAORDINARIO A EXONERADOS POLÍTICOS

DE SECTOR PRIVADO Y DE EMPRESAS AUTÓNOMAS DEL ESTADO
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede un bono extraordinario a los exonerados por motivos políticos que indica, con informes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4395-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 16 de agosto de 2006.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2006.


Hacienda, sesión 52ª, en 12 de septiembre de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es otorgar un bono extraordinario a los ex trabajadores del sector privado y de las empresas autónomas del Estado exonerados por motivos políticos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 29 de septiembre de 1975, a quienes se concedió pensión no contributiva conforme a la ley Nº 19.234, y a los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia originadas en las señaladas pensiones no contributivas.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió sólo en general el proyecto y aprobó la idea de legislar, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de  Diputados. El texto pertinente se consigna en el informe.


Por su parte, la Comisión de Hacienda, de conformidad con su competencia, analizó todas las disposiciones de la iniciativa y la aprobó, por tres votos a favor (Senadores señores Escalona, Ominami y Sabag) y dos en contra (Senadores señora Matthei y señor García), tal como la despachó la Comisión de Trabajo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, la ley Nº 19.234, de 1993, así como sus posteriores adecuaciones y precisiones (leyes Nº 19.582, de 1998, y Nº 19.881, de 2003), que establecieron nuevos plazos y permitieron la calificación correspondiente para acogerse a sus beneficios previsionales, demuestran una preocupación permanente de los Gobiernos de la Concertación por los ex trabajadores exonerados por motivaciones políticas en la Administración del Estado, en las empresas intervenidas por éste, en las Fuerzas Armadas, en Carabineros y en la Policía de Investigaciones en el período que va desde 1973 a 1990.



La voluntad y el esfuerzo puestos por el Estado para compensar en alguna forma las injustas condiciones de alejamiento y exoneración de sus empleos de miles de personas, descansan sobre un pilar de sentido social fuerte que busca reintegrar parte de los derechos de los trabajadores afectados por el Régimen militar.



Los beneficios para ese gran número de afectados -que han sido parte importante de nuestro proyecto de gobierno en estos 17 años- se han materializado en reliquidación de pensiones, cálculo y pago de diferencias de desahucio y pensiones no contributivas que ayudan a mejorar las precarias condiciones de vida en que se encuentra un número considerable de ex trabajadores de nuestro país.



Tan sólo como una muestra de lo anterior, la información de que disponemos indica que hasta 2005 habían calificado como exonerados políticos más de 111 mil personas, las cuales, de acuerdo con su situación previsional, han podido acceder, en diferentes grados, a los beneficios anteriormente señalados.



Un examen detallado de las cifras de pensiones pagadas en los últimos cinco años evidencia un incremento en las solicitudes. Por ejemplo, el promedio mensual de atención por beneficios a exonerados aumentó a más del doble entre 2000 y 2004: de 18.993 a 49.252 casos. Tal incremento ha significado en el período un gasto de 313 mil millones de pesos, lo que demuestra una férrea voluntad por beneficiar a la mayor cantidad posible de personas afectadas.



De todos modos, este imperativo ético de auxilio y reconocimiento a una desgraciada situación, la que no debe repetirse nunca más en Chile, no ha estado exento de reparos. Precisamente, a través del proyecto en debate se persigue perfeccionar la normativa legal vigente con el objeto de hacer extensivos los beneficios, de modo específico, a los ex trabajadores del sector privado y de las empresas autónomas del Estado exonerados por motivos políticos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 29 de septiembre de 1975.



Cabe recordar que durante los anteriores procedimientos de certificación y entrega de beneficios los ex trabajadores de empresas autónomas del Estado y del sector privado obtuvieron pensiones más bajas que las de aquellos del sector público, producto de habérseles aplicado la misma base de cálculo para la determinación de la pensión no contributiva que les fue otorgada, en circunstancias de que lo que se pretendía era conceder iguales beneficios a quienes se encontraren en equivalentes circunstancias.



Para solucionar este aspecto de la ley referido a aquellas pensiones más bajas, la iniciativa considera un bono diferenciado, a fin de focalizar el mayor beneficio en las personas de menores recursos.



En ese sentido, el texto contiene una norma de gasto máximo, que permite al Presidente de la República, mediante facultad delegada para dictar uno o más decretos con fuerza de ley, determinar el monto de los bonos focalizando el beneficio en las personas de setenta años de edad o más con diferentes períodos de cotizaciones previsionales.



Sin embargo, no debemos olvidar que, junto con ese aporte económico de justa reparación, el Gobierno debe comprometerse decididamente a encauzar toda su energía en mejorar los procesos administrativos consultados en las leyes para obtener la calificación de exonerado político.



En mi zona -la Novena Región- son muchas las personas que reclaman por la lentitud y el burocrático proceso por el que deben transitar. Se han constatado, además, problemas con la certificación de alguna documentación por parte de la Contraloría General de la República y pagos retrasados desde el Instituto de Normalización Previsional.



Por ello, todos estos asuntos deben ser parte de un plan de manejo, que, según entiendo, la autoridad ya está aplicando a través de una serie de medidas anunciadas por el señor Ministro del Trabajo en el mes de septiembre, durante una sesión especial en la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, señor Presidente, anuncio mi voto favorable a esta iniciativa del Ejecutivo. Considero que su aprobación y la urgencia que amerita su despacho constituyen una responsabilidad que nuestro país y, en especial, sus autoridades y la clase política deben enfrentar con acciones concretas, certeras y efectivas, como la ley en proyecto, que espero se apruebe hoy.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, quisiera que interviniera primero el Senador señor Letelier, Presidente de la Comisión de Trabajo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, intervengo con el objeto de entregar el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



La presente iniciativa tiene su origen en las sucesivas leyes que abordaron el problema de las exoneraciones por motivos políticos que se produjeron entre los años setenta y ochenta.



El espíritu de la ley inicial -Nº 19.234- fue que personas en condiciones similares recibieran iguales beneficios. La idea era que quienes desempeñaron funciones análogas obtuvieran una pensión equivalente. 



Pero ello no ocurrió y por eso se envió este proyecto.


La iniciativa que generó la primera ley sobre la materia fue concebida, en su momento, para los exonerados de la Administración Pública, dejando fuera a aquel segmento de personas exoneradas que estaban vinculadas al sector privado y a las empresas autónomas del Estado, es decir, a las de aquellas que se encontraban intervenidas en ese tiempo. Durante su tramitación se las incorporó, sin modificar la base de cálculo de las pensiones.



A raíz de esa situación, se otorgaron beneficios distintos a diferentes grupos de ex trabajadores, en particular a quienes tenían derecho a una pensión no contributiva.



¿Cuál es el objetivo de este proyecto? Establecer un bono que permita una equivalencia de beneficios entre aquellos que perciben pensiones no contributivas originadas cuando fueron exonerados por el Estado y las personas que sufrieron una situación de desmedro porque, al momento de ser exoneradas, pertenecían a empresas privadas o autónomas del Estado, o sea, intervenidas por éste.


¿Por qué se produjo esa diferencia? El principal argumento que se esgrime tiene que ver -como dije- con la base de cálculo que se utilizó para unos y otros.


En la iniciativa se fija una fecha para determinar a quiénes corresponderá el beneficio. En efecto, se establece que se otorgará a las personas exoneradas por motivos políticos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 29 de septiembre de 1975. 


¿Por qué se eligió ese período? Porque esencialmente dice relación al momento en que se cambió la denominación de la moneda en nuestro país, de escudos a pesos, que fue el período en que se llegó a una normalización -por así decirlo- de los tipos de pagos que se daban en ese tiempo.



Quienes no tendrán derecho a este bono -ya me he referido al origen y al plazo- son los beneficiarios de pensiones no contributivas que se hubiesen acogido a las presunciones establecidas en la ley Nº 19.234, en virtud de las cuales se encontraban percibiendo tales beneficios, calculados en función de los sueldos base de la Escala Única del sector público vigentes a la fecha señalada en dicho cuerpo legal -es decir, entre septiembre de 1973 y el mismo mes de 1975-, correspondiente a grados superiores al 2º.



Por lo tanto, el proyecto pretende generar una equivalencia -que no se produjo con las pensiones no contributivas- con quienes fueron exonerados entre 1973 y 1975, al quedar excluido un grupo que se acogió a la presunción de sueldos de la Escala Única. Por ende, dicho segmento quedó al margen.



Asimismo, se faculta a la Presidenta de la República para que, dentro del plazo de 10 meses, a partir de la publicación de la ley,  lleve a cabo una clasificación de los valores correspondientes a los bonos para los diferentes grupos de beneficiarios, los que -si no me equivoco- se distribuyen en 10 ó 12 categorías, que engloban a personas mayores de 70 años a la fecha de publicación de la ley, dependiendo de la densidad de imposiciones que hayan tenido al momento de su exoneración: de 1 a 14, de 15 a 19, de 20 a 24 años, o gente que tenía ciertos grados.



En definitiva, mediante la clasificación que se dispone en el proyecto se pretende establecer para cada categoría un bono destinado a compensar la diferencia que se produjo entre las pensiones no contributivas de las personas que estaban en el sector público y las de quienes se desempeñaban en las empresas autónomas del Estado que se hallaban intervenidas.



En tercer lugar, la iniciativa preceptúa que el bono se pagará en un solo acto, consignándose una preferencia en el pago a quienes solicitaron su acreditación como exonerados antes de septiembre de 1999. Y, tal como lo relató el señor Secretario, se fija un máximo de gasto para el primer año y la cancelación total en el segundo.



Señor Presidente, la iniciativa tiene como precedente, no sólo las sucesivas leyes de reparación a los exonerados políticos, sino también el decreto supremo Nº 39, que es el reglamento de la ley Nº 19.234.



La Comisión de Trabajo, después de tomar conocimiento del proyecto, lo aprobó en general unánimemente, por cuatro votos a favor. Yo  invito al Senado a hacer otro tanto.



Es cuanto puedo informar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, complementando el informe que se ha entregado, debo señalar que la iniciativa en debate viene a reparar una injusticia. En mi opinión, es fundamental tenerlo presente.



Se trata de una iniquidad que se cometió en contra de los ex trabajadores del sector privado y de las empresas autónomas del Estado que tienen derecho a los beneficios establecidos en las leyes para los exonerados políticos.



Tal como se explicó, la injusticia se produjo a raíz de un error en el método de cálculo de las pensiones, lo que se tradujo en que las de esos trabajadores fueran inferiores a las del sector público, no obstante percibir remuneraciones equivalentes.



En cuanto al informe financiero, se establece que "El costo total de los bonos que se concedan no podrá exceder de $22.866.000 miles, correspondiendo pagar en el año 2006 un monto máximo de $11.433.000 miles y durante el año siguiente al de publicada la ley se pagará el remanente de dichos bonos.".



El documento concluye que “El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2006 se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 20.083.”.



Es cuanto puedo informar sobre la discusión de esta iniciativa de ley en la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, creo que el proyecto ha quedado suficientemente fundamentado.



Se han despachado tres leyes respecto de los problemas vinculados a las exoneraciones. La primera, que se debatió a comienzos de la transición, fue de muy difícil aprobación en el Senado.  Me acuerdo bien de la discusión que entonces se generó. En ese tiempo, parte importante de los señores Senadores sostenían que no había habido arbitrariedad en la exoneración de funcionarios durante el Régimen militar. 



En cuanto al segundo cuerpo legal sobre la materia, cabe señalar que se aprobó por una mayoría bastante amplia en esta Corporación. Existía mayor conciencia en cuanto a que había que hacer justicia por las arbitrariedades que se cometieron en el pasado. 



La tercera normativa legal sólo amplió el plazo para que muchos exonerados que no tuvieron oportunidad de acogerse a sus beneficios, por no haber sido informados tanto en el país como en el extranjero, pudieran hacerlo.



Debo decir que el proyecto en debate no dará lugar a una cuarta ley sobre exonerados. Se trata únicamente, como se ha dicho, de reparar un error que cometió la Administración al establecer dos bases de cálculo distintas para sujetos que eran beneficiarios de una misma ley. A unos se les calculó sobre cierta base, y a otros, sobre una diferente.



Por lo tanto, se viene a reparar una situación que vivieron  funcionarios de la Administración Pública que están calificados como exonerados, que perciben beneficios, pero que durante mucho tiempo tuvieron una retribución menor a la de otros ciudadanos chilenos sujetos a la misma ley.



Por consiguiente, debemos aprobar esta iniciativa, pues no hacerlo sería incurrir en un acto muy grave de discriminación. Quiero que eso quede suficientemente claro en el debate.



Además, entiendo que la Comisión de Trabajo, que vio en detalle la iniciativa, como ha informado el Senador señor Letelier, la aprobó por unanimidad. Por tanto, invito a la Sala a proceder en igual forma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra han hablado de "reparar injusticias" y de "reparar errores". Han señalado que el proyecto tiene por objeto corregir una distorsión que se produjo con esos trabajadores, ya que, no obstante ganar lo mismo, por habérseles calculado sobre bases distintas terminaron recibiendo pensiones diferentes.



Quiero señalar que ocurre exactamente lo mismo con el denominado “daño previsional”: personas que trabajaban en el sector público y a las cuales se les cotizaba sólo por la tercera parte de lo que efectivamente ganaban. ¡Ése es el daño previsional!



Los Gobiernos de la Concertación, durante los años 1992 y 1993, decidieron enfrentar el asunto para solucionar ese problema. Obviamente, lo hicieron sólo para con la gente que se quedó en el Instituto de Normalización Previsional; porque para los que se afiliaron a las AFP no hubo ninguna salida.



Quienes se quedaron en el INP perciben una pensión equivalente a más o menos 80 por ciento del salario promedio de los últimos años. En cambio, los que se afiliaron a una AFP, que ganaban y cotizaban exactamente lo mismo, se jubilan con una pensión del 30 por ciento. Pero la Concertación no ha querido solucionar esta situación, porque es mucho mejor echarle la culpa al sistema de AFP, en circunstancias de que lo cierto es que esas personas  cotizaban por la tercera parte y por eso la pensión corresponde al mismo porcentaje.



Sin embargo, cuando reclamamos por el daño previsional, el Gobierno señala que lo máximo que está dispuesto a dar es un bono de 50 mil pesos y sólo para las personas que ganen menos de 600 mil pesos. ¡Porque los otros son ricos, no necesitan nada…!



Entonces, si aquí se habla de reparar injusticias, errores, lo mínimo que pedimos es que se resuelvan todos en forma equitativa.



No estamos dispuestos a seguir avalando el que los Gobiernos de la Concertación sólo entreguen soluciones a los afiliados al sistema previsional que a ellos les gusta o a quienes pertenecen a sus propias colectividades políticas, y que mientras tanto a miles de profesores y trabajadores del sector salud y de ministerios, que tienen 70, 75 u 80 años de edad, que no cuentan con la posibilidad de jubilar porque no pueden vivir con una pensión equivalente al 30 por ciento de lo que ganan, se les mire en menos y lo único que se esté dispuesto a darles es un miserable bono de 50 mil pesos.



Por eso, vamos a votar en contra. Estamos aburridos de la forma arbitraria e injusta…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!
La señora MATTHEI.- ¡No importa, señor Presidente! ¡Déjelos! ¡No es contra ellos, sino contra el Ejecutivo!



Si el Gobierno está dispuesto a brindar soluciones equitativas y justas a todos los que sufren, estupendo. Pero mientras siga con el sistema de que para algunos hay soluciones y para otros migajas, nosotros no lo apoyaremos.



He dicho.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego a los asistentes a las tribunas guardar silencio.



Solicito el asentimiento del Senado para que ingrese a la Sala el señor Francisco Del Río, asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.



--Se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto tiene su origen en un acuerdo del Gobierno del Presidente Lagos…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor PROKURICA.- ¡El Reglamento es claro, señor Presidente!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor; si no, tendré que suspender la sesión!



Continúa con el uso de la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, decía que esta iniciativa tuvo su origen en un acuerdo del entonces Ministro del Interior, don Francisco Vidal, y el Comando Exonerados de Chile A.G., y el objetivo es beneficiar a aquellas personas exoneradas por motivos políticos durante el lapso comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 29 de septiembre de 1975.



Su otorgamiento pretende remediar la disparidad que se produjo al momento de conceder pensiones que diferencian a los ex trabajadores del sector público de los ex trabajadores del sector privado y de las empresas autónomas del Estado.



Los servidores públicos obtuvieron pensiones más altas, ya que para efectuar el cálculo de éstas se tomó como base las escalas de remuneraciones de los distintos grupos. En el caso de los trabajadores del sector privado no se estableció un mecanismo propio para efectuar el cambio.



El bono que se va a pagar durante el 2006 y el 2007 tiene un costo total para el Estado de 22 mil 866 millones de pesos, que se desembolsarán en dos cuotas de 11 mil 433 millones por año, y va a beneficiar a 7 mil 622 exonerados políticos.



Lo que se pretende es reparar el daño que provocó la disparidad entre dos sectores de trabajadores por la misma causal de haber sido exonerados políticos.



Con todo, esto no significará aumento de las pensiones. Los beneficiarios constituyen un universo de personas perfectamente acotado e identificado, quienes en su momento no tuvieron derecho a jubilar, ya que ello se les impidió por razones políticas.



Estimo que el beneficio que propone otorgar el Gobierno es de plena justicia y los Senadores democratacristianos vamos a votar favorablemente el proyecto, como ya lo hicimos en las Comisiones de Trabajo y de Hacienda.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de la Alianza hemos contribuido en numerosas oportunidades con nuestros votos a aprobar iniciativas que han significado reparaciones. Sin embargo, ante el ingreso a trámite de este proyecto -alguien señaló que es el tercero o el cuarto en la materia-, tenemos el legítimo derecho a preguntarnos por otras situaciones tan graves y apremiantes como las de las personas que hoy están en las tribunas.



La Senadora señora Matthei lo decía con claridad: hay profesores y también trabajadores de la salud que no pueden jubilar -en estos días lo hemos podido comprobar a raíz de sus movilizaciones-, porque si lo hicieran, obtendrían una pensión mínima: 70 mil, 80 mil ó 120 mil pesos.



Entonces, lo que reclamamos de los Gobiernos de la Concertación es precisamente coherencia y que se atiendan las justas demandas de todos los sectores. Sin embargo, ante estos planteamientos, o no hay respuestas o éstas son sumamente débiles, como el bono de 50 mil pesos que se ha ofrecido como solución al llamado “daño previsional”.



Hace un par de semanas se celebró una sesión especial en la Cámara de Diputados para tratar el problema de miles de exonerados que no han percibido absolutamente ningún beneficio. Entonces, ése es otro sector al cual -digamos las cosas como son-, campaña política tras campaña política, se le alimentan ilusiones y esperanzas. Se efectúan reuniones con ellos y se les dice: “Ahora sí los vamos a incorporar. Ahora les vamos a mejorar la pensión. Ahora esto, ahora lo otro”. Pasan las campañas, y de esas promesas nadie se acuerda después.



Por eso, tenemos una sola forma de protestar, aunque nos pifien y seamos objeto de manifestaciones, cual es votar en contra de iniciativas parciales como ésta. 



Llegó el momento de analizar en una mesa de negociación, de conversación, la realidad en que se encuentran miles y miles de personas de más de 60 años, si son mujeres, y de 65 años, en el caso de los varones, que no tienen beneficio alguno.



Hay quienes impusieron en el antiguo sistema previsional, en el ex Servicio de Seguro Social, en la ex Caja de Empleados Particulares, y porque no lograron la densidad correspondiente, no han recibido ni un solo peso de pensión y a lo único que pueden aspirar es a la asistencial a través de las municipalidades.



Por eso, vamos a votar en contra, porque queremos que el Gobierno se haga cargo de sus propias promesas,…



--(Manifestaciones en tribunas).



…de la situación en que se encuentran miles de personas en idénticas condiciones a las de quienes están en las tribunas. Queremos que de verdad exista un tratamiento igualitario y de justicia para todos.



He dicho.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, da la impresión...

El señor PROKURICA.- ¡Aplique el Reglamento, señor Presidente!

El señor GÓMEZ.- Pido a las personas que se encuentran en las tribunas que escuchen. Porque cada uno de nosotros tiene una opinión, la cual puede ser a favor o en contra. Pero ello no disminuye la presente discusión.



Todos los Senadores tienen derecho a dar su parecer, se hallen a favor o en contra. No obstante, me da la impresión de que estamos en un mundo al revés, pues cuando uno pretende buscar una solución más global no tiene por qué afectar a quienes han sido perjudicados en sus derechos más preciados, en este caso los exonerados, sobre todo en estas circunstancias, ya que se está estableciendo una compensación por un error cometido. No creo que el camino por seguir sea pronunciarse negativamente respecto de aquello que va a favorecer a muchas personas que sufrieron el rigor de la dictadura militar. 



Estamos de acuerdo -lo hemos dicho en muchas oportunidades- en que hay que solucionar otras situaciones, cuyo origen no se halla en los Gobiernos de la Concertación, sino en la dictadura. Aquí hay un error. Y por eso digo que estamos en un mundo al revés. 



Las personas que se encuentran en las tribunas, señor Presidente, fueron exoneradas de sus cargos durante el Gobierno militar, en la dictadura de Pinochet. Por lo tanto, cuando los Regímenes de la Concertación han buscado solución a estos puntos, no estamos hablando de problemas generados por ellos, pues se trata de conflictos producidos en época de dictadura.



--(Aplausos en tribunas).



Por ello, pido respeto, para que cada uno pueda entregar su opinión, aun cuando ella no esté de acuerdo con lo manifestado por la Senadora señora Matthei, por el Senador señor García o por quien sea. Lo que importa es que cada uno de nosotros pueda decir la verdad, lo que cree y lo que piensa. 



Los radicales vamos a votar a favor de este proyecto y de todos los que solucionen problemas de derechos humanos surgidos durante la dictadura militar y no en conflictos que se pretende establecer ahora, los cuales la Concertación ha solucionado parcialmente, a pesar de que sus Gobiernos no los originaron.



En este caso, creemos que es de justicia dar una salida. Por ello, pedimos a los miembros de la Alianza que voten favorablemente el proyecto, sin perjuicio de que su interés apunte también a solucionar otras situaciones.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Silencio, por favor.



Ruego guardar silencio.



Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente,...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si continúan las manifestaciones tendremos que suspender la sesión. 



Si quieren que el proyecto se apruebe, les solicito guardar silencio.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, antes de nada, deseo pedir un mínimo de tolerancia respecto de la gente que está en tribunas, por cuanto algunas intervenciones de los señores Senadores constituyen una verdadera provocación.



En mi opinión, abundar acerca de la justicia que entraña el proyecto en debate resulta completamente ocioso. Nadie podría negar el legítimo derecho que asiste a numerosos chilenos en cuanto a recibir una reparación, aunque sea mínima, precaria, pero que constituye un paso que debemos saludar con alegría, pues la deuda del Estado de Chile es muy grande. Y velaremos por que se cumpla de modo integral, en la medida de las posibilidades que haya en materia de recursos.



Sin embargo, constituye un acto de suprema insensibilidad, y hasta cruel, pretender castigar al Gobierno sacrificando a unos trabajadores que por tanto tiempo, en forma desesperada, junto a sus familias, han reivindicado el derecho que hoy se les reconoce.



Señor Presidente, siento que está bien hacer oposición; ella es legítima en un sistema democrático. Pero la utilización de tal clase de instrumento y el hacer objeto de menoscabo a chilenos que necesitan tanto una contribución como ésta me parecen actos completamente ajenos a la convivencia que debemos tener en el país.



Por eso -como manifestó el Senador señor Gómez-, ciertamente vamos a contribuir con nuestro voto a apoyar esta iniciativa. Pero, en lo fundamental, deseamos dejar establecido nuestro repudio al hecho de que la oposición a votarla favorablemente se funde en la explicación, incluso expuesta con crudeza, de que con ello se pretende castigar al Gobierno.



Considero francamente lamentable que actitudes como la señalada se den en esta Corporación.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, sólo deseo hacer presente que, al parecer, tenemos mala memoria. Porque hace pocos días Joaquín Lavín pidió a la Derecha realizar un mea culpa. 
Ésta era la oportunidad de hacerlo sin necesidad de declararlo, sino sencillamente callando y votando a favor del proyecto, por una sola razón: porque de lo que se trata aquí es exactamente de los exonerados durante los años 1973, 1974 y 1975, quienes fueron los que más sufrieron. 



Y se trata de personas que no sólo fueron exoneradas. La mayor parte de las que están arriba estuvieron en prisión; muchas fueron exiliadas, varias sufrieron tortura. Es decir, se las vejó en su condición de seres humanos.



Y ahora, cuando  la Derecha, pese a tener la oportunidad histórica de quedarse callada sobre el particular y votar que sí, no lo hace, me parece una inconsecuencia total, absoluta, porque éste constituye el mecanismo a través del cual podemos entendernos y avanzar en la reconciliación del país. Y ello no se logrará si no somos capaces de reconocer el hecho elemental de que esa gente sufrió discriminación. Es más: fueron víctimas de un error, porque pertenecían a empresas intervenidas y a empresas autónomas del Estado; vale decir, personas a las que, por distintas razones, se les calculó mal la pensión, la misma por la cual nosotros votamos o que ustedes apoyaron.



Y hoy, al tener la oportunidad de recoger un buen mensaje del hasta hace poco tiempo líder de la Derecha, Joaquín Lavín, resulta que ella no le responde en la forma debida. No digo que votasen a favor con entusiasmo, sino que al menos lo hicieran callados y sin generar un debate como el que estamos viviendo, particularmente a partir de los argumentos dados.



No se puede hacer sufrir más a esa gente sobre la base de castigar a este Gobierno o a los Regímenes de la Concertación en general. Constituye un error francamente lamentable.



Creo que lo lógico es pronunciarnos de manera rápida, porque eso nos permitiría congraciarnos con nosotros mismos y con nuestras propias conciencias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, espero que este problema algún día pueda concluir. Las de los exonerados, de los torturados, de los desaparecidos son historias reales de los últimos 30 a 40 años en nuestro país.



En el contacto que tenemos los Parlamentarios con esas personas, evidentemente sacamos experiencias que incluso nos hacen meditar con profundidad para no cometer errores -alguna responsabilidad también hubo en el pasado- de la índole de los que convergieron en situaciones como la que en este momento analizamos.



La cuestión de los exonerados debería concitar el apoyo de todos los sectores políticos, porque se trata de connacionales que, por razones de tipo doctrinario, fueron marcados con la estrella infamante de que ellos no tenían derecho al trabajo, pues eran exonerados. Se aplicaba el concepto de que eran antipatriotas, traidores a la patria, conspiradores contra la República.



Fue así, entonces, como a obreros, a funcionarios públicos, a intelectuales que se hallaban en la plenitud de su vida para entregar sus capacidades al desarrollo del país, de la noche a la mañana se les cerraron las puertas de todas las actividades laborales. Y el antecedente de no tener trabajo por ser exonerado era como padecer lepra u otra enfermedad repulsiva.



Sin embargo, ¿qué ha ocurrido? Y no podemos negarlo. No quiero ofender a nadie, pues no creo que descalificándonos vamos a hallar consenso.



Pienso que muchos tuvimos responsabilidades en lo que pasó en Chile. Y no desmerece una meditación en ese sentido, no para zaherirnos, sino simplemente para aportar la experiencia que cada uno ha acumulado.



Hoy día encontramos a esos chilenos con pensiones de 75 mil pesos. Compatriotas que envejecieron y que incluso murieron en espera del término de las largas tramitaciones del sistema. Negar hoy día este beneficio es prolongar el drama de quienes -vuelvo a señalar- envejecieron sin sentirse personas útiles al país, desde el punto de vista de sus capacidades.



Las personas que aún quedan vivas no pueden seguir esperando. No pretendo hacer una intervención fácil, invocando a sectores que pueden estar presentes. Pero, tras una sola mirada hacia las tribunas, uno puede ver cómo envejecieron, cómo hoy día sus cabellos están teñidos de blanco, cómo los surcos de sus rostros representan no solamente la edad, sino el sufrimiento de haber sido discriminados durante tantos años.



Estoy totalmente de acuerdo con lo que señalaba una señora Senadora en el sentido de que el daño previsional es una deuda que debemos enfrentar. Y desde estas bancadas nuestros votos y nuestro accionar están disponibles para que caminemos en la búsqueda de la solución del daño previsional, que tiene a una enorme cantidad de compatriotas recibiendo pensiones miserables, que son realmente increíbles.



Todos sabemos dónde se originó el problema. Repetirlo sirve solamente para recordar la historia.



Los  Gobiernos de la Concertación han debido enfrentar los perjuicios de los torturados, de los exonerados, de los exiliados. El exilio es una muerte en vida, porque muchas familias no pueden volver a su patria por el hecho de que sus hijos nacieron en el extranjero. Éstos no se sienten chilenos, no quieren venir a Chile, mientras que sus padres lo único que anhelan es regresar a la tierra donde nacieron y donde es imposible que los afectos desaparezcan.



Por eso -y lo digo con humildad para que no sea mal tomado- invito a las bancadas de Senadores de la Oposición democrática a sumarse a la aprobación del proyecto, respetando su derecho -como bien señalaba un señor Senador- a hacer sus planteamientos. Sin embargo, no creo que se haga justicia con los exonerados rechazando esta iniciativa, porque existe otro saldo social respecto del cual, con buena disposición, podemos llegar a un final feliz.



En el último intento que hicimos al dictar una nueva ley, dado que la mayoría de las personas son de escasos recursos, incluso de niveles culturales bastante modestos, hubo muchos chilenos y chilenas que desconocían la fecha de su publicación. Por eso, ésta es la tercera normativa legal que estamos impulsando. Porque también los medios de comunicación y la burocracia de los papeles administrativos hacían muy difícil que los exonerados pudieran acceder a esas garantías.



Hoy día se han inscrito 180 mil chilenos para postular a un beneficio como exonerado.



Acabo de sostener una entrevista con la Directora a cargo de la oficina que atiende a los exonerados. Dicha autoridad me aseguró que de esos 180 mil exonerados sólo 37 mil tendrán la posibilidad de acceder a pensiones de 75 mil, 80 mil y 100 mil pesos. ¿Por qué razón? Porque la gran mayoría de ellos provienen del proceso de Reforma Agraria, de los asentamientos, cuyos documentos y papeles se perdieron o extraviaron por mil razones.



Entonces, todavía 180 mil chilenos permanecen ahí con sus años, sus problemas, sus dolores, sus enfermedades, sus miserias materiales, esperando que se haga justicia con ellos.



Por eso, el daño previsional no puede colocarse como un elemento que impida afirmar hoy día en conciencia que los chilenos de todos los sectores nos reencontramos en democracia, en libertad, respetando los derechos humanos,  sea cual fuere la circunstancia en que se conculcaron.



Por lo tanto, llamo a la Derecha política y a la Alianza por Chile a que se sumen a este acto y entreguen sus votos favorables a esta iniciativa. De esa manera vamos a caminar hacia un Chile reconciliado sobre la base de hechos concretos.



Los votos de los Senadores del PPD serán favorables al proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, dada mi calidad de Senador independiente, quiero entregar una mirada distinta, una visión de futuro.



Efectivamente, hay un daño previsional y deudas históricas -yo me atrevo a llamarlas "deudas prehistóricas"- que el Estado mantiene con miles de personas en el país.



Sin embargo, junto con respaldar y apoyar este acto de justicia social y humana hacia miles de chilenos, perfectamente en el Senado podemos  pedir a la Presidenta de la República y a su Gobierno que, con la máxima urgencia, tomen en consideración el debate de hoy.



Esta discusión dice relación a la posibilidad de hacer de manera justa y humana que miles de compatriotas puedan contar con la oportunidad, antes de morir, de ver hecho realidad el sueño de su justicia social, de la solución al daño previsional.



¡Deudas históricas con los maestros de Chile; deudas históricas con miles de trabajadores; deuda histórica en la Región de Magallanes del 4 por ciento; deuda histórica en mi Región del 10,65 por ciento!



Entonces, para respaldar hoy día la iniciativa se hace necesario además solicitar al Ejecutivo una perspectiva distinta y no una mirada política, de la cual todos estamos cansados y en la que no vemos que exista una contribución para mejorar nuestra convivencia.



En mi calidad de Senador independiente, voto a favor del proyecto, pero pido también al Gobierno que considere las demás deudas históricas que mantiene con miles de chilenos.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, advierto que este debate se ha caldeado de manera un tanto imprevista, tal vez porque los razonamientos formulados por los señores Senadores de Oposición tienen el riesgo –él en política es muy grave- de constituirse en verdades a medias. Y a veces las verdades a medias son más peligrosas que las falsedades completas, porque tienden a distorsionar la realidad y a presentar una mirada equivocada de ella.



Me refiero a lo siguiente: las consecuencias del sistema previsional impuesto en Chile a comienzos de los 80 deben asumirse como tales. No son producto de los Gobiernos de la Concertación, pues éstos asumieron el poder años después.



Cuando el entonces Ministro del Trabajo señor José Piñera ofreció a los chilenos un sistema para resolver los problemas previsionales, lo impuso porque no había Parlamento democrático, ni libertad de prensa, ni opinión pública capaz de debatir. Simplemente se impuso. Y en ese momento se prometió algo que no se cumplió. El señor Piñera señaló que las tasas de reemplazo para las personas que entraran en el nuevo sistema de AFP iban a alcanzar el 70 por ciento, es decir, que el monto de las jubilaciones llegaría al 70 por ciento de las remuneraciones de los trabajadores en actividad. Y eso no ocurrió. O sea, el punto estructural, de fundamento, es que se impuso un sistema previsional cuya promesa básica -pensiones por montos superiores a los dos tercios de las remuneraciones de los trabajadores- no se cumplió.



Entonces, es cierto que muchas personas sufren daño previsional; pero, si simplemente se afirma que ello es por culpa de los Gobiernos posteriores, se está diciendo una verdad que no es posible aceptar, porque es una verdad a medias que en realidad esconde u oculta el hecho básico a partir del cual se originó la dificultad.



No se trata de atizar un debate innecesario o de entrar en polémica con la Oposición, sino de que a los Parlamentarios oficialistas nos resulta inaceptable que se invoque la responsabilidad política de los Gobiernos de la Concertación respecto de un hecho cuyo dato básico de origen es el sistema previsional impuesto a comienzos de los años 80, cuando en nuestro país no había Parlamento ni condiciones democráticas para debatir las consecuencias que aquél iba a ocasionar con posterioridad.


Y desde varios años que se han venido haciendo esfuerzos. Quiero expresar al Senador señor García que no es mi ánimo polemizar de mala manera. Por el contrario, creo que tenemos un buen trato personal en la Comisión de Hacienda. Sin embargo, me veo en la obligación de señalar que su afirmación, en el sentido de que lo único de lo cual se ha preocupado la Concertación es de los exonerados, es inexacta. En el Congreso se han aprobado varias leyes que apuntan a resolver temas previsionales. Por ejemplo, la del llamado “Nuevo Trato Laboral", del año 2003, estableció un conjunto de mecanismos orientados a incentivar el retiro. Otro tanto ha ocurrido con el controvertido proyecto relativo a la salud. Por cierto, no se busca resolver en su totalidad un daño imposible de evaluar, porque presenta aspectos morales y tiene que ver con la vida de las personas -hay sufrimientos que no se pueden reparar-, pero materialmente algo el Estado puede hacer. Y -ya lo decía- en esta iniciativa tan controvertida relativa a la salud también se consagran incentivos al retiro, para que las personas jubilen en mejores condiciones y no tengan que seguir trabajando a los 70 o más años de vida o algunos, incluso, ya acercándose a la etapa final de su existencia. 



Hoy, efectivamente, las jubilaciones son muy bajas y no son suficientes para llevar una vida decorosa. Pero esta materia se halla en el programa del actual Gobierno. De hecho, todos sabemos que la Presidenta Bachelet formó un comité ministerial encabezado por el Ministro señor Andrade, cuya tarea principal consiste en presentar al país una propuesta de reforma previsional, precisamente para que ahora, en democracia, nos hagamos cargo de las secuelas que trajo consigo la imposición de un sistema que aparecía como perfecto, pero todos sabemos que, cuando no existe libertad de prensa ni discusión democrática, las cosas resultan no sólo no perfectas, sino, a la postre, dramáticamente imperfectas.



Por lo tanto, no se nos puede hacer responsables de consecuencias que provienen de cuando el régimen político imperante poseía todo el poder. Nosotros no somos responsables de eso. No somos responsables de los abusos cometidos por el poder total. No somos responsables de los efectos producidos por el totalitarismo en nuestro país. Pero, claro, debemos tratar de solucionarlos. Y en ese sentido estamos abiertos al diálogo. Incluso, el Honorable señor Letelier ha presentado un proyecto de acuerdo, no antagónico con otros propuestos por la propia Oposición, que apunta a enfrentar estos temas y dar respuesta a los trabajadores de la Administración Pública, mejorándoles sus condiciones de retiro, dentro de un plazo razonable, no indefinido, incluso durante el transcurso de este Gobierno. Tenemos toda la voluntad para iniciar un diálogo.



Claro, aquello es parte de la verdad. Y no se puede, a partir de una parte de la verdad, ocultar la otra, también muy importante y que dice relación con las responsabilidades políticas. No quiero irritar a nadie con la cita, pero por algo Joaquín Lavín expresó que, si él hubiera conocido las violaciones a los derechos humanos cometidas durante el Gobierno militar, posiblemente hubiera votado "no" en el plebiscito de 1988.  Y eso tiene que ver con las responsabilidades políticas. 



Ahora, desde el punto de vista de nuestras responsabilidades políticas, a nosotros no se nos pueden imputar las consecuencias de haber impuesto un determinado sistema previsional, ni sus imperfecciones y los efectos sociales que después produjo. Y, lógicamente, los exonerados entre 1973 y 1975, beneficiados con la presente iniciativa de ley, tampoco son responsables de tales consecuencias. Por ende, no se puede actuar a su respecto con un criterio de represalia. Ellos ya experimentaron los efectos del quiebre democrático ocurrido en 1973. No corresponde que continuemos prolongando esos sufrimientos.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, di mi opinión sobre la iniciativa en mi primera intervención. Tengo la impresión de que, felizmente, será aprobado, por lo que se hará justicia con miles de chilenas y chilenos que sufrieron los rigores de la dictadura.



Sólo quiero expresar el sentimiento que me provoca el pronunciamiento contrario de la Oposición. Porque la verdad es que el argumento que se ha dado es insostenible: situaciones pendientes en materia de justicia y la existencia de desigualdades en el país. Es evidente que somos una sociedad con bastante desigualdad, muchos problemas sin resolver y múltiples demandas sociales. Ahora, el hecho de que tales asuntos no puedan solucionarse todos al mismo tiempo no justifica agredir los derechos de miles de chilenos, como está sucediendo en este caso. Eso es negar el progreso y pretender que en una sociedad es posible resolver todos los problemas mediante un solo acto.



Yo realmente no entiendo -y quiero dejarlo muy en claro aquí- esa actitud política. Si es por hacer oposición, están en su derecho -el país lo juzgará-, pero acá no estamos frente a una cuestión política: se trata de personas, de hombres y mujeres, de derechos concretos, que son justos. Nadie ha dicho acá que esta iniciativa de ley no es justa. No es dable hacer tal aseveración.



Por lo tanto, el pronunciarse en contra del proyecto -que es votar en contra de muchos chilenos y muchas chilenas- tiene por objeto llamar la atención al Gobierno sobre otros asuntos que serán abordados en su momento. 



Sabemos de la tremenda deuda previsional en Chile, no sólo de los funcionarios públicos que pasaron de un sistema a otro, sino también del 40 por ciento de chilenos que carece de previsión. Por ello, va a ingresar al Parlamento un proyecto de reforma previsional, que ojalá sea la más profunda de este Gobierno. Ése será el minuto de plantear todas las cuestiones pendientes.



Sólo se avanza en la medida en que se vayan corrigiendo las injusticias.



Espero que el país conozca este debate, pues me parece indispensable que la ciudadanía sepa cuál es realmente la actitud de los distintos señores Senadores frente a estos temas. En este caso, se trata de una causa completamente justa que beneficia a más de 7 mil compatriotas     -no son pocos-, pero que algunos rechazan por una razón que yo no entiendo, ¡no la entiendo! 



Con todo, felizmente, vamos a aprobar el proyecto, porque, por fortuna, hoy día tenemos un Senado que -aunque de un modo imperfecto-, por primera vez en quince años, expresa la mayoría nacional.



Cuando se dice que los sistemas electorales o la política no se hallan vinculados con los intereses de la gente, al parecer no es tan cierto, pues, si esta iniciativa se hubiese votado el año pasado y la Derecha hubiera manifestado la misma actitud de hoy día, no se habría aprobado, como sí va a ocurrir ahora. Por lo tanto, algo tiene que ver el que se expresen aquí las mayorías por los derechos concretos y justos de miles y miles de chilenos.



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).
La señora MATTHEI.- Señor Presidente, se ha dicho que sería bueno que el país conozca esta discusión. Y obviamente queremos que ello suceda. De hecho, enviaremos todos los discursos vertidos en la sesión a los miles de profesores que no pueden jubilar; a todas las personas del sector salud que no pueden jubilar;… 


--(Manifestaciones en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!

La señora MATTHEI.-… a toda la gente de los ministerios que no pueden jubilar. 



El Senador señor Escalona ha señalado que éste es un problema de las AFP. Y, con ello, demuestra la insensibilidad absoluta de la gente de la Concertación hacia el daño previsional de miles de trabajadores, a los cuales no se les ha querido dar una solución. Después de escuchar el discurso de Su Señoría, queda claro que el Gobierno no desea resolver la situación previsional de los afiliados a las AFP. Y sí lo hizo respecto de quienes estaban en el INP. 



A lo mejor el Honorable señor Escalona no lo sabe, pero en los años 1992 y 1993 hubo que aprobar una ley especial, porque el mismo daño previsional que hoy afecta a la gente de las AFP lo experimentaron las personas adscritas al INP: también se jubilaba con una pensión del 30 por ciento. Sin embargo, a los últimos se les arregló la situación y hoy día se jubilan con 80 por ciento. Sin embargo, a los cotizantes de las AFP, que tienen idéntico problema, por exactamente las mismas causas, no se les ha querido dar más que 50 mil pesos.



Ésa es la justicia de la Concertación: para algunos, todo, y para otros, nada.



Señor Presidente, no tengo ningún problema en que pifien aquí hoy día, porque la cantidad de trabajadores, de servidores públicos, de funcionarios municipales, de profesores, de paradocentes que no se puede jubilar por el daño previsional es enorme. 



Ellos van a entender perfectamente bien que nosotros los estemos defendiendo. Porque han sufrido durante catorce años la indiferencia absoluta de la Concertación. ¡Absoluta! Han visto cómo se destinan  millones de dólares para la solución de los problemas previsionales de algunos. Pero para ellos no hay nada.



Por lo tanto, señor Presidente, no tengo inconveniente  en que este debate se dé a conocer. Más aún, ¡nosotros lo pondremos en conocimiento de la gente que cada miércoles anda por los pasillos del Congreso peleando por una solución razonable que remedie su situación previsional, para que vean que efectivamente hay plata para algunos, pero para otros, no! Ello, de acuerdo con lo que quiera el Ministerio del Trabajo del Gobierno de turno de la Concertación.



Señor Presidente, aquí se ha dicho que la situación a que se ha aludido no es culpa de la Concertación. Entonces yo quisiera saber: ¿Qué ha hecho ésta por los trabajadores que están a honorarios desde hace diez o quince años? ¡Por qué para ellos no hay dinero para efectuar las cotizaciones correspondientes y cubrir las lagunas previsionales que arrastran! Hace años que venimos peleando por que se ponga término a eso, pero sencillamente los siguen teniendo en esa condición: ¡todavía hoy día no les pagan la previsión; todavía hoy día no tienen derecho a vacaciones; todavía hoy día -en el año 2006- esas mujeres no tienen derecho a pre y postnatal!



¡Para ellos no hay ninguna solución!

El señor LETELIER.- Sí tienen ese derecho.

La señora MATTHEI.- ¡No lo tienen!



¡Perfecto! Aquí el Senador señor Letelier me interrumpe y dice que sí existe el derecho a pre y postnatal para las que están a honorarios. Les enviaré la intervención del señor Senador para ver qué piensan. ¡La gente sabe perfectamente que no tiene derecho a vacaciones, que no tiene derecho a pre y postnatal, que no tiene derecho a licencias médicas y, además, que no tiene previsión!


El día que ellos se quieran jubilar, señor Presidente, van a tener lagunas de diez y de quince años.



Entonces, lo que nosotros alegamos es que la Concertación exhibe un doble estándar inaceptable. Sólo para algunos está disponible todo el dinero para solucionar los problemas. ¡Cuándo va a ser el día en que se encuentren dispuestos a resolver la situación de toda la gente!



¡La verdad es que ustedes escogen con pinzas a quienes ayudan y a quienes no! ¡A los que votan por ustedes les solucionan los problemas y a los otros, no!



Voto en contra.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el Honorable señor Gazmuri ha señalado que nadie ha discutido la justicia de este proyecto, el cual, como dijo la Senadora señora Matthei, favorece a algunos y a algunas: a 7 mil trabajadores y trabajadoras, que fueron denostados al momento de ser expulsados de la Administración Pública y de las empresas intervenidas en aquella época. 



Más aún: muchos de ellos, como ya se ha dicho, sufrieron los rigores de la tortura, sufrieron los rigores de la cárcel, sufrieron los rigores del exilio y sufrieron los rigores de no haber podido contar durante muchos años con un trabajo estable o permanente que les permitieran pensionarse dignamente.



Ésos son “algunos” y “algunas”. 



Y, mediante este proyecto, el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet ha querido reparar la injusticia que se cometió con ellos entre los años 1973 y 1975.



Sin embargo, aquí se han intentado mezclar los problemas que estas personas viven desde hace muchos años -al menos, los que van quedando, porque los exonerados en dicho periodo fueron más de 7 mil- con los que experimentan otros sectores de nuestra sociedad, situaciones que nosotros estamos dispuestos a enfrentar.



Creemos que acá se falta a la verdad cuando se dice que el Ejecutivo no tiene la intención de resolver los problemas, por ejemplo, lo relativo a la deuda previsional, en circunstancias de que el Gobierno            -probablemente a fines de año o a comienzos del próximo- va a enviar un proyecto destinado a reformar todo el sistema previsional y a permitir que las personas se pensionen dignamente.



En la actualidad estamos estudiando en el Congreso, no cómo resolver la cuestión de la deuda previsional, sino la entrega de un bono poslaboral a los trabajadores que fueron obligados a cambiarse del sistema público -llamado en estos momentos “del INP”- al de las administradoras de fondos de pensiones. Sabemos que el beneficio no soluciona todas las dificultades de esas personas, pero se halla focalizado hacia quienes cuentan con menos recursos y con posibilidades más reducidas de obtener mejores pensiones.



Señor Presidente, estamos dispuestos a enfrentar los problemas planteados durante la discusión habida en la Sala a propósito de este proyecto. ¡Pero que nadie se venga a escudar en una medida tendiente a corregir una injusticia cometida en contra de exonerados entre 1973 y 1976 para justificar una votación negativa sobre la base de que otros sectores de la sociedad también se encuentran en dificultades, las cuales -estamos seguros- sabremos resolver debidamente!



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Silencio, por favor.

El señor NARANJO.- En verdad, señor Presidente, uno a veces no termina de sorprenderse con las decisiones de algunos señores Senadores. Porque a los mismos que hoy se están oponiendo tan tenazmente los ha visto apoyar iniciativas vinculadas con la reparación en nuestro país. De modo que no comprende por qué se debe castigar a gente afectada por equivocaciones que se pueden haber cometido o por dificultades no solucionadas.



¡Pero qué culpa tiene esa gente!



¿O se encontrará detrás de eso -y me permito plantearlo- el ánimo de castigarla por haber mantenido sus valores, sus principios; por no haber renunciado jamás a sus convicciones políticas?



--(Aplausos en tribunas).



¿No será, señor Presidente, que la sanción va por ahí? Porque son personas que jamás renunciaron a lo que fueron. Se las persiguió injustamente. A muchas de ellas se las trató de “delincuentes”, de “terroristas”, de “antipatriotas”, en circunstancias de que sólo sustentaban valores y principios, y únicamente creían que era posible construir un Chile mejor. Porque tenían sueños, porque tenían ideales, fueron castigadas. Y por eso se otorga este beneficio.



Entonces, no entiendo el porqué. ¡Si es gente que ha sufrido tanto! ¡Si es cosa de ver los rostros de quienes se hallan en las tribunas! ¡Si es cuestión de observar su edad para darse cuenta de lo tremendamente justo que es el bono que se dispone!



Por eso, lamento profundamente la situación producida. Y en la Sala se encuentran muchos señores Senadores que en otras situaciones de reparación nos han acompañado con sus votos. Uno esperaría, entonces, que siguieran contribuyendo a cerrar heridas, para que de esa forma cicatrizase el pasado. Pero cuando percibe la virulencia de algunas de sus intervenciones; cuando observa cierta forma de enrostrarle a esa gente cargos injustos, uno no ve realmente que se vaya en el camino correcto.



Lo lamento, porque era esperable que la iniciativa en análisis se hubiera aprobado por unanimidad, pensando en el dolor, en el sufrimiento de quienes se hallan en las tribunas. Son personas que merecen, con justicia, lo que hoy les estamos entregando. Y les pido disculpas por habernos demorado tanto en reparar la iniquidad de que fueron objeto.



Por eso voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego mantener silencio.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?



¿Señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Me pronuncio a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto por 20 votos contra 10 y se fija el lunes 16 de octubre, a mediodía, como plazo para formular indicaciones.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Cantero, Chadwick, García, Kuschel, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



--(Aplausos en tribunas).

CONTRIBUCIÓN DE CHILE A ACCIÓN

CONTRA HAMBRE Y POBREZA MUNDIALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundiales, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.











4104-05

--Los antecedentes sobre el proyecto (4104-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 7ª, en 12 de abril de 2006.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 48ª, en 5 de septiembre de 2006.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es autorizar al Presidente de la República para efectuar, en representación del Gobierno, aportes hasta por un total de cinco millones de dólares anuales, que se convengan como parte de iniciativas internacionales contra el hambre y la pobreza y se canalicen con tal objeto a los fondos, programas y agencias del sistema de Naciones Unidas.



La Comisión de Hacienda conoció el proyecto de conformidad con un acuerdo adoptado por la Sala sobre la base de una solicitud de la Comisión de Relaciones Exteriores, y le dio su aprobación tanto en general cuanto en particular por tres votos a favor (Honorables señores García, Navarro y Ominami) y una abstención (Senador señor Novoa), en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados. El texto se consigna en el informe correspondiente.



Cabe hacer constar que la Comisión propone al señor Presidente que el proyecto, por ser de artículo único, se discuta en general y particular a la vez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Hacienda, Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, quiero informar a la Sala respecto de las características de la iniciativa en debate.



En el año 2004, los Presidentes Lagos, Lula da Silva y Chirac designaron un Grupo de Trabajo Técnico con el fin de identificar fuentes innovadoras de financiamiento para la acción contra el hambre y la pobreza mundiales y de esta forma contribuir a las llamadas “Metas del Milenio”.



Chile ha participado muy activamente en ese Grupo Técnico, al cual se han incorporado, además, Alemania, Argelia y España. En el mes de septiembre -porque así estaba previsto- debe de haberlo hecho Sudáfrica.



Nuestro país se integró a la iniciativa de la Lucha contra el Hambre y la Pobreza  en enero del 2004, desde su inicio, en un encuentro en Ginebra de los Presidentes Lula, Lagos y Chirac con el Secretario General de las Nacional Unidas (como señalé, luego se unieron Argelia, Alemania y España).



Un Grupo Técnico nombrado por los Presidentes que participan en la iniciativa ha operado con el mandato de unificar fuentes nuevas de financiamiento para combatir el hambre y la pobreza en el mundo y colaborar a una globalización con rostro más humano y mayor desarrollo económico.



Siempre se ha obrado bajo el propósito de que las diversas propuestas puedan contribuir al progreso económico y social y a reducir la miseria y el hambre en economías pobres y de ingresos medios.



Por ello el énfasis de Chile, por ejemplo, en medidas que ayuden a combatir la evasión tributaria que se canaliza vía paraísos fiscales, como asimismo en la propuesta para reactivar la emisión de derechos especiales de giro del Fondo Monetario Internacional y su nexo con el combate a crisis financieras y su impacto sobre la pobreza y la lucha contra las desigualdades.



Al evento a que me referí, desarrollado en Nueva York en septiembre de 2004, asistieron jefes de gobierno o ministros de casi todos los países del mundo. Su conducción estuvo a cargo de los Presidentes Chirac, Lagos, Lula y Rodríguez Zapatero.



Frente a las propuestas preparadas por el Grupo Técnico, a través de una declaración sustantiva, 110 países -es importante destacar esto: ¡110 países!- apoyaron su trabajo a fin de que continuara su elaboración para la Cumbre sobre los Objetivos de Desarrollo del Milenio, realizada en Nueva York en septiembre del 2005.



Con el impulso de Francia y el apoyo de Chile y Brasil, se avanzó en una propuesta para cobrar tasas sobre los pasajes aéreos. Con ocasión de la Cumbre de Alto Nivel de las Naciones Unidas para la revisión del avance de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, el 14 de septiembre de 2005 se lanzó oficialmente el proyecto piloto acerca de la contribución solidaria (el llamado “impuesto/tasa”) a los pasajes aéreos internacionales destinada a la lucha contra el HIV/SIDA y otras pandemias.



¿Por qué razón el instrumento del impuesto/tasa? Porque es expedito aplicarlo a nivel nacional y luego asignar los fondos a uso para un bien público internacional o combatir un mal público (por ejemplo, el sida, la malaria, la tuberculosis). Además, es progresivo, en general, y grava a un sector muy beneficiario de la globalización (propósito: que los ganadores solidaricen con los perdedores).



Lo concreto es que nuestro país  fue el primero en anunciar su contribución.



El Presidente Lagos, en septiembre de 2005, durante su exposición, informó a la Asamblea que Chile aplicaría un aumento de dos dólares a la tasa de embarque de los pasajeros con destinto al exterior. Desde marzo de 2006 se encuentra vigente ese recargo.



Unos 18 países de economías desarrolladas y en desarrollo han anunciado su contribución, la que ya fue aprobada legalmente en el Reino Unido y en Francia.



Sobre la base de un acuerdo inicial con Francia y Brasil, se está estableciendo una facilidad internacional para la adquisición de medicamentos. A este acuerdo se han sumado ya Noruega y Gran Bretaña. Se busca crear un mecanismo efectivo y eficaz para combatir la pobreza por medio de la inversión dirigida a luchar contra el sida, la malaria y la tuberculosis a través de un centro de adquisición y distribución de remedios a las naciones más pobres y afectadas por esas pandemias, que operará mediante las agencias del sistema de las Naciones Unidas, para evitar la duplicidad y permitir atender las urgentes necesidades de los pobres en países en desarrollo, particularmente los de África.



Con todo, la participación de Chile en la iniciativa contra el hambre y la pobreza y la creación de esta instancia y su lanzamiento internacional con ocasión de la Asamblea General de las Naciones Unidas celebrada el 19 de septiembre de 2006 han permitido a nuestro país jugar un papel muy destacado, en que se han reiterado con nitidez los planteamientos de un enfoque integral para una globalización más humana y más pro desarrollo.



Señor Presidente, el proyecto que se somete a la consideración del Senado es muy simple. Sencillamente, se trata de una autorización a la Dirección de Presupuestos para aportar hasta el equivalente a cinco millones de dólares anuales a la Iniciativa contra el Hambre y la Pobreza.



La contribución de Chile sería el equivalente a los dos dólares por pasajero nacional o extranjero que sale del país. Y el aporte de este año se haría a través de la Organización Mundial de la Salud.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Canciller.

El señor FOXLEY (Ministro de Relaciones Exteriores).- Señor Presidente, quiero complementar la completa información dada recién por el señor Presidente de la Comisión de Hacienda del Senado.



A mi juicio, nos encontramos frente a una de las iniciativas más imaginativas en el plano de la solidaridad internacional habidas de un tiempo a esta parte.



Es del caso puntualizar, por ejemplo, que con motivo de la reciente Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nuevo York, tuvimos oportunidad de participar en el acto de lanzamiento del fondo internacional destinado a financiar medicamentos en la lucha contra el sida, la tuberculosis y la malaria.



Y, para aquellos que pudieran abrigar alguna duda respecto del significado que la participación de Chile tiene en la iniciativa en comento, debo informar que en el referido acto (fue presidido por el Secretario General de la ONU, señor Kofi Annan, y participaron también el Presidente de Francia, señor Chirac; el Presidente Lula; el Primer Ministro de Noruega y el Ministro de Desarrollo de Inglaterra; se encontraba asimismo el ex Presidente Clinton, de Estados Unidos; nuestro país estaba representado por quien habla hoy en el Senado), cuando aquélla era lanzada, en presencia de la prensa mundial y de mucha gente que había concurrido a la Asamblea de las Naciones Unidas, hubo un reconocimiento prácticamente unánime por parte de las personas que señalé (Chirac, Lula, Clinton, etcétera) del hecho de que un país de desarrollo intermedio como el nuestro -nación pequeña a la que podía considerarse marginal desde el punto de vista de las grandes decisiones internacionales-, a través del Presidente Lagos, hubiera sido de los primeros, junto con Francia y Brasil, que la apoyaron, la impulsaron y la difundieron en el mundo.



En esa ocasión, fue interesante escuchar al ex Presidente Clinton. Porque, a decir verdad, se trata de una iniciativa en la cual ciertos gobiernos han generado un ambiente propicio para crear una conciencia internacional acerca de problemas extremadamente graves, pandemias que están ocurriendo y que generan mortalidad en la población, sobre todo en los países de África, lo cual resulta abismante.



Pero lo relevante es que al apoyo que esos gobiernos brindan a la referida iniciativa se suman fundaciones privadas -como la Fundación Gates y la Fundación Clinton- que se hallan organizando un esfuerzo masivo de respaldo de empresas privadas en el mundo para dar a lo concerniente a los medicamentos una envergadura acorde con los problemas que se trata de resolver.



Por ejemplo, el ex Presidente Clinton, con los recursos que ya se están recolectando en el fondo pertinente, va a establecer, a través de su Fundación, un poder negociador de precios menores para los medicamentos, sobre todo en la segunda fase del tratamiento de enfermedades como el sida (los llamados “retrovirales”). y una red de distribución de ellos en los países donde existen pandemias como las señaladas. Y hay metas tan específicas como la de atacar el problema del sida en la población infantil. Existen 500 mil niños infectados y los objetivos de esa iniciativa público-privada son ampliar aquella cobertura, que hoy día sólo llega a 10 mil menores, a 100 mil en el año 2007 y a 200 mil en el 2008. 



Eso, en lo referente al sida.



También hay metas concretas respecto de los medicamentos para combatir la malaria, si se toma en cuenta que hoy día cada 30 segundos muere un niño en el mundo debido a esa enfermedad, la que hace algunos años parecía estar en retirada o erradicada. Lo mismo ocurre en el caso de los medicamentos masivos para atacar la tuberculosis en África -allí todavía produce 2 millones de muertes anuales- y también en Asia y América Latina. En Latinoamérica hay naciones, como Haití, donde se presenta en condiciones muy graves.



Por lo tanto, lo que estamos diciendo acá es que se necesita hacer un esfuerzo solidario.



Alguien podría preguntar por qué tenemos que involucrarnos en una iniciativa de esa naturaleza, relacionada con países tan lejanos, como los de Asia. 



Al respecto, lo primero que debo señalar es que se está pidiendo un esfuerzo menor a las personas que realicen viajes internacionales, sobre la base de aumentarles en 2 dólares la tasa de embarque aeroportuaria. Constituye, más bien, un esfuerzo simbólico de solidaridad.



Ahora, ¿por qué un país pequeño ha de expresar solidaridad en su política exterior? 



En tal sentido, deseo señalar algo muy claro.



Hay naciones que se han transformado en un ejemplo en la materia: las escandinavas. Se trata, al igual que Chile, de países pequeños que hace muchos años entendieron que, para aumentar su capacidad de influencia en el mundo, incrementar su poder conceptual y actuar con una fuerza mayor a la correspondiente a su tamaño, debían desarrollar en muchos niveles una política multilateral que les permitiera ser capaces de expresar sus valores; vale decir, los valores y principios en los cuales creemos. 



Uno de ellos es el de que no podemos mantenernos con los brazos cruzados ante el escándalo de epidemias que están matando masivamente a niños en el mundo, a cuyo respecto es preciso dar, por lo menos, un testimonio moral y otro más concreto, como es este mínimo esfuerzo que se solicitará a quienes viajen al exterior: que en sus pasajes agreguen 2 dólares para financiar la iniciativa.



Ella despierta una tremenda emocionalidad -diría yo- en los países que serán beneficiados. En efecto, en la citada reunión de las Naciones Unidas escuchamos a varios Jefes de Estado africanos celebrándola y aplaudiendo el hecho de que una nación pequeña -y no rica- como Chile le brindara su apoyo. 



Por eso hoy día estamos aquí solicitando al Senado ojalá una aprobación unánime del proyecto. Porque esto sirve a Chile, lo ayuda y aumenta su prestigio y su influencia internacionales.



Permítanme, Sus Señorías, terminar mi intervención con una breve anécdota, para demostrar que esto sí funciona, además, en otros planos.



Nuestro país se está globalizando. Y lo hace sin temores, manifestando también en otros aspectos -por ejemplo, en el plano multilateral de la Ronda de Doha- su apoyo y buena voluntad prácticamente en todos los lugares del mundo.



Hace algunos días recibimos una llamada del Ministro de Relaciones Exteriores de Noruega con referencia a la paralización de las negociaciones en aquella Ronda destinadas a dar acceso a los países pobres y en desarrollo al mercado de las naciones ricas. Dicho personero llamó a los cinco países del orbe que concitan la unanimidad de buena voluntad en todos los bloques -los desarrollados y los subdesarrollados; los del África y los del Asia- para que realicen un esfuerzo tendiente a abrir esos mercados y beneficiar al mundo en desarrollo. Ellos son Noruega, Indonesia, Canadá, Nueva Zelandia, Kenia y Chile.



Hemos aceptado participar en ese objetivo porque nuestra pequeña nación ha logrado una influencia y una credibilidad que van más allá de su tamaño relativo y de su lugar en el orden internacional.



Por tales razones, yo inscribo esta iniciativa del Gobierno dentro de la proyección multilateral de un país que cree en principios y valores, y que extiende los brazos solidarios para salvar a los niños que mueren cada día y cada noche en África.



Espero que la Cámara Alta tome conciencia de lo que estamos haciendo y de lo que ahora pedimos, y que -repito- ojalá dé su apoyo unánime al proyecto en debate.



Gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, estos primeros minutos de análisis revelan una situación curiosa ocurrida durante la tramitación de la normativa en debate, cual es que, no obstante ser el Canciller quien defiende el punto de vista del Ejecutivo -porque este proyecto constituye un elemento clave en las relaciones exteriores-, quien la informa a la Sala es el Presidente de la Comisión de Hacienda, que fue la única instancia que la conoció.



Entonces, admitamos que el proyecto parte en forma curiosa,…

El señor GAZMURI.- ¡Rara…!

El señor COLOMA.-…extraña, que indica una primera deficiencia en su tramitación. No digo esto -y quiero ser franco- porque ese hecho haya pasado inadvertido cuando se dio cuenta de su presentación. Según entiendo, se pidió que fuera examinado por una sola Comisión y no por la de Relaciones Exteriores. A mi juicio, eso fue un error.



Lo que ha planteado esta conjunción Relaciones Exteriores-Gobierno versus Comisión de Hacienda del Senado demuestra lo incongruente que resulta la tramitación de esta normativa. Y, por eso, deseo formular una petición. 



Como me parece fundamental que el texto en debate sea estudiado también por la Comisión de Relaciones Exteriores, solicito que se remita a ella. 



En seguida, voy a dar cuatro argumentos que, en mi opinión, son muy relevantes para el análisis del asunto.



En primer lugar, se trata de un aporte de cinco millones de dólares. Alguien podrá decir que esa cifra, al lado de un presupuesto cuantioso, puede no significar mucho. Sin embargo, quiero destacar que representa la contribución más grande -¡más grande!- que el Gobierno de Chile haya hecho nunca a una institución internacional.



Hoy día, para bien o para mal, las organizaciones internacionales que reciben ayuda de nuestro país son 158 -¡158!-, por un total de 14 millones de dólares. Estamos requiriendo la actualización de este dato a la Cancillería -no me cabe duda de que pronto llegará- para ver exactamente cuál es el entorno de esas contribuciones. Entendemos que existe -y en eso concordó el Ministerio de Relaciones Exteriores- una profunda falta de revisión o de rigurosidad en cuanto a lo que aporta nuestro país a tales organismos.



Debo manifestar a mi estimado amigo el señor Canciller que parte de esos recursos va a entidades que luchan contra el sida y la malaria en cuanto tales. Porque existen órganos internacionales con ese objetivo y Chile es un aportante. Sin embargo, no hay una evaluación clara -y ésta no es una cuestión de ahora, sino que viene de antes- sobre cómo se gastan los fondos chilenos en el extranjero. 



¡No se puede girar cheques a cuanta institución esté dando vuelta! ¡Casi no hay organización que no reciba ayuda de nuestro país! Hemos pasado a ser uno de los aportantes excepcionales. 



Pero -¡por Dios!-, el contemplado en el proyecto es el aporte más grande que se haya hecho Y se pretende entregarlo sin que la Comisión especializada del Senado analice siquiera si se inscribe dentro de nuestra política internacional. 



Digo eso porque yo podría argumentar, legítimamente, que a lo mejor convendría evaluar la posibilidad de que los cinco millones de dólares -casi 40 por ciento de lo que se aporta- sean entregados en forma directa, por ejemplo, a organizaciones destinadas a combatir, o la pobreza, o la malaria, o el sida, o el maltrato infantil, que se hallan en pleno funcionamiento y a las cuales pertenecemos.



En consecuencia, no me parece razonable que se aborde un tema sin oír al órgano técnico correspondiente. 



En segundo término, el aporte propuesto tiene una característica especial: es para siempre. Son cinco millones de dólares anuales. Entendería si alguien me dijera que se otorgará por una sola vez ante un escenario determinado. ¡Pero es para siempre! O sea, ésta va a ser la única vez en que esta Corporación -porque el proyecto fue aprobado por la Cámara de Diputados en votación dividida- podrá evaluar el sistema. Tras ello, el aporte integrará las partidas de compromisos permanentes y nunca más podremos examinar la participación de nuestro país a ese respecto. Si se entregara por una sola vez o si cada año fuera factible evaluar sus resultados, sería un escenario susceptible para ponerle cortapisas o hacerle un seguimiento. Pero nada de eso ocurre conforme se encuentra planteado en  el texto.



En tercer lugar, señor Presidente, me parece que cuando hablamos de un fondo de carácter internacional para combatir la pobreza es necesario ser más rigurosos. Aquí ha habido otros fondos con esa finalidad. El último decía relación al petróleo, que terminó generando un problema serio en las Naciones Unidas.



Por lo tanto, creo que no es conveniente actuar casi como si nos sobrara la plata, en circunstancias de que se precisa una cantidad similar para resolver las demandas del sector salud, por ejemplo. Recordemos que se hablaba de cinco millones de dólares en la discusión final del gremio versus Gobierno, los que no estaban en ninguna parte. Bueno, aquí pueden estar. Hay problemas con los funcionarios municipales y, obviamente, con la educación. 



Entonces, si uno está dispuesto a entregar determinados recursos en aras del multilateralismo, lo lógico es ver adónde van a parar y cuáles son los controles para que sean ocupados de manera adecuada, porque no son nuestros: son de todos los chilenos. Y, si los señores Senadores leen con atención el proyecto de ley, advertirán que no hay ninguna fórmula de evaluación o de seguimiento; no existe manera de saber qué ocurre, cómo se gasta, cómo se rinde cuenta. Simplemente, estamos entregando fondos por la vía legal.



Por otro lado, se contempla una facultad final de delegación en embajadores para el uso de los recursos. Creo que ello también requiere un mínimo análisis desde el punto de vista internacional. Porque ya no estamos hablando ni siquiera de una facultad presidencial. Aquí hay un inciso que faculta a un embajador para que pueda suscribir los documentos que procedan para la entrega de estos dineros.



Entonces, una cosa es el tema de fondo. Hasta ahora, por los datos de que dispongo -uno puede equivocarse-, no me parece que el proyecto apunte efectivamente a una de las necesidades reales del país. Él fue, más bien, fruto de un acuerdo circunstancial: tal como terminamos enviando tropas a Haití porque al Presidente de la República, en su momento, se le ocurrió, ahora decimos que tenemos que aportar para siempre esos 5 millones de dólares, sin mayor análisis. 



Creo que debemos ser más rigurosos.



Pero hay, también, un aspecto de procedimiento al interior del Senado. A mi juicio, este proyecto -y lo digo por tercera vez, porque quiero que quede claro-, relativo al aporte más grande en la historia de las relaciones exteriores, debiera ser objeto, a lo menos, de una evaluación de mérito -¡de mérito!- por parte de la Comisión que está encomendada por la Sala para analizar nuestro desarrollo en política internacional. Lo contrario implica prescindir de los organismos competentes y que cada uno llegue con el proyecto que le parezca, si es que está bien construido desde el punto de vista financiero.



Sin perjuicio de lo anterior, aprovecho de señalar, para la historia de la ley, que al final la iniciativa no se va a financiar con los 2 dólares por pasaje. Eso venía en el proyecto original, pero fue descartado en la Cámara de Diputados por no adecuarse a la Constitución. Entonces, los recursos provendrán de Rentas Generales de la Nación.



En concreto, señor Presidente, teniendo muchas dudas respecto del fondo, en el tema de procedimiento me parece fundamental evaluar en serio, a conciencia, con capacidad de control, si este gasto es indispensable; si hay alternativas mejores; si no existen otros requerimientos más relevantes interna o externamente. 



Por ello, pido que el texto en análisis se remita a la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, me voy a referir sólo a la cuestión de procedimiento señalada por el Senador señor Coloma, miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores, porque en verdad la intervención del Canciller señor Foxley fue muy detallada, muy completa, y explicó en forma clara hacia dónde apunta el proyecto.



Quiero recordar que en la Cámara Baja su texto fue estudiado sólo por la Comisión de Hacienda. Ya en el Hemiciclo, se aprobó por 81 votos a favor, 16 en contra y 13 abstenciones. Cuando llegó al Senado, la Comisión de Relaciones Exteriores pidió a la Mesa que, por referirse a un tema esencialmente económico, financiero, se tramitara a la Comisión de Hacienda. Y así lo acordó la unanimidad de los señores Senadores presentes en esa ocasión. No hubo abstención alguna ni ningún pronunciamiento en contra de lo que planteó la propia Comisión de Relaciones Exteriores a través del Senador que habla, que la preside. 



La iniciativa se limita a implementar, mediante modificaciones legales internas, una contribución acordada con antelación en el marco de los instrumentos internacionales que se señalan en el mensaje.



Señor Presidente, nada sería más grato para nuestra Comisión que abocarse a materias tan interesantes como ésta; pero, en general, se pronuncia acerca de tratados. Por ser éste un proyecto de ley eminentemente económico y financiero, en su oportunidad entendimos -reitero: no hubo opiniones en contrario- que debía ser examinado por la Comisión de Hacienda.



Por eso, creo que mandarlo ahora a la Comisión de Relaciones Exteriores no tendría mucho sentido, porque sólo se refiere a la entrega de un aporte de 5 millones de dólares. 



Señor Presidente, me está solicitando una interrupción el Senador señor Coloma. Se la concedo con todo agrado. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Con la venia de la Mesa, tiene la palabra Su Señoría. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, sólo haré dos breves aclaraciones. 



En primer lugar, quien planteó que la iniciativa pasara directamente a la Comisión de Hacienda fue el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores -haciendo uso de su derecho-, no ésta como tal. Me parece que todavía existe diferencia entre un órgano técnico y quien lo dirige.



En segundo término, pido a los señores Senadores una reflexión de mérito. 



Es perfectamente posible que la Sala, cuando se presenta un proyecto sobre aporte a un fondo determinado, entienda de buena fe que él se refiere a una materia exclusivamente financiera, que compete a la Comisión de Hacienda. Pero nosotros debemos reflexionar. Y si al revisar su contenido nos damos cuenta de que se trata del aporte más grande realizado por Chile a una institución en el exterior, hemos de preguntarnos si acaso él no forma parte de las decisiones que ameritan ser evaluadas en un contexto de política externa. 



El problema no es de dónde viene la plata, sino adónde irá; con qué lógica internacional; con qué lógica de fiscalización; con qué lógica política. 



Por eso me pareció indispensable solicitar que la normativa se remitiera a la Comisión de Relaciones Exteriores, a fin de tomar decisiones bien fundamentadas y con sentido de país y de política internacional. 



Agradezco la interrupción. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Ya terminé mi exposición, señor Presidente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero hacer presente la importancia de este proyecto, que espero sea aprobado por el Senado. 



El señor Canciller manifestó -con mucha razón- cuáles son los motivos que inspiran a Chile a participar en los programas de ayuda de que se trata. 



A propósito de las intervenciones que he escuchado, deseo agregar dos elementos, que representan el sustento de una política internacional coherente que lleva adelante nuestro país. 



El primero dice relación a la Cumbre del Milenio, que se efectuó el año 2000, donde los representantes de todos los países -incluido el nuestro- aprobamos, en el marco de la Asamblea General de las Naciones Unidas, combatir la pobreza en el mundo, comprometiéndonos a efectuar las acciones internas y externas necesarias para concretar ese objetivo. 



Precisamente en ese sentido, y dado que existían algunas iniciativas, aunque no tan específicas, para abordar el tema, en su momento Brasil, Chile y España, junto con el Secretario General de la ONU, comenzaron con esta idea, que se desplegó en dicho organismo de una manera tan exponencial como ha comentado esta tarde el Canciller señor Foxley. 



La Cumbre del Milenio, entonces, es el primer objetivo que debemos tener presente dentro de nuestra política exterior. 



El segundo elemento tiene que ver con la globalización. 



Cuando Chile se inserta en el mundo global, no lo hace sólo en el ámbito económico. ¡Y por Dios que nos hemos abierto a la opción regional! Hemos suscrito con diferentes naciones acuerdos de libre comercio que este Senado ha analizado acuciosamente. 



Dicha política, sin duda, significa aportes y beneficios para nuestro país. Por eso la apoyamos con mucha decisión. 



Pero la inserción en el mundo global debemos mirarla, no sólo en una perspectiva económica, sino también en el ámbito político y, con mucha fuerza, en el cultural y en la esfera de la cooperación y la solidaridad. 



Es precisamente en este último aspecto donde se inscribe el acuerdo adoptado. Y me parece extraordinario que Chile, que no es una nación desarrollada, con un nivel intermedio, y pese a tener muchos problemas aún por solucionar, de cara al mundo diga que somos capaces de ver que hay niños que sufren enfermedades tan serias como las que aquí se han señalado y merecen nuestra atención como país. 



De allí que no sólo nos hagamos presentes efectuando un aporte, sino también participando activamente. En este sentido, debo destacar que el economista chileno Ricardo Ffrench-Davis ha tomado parte en todas las reuniones del panel de expertos que se creó para abordar este tema y adoptar una primera decisión que apunte en esa dirección.



Señor Presidente, creo que como país debiéramos sentirnos orgullosos de nuestra coherente política exterior, que no sólo ve los ámbitos económicos, sino también los políticos, los culturales y los de cooperación. Y que valores tan importantes, como el de la solidaridad, estén presentes tanto en nuestra política interna cuanto en nuestra política exterior.



Es por eso que, sin lugar a dudas, apoyamos esta iniciativa, en el deseo de que ojalá pueda aprobarse esta tarde en el Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por haber llegado el término del Orden del Día, queda pendiente la discusión general del proyecto para la sesión ordinaria de mañana.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:37.






Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE BENEFICIOS PARA EL PERSONAL DEL SECTOR SALUD

(4545-11)

Honorable Senado:



Tengo el honor de someter a vuestra consideración el proyecto de ley que busca, por un lado, reforzar la política de recursos humanos en el sector salud, incluyendo un mejoramiento de los incentivos económicos al desempeño creados en la ley Nº 19.937, así como la creación de otras bonificaciones especiales para una parte de ese mismo personal, y así lograr el mejoramiento de la calidad de los servicios y atenciones prestadas a los pacientes que acuden a los establecimientos hospitalarios públicos, hace necesario. 


Del otro, este proyecto considera que una mejor atención a los pacientes requiere inversión en el desarrollo del personal; por ello, esta iniciativa legal propone la delegación de facultades en el Presidente de la República a fin que se puedan llevar a cabo diversas modificaciones en las plantas de personal de los distintos Servicios de Salud, con el objeto de modernizar y generar más oportunidades de progreso y desarrollo de la carrera funcionaria.
Cabe señalar que durante meses se desarrolló un proceso de diálogo con las organizaciones del sector, que permitió arribar a un acuerdo sobre estas importantes materias, con la mayoría de las organizaciones sociales representativas de los funcionarios tales como la FENPRUSS, FENTESS y FENATS Unitaria, acuerdos que han sido recogidos en el presente proyecto de ley. 
De este modo Gobierno y gremios convergen en dar nuevos pasos para modernizar la política de recursos humanos en el sector salud, las que debieran significar mejores prestaciones a la ciudadanía, y que confiamos tendrá el respaldo mayoritario de los legisladores.
I. Incremento de asignaciones por desempeño y creación de nuevas bonificaciones.
En primer término, el proyecto de ley persigue reforzar los estímulos al desempeño que ya están en aplicación en el Sector Salud, con el objeto de seguir mejorando las condiciones y la calidad del trabajo del personal de las plantas profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares. Se beneficia así a los funcionarios de los Servicios de Salud del país, aumentando los porcentajes de tres asignaciones que la ley N°19.937 introdujo al decreto ley N°2.763 de 1979; y al personal que se desempeña en las Subsecretarías del Ministerio de Salud, la Central de Abastecimientos del Sistema Nacional de Servicios de Salud y el Instituto de Salud Pública de Chile, incrementando el porcentaje de la Bonificación por Desempeño Institucional de la ley N°19.490.
De este modo, en la Asignación de Desarrollo y Estímulo al Desempeño Colectivo se incrementan sus componentes que, en conjunto, significará pasar de un 11% a un 21% en el caso del personal técnico y de un 11% a un 22%, en el caso del personal administrativo y auxiliar. Respecto de la Asignación de Acreditación Individual y Estímulo al Desempeño Colectivo, que beneficia a los profesionales y directivos de carrera (de los grados 11 al 17), ésta se elevará a un 14%. 
La Asignación de Responsabilidad, destinada a estimular la responsabilidad de gestión de los profesionales no-médicos de los Servicios de Salud, se incrementa tanto en el número de cupos a nivel nacional, de 1.259 a 2.499, como en su monto anual máximo, de $515 millones a $1.344 millones. Adicionalmente, se aumenta el número máximo de cupos por establecimiento, así como los montos anuales por persona en cada centro de salud.
Finalmente, en el caso de la Bonificación por Desempeño Institucional de la ley Nº 19.490, para las instituciones públicas del sector salud, su aumento se establece en forma diferenciada según la planta de personal de que se trate. Así, el porcentaje de esta bonificación de 15,5%, sobre su base de cálculo sube, en el caso de los directivos de carrera (entre los grados 11 y 17, ambos inclusive) y los profesionales, a 18,5%; en el de los técnicos, a 25,5%; y en el de los administrativos y auxiliares, a 26,5%.
Todos los incrementos de las bonificaciones mencionados precedentemente se materializarán gradualmente entre los años 2007 y 2010, ambos inclusive.
Además, el proyecto contempla la creación de una Bonificación de Disponibilidad para profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de los Servicios de Salud, con desempeño en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo en los establecimientos hospitalarios que, al 21 de abril de 2005, tenían la calificación de hospitales tipo 4. Asimismo, se considera la creación de una bonificación mensual de $28.000.- para el personal auxiliar que cumple funciones de conductor de ambulancia, a fin de retribuir pecuniariamente el alto nivel de responsabilidad que supone transportar pacientes.
Asimismo se establece un bono no imponible de $67.500.-, pagadero por una sola vez, al personal técnico, administrativo y auxiliar, que sin derecho a asignación de turno, se desempeña en unidades de apoyo en días sábado, domingo y festivos, limitado a un máximo de 2.500 funcionarios que el Ministerio de Salud asignará en cada uno de los Servicio de Salud. 
También, por única vez, se establece el pago de un bono especial cuyo monto varía entre $130.000.- y $70.000.-, según el rango de grados en que se encuentren sus beneficiarios.
Esta diversidad de estímulos al desempeño para el personal de los establecimientos de salud, que fueron consensuados con la mayoría de las organizaciones gremiales de los funcionarios, apunta a asegurar una mayor calidad de los servicios públicos de salud, en especial para los chilenos más carenciados que asisten cotidianamente a la red pública de salud.
II. MODERNIZACIÓN DE LA CARRERA FUNCIONARIA, creación de cargos y normas de encasillamiento.
Los mayores requerimientos que la implementación de la Reforma de Salud ha impuesto al Sector Salud, hacen necesaria la reestructuración de las plantas de personal de los Servicios de Salud y el perfeccionamiento del sistema de carrera de sus funcionarios, todo ello con la finalidad de adecuar la regulación del personal y su desarrollo laboral al cumplimiento de dichos objetivos.
Se busca aumentar las oportunidades de desarrollo de carrera para el personal más meritorio, el que, de un lado, podrá promoverse, entre otros, mediante concursos internos y, del otro, podrá beneficiarse del nuevo sistema de escalafón de mérito para la promoción. Con ello, tendremos una mejor atención a los pacientes que acuden a los centros hospitalarios públicos.
Enmarcado en ese criterio modernizador, que ha caracterizado a los Gobiernos de la Concertación, el proyecto de ley propone la delegación de facultades en el Presidente de la República para fijar cada una de las plantas de personal de los Servicios de Salud, pudiendo en el ejercicio de la misma, entre otras cosas, establecer los requisitos de ingreso y promoción y modificar la denominación de los cargos de la planta de directivos; incrementar en las diversas plantas en un total de 3.288 cargos, sin que ello suponga un aumento de la dotación autorizada por la ley de Presupuestos.
Dichos cargos se crearán y distribuirán gradualmente, entre los años 2007 y 2010.
Por otra parte, para facilitar el perfeccionamiento de la carrera funcionaria en los Servicios de Salud, se contempla la facultad de disponer el traspaso de funcionarios titulares de la planta de directivos y de sus cargos, a las plantas de profesionales del mismo Servicio de Salud, con los resguardos y restricciones que la protección y derechos del personal exigen.
Finalmente, se faculta al Presidente de la República para disponer el encasillamiento de los funcionarios que estén servicio a la fecha publicación de los respectivos decretos con fuerza de ley, de conformidad con las reglas que el propio proyecto establece.
III. Incentivo al retiro.
Por último, se crea una bonificación al retiro voluntario de carácter transitorio, para el personal que cumpla 60 años o más en las mujeres y 65 años o más en los hombres a diciembre de 2006, privilegiando para la selección de los beneficiarios a aquel personal con menores rentas y mayor edad.
IV. palabras finales.

Creemos relevante reiterar que mediante los acuerdos con los diversos gremios del sector (Fenpruss, Fentess, Fenats Unitaria) y con la presentación de este proyecto de ley, el Gobierno atiende positivamente diversas aspiraciones históricas del personal del Sector de los servicios de salud encaminadas a mejorar sus condiciones de trabajo y de desarrollo en materia de carrera funcionaria y de reforzamiento a los estímulos por una mayor productividad.
En suma, con esta iniciativa legal, que mejora las condiciones de trabajo de las funcionarias y funcionarios, más la continuidad de una mayor inversión pública en el sector, se avanzará en otorgar un servicio público de salud de mayor calidad a nuestras ciudadanas y ciudadanos y a mejorar los niveles de salud de la población.
En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente
P R O Y E C T O D E L E Y:

“Artículo 1°.
Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, las siguientes modificaciones:


a)
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 84, por el siguiente:



“El componente base ascenderá, para el personal de la planta de técnicos o asimilado a ella, al 10% aplicado sobre la base señalada en el inciso primero y, para el personal de la planta de administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, al 10,5% aplicado sobre la misma base de cálculo. El componente variable será, para el personal de la planta de técnicos o asimilado a ella, de 11% sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5,5% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas. El componente variable será, para el personal de la planta de administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, de 11,5% sobre igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 5,75% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.”.


b)
Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 87, los porcentajes que se indican por los siguientes, en el mismo orden en que aparecen en el texto:“5,5%” por “6,5%”; “5,5%” por “7,5%”, y “2,75%” por “3,75%”.


c)
En el artículo 100, introdúcense las siguientes modificaciones:



-
Sustitúyese en el inciso primero, la expresión “será de 1.259, con un costo anual máximo de $515 millones.” por la siguiente: “será de 2.499, con un costo anual máximo de $1.344.- millones.”.



-
Sustitúyese en el inciso segundo, la tabla existente por la siguiente:

	Tipo de establecimiento
	Cupos máximos por establecimiento
	Monto anual por persona

	Hospital Alta Complejidad


	20
	$700.092.-

	Hospital Media Complejidad
	14
	$532.600.-

	Hospital Baja Complejidad
	8
	$339.200.-

	Centro de Diagnóstico Terapéutico (CDT) y Centro de Referencia de Salud (CRS)
	6
	$339.200.-

	Consultorio General Urbano y Rural
	4
	$339.200.-




-
Sustitúyese en el inciso tercero, el guarismo “2002” por “2006”.

Artículo 2°.
Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 4° de la ley N°19.490, el guarismo “15,5%” por la siguiente oración: “18,5% para los funcionarios de planta y contrata de las plantas de profesionales y directivos de carrera ubicados entre los grados 11 y 17, ambos inclusive; hasta el 25,5% para el personal de la planta de técnicos, y hasta el 26,5% para el personal de las plantas de administrativos y auxiliares.”.

Artículo 3°.
Establécese una bonificación de disponibilidad para el personal de las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, sea de planta o a contrata, regido por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº249, de 1973, que labore efectivamente en puestos de trabajo que requieran disponibilidad fuera de la jornada ordinaria de trabajo en establecimientos de salud que, al 21 de abril de 2005, tenían la calificación de hospitales tipo 4.


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios señalados en el inciso anterior deberán ser individualizados a través de resoluciones anuales del director del Servicio de Salud correspondiente.


Esta bonificación se percibirá mientras el funcionario se encuentre en funciones en los puestos mencionados. A ella se le aplicará lo dispuesto en la oración final de la letra h) del artículo 1° de la ley N° 19.490. 


Esta bonificación ascenderá a un monto trimestral de $60.000.- para la planta de profesionales y de $30.000.- para la planta de técnicos, administrativos y auxiliares. Se pagará en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el trimestre respectivo, tendrá derecho a la bonificación en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.


La bonificación de disponibilidad será imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad. 


Para efecto de la concesión de la bonificación de disponibilidad, el número total de cupos a nivel nacional será de 505 para la planta de profesionales y 303 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. El cupo máximo por establecimiento de salud será de 5 tratándose de la planta de profesionales y de 3 para el conjunto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares. El Ministerio de Salud, por resolución, distribuirá el cupo máximo de funcionarios beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud.

Artículo 4°.
Establécese una bonificación mensual de $28.000, para el personal perteneciente a la planta de auxiliares, sea de planta o a contrata, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N°1 de 2005, del Ministerio de Salud, regido por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº249, de 1973, que teniendo licencia de enseñanza media y licencia de conducir tipo A2 o A3, cumpla funciones de conductor de ambulancia. 


Para tener derecho a esta bonificación, los funcionarios deberán estar asignados a prestar dichos servicios a través de resolución del director del Servicio de Salud correspondiente.


Esta bonificación se percibirá sólo mientras el funcionario se encuentre en funciones de conductor de ambulancia, manteniendo el derecho a percibirla durante los períodos de ausencia con goce de remuneraciones originados en permisos, licencias y feriado legal.


Para efecto de otorgar esta bonificación, el número total de cupos a nivel nacional será de 1.420, que el Ministerio de Salud distribuirá, por resolución, en cada uno de los Servicios de Salud.


Esta bonificación será imponible para fines de previsión y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero.-
Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud y que estén regidos por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº249, de 1973, que al 31 de diciembre de 2006 tengan o cumplan sesenta o más años de edad, si son mujeres, y sesenta y cinco o más años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria desde los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre del 2008 inclusive, tendrán derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos precedentemente señalados, con un máximo de nueve meses. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al funcionario durante los 12 meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las funcionarias tendrán derecho a un mes adicional de bonificación por retiro voluntario. 


El monto de esta bonificación se incrementará en un mes para aquellos funcionarios de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares o asimilados a ellas, cuyas remuneraciones imponibles determinadas de conformidad al inciso primero, sean inferiores a $400.000.- mensuales. En el caso de los funcionarios de la planta de profesionales o asimilados a ella, dicho incremento se otorgará a aquellos cuyas remuneraciones imponibles determinadas de conformidad al inciso primero sean inferiores a $613.000.-


Podrán acceder a esta bonificación un máximo de 2.590 beneficiarios, privilegiándose a aquellos de menores rentas y mayor edad. En caso de empate, tendrá preferencia el funcionario con más años de servicio. De persistir éste resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. En el curso del primer año de aplicación podrán acceder al beneficio un máximo de 1.600 funcionarios. 


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será compatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento quedando sujeta a las condiciones que se establezcan para dicho otro beneficio.


Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en este artículo, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud el que también será suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará los calendarios de postulación y pago, los mecanismos para su otorgamiento y las demás disposiciones necesarias para la implementación de esta bonificación.

Artículo Segundo.-
Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias: 


1)
Fijar las plantas de personal de los Servicios de Salud y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda; las fechas de vigencia de las plantas y del encasillamiento del personal, así como la determinación de la dotación máxima de personal. Sin perjuicio de lo anterior, determínase que los grados iniciales y superiores de las plantas que se fijen, serán los siguientes, respectivamente:


Planta de Directivos: Grados 17º y 2º.


Planta de Profesionales: Grados 17º y 5º.


Planta de Técnicos: Grados 23º y 12º.


Planta de Administrativos: Grados 23º y 13º.


Planta de Auxiliares: Grados 25º y 17º.


Con todo, los cargos del grado 17 de la planta de auxiliares sólo podrán proveerse a partir del año 2010.


2)
Incrementar, en el conjunto de las plantas de personal de los Servicios de Salud, entre los años 2007 y 2010, un total de 3.288 cargos. Éstos se distribuirán de manera gradual en cada una de las respectivas plantas, con los números máximos que a continuación se indican:

	Planta
	Número máximo de cargos a crear

	Profesionales
	2.127

	Técnicos
	230

	Administrativos
	826

	Auxiliares
	105


Artículo Tercero.-
El encasillamiento de personal de los Servicios de Salud se efectuará dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación de él o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de dichos servicios respecto de los funcionarios en servicio a la fecha de publicación de los referidos decretos con fuerza de ley. Dicho encasillamiento se regirá por las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de las reglas especiales que a continuación se indican para las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares: 


a)
Los funcionarios titulares se encasillarán de acuerdo al escalafón de mérito para el ascenso a que se refiere el artículo 102 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, vigente a la fecha de publicación de el o de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal.


b)
Una vez encasillado el personal titular, los funcionarios a contrata asimilados a las referidas plantas y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad al menos durante cinco años anteriores a la fecha de publicación de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas y que cumplan los requisitos respectivos se encasillarán en los cargos que queden vacantes, siempre que sean del mismo grado al que se encuentran asimilados, conforme a sus calificaciones. Con todo, aquellos funcionarios que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en los últimos 36 meses anteriores al encasillamiento, sólo podrán ser encasillados en el grado que detentaban con anterioridad a dicho mejoramiento, con excepción de aquellos que se origen por aplicación del nuevo grado de inicio que la presente ley determina para su respectiva planta.


Si una vez encasillado el personal conforme a las reglas del inciso anterior quedaran aún vacantes, estas se proveerán mediante concurso interno, en el que podrán participar todos los funcionarios del respectivo Servicio de Salud sean de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, 5 años anteriores a la publicación de los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas y que cumplan los requisitos respectivos. La provisión de estos cargos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director del Servicio de Salud respectivo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


-
No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


-
No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales. 


-
Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


-
Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y trienios que estuvieren percibiendo; asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.

Artículo Cuarto.-
La provisión de los cargos que se crearán entre los años 2008 y 2010, se efectuará de conformidad con las reglas establecidas en el inciso final del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


El mayor gasto que se pueda derivar de lo dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios, no podrá exceder de las cantidades que se indican: $ 5.410.728 miles en el año 2007; $ 10.821.456 miles en el año 2008; $ 16.232.184 miles en el año 2009, y $ 21.642.916 miles en el año 2010.

Artículo Quinto.-
Concédese, por única vez, un bono no imponible ni tributable de $67.500.- al personal perteneciente a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, sea de planta o a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud y regidos por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº249, de 1973, que se desempeñe en unidades de apoyo en días sábado, domingo y festivos, sin derecho a percibir asignación de turno. El pago del bono se efectuará en una sola cuota en el mes de diciembre de 2006 o en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, si esta fuere posterior a dicha data, y será percibido por aquellos funcionarios que presten servicios en las unidades de trabajo mencionadas a lo menos a contar del mes de mayo de 2005 y que además se encuentren en servicio a la fecha del pago.


Este bono se concederá a un máximo de 2.500 funcionarios. El Ministerio de Salud, por resolución, asignará el cupo máximo de funcionarios beneficiarios en cada uno de los Servicios de Salud y determinará en ella los criterios para tal efecto.

Artículo Sexto.-
Otórgase un bono, por única vez, al personal perteneciente a las plantas de profesionales y directivos de carrera ubicados entre los grados 17 y 11, ambos inclusive, de técnicos, de administrativos y de auxiliares, sea de planta o a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, regido por el decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda y por el decreto ley Nº249, de 1973, siempre que no hayan tenido ausencias injustificadas entre el 26 de septiembre del año 2006 y la fecha de pago del referido beneficio, ambas inclusive. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará, en una sola cuota, en el mes de diciembre de 2006 o en el mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, si esta fuere posterior a dicha data, al personal en servicio a la fecha del pago.


El monto del bono será de $70.000.- para el personal perteneciente a las plantas de profesionales y directivos de carrera ubicados entre los grados 17 y 11, ambos inclusive. 


Respecto de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares el bono ascenderá a las cantidades que a continuación se indican:

	Grado del funcionario beneficiario
	Monto del Bono

	23 e inferiores
	$130.000.-

	22 al 19
	$115.000.-

	18 y superiores
	$95.000.-



Este beneficio se otorgará, en las mismas condiciones señaladas en los incisos precedentes, a los funcionarios de las Subsecretarías del Ministerio de Salud, del Instituto de Salud Pública de Chile, de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental creados en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° de la Ley 19.650. Respecto de estos últimos, estarán excluidos del beneficio los profesionales remunerados de conformidad a la escala A de las resoluciones conjuntas N°s 20, 21 y 26, del 2004, de los Ministerios de Salud, Hacienda y Economía, Fomento y Reconstrucción.

Artículo Séptimo.-
Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo establecidos en el artículo 1° letra a) de la presente ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:


1)
Para los funcionarios de la planta de técnicos:


Año 2007:
Componente Fijo


7,5%




Componente Variable, hasta 
6%


Año 2008:
Componente Fijo


9,5%




Componente Variable, hasta 
6,5%


Año 2009:
Componente Fijo


9,75%




Componente Variable, hasta 
8,75%


Año 2010:
Componente Fijo


10%




Componente Variable, hasta 
11%


2)
Para los funcionarios de las plantas de administrativos y auxiliares:


Año 2007:
Componente Fijo


7,5%




Componente Variable, hasta 
6,25%


Año 2008:
Componente Fijo


9,5%




Componente Variable, hasta 
7%


Año 2009:
Componente Fijo


10%




Componente Variable, hasta 
9,25%


Año 2010:
Componente Fijo


10,5%




Componente Variable, hasta 
11,5%

Artículo Octavo.-
Los porcentajes correspondientes a los componentes de la asignación de acreditación individual y estímulo al desempeño colectivo a que se refiere la modificación introducida por el artículo 1° letra b) de esta ley, se otorgarán conforme al siguiente cronograma:

Año 2007:
Acreditación Individual





5,75%


Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta 
6%

Año 2008:
Acreditación Individual





6%



Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
6,5%

Año 2009:
Acreditación Individual





6,25%



Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
7%

Año 2010:
Acreditación Individual





6,5%

Cumplimiento anual de metas sanitarias, hasta
7,5%

Artículo Noveno.-
Los porcentajes correspondientes a la bonificación por desempeño institucional a que se refiere la modificación del artículo 2° de esta ley, se otorgarán, respectivamente, conforme al siguiente cronograma:


1)
Para los funcionarios de la planta de profesionales y de directivos de carrera entre los grados 11 y 17, ambos inclusive:


Año 2007:
De hasta un

16,25%


Año 2008:
De hasta un 

17%


Año 2009:
De hasta un 

17,75%


Año 2010:
De hasta un 

18,5%


2)
Para los funcionarios de la planta de técnicos:


Año 2007:
De hasta un

18% 


Año 2008:
De hasta un 

20,5%


Año 2009:
De hasta un 

23%


Año 2010:
De hasta un 

25,5%


3)
Para los funcionarios de las plantas de administrativos y de auxiliares: 


Año 2007:
De hasta un

18,25%


Año 2008:
De hasta un 

21%


Año 2009:
De hasta un 

23,75%


Año 2010:
De hasta un 

26,5%

Artículo Décimo.-
Lo dispuesto en los artículos 1°, 2°, 3° y 4° de la presente ley comenzarán a regir a contar del 1° de enero de 2007, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 7°, 8° y 9° precedentes. Los valores de las bonificaciones establecidas en los artículos 3° y 4° regirán a contar de igual data.


Para el año 2007, el Ministerio de Salud mediante una resolución, visada por el Ministro de Hacienda, fijará para cada Servicio de Salud, el número máximo de beneficiarios y los recursos que se pueden destinar para el pago de la asignación de responsabilidad de conformidad a los montos que se fijan en el literal c) del artículo 1° de la presente ley.

Artículo Décimo Primero.- Los cargos de Directivos de Carrera grados 11° al 17°, ambos inclusive, que queden vacantes, por cualquier causa, después de efectuado el proceso de encasillamiento que ordena el artículo tercero transitorio, pasarán a integrar, por el solo ministerio de la ley, la planta de profesionales con el mismo grado que tenían en la planta de directivos. En consecuencia, tanto las creaciones en la planta de profesionales como las supresiones en la planta de directivos regirán desde la fecha en que se produjo la vacancia en esta última.




Sin perjuicio de lo anterior, los profesionales que, a la fecha de vigencia de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo segundo transitorio de esta ley, sirvan, en calidad de titular, cargos de Directivos de Carrera entre los grados 11° y 17°, ambos inclusive, podrán ejercer, dentro del plazo de 90 días contados desde la fecha antes señalada, la opción de traspasarse a la planta de profesionales, caso en el cual lo harán en las mismas condiciones que las señaladas en el inciso anterior. En todo caso, si hubiere diferencia de remuneraciones, estas se pagarán mediante planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.




Lo dispuesto en los incisos anteriores se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Redes Asistenciales visada por la Dirección de Presupuestos.




La provisión de los cargos que se creen en la planta de profesionales por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, se efectuará conforme a lo dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud o en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.

Artículo Décimo Segundo.- Los cargos de Directivos de Carrera entre los grados 6° al 10°, ambos inclusive, que se encuentren vacantes, al 1° de enero de 2010, estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior.




Los profesionales que, al 1 de enero de 2010, sirvan, en calidad de titulares, cargos de Directivos de Carrera entre los grados 6° y 10°, ambos inclusive, en los Servicios de Salud, podrán ejercer la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, siempre que el establecimiento en que se desempeñen haya cumplido los requisitos para obtener la calidad de Establecimiento de Autogestión en Red o de Establecimiento de Salud de Menor Complejidad y, por ende, éstas les hayan sido reconocidas, según corresponda. Dicha opción se podrá ejercer a más tardar hasta el 2 de enero de 2011. La misma opción podrán ejercerla los profesionales que sirvan cargos de los señalados en la Dirección de los Servicios de Salud, cuando la mayoría de sus establecimientos dependientes haya adquirido alguna de las calidades indicadas dentro del año 2010.




Lo dispuesto en los incisos anteriores se formalizará mediante resolución del Subsecretario de Redes Asistenciales visada por la Dirección de Presupuestos.




La provisión de los cargos que se creen por aplicación de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo en la planta de profesionales, se efectuará conforme a lo dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud o en el artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, según corresponda.

Artículo Décimo Tercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.):MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República.-MARÍA SOLEDAD BARRÍA IROUME, Ministra de Salud.-ANDRÉS VELASCO BRAÑES,

Ministro de Hacienda

2

PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL SECTOR PÚBLICO CORRESPONDIENTE AL AÑO 2007

(4565-05)


Tengo a honra pasar a manos de V.E. el Mensaje por medio del cual S.E. el Presidente de la República inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2007, boletín N° 4565-05.


Para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Constitución Política de la República, me permito poner en conocimiento de V.E. que el referido Mensaje fue recibido en esta Corporación, el día 30 de septiembre del año en curso.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE ALCANCE PARCIAL ENTRE CHILE E INDIA

(4171-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo de Alcance Parcial entre la República de Chile y la República de India", suscrito en Nueva Delhi, India, el 8 de marzo de 2006.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

4

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO DE TRANSPORTE AÉREO ENTRE CHILE Y PARAGUAY

(4285-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el "Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Paraguay", suscrito en Santiago, Chile, el 5 de mayo de 2005.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

5

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ELIMINA BENEFICIO QUE INDICA PARA NAVES DE TRANSPORTE MARÍTIMO EN PUERTO DE ARICA

(4424-03)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Deróganse los artículos 34 de la ley N° 19.420 y 2° de la ley N° 19.478.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO A FUNCIONARIOS MUNICIPALES QUE INDICA

(4064-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia que en la discusión particular este proyecto de ley sólo fue objeto de dos indicaciones recaídas en su artículo 5º.


Las referidas indicaciones, de origen parlamentario, fueron declaradas inadmisibles, según se explicará enseguida, pues versan sobre materias reservadas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

- - -

CUESTIÓN PREVIA


Asimismo, en el evento que, de conformidad con el inciso primero del artículo 124 mencionado, se solicite votación particular de alguna norma del proyecto, prevenimos que el artículo 2º fue aprobado en general con quórum de ley orgánica constitucional, pues se refiere a atribuciones de los municipios, alcaldes y concejo, que requiere de norma legal de esa jerarquía.

- - -

CONTENIDO Y DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES


Cual se señaló precedentemente, respecto de este proyecto se presentaron dos indicaciones durante la discusión particular, las que recayeron en el artículo 5º del texto aprobado en general, precepto que declara que el mayor gasto que irrogue el pago de las bonificaciones a que se refiere esta ley será de cargo municipal.

Ambas indicaciones, suscrita por el Honorable Senador señor Bianchi, la Nº 1, y por los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, la Nº 2, proponen otra imputación al gasto que irrogue el pago de dichas bonificaciones; esto es, que sean de cargo fiscal y no de cargo municipal como venía propuesto.


Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, pues de conformidad con el artículo 65 de la Constitución Política corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República los proyectos de ley que tengan relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado.


Con todo, con ocasión de esta declaración de inadmisibilidad, el Honorable Senador señor Bianchi solicitó hacer constar en el informe que su proposición tenía por objeto liberar a los municipios de la obligación de pagar estas bonificaciones, pues siendo el Ejecutivo el que las propone, debe ser él mismo el que las financie. En opinión del señor Senador, este gravamen al patrimonio municipal -que quedará sujeto a la determinación del alcalde, o de éste y del concejo en el caso de la bonificación complementaria de once meses- obligará a los municipios que han completado el límite del 35% del gasto máximo en personal, a cubrir las vacantes que dejen los asignatarios de estos beneficios, impidiéndoles generar excedentes que puedan ser destinados a otras necesidades.


A su turno, el Honorable Senador señor Núñez, coincidió con la disposición del proyecto en orden a que sean los municipios los que solventen el gasto de estas bonificaciones. En su opinión, el mecanismo de la bonificación puede traer consigo un reordenamiento de las funciones del personal municipal, permitiendo reducir sus dotaciones de manera de destinar recursos a otros fines de interés comunal. Además, agregó que actualmente hay personas que se desempeñan en programas ya cumplidos o de duración transitoria, en cuyo caso no será necesario contratar nuevo personal para esas tareas.


Todo lo anterior, concluyó, deja de manifiesto la necesidad de avanzar en acuerdos políticos que den paso a las normas complementarias del artículo 121 de la Constitución, que permitirán a los municipios disponer con mayor flexibilidad sus necesidades de personal.

- - -


Finalmente, para los efectos de la prevención consignada precedentemente respecto de la aplicación del inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, esta Comisión acordó incluir en el presente informe el proyecto de ley aprobado en general, que no fue modificado por indicaciones en este trámite de discusión particular.


Su texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios municipales que a la fecha de publicación de la presente ley tengan 60 o más años de edad si son mujeres o 65 o más años de edad si son hombres, y que dentro de los doce meses contados desde el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta misma ley, cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal.


Asimismo, tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario, los funcionarios municipales que se encuentren en funciones a la fecha de publicación de la presente ley y que entre dicha data y el 31 de diciembre del año 2007, cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, siempre que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal, dentro de los doce meses siguientes al cumplimiento de dichas edades.


Con todo, el funcionario municipal que cumpla con los requisitos señalados en los incisos primero o segundo, y que con posterioridad a la comunicación de su renuncia voluntaria obtenga jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, mantendrá el derecho a la bonificación establecida en esta ley, pero cesará en funciones en la fecha de obtención de dicha jubilación, pensión o renta vitalicia, siempre que aquella fuere anterior a la fecha establecida en su renuncia voluntaria al cargo municipal. 


Artículo 2°.- La bonificación por retiro voluntario será el equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicio o fracción superior a seis meses prestados por el funcionario en la administración municipal, con un máximo de seis meses.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Alcalde, previo acuerdo del Concejo Municipal, podrá otorgar a los funcionarios beneficiarios de la bonificación a que se refiere el inciso precedente, en las condiciones y dentro del período señalado, una bonificación por retiro complementaria, la que en conjunto con la establecida en el inciso anterior, no podrá sobrepasar los años de servicios prestados en la administración municipal, ni ser superior a once meses de bonificación. El Alcalde y el Concejo no podrán acordar bonificaciones por retiro complementarias para algunos funcionarios, excluyendo a otros.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de las bonificaciones será el promedio de las remuneraciones mensuales de los últimos 12 meses inmediatamente anteriores al cese de funciones del funcionario, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las bonificaciones establecidas en los incisos precedentes no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal y serán de cargo municipal.


Artículo 3°.- El pago de las bonificaciones procederá inmediatamente después del cese de funciones del funcionario municipal, sea por aplicación de la causal prevista en la letra a) o en la letra b) del artículo 144 de la ley N° 18.883, según corresponda.


Los funcionarios municipales que cesen en sus funciones por las causales señaladas en el inciso anterior y que perciban la bonificación por retiro voluntario del artículo anterior, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o a honorarios, en la misma municipalidad, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 4°.- Las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan en virtud de la presente ley, no estarán obligadas a ajustarse a dicha restricción en razón del gasto que irrogue el pago del beneficio establecido en el inciso tercero del artículo 1° de esta ley, pero no podrán aumentar los márgenes de excesos.


Artículo 5°.- El mayor gasto que irrogue el pago de las bonificaciones a que se refiere esta ley será de cargo municipal.”.

- - -


Acordado en sesión de 8 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech y Ricardo Núñez Muñoz.


Sala de la Comisión, a 10 de agosto de 2006.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO A FUNCIONARIOS MUNICIPALES QUE INDICA

(4064-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.


Cabe hacer presente que este proyecto fue informado en general sólo por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Aprobado en general por el Senado, se dispuso que en la discusión en particular fuera informado por esa Comisión y, posteriormente, por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Trabajo y Previsión Social se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de que a este proyecto de ley se presentaron sólo dos indicaciones, las que fueron declaradas inadmisibles en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, como consta en su segundo informe, según se explicará más adelante.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Cabe señalar que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó esta iniciativa legal en particular, en los mismos términos en que fue despachada por la Honorable Cámara de Diputados. Su texto es el que sigue:


“Artículo 1°.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios municipales que a la fecha de publicación de la presente ley tengan 60 o más años de edad si son mujeres o 65 o más años de edad si son hombres, y que dentro de los doce meses contados desde el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta misma ley, cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal.


Asimismo, tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario, los funcionarios municipales que se encuentren en funciones a la fecha de publicación de la presente ley y que entre dicha data y el 31 de diciembre del año 2007, cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, siempre que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal, dentro de los doce meses siguientes al cumplimiento de dichas edades.


Con todo, el funcionario municipal que cumpla con los requisitos señalados en los incisos primero o segundo, y que con posterioridad a la comunicación de su renuncia voluntaria obtenga jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, mantendrá el derecho a la bonificación establecida en esta ley, pero cesará en funciones en la fecha de obtención de dicha jubilación, pensión o renta vitalicia, siempre que aquella fuere anterior a la fecha establecida en su renuncia voluntaria al cargo municipal.

Artículo 2°.- La bonificación por retiro voluntario será el equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicio o fracción superior a seis meses prestados por el funcionario en la administración municipal, con un máximo de seis meses.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Alcalde, previo acuerdo del Concejo Municipal, podrá otorgar a los funcionarios beneficiarios de la bonificación a que se refiere el inciso precedente, en las condiciones y dentro del período señalado, una bonificación por retiro complementaria, la que en conjunto con la establecida en el inciso anterior, no podrá sobrepasar los años de servicios prestados en la administración municipal, ni ser superior a once meses de bonificación. El Alcalde y el Concejo no podrán acordar bonificaciones por retiro complementarias para algunos funcionarios, excluyendo a otros.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de las bonificaciones será el promedio de las remuneraciones mensuales de los últimos 12 meses inmediatamente anteriores al cese de funciones del funcionario, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las bonificaciones establecidas en los incisos precedentes no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal y serán de cargo municipal.


Artículo 3°.- El pago de las bonificaciones procederá inmediatamente después del cese de funciones del funcionario municipal, sea por aplicación de la causal prevista en la letra a) o en la letra b) del artículo 144 de la ley N° 18.883, según corresponda.


Los funcionarios municipales que cesen en sus funciones por las causales señaladas en el inciso anterior y que perciban la bonificación por retiro voluntario del artículo anterior, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o a honorarios, en la misma municipalidad, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 4°.- Las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan en virtud de la presente ley, no estarán obligadas a ajustarse a dicha restricción en razón del gasto que irrogue el pago del beneficio establecido en el inciso tercero del artículo 1° de esta ley, pero no podrán aumentar los márgenes de excesos.


Artículo 5°.- El mayor gasto que irrogue el pago de las bonificaciones a que se refiere esta ley será de cargo municipal.”.


Como se señalara anteriormente, a este proyecto de ley se presentaron sólo dos indicaciones, que son las siguientes:


La indicación Nº 1, del Honorable Senador señor Bianchi, para reemplazar la expresión “de cargo municipal” por “de cargo fiscal”.


La indicación Nº 2, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, para reemplazar la palabra “municipal” por “fiscal”.


Estas únicas indicaciones, fueron declaradas inadmisibles, en su oportunidad, por el señor Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por recaer en materias reservadas a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política, ya que tienen relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado.



El Honorable Senador señor Longueira, en fundamento de la presentación de las referidas indicaciones, explicó que el objetivo de las mismas era liberar a los municipios de la carga financiera que les significará el pago de esta bonificación. En efecto, para las municipalidades, solventar un gasto por este concepto, implicará desviar parte de los fondos del municipio, originalmente destinados a proyectos que les son propios, en desmedro de su gestión. Lo anterior, resulta más grave aún, en el caso de las municipalidades de escasos recursos. En ese contexto, habría sido preferible contar con el aporte fiscal para el pago del beneficio que esta iniciativa legal otorga.


Destacó que, más allá de la inadmisibilidad de las indicaciones, el espíritu de las mismas apuntaba en el sentido expuesto, lo que ameritó su presentación al proyecto.


Teniendo presente, como se dijo anteriormente, que las dos únicas indicaciones fueron ya declaradas inadmisibles en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social estimó pertinente proceder sólo a emitir un pronunciamiento sobre esta iniciativa de ley.


- Puesto en votación el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley aprobado en particular por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social también os propone aprobar:
PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios municipales que a la fecha de publicación de la presente ley tengan 60 o más años de edad si son mujeres o 65 o más años de edad si son hombres, y que dentro de los doce meses contados desde el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta misma ley, cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal.


Asimismo, tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario, los funcionarios municipales que se encuentren en funciones a la fecha de publicación de la presente ley y que entre dicha data y el 31 de diciembre del año 2007, cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, siempre que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal, dentro de los doce meses siguientes al cumplimiento de dichas edades.


Con todo, el funcionario municipal que cumpla con los requisitos señalados en los incisos primero o segundo, y que con posterioridad a la comunicación de su renuncia voluntaria obtenga jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, mantendrá el derecho a la bonificación establecida en esta ley, pero cesará en funciones en la fecha de obtención de dicha jubilación, pensión o renta vitalicia, siempre que aquella fuere anterior a la fecha establecida en su renuncia voluntaria al cargo municipal. 


Artículo 2°.- La bonificación por retiro voluntario será el equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicio o fracción superior a seis meses prestados por el funcionario en la administración municipal, con un máximo de seis meses.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Alcalde, previo acuerdo del Concejo Municipal, podrá otorgar a los funcionarios beneficiarios de la bonificación a que se refiere el inciso precedente, en las condiciones y dentro del período señalado, una bonificación por retiro complementaria, la que en conjunto con la establecida en el inciso anterior, no podrá sobrepasar los años de servicios prestados en la administración municipal, ni ser superior a once meses de bonificación. El Alcalde y el Concejo no podrán acordar bonificaciones por retiro complementarias para algunos funcionarios, excluyendo a otros.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de las bonificaciones será el promedio de las remuneraciones mensuales de los últimos 12 meses inmediatamente anteriores al cese de funciones del funcionario, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las bonificaciones establecidas en los incisos precedentes no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal y serán de cargo municipal.


Artículo 3°.- El pago de las bonificaciones procederá inmediatamente después del cese de funciones del funcionario municipal, sea por aplicación de la causal prevista en la letra a) o en la letra b) del artículo 144 de la ley N° 18.883, según corresponda.


Los funcionarios municipales que cesen en sus funciones por las causales señaladas en el inciso anterior y que perciban la bonificación por retiro voluntario del artículo anterior, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o a honorarios, en la misma municipalidad, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 4°.- Las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan en virtud de la presente ley, no estarán obligadas a ajustarse a dicha restricción en razón del gasto que irrogue el pago del beneficio establecido en el inciso tercero del artículo 1° de esta ley, pero no podrán aumentar los márgenes de excesos.


Artículo 5°.- El mayor gasto que irrogue el pago de las bonificaciones a que se refiere esta ley será de cargo municipal.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 30 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Pablo Longueira Montes y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 31 de agosto. de 2006.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO A FUNCIONARIOS MUNICIPALES QUE INDICA

(4064-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.


A las sesiones en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Longueira; la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano; el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, señor Rodrigo Cabello; el Jefe de la División Municipal de dicha Subsecretaría, señor Samuel Garrido; el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Julio Valladares; el Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile, señor Oscar Yáñez, el Vicepresidente y el Secretario General de esa entidad, señores Juan Camilo y Manuel Bravo, y los Directores de la misma, señores Marcelo Quezada, Miguel Gómez, Ximena Órdenes y Alejandra Muñoz, y el Vicepresidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Angel Bozán.


Se hace presente que este proyecto fue informado en general sólo por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Aprobado en general por el Senado, se dispuso que en la discusión en particular fuera informado por esa Comisión y, posteriormente, por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.

- - -


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de que a este proyecto de ley se presentaron sólo dos indicaciones, las que fueron declaradas inadmisibles en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, como consta en su segundo informe, según se explicará más adelante.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los cinco artículos del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, como reglamentariamente corresponde.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Cabe señalar que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y la de Trabajo y Previsión Social aprobaron en particular la iniciativa legal en los mismos términos en que había sido despachada por la Honorable Cámara de Diputados.


Al darse inicio al análisis del proyecto los representantes del Ejecutivo hicieron presente que éste es similar a iniciativas anteriores de los años 1997 y 2001, y que apunta a generar un incentivo para el retiro de funcionarios municipales que tengan más de 60 años, en el caso de las mujeres, y más de 65 años, en el caso de los hombres, y a quienes cumplan dichas edades, respectivamente, entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de diciembre de 2007. A ellos se les da la posibilidad de acceder a una bonificación de seis meses, la que el Alcalde, con acuerdo del Concejo, puede ampliar hasta 11 meses. Aseveraron que el costo asociado oscilaría entre los $5.000 y los $11.000 millones, según se pagaran seis u once meses, respectivamente.


Informaron que el proyecto surgió de un acuerdo entre el Gobierno, la Asociación de Funcionarios Municipales y la Asociación Chilena de Municipalidades, suscrito en diciembre del año 2005.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que, tal como ha hecho notar en otras ocasiones, considera que la mujer debiera conservar derecho al incentivo si decide seguir trabajando hasta los 65 años. Afirmó que si bien ella no es partidaria de subir la edad de jubilación para las mujeres, estima que si una mujer puede y quiere trabajar hasta los 65 años su pensión puede crecer en un porcentaje importante, por lo que el incentivo que otorga el proyecto debería beneficiar también a las mujeres que decidan trabajar más allá de los 60 años.


Los personeros del Ejecutivo señalaron que el espíritu del proyecto es que existe un plazo de expiración para impetrar el beneficio, de manera de que exista realmente un incentivo para acogerse a la ley. Por ello se establece un plazo de 12 meses para manifestar la voluntad de acogerse a retiro y acceder a la bonificación a los funcionarios que tengan cumplidos los 60 o 65 años, respectivamente, a la fecha de publicación de la ley y a los que entre dicha data y el 31 de diciembre de 2007 cumplan respectivamente 60 o 65 años de edad.


El Honorable Senador señor García expresó que si bien aprueba la entrega de la bonificación y apoya el reconocimiento que importa a los años de esfuerzo de los trabajadores municipales, el derecho que se propone establecer, por ley, en la iniciativa en informe, significa una importante carga financiera para las municipalidades.


Observó que como, además, se deja en manos del Alcalde, previo acuerdo del Concejo, que en lugar de seis meses se paguen once meses de bonificación, hay municipios, particularmente los rurales, más pobres, que no contarán con recursos para cubrir el pago. Opinó que el beneficio resulta discriminatorio para los municipios de menores ingresos, por lo que proyectos como el que se analiza debieran tener financiamiento fiscal. En los municipios más grandes será posible pagar los once meses y se generará una situación de gran inequidad para los funcionarios.


Por otra parte, sostuvo, es fácil establecer, desde el nivel central, beneficios que tienen que pagar las municipalidades y en que son los Alcaldes respectivos los que están sujetos a la presión para aumentar la bonificación al máximo de once meses. Insistió en la idea de que la iniciativa cuente con financiamiento del Fisco, considerando, amén de lo ya expuesto, que según informó el Ejecutivo, los potenciales beneficiarios no son más de 2.000 personas.


Los representantes del Ejecutivo reiteraron que el proyecto en informe es producto de un acuerdo suscrito entre la Asociación Chilena de Municipalidades, la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile y el Gobierno, en que se dejó expresa constancia de que el costo de la iniciativa sería de cargo municipal.


Sobre el particular hicieron presente que en los municipios existe la voluntad de reconocer a los funcionarios que se quieran acoger a retiro sus años de experiencia, y que el no contar con un instrumento legal que les permita entregar una bonificación atenta contra ese objetivo. Sostuvieron, asimismo, que el impacto en los ingresos anuales en las arcas municipales por el pago de la bonificación es pequeño, incluso en el caso de los municipios de menores ingresos.


La Honorable Senadora señora Matthei expuso que si bien se habla permanentemente de la autonomía municipal, se fija por ley todo lo relativo a sueldos y forma de pago de profesores, exención de contribuciones, derechos de aseo, etc. En su opinión, el Fisco debiera aportar los recursos pertinentes.


El Honorable Senador señor Sabag coincidió con lo planteado por la Honorable Senadora señor Matthei en cuanto a que las municipalidades han debido adaptarse como pueden a la normativa legal que se les impone, pero destacó que, en este caso, el beneficio se otorga a los funcionarios municipales y los municipios están de acuerdo, lo que no sucede con los servicios traspasados en salud y educación, en que no resulta posible cubrir los requerimientos económicos asociados.


El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos sostuvo que el Gobierno ha sido muy estricto con los profesores municipales, y les ha señalado claramente que los beneficios especiales que se otorguen, como el de este proyecto, requieren acuerdo de la Asociación Chilena de Municipalidades, porque los municipios tienen autonomía financiera y en las políticas de personal deben ser financiadas con recursos propios.


Puso de relieve que las finanzas públicas no resistirían un sistema en que los municipios tengan responsabilidad y autonomía financiera en algunos aspectos, pero que en otros sea el Fisco el que pague.


Subrayó que el Gobierno aspira a consolidar un esquema en que sean los municipios los que definan la política de personal y de remuneraciones, y que ese es el punto medular en el tema.


El Honorable Senador señor García hizo notar que, a diferencia de lo que afirmaron los personeros del Ejecutivo, a algunas municipalidades el pago por concepto de la bonificación que establece el proyecto les significa un desembolso importante, y citó al efecto algunos datos de un cuadro resumen por retiro voluntario proporcionado por dichos personeros.


El Honorable Senador señor Escalona expresó que el problema de fondo de la municipalización no se resolverá con el proyecto en informe y que, por otra parte, no se puede culpar al Fisco del abuso que hacen algunos alcaldes de sus atribuciones.


El Honorable Senador señor Ominami consideró que la diferencia que se produciría entre la bonificación que podrán recibir los funcionarios de municipios más pudientes y que puedan costear los once meses, respecto de los que sólo puedan entregar seis meses, generará una situación de desigualdad que provocará molestias comprensibles en los afectados, y recordó que con motivo de la tramitación del proyecto de la denominada “Ley de Rentas II” se había suscrito un acuerdo con la Asociación Chilena de Municipalidades, con el compromiso de no aprobar en el futuro leyes que significaran mayores cargas pecuniarias para los municipios sin que tuvieran el financiamiento correspondiente, por lo que sería oportuno escuchar a los Alcaldes para tener la seguridad de que no se está ignorando ese acuerdo.


Los personeros del Ejecutivo hicieron entrega a los miembros de la Comisión de un cuadro resumen del impacto que tendría en los municipios del país la aplicación concreta de la medida propuesta en el proyecto, documento que consigna el número de potenciales beneficiarios, el costo asociado y el porcentaje que ello representa en las finanzas de cada municipalidad. Informaron que el documento en cuestión se elaboró con datos aportados por las respectivas municipalidades, en respuesta a una encuesta que se les hizo llegar.


Señalaron que de conformidad a dicho cuadro resumen, no son más de 20 los municipios en que el pago de la bonificación representaría más del 2% de sus ingresos propios. Aseguraron, asimismo, que la experiencia de lo sucedido con las dos leyes anteriores que previamente regularon el tema, de los años 1997 y 2001, demuestra que el porcentaje de los funcionarios en condiciones de acogerse al beneficio que efectivamente lo hace no supera el 50%.


La señora Subsecretaria de Desarrollo Regional  afirmó que los cálculos con que se cuenta muestran que en pocos casos, no más de 20, podría generarse una situación complicada para las finanzas municipales, pero que se estima que la medida contribuirá al derecho al retiro de los funcionarios que estén en edad de acogerse al beneficio y, por otra parte, a organizar el equipo municipal, pudiendo financiarse, con cargo al ahorro que se hace en el curso del año con el retiro de los funcionarios, la bonificación.


Expresó que no está previsto en el sistema de financiamiento municipal que haya aportes fiscales para solventar este tipo de medidas. Sostuvo que tampoco se prevé que el proyecto signifique desmedro para las finanzas municipales, situación eventual en la que, como se ha hecho en ocasiones anteriores, el Gobierno analizaría caso a caso el apoyo a municipios que pudieran superar en un porcentaje más allá de lo razonable el costo asociado al pago de la bonificación.


Enfatizó que la política del Gobierno es que las municipalidades son autónomas y sus finanzas se manejan con cargo a recursos propios y de acuerdo al mecanismo redistributivo del fondo común municipal y que sólo en casos particulares, y en la eventualidad de situaciones financieras apremiantes, se podría justificar una participación del Fisco en la materia, mediante el mecanismo de anticipos del fondo común municipal, autorizados por la respectiva ley que se requiere al efecto.


La Comisión recibió a representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile y de la Asociación Chilena de Municipalidades, quienes formularon sus observaciones a la iniciativa en informe.


Los representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile hicieron presente que el proyecto obedece a un protocolo de acuerdo tripartito suscrito en el mes de diciembre de 2005, entre el Ejecutivo, la Asociación Chilena de Municipalidades y la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales y que esperan que el Congreso Nacional apruebe, en consecuencia, a la brevedad posible, la iniciativa legal que materializa dicho protocolo.


Expusieron que el objetivo perseguido es entregar un beneficio a los trabajadores que tienen derecho al descanso y si bien puede haber problemas financieros en las municipalidades ello no obedece a mala gestión sino a que los municipios deben cubrir ingentes montos por los gastos derivados de la salud y educación municipalizadas.


Señalaron que poseen información acerca de que alrededor de 2.000 funcionarios estarían en condiciones de acogerse al beneficio y que ello permitiría reorganizar las plantas municipales.


Recalcaron que la aprobación del proyecto se haría cargo de una necesidad social que permitiría paliar la desigualdad que existe en el área municipal frente al resto del sector público.


El Vicepresidente de la Asociación Chilena de Municipalidades reconoció la justicia que desde el punto de vista laboral tiene para los funcionarios municipales la bonificación por su retiro y apuntó la necesidad de avanzar hacia la dignificación de sus labores, así como la posibilidad que ello ofrecería para modernizar la institucionalidad municipal.


Sin embargo, destacó, tal como se acordó con ocasión de la tramitación de la llamada “Ley de Rentas II” y como se ha planteado en conversaciones con las autoridades de Gobierno, no es posible acrecentar los déficit estructurales de los municipios. Ello perjudica a la ciudadanía en general y también a los funcionarios municipales.


Expuso que la Asociación Chilena de Municipalidades está de acuerdo en que se legisle en beneficio de los funcionarios y se les permita acceder al bono por retiro, pero que los municipios no están en condiciones de seguir aportando recursos a leyes que no cuentan con financiamiento ni de enfrentar el pago de la bonificación, cuyo costo máximo estiman en aproximadamente $ 12.000 millones.


Recalcó que los municipios no tienen recursos que les permitan solventar el pago de la bonificación, y recordó que la Ley de Rentas II y el impacto en las finanzas municipales que ha tenido lo relativo al cobro de derechos de aseo y pozos lastreros han perjudicado gravemente a las arcas municipales.


Sostuvo que los municipios constituyen meras administraciones locales sin ser, en la realidad, las corporaciones autónomas que define la Constitución Política de la República y que, en consecuencia, el Gobierno debe responsabilizarse del financiamiento de las leyes que quiere impulsar.


La señora Subsecretaria manifestó que es efectivo que correcciones originadas en indicaciones acogidas durante la tramitación de la Ley de Rentas II produjeron una merma en los ingresos que se esperaba obtener por concepto de derechos de aseo y pozos lastreros, pero que se espera que ingrese prontamente a tramitación legislativa una ley miscelánea que daría solución a los errores producidos.


Puso de relieve que el Gobierno no respaldará iniciativas que encarguen a los municipios nuevas tareas y les hagan incurrir en gastos no previstos. Destacó que el manejo de la organización municipal y responder por sus trabajadores es parte del cometido de los municipios y no constituye una nueva tarea.


Informó que el Gobierno estima que en el plazo de un año las finanzas municipales se verán niveladas, luego de haber facilitado el egreso de funcionarios que por su edad tienen derecho a un merecido descanso. Observó que las restantes iniciativas que se gestionan, en orden a corregir situaciones pendientes por la educación municipalizada, producirán una sustantiva mejora en las finanzas municipales. Reiteró que hay un compromiso del Gobierno en el sentido de no entregar nuevas responsabilidades sin los recursos correspondientes.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó que si se entregara una nueva tarea a los municipios el alcalde podría hacerse cargo redestinando funcionarios o efectuando recortes en algunos rubros. En el proyecto, en cambio, se establece un gasto directo por concepto de la bonificación por retiro voluntario, lo que efectivamente podría crear situaciones complejas a algunas municipalidades. Valoró positivamente la oportunidad que la iniciativa brinda para racionalizar la organización municipal, pero enfatizó que la materia debería abordarse en el contexto del tema previsional y que, tal vez, en dicho esquema, podría estudiarse la alternativa de financiamiento adicional.


El Honorable Senador señor Sabag manifestó su disposición a aprobar el proyecto, dado que las rentas de un porcentaje sustancial de los funcionarios son bajas, y que la Asociación de Municipalidades suscribió un protocolo en que aceptan que el pago de la bonificación sea de cargo municipal.


El Honorable Senador señor Longueira observó que el proyecto también había sido discutido en la Comisión de Trabajo y Previsión Social, de la que es miembro, Comisión en que se analiza también el proyecto relativo al denominado “daño previsional”, que también beneficia a los funcionarios municipales, e hizo presente que la disposición a jubilar de los funcionarios municipales estará probablemente vinculada a lo que ocurra en la tramitación de ese proyecto.


El Honorable Senador señor Ominami planteó la posibilidad de incorporar, en el proyecto en informe, una norma que faculte a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para que en casos específicos, y de acuerdo a criterios precisos, resuelva el problema de las municipalidades cuyas finanzas no permitan cubrir el pago de la bonificación.


La señora Subsecretaria señaló que estimaba preferible que la solución de problemas puntuales se dejara entregada a una ley especial y fundada en los casos particulares. Observó que incluir el tema en la presente iniciativa demoraría la tramitación del proyecto, ya bastante avanzada.


El Honorable Senador señor Novoa sugirió consultar con el Ministerio de Hacienda la posibilidad de contemplar un sistema de apoyo al financiamiento del proyecto, dado que habrá municipios que no podrán solventar el pago de la bonificación.


El Honorable Senador señor Ominami propuso la aprobación en particular del proyecto, sujeta a la condición de que al momento de la votación del mismo en la Sala del Senado, la Subsecretaría de Desarrollo Regional formalice el compromiso del Gobierno, y en concreto del Ministerio de Hacienda, en orden a contar con un mecanismo que permita sustentar con recursos a aquellas municipalidades que en virtud de la aplicación del proyecto de ley en informe enfrenten situaciones financieras de difícil manejo.


La Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo señaló que estimaba viable la solución planteada tanto por el Honorable Senador señor Ominami como por los restantes miembros de la Comisión, sobre la base de un estudio que permita apreciar, en su oportunidad, el número efectivo de municipios que se vean afectados por el problema de carencia de fondos para proceder a los pagos, y de exigir la concurrencia de determinados requisitos y condiciones para que opere el mecanismo de ayuda en las situaciones graves.


En atención a lo expuesto por la señora Subsecretaria, los integrantes de la Comisión resolvieron aprobar en particular el proyecto en informe.

Artículo 1°


En su primer inciso, establece una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios municipales que a la fecha de publicación de la presente ley tengan 60 o más años de edad si son mujeres o 65 o más años de edad si son hombres, y que dentro de los doce meses contados desde el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta misma ley, cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal.


En su inciso segundo señala que también tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario, los funcionarios municipales que se encuentren en funciones a la fecha de publicación de la presente ley y que entre dicha data y el 31 de diciembre del año 2007, cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, siempre que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal, dentro de los doce meses siguientes al cumplimiento de dichas edades.


En el inciso tercero prescribe que, con todo, el funcionario municipal que cumpla con los requisitos señalados en los incisos primero o segundo, y que con posterioridad a la comunicación de su renuncia voluntaria obtenga jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, mantendrá el derecho a la bonificación establecida en esta ley, pero cesará en funciones en la fecha de obtención de dicha jubilación, pensión o renta vitalicia, siempre que aquella fuere anterior a la fecha establecida en su renuncia voluntaria al cargo municipal.

Artículo 2°





El artículo 2° aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social es del siguiente tenor:


“Artículo 2°.- La bonificación por retiro voluntario será el equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicio o fracción superior a seis meses prestados por el funcionario en la administración municipal, con un máximo de seis meses.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Alcalde, previo acuerdo del Concejo Municipal, podrá otorgar a los funcionarios beneficiarios de la bonificación a que se refiere el inciso precedente, en las condiciones y dentro del período señalado, una bonificación por retiro complementaria, la que en conjunto con la establecida en el inciso anterior, no podrá sobrepasar los años de servicios prestados en la administración municipal, ni ser superior a once meses de bonificación. El Alcalde y el Concejo no podrán acordar bonificaciones por retiro complementarias para algunos funcionarios, excluyendo a otros.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de las bonificaciones será el promedio de las remuneraciones mensuales de los últimos 12 meses inmediatamente anteriores al cese de funciones del funcionario, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las bonificaciones establecidas en los incisos precedentes no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal y serán de cargo municipal.”.
Artículo 3°


Preceptúa que el pago de las bonificaciones procederá inmediatamente después del cese de funciones del funcionario municipal, sea por aplicación de la causal prevista en la letra a) o en la letra b) del artículo 144 de la ley N° 18.883, según corresponda.


En su inciso segundo establece que los funcionarios municipales que cesen en sus funciones por las causales señaladas en el inciso anterior y que perciban la bonificación por retiro voluntario del artículo anterior, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o a honorarios, en la misma municipalidad, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Artículo 4°


Señala que las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan en virtud de la presente ley, no estarán obligadas a ajustarse a dicha restricción en razón del gasto que irrogue el pago del beneficio establecido en el inciso tercero del artículo 1° de esta ley, pero no podrán aumentar los márgenes de excesos.

Artículo 5°


Dispone que el mayor gasto que irrogue el pago de las bonificaciones a que se refiere esta ley será de cargo municipal.


La indicación Nº 1, del Honorable Senador señor Bianchi, reemplaza la expresión “de cargo municipal” por “de cargo fiscal”.


La indicación Nº 2, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, reemplaza la palabra “municipal” por “fiscal”.


Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles, en su oportunidad, por el señor Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por recaer en materias reservadas a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política, ya que tienen relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado.



- La Comisión aprobó los artículos 1° a 5° por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Novoa, Ominami y Sabag.

Como se señaló anteriormente en este informe, adoptaron dicho acuerdo sujetándolo a la condición de que al momento de la votación del mismo en la Sala del Senado, la Subsecretaría de Desarrollo Regional formalice el compromiso del Gobierno, y en concreto del Ministerio de Hacienda, en orden a contar con un mecanismo que permita sustentar con recursos a aquellas municipalidades que en virtud de la aplicación del proyecto de ley en informe enfrenten situaciones financieras de difícil manejo.

- - -

FINANCIAMIENTO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señala, en lo pertinente, que “el mayor gasto que irrogue el pago de las bonificaciones será de cargo municipal.”.





El referido Informe Financiero añade que “En consecuencia, el presente proyecto de ley no representa gasto fiscal.”.





En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios municipales que a la fecha de publicación de la presente ley tengan 60 o más años de edad si son mujeres o 65 o más años de edad si son hombres, y que dentro de los doce meses contados desde el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta misma ley, cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal.


Asimismo, tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario, los funcionarios municipales que se encuentren en funciones a la fecha de publicación de la presente ley y que entre dicha data y el 31 de diciembre del año 2007, cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, siempre que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal, dentro de los doce meses siguientes al cumplimiento de dichas edades.


Con todo, el funcionario municipal que cumpla con los requisitos señalados en los incisos primero o segundo, y que con posterioridad a la comunicación de su renuncia voluntaria obtenga jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, mantendrá el derecho a la bonificación establecida en esta ley, pero cesará en funciones en la fecha de obtención de dicha jubilación, pensión o renta vitalicia, siempre que aquella fuere anterior a la fecha establecida en su renuncia voluntaria al cargo municipal. 


Artículo 2°.- La bonificación por retiro voluntario será el equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicio o fracción superior a seis meses prestados por el funcionario en la administración municipal, con un máximo de seis meses.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Alcalde, previo acuerdo del Concejo Municipal, podrá otorgar a los funcionarios beneficiarios de la bonificación a que se refiere el inciso precedente, en las condiciones y dentro del período señalado, una bonificación por retiro complementaria, la que en conjunto con la establecida en el inciso anterior, no podrá sobrepasar los años de servicios prestados en la administración municipal, ni ser superior a once meses de bonificación. El Alcalde y el Concejo no podrán acordar bonificaciones por retiro complementarias para algunos funcionarios, excluyendo a otros.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de las bonificaciones será el promedio de las remuneraciones mensuales de los últimos 12 meses inmediatamente anteriores al cese de funciones del funcionario, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las bonificaciones establecidas en los incisos precedentes no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal y serán de cargo municipal.


Artículo 3°.- El pago de las bonificaciones procederá inmediatamente después del cese de funciones del funcionario municipal, sea por aplicación de la causal prevista en la letra a) o en la letra b) del artículo 144 de la ley N° 18.883, según corresponda.


Los funcionarios municipales que cesen en sus funciones por las causales señaladas en el inciso anterior y que perciban la bonificación por retiro voluntario del artículo anterior, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o a honorarios, en la misma municipalidad, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 4°.- Las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan en virtud de la presente ley, no estarán obligadas a ajustarse a dicha restricción en razón del gasto que irrogue el pago del beneficio establecido en el inciso tercero del artículo 1° de esta ley, pero no podrán aumentar los márgenes de excesos.


Artículo 5°.- El mayor gasto que irrogue el pago de las bonificaciones a que se refiere esta ley será de cargo municipal.”.

- - -


Acordado en sesiones de fecha 6 y 12 de septiembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez (Evelyn Matthei Fornet) y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 14 de septiembre de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA LA DÉCIMA CUARTA REGIÓN DE LOS RÍOS Y LA PROVINCIA DE RANCO EN SU TERRITORIO

(4049-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en un mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.


A las sesiones en que esta Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Allamand, Flores, Frei, García y Kuschel; los Honorables Diputados señores Alvarado, De Urresti, Delmastro, Espinoza, Hernández, Jaramillo, Ojeda, Paredes, Recondo y Von Muhlenbrock, el ex Ministro del Interior, señor Andrés Zaldívar; el Ministro del Interior, señor Belisario Velasco; el Ministro (S) del Interior, señor Felipe Harboe; la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano; el Intendente de la X Región, señor Jaime Bertín; el Gobernador de Valdivia, señor Ricardo Yáñez; el Alcalde de Panguipulli y, también, representante de la Asociación de Municipios de la Provincia de Valdivia, señor Alejandro Koehler; el Alcalde de San Pablo, señor Omar Alvarado; el Alcalde de Osorno, señor Mauricio Saint Jean; la Alcaldesa de La Unión, señora María Angélica Astudillo; la Alcaldesa de Puyehue, señora Ximena Núñez; el Alcalde de San Juan de la Costa, señor Javier Oyarzo; el Alcalde de Valdivia, señor Bernardo Berger; el Alcalde de Puerto Octay, señor Carlos Mancilla; el Alcalde de Purranque, señor César Negrón Schwerter; el Alcalde de Río Negro, señor Arturo Andrade; el Alcalde de Paillaco, señor Gastón Fuentes; el Alcalde de Futrono, señor Jorge Tatter; el Alcalde de Río Bueno, señor Waldo Flores; los concejales de Osorno, señora Marta Henke y señores Víctor Bravo y Emeterio Carrillo; la concejala de Río Negro, señora Mónica Villarroel; los concejales de Paillaco, señora Ramona Reyes y José Oscar Aravena; el Secretario de la Municipalidad de Panguipulli, señor Alfred González; del Ministerio del Interior, el Jefe de Gabinete, señor Jaime Pilowski y el Abogado Asesor, señor César Suárez; de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Jefe de Gabinete de la Subsecretaria, señor Axel Callis, el Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo Cabello, el Jefe de la División Políticas, señor Luis Angulo, y la Asesora de Comunicaciones, señora Marcia Pineda; el Asesor Legislativo del Presidente del Senado, señor Eduardo Cowley; el señor Victoriano Reinares, en representación de la Cámara de Comercio e Industria de Osorno A.G; la señora Alicia Vesperinos, Presidente de la Cámara de la Construcción de Osorno; el señor José Antonio Alcázar, Presidente de la Sociedad Agrícola y Ganadera de Osorno; el señor Víctor Pérez, en representación de los Colegios Profesionales de Abogados, Arquitectos y Contadores de Osorno; el señor Luis Alvarez, en representación de la Unión Comunal de Vecinos de Osorno; el señor Pablo Martínez, representante de la Federación de Sindicatos de Trabajadores Agrícolas Agroindustriales y afines de Osorno; los señores Carlos Silva y Pablo Martínez, representantes de la Central Unitaria de Trabajadores (Osorno); el señor Iván Navarro Abarzúa, Académico de la Universidad de Los Lagos; el señor Bernardo Antriao, consejero regional (CONADI); el señor Alfredo Frölich, representante de los consejeros regionales de la provincia de Osorno; el señor Gabriel Venegas, representante de la Asamblea Ciudadana de Osorno; los señores Raúl Basso y Néstor Santibáñez en representación del Comité Provincia de Valdivia Nueva Región; los señores Raúl Alcaíno y Guillermo Schwarzenberg, en representación de la Corporación de Desarrollo de la provincia de Valdivia; la señora Sonia Chávez y los señores Baldomiro González, Roberto Paredes y Francisco Vásquez, por la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Valdivia; los señores Rubén Delgado, Ítalo Martínez y Nemecio Vera Werner; por la Comisión Provincial de Consejeros Regionales, provincia de Valdivia; el señor Gustavo Serrano en representación de los Colegios Profesionales de Valdivia; las señoras Silvia Aguilar y Silvia Oyarzún, en representación de la entidad Comité Nueva Región Femenina; el señor Víctor Cubillos, el rector de la Universidad Austral; el señor Miguel Ramírez Carvajal, Director del Instituto de Economía de la Universidad Austral; los señores Luis Cerda, Néstor Derrocal, Jorge Lara, Patricio Yáñez, Guido Yobanolo y Luis Zúñiga, en representación de la Central Unitaria de Trabajadores; el señor Luis Alberto Guzmán, ex parlamentario; el señor Oscar Gayoso, y el señor Héctor Barría, profesor jubilado.
I. OBJETIVO DEL PROYECTO

Este proyecto tiene por objeto crear la XIV Región de Los Ríos, conformada por las provincias de Valdivia y Ranco. Esta última también se crea mediante esta iniciativa.

II. CUESTIÓN PREVIA


1. Hacemos presente que los artículos 1º, 2º, 5º, 6º, 8º, 9º, 10 y 13 permanentes, y los signados con los números 1º, 2º, y 3º transitorios, de aprobarse, deben serlo con rango de Ley Orgánica Constitucional, pues inciden en normas de esa jerarquía, como son la creación, supresión y denominación de regiones, provincias y comunas; el sistema electoral y la composición del Senado; la organización y atribuciones de los tribunales y, finalmente, la integración de los consejos regionales.

2. Dejamos constancia que de conformidad con el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación, el proyecto de ley en informe se discutió solamente en general.

III. DOCUMENTOS


Informamos que se encuentran en la Secretaría de esta Comisión, a disposición de los señores Senadores, los siguientes documentos:


1. “Génesis de la Región de Los Lagos y propuesta para su remodelación“, Estado Mayor Presidencial, 1983.


2. “Análisis de la Estructura Territorial de Chile: El caso de la Región de Los Lagos”. Sergio Boisier, Eduardo Dockendorff y Esteban Marinovic, 1996.


3. “Estudio sobre Redefinición Territorial de la Región de Los Lagos”. Ministerio del Interior, 1983.


4. “Diagnóstico y Propuesta Metodológica para modificar la División Política y Administrativa del país”. Pontificia Universidad Católica de Chile, Instituto de Geografía, 2002.


5. “Estudio Territorial Preliminar de la División de la Región de Los Lagos” Arturo Ellis M., 1995.


6. “Redefinición Décima Región: Condición para el desarrollo integral del área, dentro de su rol nacional” Fundación Pedro de Valdivia, 1998.


7. “Informe Especial: Tendencia de la Gran Inversión Privada en la Región de Los Lagos”, de la Corporación de Desarrollo Tecnológico de Bienes de Capital (CBC), 1995.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1. Constitución Política de la República.


2. Código Orgánico de Tribunales.


3. Ley Nº 18.553, del Servicio Electoral.


4. Ley 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


5. Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


6. Ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobiernos Regionales.


7. Ley Nº 19.379, que fija plantas de personal de los servicios administrativos de los Gobiernos Regionales.


8. Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


9. Ley Nº 19.968, que crea los Tribunales de Familia.


10. Ley Nº 20.022, que crea los Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica.
4.2. De Hecho


El primer acápite del mensaje con el que se inició este proyecto explica que el debate de éste tiene lugar luego de la reforma constitucional que eliminó el número de regiones y uniformó el procedimiento para crearlas o suprimirlas.


Agrega que en este nuevo contexto se ha considerado conveniente reformular la estructura de la X Región pues, desde su creación, ha sido objeto de críticas, especialmente por las condiciones de capitalidad regional que se atribuyen a Valdivia en un contexto multivalente: económico, histórico, demográfico y territorial.


Señala, enseguida, que analizada dicha estructura desde el punto de vista territorial se han advertido desajustes que han motivado la aplicación de medidas presupuestarias, institucionales y administrativas para resolver o atenuar diferencias geográficas que impiden la consolidación e integración de la provincia de Valdivia, y que hacen que la nueva región quede conformada con el territorio de ésta, cuya población alcanza a los 356.400 habitantes (censo 2002).


Expresa el mensaje que la nueva región, dotada de institucionalidad y recursos propios y de adecuadas instancias de participación regional, podrá optimizar su nivel de desarrollo sobre la base de soluciones surgidas de su propia comunidad.


Concluye este acápite advirtiendo que la nueva división regional, en un contexto de globalización, no debe dar pie a espacios o comunidades antárguicos sino que, por el contrario, ha de servir para la creación de instancias de circulación y coordinación sistémica, con un enfoque supraregional que dé como resultado una potenciación mutua de las regiones.


En un segundo acápite, la institucionalidad regional, el mensaje expone que la nueva región demanda una estructura institucional en diversas áreas: gobierno interior (Intendencia); administración regional descentralizada (Gobierno Regional); administración pública desconcentrada (SEREMIS y direcciones regionales de servicios públicos); administración de justicia; justicia electoral y oficina regional de la Contraloría General de la República.


Recuerda, a continuación, que para implementar la nueva institucionalidad es menester modificar normas sobre personal (cantidad y tipo de cargos), para lo cual se faculta al Ejecutivo a efectuar las pertinentes adecuaciones mediante uno o más decretos con fuerza de ley.


También, ha de analizarse el efecto presupuestario que significará el funcionamiento del gobierno regional y la inversión regional.


Enseguida, en un tercer acápite, el mensaje se ocupa de la creación de una segundo provincia que formará parte de la nueva región.


La referida provincia estará constituida por comunas que presentan una clara vinculación y mejor conectividad con La Unión: Paillaco, Lago Ranco, Río Bueno y Futrono, y se denominará Provincia de Ranco en atención a que del lago del mismo nombre son ribereñas las comunas mencionadas, con excepción de Paillaco, aunque ésta también recibe su influencia.


Informa el mensaje que la población de esta provincia alcanza a los 115.429 habitantes según el censo del año 2002 y tiene una superficie de 9.128 km². Entretanto, Valdivia quedará con una población de 235.311 habitantes y un territorio de 9.301 km².


La capital de la primera será La Unión, hasta 1975 capital de departamento, que cuenta con una población de 25.615 habitantes, siendo las siguientes las distancias hasta las sedes de las comunas que la conforman: 35,1 kms. a Paillaco; 10,5 kms. a Río Bueno; 54,5 kms. a Lago Ranco, y 88,6 kms. a Futrono.


Comenta finalmente el mensaje que por sus características geográficas, esta provincia orienta su vocación a las áreas agrícola y ganadera, con un importante potencial turístico que le permitirá planificar acciones para la aplicación de políticas en el nuevo contexto regional.


En un cuarto acápite, también vinculado a aspectos institucionales, esta vez focalizados al entorno provincial, el mensaje se refiere a la gobernación, al consejo económico social provincial y las direcciones provinciales de los servicios públicos.


Expresa que en el marco de la reforma constitucional regional, actualmente en trámite en esta Corporación, el Ejecutivo propondrá transferir a los intendentes regionales las atribuciones que actualmente tiene los gobernadores de provincias cabeceras de región, con lo cual se optimiza la labor administrativa y se evitan duplicidades de esfuerzos en las instancias de gobierno interior.


También, al igual que en la creación de nuevas regiones, en el caso de esta nueva provincia se sugerirá facultar al Presidente de la República para adecuar las plantas de personal a la nueva estructura administrativa.


El quinto acápite del mensaje relativo a la administración de la nueva región, propone que la regulación de la misma entre en vigor el primer día hábil del mes de enero del año siguiente a la publicación de esta ley, oportunidad en que se designará al Intendente de la Región de Los Ríos y al Gobernador de la Provincia de Ranco. Al mismo tiempo se instalará el Consejo Regional integrado con los actuales consejeros representantes de Valdivia, los que permanecerán en sus cargos hasta la nueva elección nacional de consejeros regionales, con la opción de que si en la discusión parlamentaria se propusiere un nuevo consejo, el Ejecutivo implementaría la correspondiente elección complementaria.


Señala, a continuación, que se ha previsto que mientras no se instalen en la Región de Los Ríos las correspondientes seremías, las direcciones regionales de los servicios públicos continuarán ejerciendo sus funciones en ambas regiones.


En materia de innovación en los sistemas de administración regional el proyecto no innova, en la posibilidad de que fruto de la discusión parlamentaria surjan propuestas para flexibilizar la estructura administrativa regional. Con todo, la iniciativa prevé que la instalación del aparato administrativo de la nueva región, a contar de la publicación de esta ley, sea responsabilidad del Ministerio del Interior y de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, los que coordinarán la acción de los restantes ministerios en el proceso de instauración de las nuevas seremías y servicios públicos. Además, habrán de asesorar y coordinar al Gobierno Regional de Los Lagos en la entrega de la información y antecedentes necesarios para el inicio de las funciones del nuevo gobierno regional y los derechos y obligaciones que le correspondan.


A continuación, en un sexto apartado, el mensaje se refiere a las modificaciones que esta nueva división territorial trae aparejadas en materia electoral.


A este respecto, expresa que la asignación de la numeración romana XIV para la Región de Los Ríos tiene por objeto hacer coincidir las elecciones de senadores de las regiones de número par, entre las que se incluye la Región de Los Lagos. Como comentario, el mensaje dice que el punto de referencia para asignar los períodos de elección de senadores -que hoy está determinado por los números pares e impares- habrá de establecerse en la ley correspondiente, lo que servirá, además, para consolidar los nombres de cada una de ellas.


Señala, finalmente, que la creación de la XIV Región de Los Ríos supone la modificación de la 16ª circunscripción senatorial, que actualmente comprende los distritos Nºs. 54, 54 y 55 correspondiendo los primeros a las comunas de Valdivia, y el tercero a Osorno, el cual deber ser transferido a la 17ª circunscripción. También ha de modificarse el artículo 180 de la ley Nº 18.700, que considera con dos circunscripciones a la Región de Los Lagos.

V. ESTRUCTURA DEL PROYECTO Y
DESCRIPCIÓN DE SU ARTICULADO


La iniciativa aprobada en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados está estructurada con 14 artículos permanentes y nueve transitorios.


Consignamos, a continuación, una descripción general de dichos preceptos.


El artículo 1º crea la XIV Región de Los Ríos, cuya capital es la ciudad de Valdivia, conformada por la actual provincia de Valdivia de la Región de Los Lagos y la nueva provincia de Ranco, que se define en el artículo siguiente.


Agrega este precepto que los límites de la provincia de Valdivia están establecidos en el artículo 10 del DFL Nº 2-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior.


A su vez, el artículo 2º crea en la Región de Los Ríos la Provincia de Ranco, capital La Unión, que comprende las comunas de La Unión, Paillaco, Futrono, Lago Ranco y Río Bueno, que actualmente conforman parte del territorio de la Provincia de Valdivia. Esta última queda integrada por las comunas de Valdivia, Corral, Lanco, Los Lagos, Máfil, Mariquina y Panquipulli.


El artículo 3º fija la planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de Los Ríos, que incluye tres directivos, cargos de exclusiva confianza; nueve directivos, cargos de carrera; veinticinco profesionales, dos técnicos; nueve administrativos, y siete auxiliares, lo que hace un total de cincuenta y cinco cargos.


El artículo 4º crea cargos de autoridades políticas y de empleados administrativos en la planta del Servicio de Gobierno Interior fijada por el DFL Nº 60-18.834, de Interior, de 1990: intendente; gobernador; seis cargos directivos; tres profesionales; dos técnicos; tres administrativos, y dos auxiliares, con un total de dieciocho cargos.


El artículo 5º propone enmiendas a la ley Nº 18.700, orgánica constitucional de Votaciones y Escrutinios para adecuar sus disposiciones a la nueva circunscripción senatorial correspondiente a la Región de Los Ríos.


La primera elimina, en el artículo 180, la mención a la Región de Los Lagos. (El referido precepto enumera las regiones en que habrá dos circunscripciones electorales).


La segunda propone modificaciones al artículo 181, que establece las circunscripciones senatoriales:


a) Reemplaza en el párrafo referido a la circunscripción Nº 16 la frase “constituida por los distritos electorales Nºs. 53, 54 y 55 de la X Región de Los Lagos”, por las expresiones “constituida por la XIV Región, de Los Ríos;”, y


b) También sustituye en el párrafo relativo a la circunscripción Nº 17 la frase “constituida por los distritos electorales Nºs. 56, 57 y 58 de la X Región, de Los Lagos;” por la oración “constituida por la X Región, 


El artículo 6º crea en la planta del personal del Servicio Electoral los empleos de director regional; dos administrativos, y un chofer, con un total de cuatro cargos.


El artículo 7º modifica la planta consignada en el artículo 72 de la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, incrementándola con veintisiete cargos: un fiscal regional; un director ejecutivo regional; dos jefes de unidad; ocho profesionales; cinco técnicos; siete administrativos y tres auxiliares.


Los artículos 8º, 9º y 10 transfieren tribunales de garantía; orales en lo penal; civiles; de competencia común; de familia, y laborales y de cobranza laboral y provisional, desde la actual Región de Los Lagos a la nueva región, con mención de sus territorios jurisdiccionales, para lo cual proponen, respectivamente, enmiendas al Código Orgánico de Tribunales; a la ley Nº 19.968, que creó los juzgados de familia, y a la ley Nº 20.022, sobre juzgados laborales y de cobranza laboral y provisional.


El artículo 11 precisa que tanto la legislación como toda norma reglamentaria y otras disposiciones que aludan o mencionen a la provincia de Valdivia deben entenderse referidas a la Región de Los Lagos, y las que digan relación con la Región de Los Lagos se extenderán a ambas regiones.


El artículo 12 prevé que el mayor gasto fiscal que demande esta ley en el año de su publicación se financiará con reasignaciones presupuestarias de los correspondientes ministerios, servicios y organismos.


El artículo 13 autoriza al Gobierno Regional de Los Lagos para transferir en dominio y gratuitamente a la nueva región los inmuebles de propiedad del primero situados en el territorio de esta última (inciso primero).


Enseguida, precisa que la transferencia de los créditos y obligaciones del Gobierno Regional de Los Lagos, contraídos con anterioridad a esta ley, que incidan en el territorio de la nueva región, se practicará en los 30 días siguientes a la vigencia de esta ley y, finalmente, en un inciso tercero, ordena al conservador de bienes raíces que corresponda inscribir los inmuebles transferidos, previo requerimiento del intendente de la nueva región, gratuitamente y sin impuestos.


El artículo 14 establece la modalidad de vigencia de esta ley: el primer día hábil del mes de enero del año siguiente al de la publicación. En esa fecha (primer hábil de enero) se nombrará al intendente de la nueva región y al gobernador de la provincia de Ranco.


El artículo primer transitorio consigna la oportunidad y modo de constituir el Consejo Regional de Los Ríos: el día de entrada en vigencia de esta ley con los consejeros que representan a Valdivia, por el tiempo que reste del respectivo período.


El artículo segundo transitorio dispone que la Ley de Presupuestos correspondiente al primer año de vigencia de esta ley considerará los gastos de funcionamiento del Gobierno Regional y de inversión regional (inciso primero).


A continuación, prevé que en la distribución del 90% del Fondo Nacional de Desarrollo Regional en el primer año, se considerará el número de regiones existente en el año precedente y el monto que corresponda a la Región de Los Lagos se repartirá entre ésta y la nueva región determinado mediante las variables de ponderación consignadas en la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales (condiciones de pobreza e indicadores de acceso a los servicios y diferenciales de costos de pavimentación y construcción).


El inciso tercero de este precepto previene que no obstante la obligación dispuesta en la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales de actualizar cada dos años los coeficientes de distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, el segundo año de vigencia de esta ley se actualizarán dichos coeficientes disponiéndose en la Ley de Presupuestos las provisiones para compensar a las regiones que en la distribución del 90% del Fondo reciban un monto inferior al del año 2006, pero esta compensación no beneficiará a la Región de Los Lagos.


El artículo tercero transitorio dispone que entre la fecha de publicación de esta ley y la de su vigencia, el Gobierno de Los Lagos establecerá los derechos y obligaciones de la nueva región para asegurar su funcionamiento.


El artículo cuarto transitorio faculta al Presidente de la República para modificar las plantas de los ministerios, servicios y organismos públicos, adecuándolas al funcionamiento de la nueva región y de la provincia de Ranco. Se lo autoriza, también, para traspasar ocho funcionarios del Servicio Administrativo de la Región de Los Lagos a la nueva región y los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


Establece, igualmente, normas relativas a los cargos que queden vacantes con motivo de estas transferencias, otras sobre protección laboral para los funcionarios afectados por estas modificaciones.


El artículo quinto transitorio autoriza al Presidente de la República, durante el primer año de vigencia de esta ley, parar designar en comisión de servicio en la nueva región, y por el espacio de un año, a cualquier funcionario de la Administración.


El artículo sexto transitorio previene que en tanto no estén instaladas en la nueva región las respectivas seremías, las direcciones regionales de los servicios centralizados y descentralizados y los órganos de Administración de la Región de Los Lagos continuarán cumpliendo sus funcionasen ambas regiones; y los secretarios regionales ministeriales se subordinarán a ambos intendentes en lo que corresponda a cada región. Lo mismo procederá respecto de los directores regionales por intermediación de los secretarios regionales ministeriales y, finalmente precisa que estas normas se aplicarán a la Región de Los Lagos en el caso de que existan seremías o direcciones regionales con sede en Valdivia.


El artículo séptimo transitorio atribuye al Ministro del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la potestad de coordinar a los ministerios y servicios públicos para instalar las seremías y direcciones regionales que sean necesarias en ambas regiones. También dispone este precepto que la referida autoridad asesorará y coordinará la acción del Gobierno Regional de Los Lagos para asegurar el funcionamiento de la nueva región, estableciendo los derechos y obligaciones a que se refiere el artículo tercero transitorio precedentemente descrito.


El artículo octavo transitorio prevé que para el primer pago de la asignación de modernización de los funcionarios del Gobierno Regional de Los Ríos por desempeño institucional y colectivo, en los primeros noventa días de vigencia de esta ley se fijarán los objetivos de gestión y se suscribirá el correspondiente convenio de desempeño, procediendo el pago a contar del 1º de enero del segundo año de vigencia de esta ley.


Finalmente, el artículo noveno transitorio dispone que el intendente de la nueva región designará al personal del Servicio Administrativo del Gobierno Regional, a contar desde la vigencia de esta ley y en calidad de titulares, a los funcionarios que desempeñen los cargos de jefes de división, y como suplentes, a los que ocupen los empleos de carrera que sean necesarios para constituir el comité de selección para el concurso de acceso a la Administración, y para asegurar el cumplimiento de las funciones del gobierno de la nueva región.

VI. DEBATE EN GENERAL


En sesión de 28 de junio de 2006, y considerando la exitosa experiencia de haber celebrado en Arica una sesión especial junto a la comunidad con ocasión del proyecto de ley que crea la XIV Región, la Comisión acordó celebrar el 6 de julio de 2006 una sesión en Osorno, y otra, el día 7 del mismo mes, en Valdivia, para escuchar los planteamientos de la ciudadanía, expresados a través de diversas organizaciones y entidades, acerca de la creación de la Región de Los Ríos.


El día 6 de julio pasado, la Comisión, integrada con los Honorables Senadores señores Víctor Pérez, Presidente; Jorge Arancibia (señor Hernán Larraín); Carlos Bianchi; Ricardo Núñez y Hosain Sabag, y con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Allamand; Eduardo Frei y Carlos Kuschel, se reunió en los salones del Municipio de Osorno con el propósito indicado.


En primer lugar, intervino el señor Victoriano Reinares, en representación de la Cámara de Comercio e Industria de Osorno A.G., quien expresó que dada la importancia que tiene para el país este proyecto, no parece conveniente la urgencia que se le ha dado por parte del Ejecutivo. Según su opinión, ha primado distribución de los dineros y la creación de provincias para crear regiones, sin que se haya discutido el fondo del asunto, cual es el funcionamiento actual de la regionalización y la visión estratégica para que el país alcance una efectiva descentralización. Manifestó su descontento en torno al estado actual del proceso regionalizador, pues sólo significará un aumento de la burocracia y de los costos administrativos, incentivando la demanda de futuras nuevas regiones.


Agregó que Osorno es una de las más productivas provincias en la X Región, con un gran aporte en tributos en general, pero una de las provincias que menos recursos públicos ha recibido. Prosiguió diciendo que en la discusión no se han mencionado los índices de productividad como inversión pública versus retorno en tributos, inversión pública versus inversión privada y otras relacionadas con la productividad en general. Afirmó que el Estado, a nivel nacional, aporta aproximadamente el 20% de la inversión total, quedando el resto a cargo de los privados. Este equilibrio, precisó, es sano e importante mantenerlo, pues de lo contrario se estarán creando sectores artificiales que no se sustentarán por si solos y terminarán siendo un gasto neto para el país.


Finalmente, y en relación con las condiciones a que debería aspirar la provincia en un nuevo orden administrativo público, estimó que se deben considerar los siguientes temas:

 
1. Reinstalación de la unidad política de la provincia de Osorno.


2. No crear ninguna provincia adicional, pues ello solamente aumentará los gastos administrativos.


3. Que las nuevas divisiones administrativas que se creen no dividan la actual y natural provincia de Osorno.


4. Considerar la conectividad y logística ya que las regiones sufren de “centralismo nacional” y las provincias sufren del “centralismo regional”.


5. Establecer un equilibrio positivo hacia Osorno de las personas que deciden sobre las inversiones públicas.


6. Distribuir proporcionalmente a los funcionarios públicos.

- - -


Enseguida, expuso ante la Comisión la señora Alicia Vesperinos, Presidente de la Cámara de la Construcción, quien inició su exposición señalando que en los argumentos que fundamentan el proyecto, hay expresiones como: “… a partir de la reforma constitucional de agosto de 2005, resulta posible adecuar, si resulta necesario, la división territorial del país, de manera que sea coherente con el proceso de descentralización.”


“… la configuración resuelta para la X Región, ha impedido la consolidación e integración plena de la provincia de Valdivia en l región de que forma parte.”;


“… se prevé que con la creación de esta región, se facilitará el diseño e implementación de estrategias tendientes a optimizar su nivel de desarrollo.”;


Señaló que de lo anterior se deduce que se debe crear una región, porque la actual división administrativa del país no da respuesta a las necesidades de una provincia especial como Valdivia. Agregó que con este argumento, cualquier provincia, en similar situación, debería exigir este mismo derecho y serle otorgado.


Es de la opinión que, dado que esta es una iniciativa del Ejecutivo, éste debe revisar el proceso de regionalización creado hace 30 años, e investigar si se ajusta a lo que requiere el país en la actualidad. Esta discusión debe hacerse a la brevedad y con un plazo definido. No parece serio, continuó, destinar una Intendencia para 356.000 habitantes, mientras la Región Metropolitana tiene una para 6.000.000. Al mismo tiempo, apuntó que hoy, cuando Chile está hablando de tratados de libre comercio con el mundo, razones de distancias de 200 kilómetros no pueden ser impedimento para administrar eficientemente un territorio.


Hizo presente que en la página web de la Subsecretaría de Desarrollo Regional aparece publicada una entrevista a la señora Claudia Serrano, realizada el 28 de abril de este año, en la que señala que “es necesario hacer un estudio con visión de país sobre el diseño de regiones que tenemos. No somos partidarios de crear más regiones, tenemos que evaluarlo y pensarlo más seriamente, como país, no como una colección de demandas de distintos sectores, grupos o territorios.”. Señaló que coincide con esas expresiones y que espera que el resultado de dicho estudio sea ampliamente conocido antes de proseguir con este proyecto de ley.


Afirmó que, de insistir en la idea de legislar acerca de la creación de esta nueva región, la comunidad de Osorno, por un tema de conectividad, prefiere tener como capital la ciudad de Puerto Montt.


Agregó, finalmente, que su gremio estará siempre disponible para apoyar las iniciativas que busquen de verdad un desarrollo armónico del país, un correcto uso de los recursos, una descentralización moderna para conseguir una integración de todo su territorio y el bienestar de todos sus habitantes.

- - -


Posteriormente, usó de la palabra el señor José Antonio Alcázar, Presidente de la Sociedad Agrícola y Ganadera de Osorno, quien expresó que la discusión sobre la creación de la Región de Los Ríos es un tema que ha vuelto a tomar vuelo, incentivado por las gestiones de personeros de la ciudad de Valdivia que, con o sin derecho, pretenden reflotar una discusión anticuada y romántica, que no soluciona los problemas de fondo del inconcluso proceso de regionalización, el cual no sólo está afectando a algunos sectores del país sino que a todo su conjunto.


Señaló, a continuación, que uno de los argumentos que esgrime Valdivia para transformarse en una nueva región es el abandono y perjuicio que ha sufrido luego de que fuera, al igual que Osorno, capital provincial, para luego pasar a ser una provincia dependiente de una mega región con capital Puerto Montt. Pero lo cierto es que Valdivia, lejos de ser perjudicada con la regionalización, ha sido enormemente beneficiada al disponer de jefaturas de servicios públicos y mayores recursos.


En materia de inversión pública comunal per cápita, afirmó que entre el período 1990-2002, en Valdivia se invirtieron $ 797.250, en tanto que en Osorno esta inversión alcanzó sólo a $ 469.688 y para el caso de Llanquihue, ésta fue de $ 646.203. Similar situación se observa en la inversión pública provincial, donde nuevamente Valdivia ha sido la más favorecida con $ 822.743, seguida por Llanquihue con $ 742.531 y, finalmente, por Osorno con $ 737.307 per capita.


Al analizar estas cifras en la región, expresó que no hay duda de que Valdivia es hoy la provincia que mayores recursos ha percibido del fisco, y para probar esta asimetría en la repartición de recursos estatales, se debe analizar la forma cómo se reparte el fondo común municipal.


Agregó que mientras Chile en la última década ha optado por un modelo económico liberal sustentado en el principio de la apertura comercial y la integración con bloques comerciales y terceros países, el Gobierno está apostando por el desarrollo de una provincia “postergada” a través de la división, lo cual es, ciertamente, un contrasentido.


Tal vez la única explicación es el “experimento de un nuevo tipo de administración”, lo cual viniendo del Gobierno le parece una irresponsabilidad no sólo con Osorno, sino con la propia ciudad de Valdivia y también con el país. A este respecto,  crear una región modelo para probar un nuevo sistema no es la forma de solucionar los problemas.


Señaló que los verdaderos problemas de Valdivia y de muchas otras provincias, entre ellas Osorno, tienen relación con la poca independencia en la asignación de los recursos y la falta de democratización en la designación de las autoridades provinciales y regionales.


Continuó señalando que con la división regional se pierde una de las cualidades más importantes de la actual Región de Los Lagos, cual es la diversidad de actividades económicas existentes y los vasos comunicantes que entre ellas existen, tanto desde el punto de vista productivo, como de la posibilidad de migración de la mano de obra de un sector a otro, lo cual permite mantener índices de bajo empleo en forma permanente en el tiempo y con baja estacionalidad.


Es por lo anterior que la Sociedad Agrícola y Ganadera de Osorno está en contra de la división regional, exigiendo al Gobierno realizar estudios que entreguen un diagnóstico y soluciones concretas a los inconvenientes que muestra el proceso regionalizador. Con dichos resultados será posible plantear una nueva división administrativa o la implementación de nuevas medidas para mejorar el actual esquema de regionalización.


Concluyó manifestando que:


- El proyecto de ley sólo crea una nueva región, pero no da soluciones concretas a los problemas del actual modelo de regionalización.


- Con el actual sistema de regionalización, la provincia de Valdivia, especialmente la comuna de Valdivia, ha sido la provincia más favorecida.


- En este momento, Osorno y sus comunas han sido discriminados con el actual sistema.


- El Gobierno, conciente de las fallas que adolece el actual sistema, debe estudiar medidas de fondo para solucionar los problemas en las asignaciones de recursos, la democratización de las autoridades y los centralismos locales y nacionales.

- - -


Expuso a continuación el señor Víctor Pérez, en representación de los Colegios Profesionales de Abogados, Arquitectos y Contadores de Osorno, quien puntualizó:


1. La eventual incorporación de la Provincia de Osorno a la Región de Los Ríos es considerada como un mal menor que podría ser aceptado en la medida que el Gobierno cumpla, dentro del mismo proyecto de ley, con una serie de condiciones que permitan proteger las características que hoy tiene la provincia de Osorno y asegurar su potencial de desarrollo.


2. La ciudadanía de Osorno tiene el derecho y el Gobierno el deber no sólo de escuchar a sus actores sociales, sino, también, una vez concluido el proceso de consulta, hacer una propuesta definitiva sobre la cual de una vez por todas podamos permitir un pronunciamiento, esto es, decidir si o no a la incorporación de la provincia a la Región de Los Ríos.


3. En relación con la necesidad de incorporar Osorno para la viabilidad del proyecto de creación de la Región de Los Ríos y para la seriedad de las políticas públicas sobre regionalización y si se ha llegado a la conclusión por parte del Gobierno de que es imprescindible dividir la Región de Los Lagos:


a) Lo lógico es dividir en dos partes que sean proporcionales, en cuanto a territorio y en cuanto a población.


b) Lo lógico es que los territorios comprendidos en cada región sean efectivamente distintos, con vocaciones distintas. Absurdo será dejar en dos regiones distintas zonas que por historia, cercanía, actividades productivas iguales se han desarrollado unidas hasta la fecha. Esto es precisamente lo que se está haciendo con La Unión, Río Bueno y Lago Ranco respecto de la provincia de Osorno, un error que no se puede dejar pasar.


Hacer lo contrario implicaría no sólo causar un grave daño al desarrollo de la zona sur, sino que constituiría una señal para el resto de las provincias del país de que todas pueden ser regiones, generando una demanda que al parecer el Gobierno no estaría dispuesto a satisfacer, haciendo perder el rumbo a muchos territorios, desorientándolos y evitando que se concentren en sus reales estrategias de desarrollo.


4. La provincia de Osorno requiere de instituciones que garanticen su potencial de desarrollo, pues al estar rodeada de ciudades capitales regionales, como lo serían Valdivia por el norte y Puerto Montt por el sur, éstas se presentarían como ciudades más atractivas desde el punto de vista administrativo y político haciendo que muchas empresas y personas privilegien tener como centro de sus actividades dichas ciudades, causando una competencia desigual entre estas tres ciudades, con un claro deterioro de las posibilidades de desarrollo de Osorno y su provincia.


5. Por otra parte, con independencia de los factores de desigualdad creados por el Estado entre distintas ciudades, es fundamental mejorar el entorno público-administrativo de las actividades económicas, en términos de hacer que los trámites de los empresarios y ciudadanos sean más eficientes en cuanto a costos y tiempo. Para ello un factor esencial es que los servicios públicos críticos para la provincia tengan su asiento en la ciudad de Osorno y que los demás servicios públicos de nivel provincial cuenten con mayor autonomía. Del mismo modo, es importante que las secretarías regionales ministeriales vinculadas con nuestras actividades económicas relevantes tenga su asiento en Osorno.


6. Es trascendental potenciar la provincia como polo de desarrollo agroalimentario, para lo cual se ha de contar con un centro de innovación y desarrollo de las ciencias en dicha área, en términos tales que se establezca un verdadero vínculo entre empresas y centros de estudios que permitan proporcionar un valor agregado cada vez mayor a nuestros productos.


7. Es fundamental que en este proceso sea mantenida la unidad actual de la provincia y la incorporación a ella de las comunas de La Unión, Río Bueno y Lago Ranco, e incluso Frutillar, dada su complementariedad tanto productiva como cultural.


a) Este territorio se vería valorado por la potencialidad que genera el eje transversal definido por el paso internacional Cardenal Samoré.


b) Es perentorio que con el objeto de potenciar el desarrollo cultural, se cree un fondo especial estatal que garantice proyectos por un período de a lo menos cinco años.


8. Creación de la Corte de Apelaciones de Osorno. Hoy en día los ciudadanos de Osorno están restringidos de acceder a la “Justicia de Corte”, pues actualmente dependen de la Corte de Apelaciones de Valdivia que cuenta con dos salas, y que se encuentra a más de 110 kilómetros, de los cuales 45 kilómetros corresponden a una carretera de una sola vía de características sinuosas muy marcadas que la hacen más peligrosa de lo normal. Este elemento marca una clara tendencia inhibitoria en el ejercicio de derechos antes la Corte de Apelaciones para los ciudadanos de la provincia de Osorno, para quienes es mucho más caro litigar en corte, como ha quedado demostrado por un estudio realizado al efecto. Según las estadísticas de ingreso una de las salas se justifica en Valdivia y sus comunas cercanas y la otra en Osorno y sus ciudades cercanas. Con un trato equitativo y la distribución de los recursos humanos y físicos, se permitiría que todos los ciudadanos de las provincias de Valdivia y Osorno tengan las mismas posibilidades. De este modo, si Osorno contara con una Corte de Apelaciones la administración de justicia sería verdaderamente accesible, más económica, de mejor calidad y más cercana a la gente de la provincia.


9. Las condiciones que los colegios profesionales de Osorno en esta oportunidad proponen son necesarias para la eventual incorporación de la provincia a la Región de Los Ríos, pero no son suficientes, pues no se han enfocado en todos los aspectos vinculados a este proyecto, considerando valiosas las demás peticiones que realicen el resto de los actores sociales y políticos de la provincia.

- - -


El señor Luis Alvarez, en representación de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Osorno, expresó su preocupación por cómo el Gobierno ha puesto en la discusión parlamentaria el proyecto de ley que crea la Región de Los Ríos, que se fundamenta en el cuestionamiento a la forma de cómo nace la Región de Los Lagos, ya que los criterios utilizados en el año 1974 fueron físico-funcional-geopolíticos con un diseño centralizado y voluntarista, estrictamente nacional y, además, considerando que el país vivía una situación de excepción, sin ponderar otros aspectos como los socio-culturales.


Desde entonces, han transcurrido 32 años y los escenarios han evolucionado. Sin embargo, el Gobierno se ha dado cuenta de que la nueva región es inviable administrativamente dado su extenso territorio, que asciende a 67.013 kms². Cuestionó la existencia de estudios empíricos que hagan posible al Gobierno llevar a cabo la división de territorios que está haciendo en la propuesta de ley en debate. También hizo presente la carencia de un informe que dé cuenta de una evaluación real y efectiva del proceso de regionalización. Señaló también estar convencido de que se ha generado un proyecto sobre la legítima aspiración de los valdivianos que permanentemente han reivindicado la autonomía territorial porque nunca se sintieron parte de la región de Los Lagos.


La ciudadanía local siempre ha sido contraria a dividir esta región bajo tres premisas:


a) Las tendencias económicas hablan de apertura externa que se manifiesta en el concepto de globalización sin perder de vista la integración con ejemplos concretos, como la comunidad económica europea.


b) Pero, además, las regiones y las provincias reclaman descentralización que es un fenómeno eminentemente político en donde se ha avanzado pero no lo suficiente y donde esencialmente se radica el desarrollo regional.


c) Porque existen formas de generar regiones sin dividir territorios, utilizando plataformas tecnológicas que permitan crear regiones virtuales.


Sin embargo, la fuerza de los hechos obligan a plantear una discusión, en el seno de esta comunidad, sobre el proyecto de ley que crea la Región de Los Ríos y la provincia de Ranco, proposición que se rechaza pues parte de premisas excluyentes, sin visión de futuro, y no considera las potencialidades económicas del territorio, cerrándose arrogantemente a escuchar a la provincia de Osorno, sin una discusión amplia con participación ciudadana real, principio básico de la democracia.


Es por ello que las organizaciones sociales de Osorno, ante este escenario adverso y sin reversa, están porque se proponga una división regional para la provincia de Osorno pero sobre la convicción de los que plantean Boisier, Dockendorff y Marinovic en su estudio de conflictos regionales y políticas públicas del año 1996, que dice:


“Los escenarios futuros que condicionan el desarrollo nacional exigen políticas regionales de nivel nacional que posibiliten los indispensables desarrollos descentralizados y participativos en ámbitos territoriales con ventajas comparativas y competitivas concordantes con las exigencias de una economía globalizada y la configuración de un sistema territorial acorde con los postulados de mayor equidad, sostenibilidad y sustentabilidad”.


Atendido lo expuesto, planteó lo siguiente:


a) Participar de la nueva región con Valdivia y las siete comunas de esta provincia, conformando un territorio equilibrado con una superficie de 27.653 km² y con 569.317 habitantes, lo que representa el 53% de la población actual. Esta configuración territorial tiene como sustento económico los sistemas productivos agropecuario, forestal y servicios turísticos.


b) Por lo tanto, se desestima la creación de la provincia de Ranco.


c) Que en la nueva región se implemente un modelo de gestión basado en la desconcentración del poder teniendo SEREMIS y directores regionales acordes con los lineamientos productivos de los territorios.


d) Que los CORES sean elegidos por votación popular y que el presidente del consejo regional sea distinto del Intendente.


e) Se genere una política de inversión trienal en la comuna de San Juan de la Costa, la más pobre de Chile, focalizando la inversión en redes viales, potenciando su costa como zona productiva y principalmente rescatando los balnearios para generar un polo turístico local e internacional resaltando sus bondades con playas de arenas blancas.


f) Exista un compromiso gubernamental de transformar en un polo de desarrollo nuestra ubicación estratégica de conectividad con Argentina por el único paso internacional que durante todo el año está habilitado, y para ello es necesario contar con la doble vía en la ruta Puyehue. Al mismo tiempo, se modernice el aeropuerto extendiendo su pista para que sea operable durante todo el año.


g) Que el Gobierno declare a Osorno como zona turística, pues ello permitirá aumentar la retribución del fondo común municipal.


h) Recuperar la unidad política-electoral de la provincia, para terminar con la división provincial de tener tres comunas en el distrito 55 y en la circunscripción 16 y cuatro comunas en el distrito 56, circunscripción 17.


i) Que el Gobierno apoye la imagen de ciudad parque, de cara al bicentenario, con recursos para la construcción del Parque Hott en Ovejería, Parque Francke, y la habilitación del Camping Arnoldo Keim en Rahue Alto, en un complejo recreacional local.


Finalmente, señaló que esta organización espera y confía que lo expuesto sea considerado, en la idea de construir un modelo de región fundada en la equidad, participación, competitividad y sustentabilidad económica.

- - -


A continuación, se refirió a este proyecto el alcalde de la comuna de San Pablo, señor Omar Alvarado, quien señaló que el Gobierno procedió unilateralmente al presentar un proyecto para dividir la Región de Los Lagos, creando una nueva región que se llamaría Región de Los Ríos, con capital en la ciudad de Valdivia. Agregó que nunca se consultó a la región si quería ser dividida, y tampoco se estudiaron las implicancias negativas que pudieran afectar a la provincia de Osorno de quedar entre dos capitales regionales que se desarrollarían con mayor rapidez al contar con mayores recursos económicos y humanos aportados por el Estado.


Expresó que nunca hubo acuerdo en la creación de nuevas regiones, y que lo mejor es inducir una regionalización y descentralización del aparato estatal a las respectivas regiones, provincias y comunas, donde la comunidad pueda adoptar decisiones económicas y ejecutivas.


Al incorporarse Osorno a la nueva región de Los Ríos se asume que la capital regional será la ciudad de Valdivia.


Propone que las comunas de La Unión, Río Bueno y Lago Ranco se incorporen a la provincia de Osorno, y solicita mantener la unidad territorial; distribuir los recursos regionales y sectoriales en forma equitativa utilizando variables como el per cápita u otros, y repartir equitativamente los servicios públicos y secretarías regionales ministeriales con sus respectivas direcciones regionales, solicitándose para la provincia de Osorno:


La Secretaría Regional Ministerial de Obras Públicas; la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura; la Secretaría Regional Ministerial de Economía; la Secretaría Regional Ministerial de Educación, y la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda.


Coherente con la importancia económica de la provincia de Osorno y pensando en los principales rubros económicos, que se cree el Instituto de Fomento Productivo de la Carne y la Leche, y que se potencie la actividad de estos rubros a nivel regional.


Agregó que, además, es necesario fortalecer el territorio provincial para lo cual se requieren compensaciones en obras trascendentales que permitan equilibrar la balanza respecto a infraestructura, para lo cual solicita la creación de una Corte de Apelaciones; doble vía ruta internacional Paso Cardenal Samoré (Osorno-Aduana Pajaritos); inversión en ampliación y equipamiento del Aeropuerto de Osorno, y, para San Pablo, un plan maestro de inversiones en el corto y mediano plazo que incluya las principales necesidades comunales que digan relación con los Ministerios de Obras Públicas, Educación, Vivienda y Agricultura.

- - -


Intervino posteriormente don Mauricio Saint Jean, alcalde de la comuna de Osorno. Informó que ésta tiene 145.475 habitantes, y la provincia, compuesta por siete comunas, 221.509 habitantes. La superficie total de la provincia es de 9.233,10 km². Enseguida, manifestó su satisfacción por la celebración de esta reunión en la ciudad de Osorno, que permitirá a los legisladores formarse una opinión cabal acerca de esta iniciativa de ley.


Agregó que este proyecto es llevado adelante como una promesa de una campaña presidencial y correspondió al ex Presidente Ricardo Lagos llevarla a cabo.


Los candidatos señores Piñera, Lavín, y entiende que también la señora Presidenta, se comprometieron, si salían elegidos, a enviar esta iniciativa al Parlamento para su concreción.


Si bien es cierto que es una aspiración de Valdivia (en principio, sólo de la ciudad de Valdivia), la postura de Osorno y de las provincias de Llanquihue, Chiloé y Palena, en concordancia con el Presidente del Consejo Nacional para la Regionalización y Descentralización de Chile CONAREDE, señor Henrich von Baer, es contraria a la creación de nuevas regiones, y proclive a estudiar diez reformas al actual modelo de regionalización.


Agregó que Valdivia ha sido la más beneficiada en cuanto a la consecución de recursos. No acepta que el crecimiento que ha tenido la capital regional de Puerto Montt se deba a que es capital regional. Su fuente productiva es la salmonicultura.


Coincidió también en la necesidad de adecuar la actual regionalización para superar la centralización metropolitana y también la que se produce en regiones.


Señaló que en materia electoral, la actual división perjudica a la provincia porque le resta fuerza política. De concretarse la regionalización que propicia Valdivia, a pesar de su desacuerdo, debe incorporarse Osorno como provincia y que se cumplan las condiciones que se han propuesto en un documento elaborado por la Asamblea Ciudadana de Osorno, y que manifiesta que la nueva región se compondría:


a) De dos provincias, la de Valdivia y la de Osorno.


b) La capital regional en el eje La Unión-Río Bueno.


c) Que las comunas de Río Bueno, La Unión y Lago Ranco pertenezcan a la provincia de Osorno, pues desarrollan toda su actividad con la provincia de Osorno, en especial con la comuna de Osorno.


d) Distribución de direcciones de servicios públicos y algunas secretarías ministeriales.


e) Replantear los distritos y circunscripciones unificando las siete comunas más las tres que se han mencionado.


Si se negocia, continuó, debe ser en igualdad de condiciones y no hechos consumados, como es aceptar desde ya que la capital de la proyectada nueva región sea Valdivia, y que debería crearse la nueva provincia de Ranco, con las comunas de La Unión, Río Bueno y Lago Ranco.


Afirmó que debe legislarse con visión de Estado y no solamente para satisfacer a un grupo de personas, sin sustentación política, económica y administrativa.

- - -


Se dirigió a la Comisión, a continuación, la alcaldesa de Puyehue, señora Ximena Núñez, quien expresó que su comuna se ubica en la provincia de Osorno; posee una superficie de 1.692,7 km², y una población de 11.368 habitantes. Su población es principalmente rural, con un 70,04%, en tanto el área urbana solo representa el 29,96%.


Su capital es la localidad de Entre Lagos, y se accede a ella a través de la ruta internacional 215. Su privilegiada ubicación, en las riveras del lago Puyehue, que unido a su cercanía con las ciudades de Osorno, Valdivia y Puerto Montt, principales centros administrativos, comerciales, económicos y políticos de la Región de Los Lagos, y de la fronteriza zona de Bariloche, en la República de Argentina, entrega a su capital y comuna en general, un alto potencial de desarrollo turístico y económico.


Las condiciones de accesibilidad han permitido la implementación de un corredor turístico binacional que tiene como contraparte el área de San Carlos de Bariloche (Argentina).


La comuna basa su economía en actividades silvoagropecuarias y de servicios ligados especialmente al área del turismo. Eso se refleja en las últimas cifras del censo, que señalan que el 35% de la población trabaja en el área agropecuaria, en el área servicios un 19,52%, lo que considera comercio minorista, hoteles, hospedaje y comidas, transportes de pasajeros.


Sin embargo la firma de tratados internacionales y el MERCOSUR han sumido a los agricultores en una fuerte crisis productiva, lo que se ha traducido en bajos precios de la leche y de la carne, sus principales fuentes de ingresos.


La comuna cuenta con recursos turísticos de excepcional calidad y belleza. En la comuna se encuentra el Parque Nacional Puyehue, uno de los más extensos y hermosos del país.


Junto a ello el paso internacional Cardenal Samoré otorga a la comuna el título de puerta de entrada al sur de Chile y portal de la Patagonia. Por este paso se producen los más importantes procesos de intercambio comercial con la República Argentina.


Por él circularon solo el año 2004, 718.000 pasajeros, 155.000 vehículos, y se intercambiaron 228.153 toneladas de productos.


Los desafíos futuros de la comuna no son menores, el mejoramiento de la ruta internacional 215 que hoy presenta seria deficiencias estructurales, la pavimentación de la ruta Interlagos, el mejoramiento de las condiciones productivas de nuestros agricultores, la detención de la migración campo-ciudad, la construcción de una planta de tratamiento de aguas servidas para la capital Entre Lagos son sólo algunos de ellos.


Agregó que la comuna mira al futuro, con una clara visión del desarrollo turístico y productivo, áreas donde desea fundamentar su desarrollo, en armonía con las aspiraciones del resto de las comunas de la Provincia.


Y en ese camino, continuó, la comunidad debe unirse a un proyecto que permita enfrentar estos desafíos con una mirada común, pero también reconociendo las características especiales que la identifican.


Y en esa mirada considera fundamental entregar a las provincias y comunas las facultades necesarias para alcanzar el desarrollo. Con planes de inversión adecuados y con los recursos necesarios para lograrlo, los cuales deben ser asignados con una mirada integral y no basada en pequeños intereses electorales o políticos.


Expresó que la comunidad busca integrar una región descentralizada efectivamente, de manera que las decisiones se adopten donde las soluciones son más urgentes. Y en ese sentido, plantea como una medida descentralizadora la localización de la Dirección Regional de Turismo en la comuna de Puyehue. Finalizó diciendo estar dispuesta a asumir el desafío, pues considera tener no sólo los recursos naturales necesarios, sino las potencialidades para fomentar el desarrollo del turismo.

- - -


A su turno, el señor Javier Oyarzo, alcalde de San Juan de la Costa, manifestó que con motivo del proceso de regionalización impulsado por la provincia Valdivia, en cuanto a convertirla en la Región de Los Ríos, anhelo que se materializó durante el presente año y en razón que se ha propuesto la división de la Región de Los Lagos, en la cual se encuentra ubicada la comuna de San Juan de la Costa, es su deber tomar una postura, como ente administrador de dicho territorio, en relación con las consecuencias, beneficios y efectos que pudiera ocasionar este proceso de división para los habitantes de la comuna.


Agregó que sin perjuicio que el proceso en alguna medida se encuentra avanzado, solicita lo siguiente:


1. Que al realizar este proceso de división administrativo territorial, el Gobierno aporte recursos frescos, tanto para la implementación de las unidades centralizadas y desconcentradas de los servicios públicos, que serán radicadas en la nueva capital regional, como para la ejecución de obras y programas que favorezcan el desarrollo armónico de las diferentes unidades territoriales que la han de integrar. En otras palabras, evitar lo que ocurre en la actualidad, la concentración de inversión en la capital regional y en las ciudades que hacen de cabecera provincial.


2. Que este proceso de asignación de recursos sea equitativo en aquellos polos de desarrollo que tienen una magnitud relevante a nivel provincial y regional. No obstante aquellas comunas como la suya que tienen características propias, tales como una alta ruralidad, condicionantes de tipo cultural (alta población de origen mapuche-huiliche) alta dispersión geográfica de habitantes y viviendas, niveles elevados de pobreza, crecimiento sostenido de la población adulto mayor (envejecimiento de la población), procesos permanentes de migración campo-ciudad y altos niveles de desempleo debido a la falta de fuentes laborales. Todas estas situaciones no favorecen la concentración de inversión, ya que no arrojan indicadores con rentabilidad social, por lo que es necesario que se establezcan criterios de discriminación positiva que permitan una inversión de recursos mayor a la que en la actualidad se realiza, aportando de esta manera al desarrollo social y económico y en definitiva eviten las externalidades ya mencionadas.


3. Que la descentralización que se establece en esta propuesta de nueva región sea realmente un hecho palpable y por lo mismo que la radicación de las oficinas públicas de los diferentes ministerios y servicios se distribuya en forma equitativa en las cabeceras de provincias que integran la región y en algunas comunas de las llamadas pequeñas.


4. Por último, es necesario manifestar que este proceso se genere y se implemente utilizando criterios y mecanismos técnicos, en los cuales se confirme la necesidad de configurar una nueva región y los beneficios que de este proceso provengan, y no se origine a través de un anhelo caprichoso de una ciudad o por una promesa electoralista en tiempos de campaña, ya que los recursos e inversiones involucrados en esta división territorial no son menores, tomando como base el costo de oportunidad de aquellos.


5. La comuna de San Juan de la Costa, en la actualidad, es la única que posee acceso expedito el Océano Pacífico en la provincia de Osorno durante todo el año; cuenta con tres balnearios (Pucatrihue, Bahía Mansa y Maicolpué) todos ellos de arenas blancas y aguas tranquilas, que son un elemento de atracción tanto para turistas extranjeros y en particular para los habitantes de la vecina comuna de Osorno, por lo cual solicitó, además, incorporar en este proceso de regionalización la definición de San Juan de la Costa como comuna turística, de manera de allegar nuevos recursos con la finalidad de fortalecer y potenciar las acciones de desarrollo turístico que se llevan a cabo en este ámbito.

- - -


Usó de la palabra, posteriormente, el señor Carlos Mancilla, alcalde de Puerto Octay, quien expresó que hoy el Gobierno tiene una oportunidad histórica de proponer la creación de una nueva y gran región compuesta por las provincias de Valdivia y Osorno con sus siete comunas, en un modelo de gestión administrativa descentralizado, que rompa la tendencia a la concentración del poder administrativo en las capitales regionales, y que convierta a la capital regional, Valdivia, en la capital política y a Osorno en la capital económica de la nueva región.


Lo anterior implicaría que el poder administrativo se distribuya entre las dos provincias, radicándose en la capital de la provincia de Osorno las secretarías regionales ministeriales de Obras Públicas, de Vivienda y Urbanismo, de Agricultura, de Educación y Economía. Además, las direcciones regionales de CORFO, SERCOTEC, SENCE, INDAP y FOSIS. Ello significaría un reconocimiento a su condición de zona ganadera y agrícola por excelencia.


En esta misma dirección y en la medida que se apruebe integrar la nueva región a la provincia de Osorno, es que estimó inconveniente crear la provincia de Ranco, a fin de construir una región nueva que fortalezca la situación de las actuales provincias y de las comunas que la integran.


Por lo anterior, la propuesta debe garantizar a la provincia de Osorno su unidad territorial y contemplar un nuevo impulso a la inversión, a través de un plan de obras de infraestructura y de fomento productivo descentralizado que permita que la inversión sectorial se asigne sobre la base de indicadores regionales y que garantice el verdadero desarrollo regional.


Por todo lo anterior, continuó, es importante que reconociendo las fortalezas locales se le otorgue a la comuna de Puerto Octay la condición de comuna turística, lo que permitirá el desarrollo de su enorme potencial en esta área. Por eso mismo la materialización de proyectos de infraestructura vial en la comuna permitirá abrir zonas turísticas únicas para el desarrollo del ecoturismo, como son el proyecto de construcción del camino Río Correntoso, desde el río del mismo nombre hasta la localidad de Las Gaviotas proyecto que cuenta con la recomendación técnica de MIDEPLAN.


Junto a este proyecto de inversión se requiere materializar la culminación de la pavimentación de la ruta que une Puerto Octay con la comuna de Purranque a través del tramo Quilanto Coñico, lo que permitirá abrir una ruta productiva y de integración regional de primera importancia.


Explicó que Puerto Octay dispone de dos cuencas lacustres: el Lago Llanquihue y el Lago Rupanco, y es de vital importancia para el desarrollo de la comuna la materialización del diseño de la apertura de una ruta nueva que integre el territorio comunal con Puyehue a través de una ruta costera en el sector oriente del lago Rupanco.


La materialización de estas iniciativas permitirá a Puerto Octay convertirse en la puerta de entrada a la Patagonia chilena, otorgándole a la provincia de Osorno un acceso nuevo para la explotación de los recursos turísticos invaluables de la zona.

- - -


El señor César Negrón Schwerter, alcalde de Purranque, manifestó ante la Comisión que en su comuna el concejo municipal considera que la división de la Región de los Lagos no aporta al país nada más que lo que gana Valdivia y pierde Chile. 

Dijo que su comuna está más cerca del Aeropuerto Internacional que se encuentra en El Tepual, más cerca de Puerto Montt y tiene la cuenca del Lago Llanquihue a poca distancia, cuenca que ha agrupado a comunas de la provincia de Llanquihue y Osorno, que tiene una proyección en turismo con inversiones públicas y privadas. Dispone de un borde costero que depende de la Gobernación Marítima de Maullín, que se encuentra en la provincia de Llanquihue, y la conectividad y distancia que la une a Puerto Montt (55 kms. contra 150 kms. hacia Valdivia) indican la necesidad de permanecer en la Décima Región. 

Expresó que su comunidad está convencida de que debe buscar los recursos en sus potencialidades, fuerzas propias, humanas y materiales. El ordenamiento territorial es lo que debe ser analizado en las distintas instancias de esta propuesta de nueva región, la Región de los Ríos. 

Lo más interesante en la propuesta o proyecto del Gobierno, continuó, ha sido la discusión que ha generado, pero cree que el tema de fondo es el de la regionalización, de la descentralización y del fortalecimiento de los municipios como gobiernos locales.

Agradeció a la Comisión la oportunidad que ha brindado a las comunas de las provincias afectadas por este proyecto de nueva región, para dar su opinión respecto de estos temas, que espera sean tratados debidamente en las instancias correspondientes.
- - -


El señor Arturo Andrade, alcalde de Río Negro, hizo presente que su comuna, frente a la división regional tiene hoy día un pronunciamiento claro, esto es, que la actual provincia de Osorno se incorpore a la nueva Región de Los Ríos, pues esto constituye una gran oportunidad para su territorio y su gente.


Reiteró que el ser parte de la nueva región es indudablemente una gran oportunidad, pero para que ella se cristalice deben concurrir algunos requisitos, los cuales se indican a continuación:


1. Mecanismos objetivos de distribución de recursos: Necesariamente deben existir reglas claras que faciliten el desarrollo armónico de las tres provincias que conformarán la nueva región: Valdivia, Lago Ranco y Osorno, y las que deben construirse a partir de indicadores mínimos como territorio, población y niveles de pobreza, con una asignación porcentual acorde con la unidad territorial respecto de los fondos sectoriales y manteniendo la competitividad en el acceso a los de carácter regional. La distribución comunal de los recursos regionales debe considerar necesariamente la implementación de acciones de asociatividad municipal con el fin de equilibrar los equipos técnicos frente a un sistema donde impera la competencia.


2. Mantención de la unidad territorial actual: Se debe mantener la conformación territorial actual de la provincia de Osorno, con la Gobernación Provincial en Osorno y con sus siete comunas, ya que un desmembramiento atentaría contra un sentido de pertenencia de sus habitantes con el espacio territorial, con un arraigo histórico reconocido.


3. Modificación en materia de división del país para efectos electorales: El distrito electoral Nº 55 debería modificarse, incorporando la comuna de Osorno que hoy pertenece al Nº 56, lo que permitiría que la actual XVI circunscripción senatorial quede compuesta por los distritos 53, 54 y 55, lo que fortalecería el accionar de la región y la identidad territorial.


4. Distribución equitativa de los servicios públicos, secretarías ministeriales y direcciones regionales: El equilibrio de los territorios pasa, en parte, por una adecuada localización de las secretarías regionales ministeriales, resultando pertinente ubicar en la provincia de Osorno a las de Obras Públicas, de Agricultura, de Economía, de Educación y de Vivienda, con sus respectivas direcciones regionales.


5. Creación de la Corte de Apelaciones de Osorno: Considerando que actualmente la Corte de Apelaciones de Valdivia tiene jurisdicción sobre las comunas de las actuales provincias de Valdivia y Osorno, la que por su distancia perjudica puntual y objetivamente a su comuna, entre otras, ya que restringe considerablemente el acceso a un bien público como la justicia, en ámbitos de su competencia, con lo cual se vulnera el principio de igualdad, básico para el desarrollo armónico de la sociedad.


6. Fortalecer la inversión dirigida a la actividad turística: La riqueza en recursos naturales de la comuna de Río Negro y la puesta en marcha de un proyecto de connotación internacional de área marina protegida, hace necesario el desarrollo de inversiones que favorezcan el fomento y consolidación de la actividad turística en el territorio comunal como una actividad económica importante, para lo cual resulta necesario la existencia de compromisos presupuestarios-financieros enmarcados en una programación trienal.

- - -


También se refirió a este proyecto, el señor Emeterio Carrillo, Concejal de la Comuna de Osorno, manifestándose contrario a la división regional mientras no se haga un estudio serio de lo que ha sido la regionalización en el país. Señaló que su opinión más bien pasa por fortalecer las regiones, dándole mayor autonomía, con una real descentralización del poder económico, político y administrativo y una distribución más ecuánime en las provincias que componen la región y no concentrar el desarrollo y el poder en las capitales regionales.


Osorno, siempre ha sido una provincia postergada y para integrarse a una nueva región debe clarificar algunos aspectos:


a) Estima inconveniente dividir la región por un compromiso político y no por un estudio serio acerca del actual modelo de regionalización que ha sido postergado para muchas provincias de este país, en especial la suya.


b) Dadas las circunstancias y en la actual situación de hechos casi consumados, considera que Valdivia, para ser región, requiere que la provincia de Osorno esté incorporada. Lo preocupante es que no se sabe qué tipo de modelo de región ofrece el Gobierno, que no menoscabe aún más el desarrollo de la provincia.


Por lo tanto, para aceptar ser parte de esta nueva región Capítulo Provincial de Concejales plantea los siguientes puntos:


1. Que la nueva región esté integrada por las provincias de Osorno y de Valdivia eliminando la provincia de Ranco.


2. Que la capital regional quede en el eje central de las comunas de Río Bueno, La Unión (existiendo la factibilidad de negociar que la capital de la región quede en la comuna de Valdivia).


3. Que se incorporen a la provincia de Osorno las comunas de La Unión, Río Bueno y Lago Ranco.


4. Unificar políticamente la provincia de Osorno que hoy día se encuentra separada por dos distritos (55-56).


5. Otorgar algunas direcciones regionales y seremías a la provincia de Osorno.


6. La creación de la Corte de Apelaciones en esta ciudad.


7. Fortalecimiento de las oficinas de Serplan en el aspecto técnico, con el fin de entregar un mayor apoyo a los municipios más pobres y con menos capacidad técnica para generar proyectos de desarrollo.


De no ser escuchados en estos planteamientos, la comunidad de Osorno prefiere mantenerse en la actual Región de Los Lagos y comenzar a luchar por crear la Región de Los Volcanes.


Por último, manifestó su agradecimiento a la Comisión por trasladarse a esta región y en particular a esta provincia, para recoger en terreno el sentir de su gente.

- - -


La concejal de la comuna de Osorno, señora Marta Henke, planteó que intervenía en esta sesión como secretaria del Capítulo Provincial de Concejales.


Expresó que su opinión es contraria a la división regional, optando por fortalecer las regiones con mayor autonomía y recursos; haciendo primero un estudio serio de lo que ha sido la regionalización en el país.


Agregó que considerando las enormes necesidades que tienen los sectores de menores ingresos con su secuela de pobreza y cesantía, los problemas en educación y salud (hospitales con enormes déficit y mala atención por falta de recursos), la delincuencia, el hacinamiento en los hospitales, casas de 28 mts² en los cuales deben convivir familias completas, todo esto debería ser prioridad para el Gobierno antes de pensar en formar una nueva región que significa un gran gasto para su implementación.


Hizo presente que Osorno siempre ha sido una provincia postergada y para integrarse a esta nueva región necesita primero solucionar algunos aspectos urgentes:


1. Que las siete comunas de la provincia sean un mismo distrito. Se han perdido servicios públicos que se deben recuperar, como también las inversiones que han favorecido a la capital regional.


2. Esta división corresponde a un compromiso pre-electoral por lo que solicita que la provincia de Osorno sea beneficiaria de mayores recursos y autonomía para integrar la nueva Región de Los Ríos. En caso contrario es preferible permanecer en Región de Los Lagos y presentar un proyecto para lograr la formación de la Región de Los Volcanes.

- - -


El concejal de Osorno, señor Víctor Bravo, inició su intervención expresando que un país no es propiedad privada de un grupo de hombres y mujeres. Un país que goza del privilegio de una verdadera democracia debe dar la oportunidad para que todos sus habitantes participen en los temas trascendentales que determinan su calidad de vida. Agregó que en oportunidades no se entiende cómo intereses egoístas pueden sobrepasar demandas que no pueden esperar.


Expresó que son intereses egoístas pues se quiere dividir una región potente con un inmenso futuro turístico, ganadero, forestal y acuícola, donde sus habitantes piden descentralización y más recursos para los gobiernos comunales. Y no dividir por dividir improductivamente, que sólo va a fomentar la burocracia. Si tanto dinero posee el Gobierno chileno, éste debe emplearse para superar la cesantía, terminar con los altos índices de delincuencia, con el inhumano hacinamiento en las cárceles y en las salas de espera de los hospitales y consultorios, y también con el que viven miles de chilenos de extrema pobreza.


Los recursos que dispone el Estado, además de lo señalado, deben ser utilizados en programas que realmente rehabiliten y prevengan el masivo consumo de drogas, como también para aumentar las pensiones de la tercera edad y otras múltiples necesidades que posee el país.


Concluyó señalando que una vez que se satisfagan estas justas demandas de la sociedad, bienvenida la regionalización con un nuevo sistema de gestión descentralizadora, ampliamente analizado por expertos nacionales e internacionales donde democráticamente se dé la oportunidad a cada provincia de Chile que presente un proyecto región, que sea una propuesta integral de ordenamiento territorial para el Chile de los futuros 30 años.

- - -


Por la Federación de Sindicatos de Trabajadores Agrícolas Agroindustriales y afines de Osorno, el señor Pablo Martínez hizo la siguiente declaración:


La Federación la componen quince sindicatos de las empresas más importantes de Osorno.


1. La división de la Región de Los Lagos es un proyecto propuesto y promovido por la provincia de Valdivia desde que se produjo la regionalización durante el gobierno militar.


2. El pensamiento de los trabajadores del sector productivo privado de Osorno era que no hubiese división de la región, pero ante la inminente creación de una nueva región se suman a la inserción de Osorno en la Región de Los Ríos.


3. Adhieren a la nueva región debido a que les une:


3.1. La situación geográfica de las dos provincias tienen varias similitudes, lagos, ríos, volcanes y terrenos aptos para producción.


3.2. La situación económica productiva con áreas afines en agricultura, lechería, ganadería mayor y menor, forestal, acuicultura, turismo.


3.3. La integración de Osorno a la Región de Los Ríos le otorgaría un real aporte en producción y otras áreas conformando una región potente.


4. Con la incorporación de Osorno aspiran a:


4.1. Una mejor distribución porcentual del ingreso en beneficio de la provincia.


4.2. Contar con una infraestructura adecuada para el funcionamiento de la Inspección Provincial del Trabajo en Osorno, ya que la actual no se condice con la cantidad de personas que asisten diariamente.


4.3 Una demanda de muchos años y gran aspiración es tener en Osorno un juzgado del trabajo para que sean más expeditos los juicios laborales, ya que los más cercanos son por el norte Concepción y por el sur Punta Arenas.


4.4. Contar con una mayor dotación de funcionarios para la oficina provincial del trabajo de Osorno.


Actualmente, la distribución de funcionarios se desglosa así: Puerto Montt 26 funcionarios, más la oficina comunal Puerto Varas con 4 funcionarios; Valdivia 24 funcionarios, más la oficina comunal de La Unión con 5 funcionarios, y Osorno, 12 funcionarios para la atención de todas las comunas de la provincia.


4.5. La instalación de una oficina provincial del SENCE para hacer más accesible este servicio a los trabajadores.


4.6. Es de suma urgencia contar con una sala multiuso para realizar capacitaciones y reuniones.


Todos los requerimientos de los puntos 4.2 al 4.6 son para contar con trabajadores capacitados, tecnificados y especializados en sus respectivas áreas de trabajo, como es la demanda de estar insertos en la globalización de la economía por medios de los T.L.C. y exportar una diversidad de productos como es carne, leche y sus derivados, maderas, en igualdad de condiciones.


5. Al obtener Valdivia la capital regional se deberán distribuir las seremías y direcciones regionales equitativamente entre las provincias. También proponen la alternancia de los Intendentes.


6. Se reestructurarán los distritos y circunscripciones electorales, recuperando la unidad política electoral de la provincia.

- - -


El representante de la Central Unitaria de Trabajadores (Osorno), señor Carlos Silva, señaló que ante la inminente creación de la Región de Los Ríos, su representada no comparte ni la forma ni el fondo de todo el proceso que a este respecto se ha realizado.


Por un lado, no parece que la justificación para llevar adelante un cambio tan importante como lo es la división de la Región de Los Lagos, sea la de dar cumplimiento a un compromiso asumido durante la campaña presidencial por el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos.


Por otra parte, dejó constancia que esta es la primera vez que se solicita de parte de la autoridad su opinión sobre el tema.


Agregó que el problema no es crear una o más regiones, sino la forma en que ellas funcionarán. A este respecto, cree que es necesario impulsar un proceso de descentralización, necesario frente al excesivo centralismo que hoy impera.


La CUT es partidaria de regiones con gran autonomía, dotadas de personalidad jurídica de derecho público, con patrimonio propio, con un gobierno regional independiente de la intendencia y con autoridades electas.


Quiere regiones donde haya una gran participación de la ciudadanía, tanto en la generación como en la supervisión y control de las políticas regionales. En lo particular, este proceso de descentralización debiera solucionar problemas tales como:


1. La creación de tribunales del trabajo en Osorno.


2. El mejoramiento material y humano de la Dirección Provincial del Trabajo. Es necesario contar con un mayor número de fiscalizadores e inspectores y al mismo tiempo dotarlos de infraestructura y presupuesto que permita realizar el trabajo en todas las comunas.


3. Prolongar en forma indefinida los programas extraordinarios de absorción de mano de obra, a jornada completa, mientras se acuerda una forma de solución más estable y definitiva a los trabajadores que en ellos participan.


4. Mayor autonomía regional que permita el desarrollo de una política de industrialización de la provincia, a través de:


- Impulso de la agricultura familiar y creación de poderes compradores de productos agrícolas y sus derivados.


- Apoyo al pequeño empresario agrícola e industrial, fomentando la producción frutícola alternativa -mosqueta, murta- y sus derivados.


- Impulsar el desarrollo de proyectos urbanos que se han venido postergando o que se están realizando de forma muy lenta. Es el caso de:


El proyecto de creación del Parque de Los Ríos, que contempla -entre otras materias- la construcción de dos puentes a fin de agilizar la comunicación dentro de la ciudad de Osorno, lo que de paso permitiría desahogar el flujo vehicular por los puentes San Pedro y San Pablo.


La instalación de un puerto seco a las afueras de Osorno, que se justifica merecidamente sólo considerando que por la aduana circula un promedio mensual de 800 vehículos de carga, 200 vehículos de transporte de pasajeros y más de 200 vehículos particulares.

- - -


A continuación expuso el señor Iván Navarro Abarzúa, Académico de la Universidad de Los Lagos, quien dijo que a través del Centro de Desarrollo Regional, ha participado intensamente en la discusión regional contribuyendo con antecedentes técnicos e investigativos a enriquecer este debate y a posibilitar la toma de decisiones. No ha sido fácil para la Universidad pensar la división territorial y una eventual división de su espacio circundante, dado que históricamente su crecimiento y parte importante de su actividad de investigación y docencia se ha concentrado en Osorno, Llanquihue y actualmente en la Región de Aysén. Este “crecimiento hacia el sur”, ciertamente complica la posibilidad de formar parte de un territorio que no contemple esta realidad. Sin embargo, y a pesar de este nudo crítico, han tratado de contribuir desde su especificidad, para una mejor toma de decisiones.


Agregó que en este marco general se inscribe el tema de la nueva región de Los Ríos que, sea cual sea su desenlace, involucra la configuración territorial de la actual región de Los Lagos e involucra muy especialmente a la provincia de Osorno. Como está hoy el tema, los valdivianos están teniendo éxito en sus legítimas aspiraciones de constituir una nueva región y tener la sede regional en su territorio y el Gobierno tiene la voluntad política para crear esta nueva región, aunque aún no se conozca un proyecto particular que lo justifique, o de uno general sobre regionalización que resultará después de las divisiones de esta región y de la de Arica, lo que naturalmente provocarán consecuencias para todo el proceso de regionalización. Pareciera que deberá seguir esperando la descentralización, nuevamente “oculta” tras la actual discusión sobre división territorial, pero manteniendo “el estado natural de las cosas”, salvo algunos procesos de desconcentración que han acercado algo más el poder a la gente, pero sin llegar a traspasar cuotas importantes de éste: las dificultades para dar tratamiento expedito a la ley que modifica la regionalización actual así lo comprueba, entre otras expresiones.


Se preguntó enseguida, ¿representa todo esto una “oportunidad” para la provincia de Osorno? Desde la provincia de Osorno no se manifestó ningún ánimo de secesionismo territorial respecto de la actual regionalización, pero sí de mayor descentralización y de una necesaria unidad político electoral y, en consecuencia, político administrativa de la provincia; se han demandado mejores oportunidades para el desarrollo de sus grandes potencialidades productivas, especialmente vinculadas con la leche y la carne, para una diversificación productiva que se asoma exitosa en los cultivos de bulbos y berries y que podría expandirse a nuevas áreas de producción más allá de la agricultura tradicional; se ha demandado una mejor infraestructura para dinamizar la diversificación productiva y las nuevas áreas de desarrollo, como el turismo por ejemplo; se ha demandado más respaldo para el mejoramiento del capital humano, factor estratégico fundamental en el desarrollo y crecimiento futuro de la provincia, y se ha demandado respeto por las identidades culturales y humanas que enriquecen el acervo propio de los osorninos. Pero la provincia de Osorno no ha iniciado ni participado de ningún secesionismo territorial.


Sin embargo, continuó, ha sido involucrada en esta división territorial y debe tener una postura clara y definida sobre ello, si es que se quiere transformar estos hechos en una oportunidad: primero, para recuperar su unidad político electoral y político administrativa que nunca debió perder: para que los habitantes de sus comunas elijan los mismos representantes ante el Parlamento, de manera que éstos “representen” un interés común provincial, que tiene legítimo sentido en la casi totalidad de los distritos y circunscripciones del país, a excepción de las siete comunas de la provincia de Osorno; segundo, para exigir un modelo de gestión regional distinto al actual, evitando que el territorio en el que permanezca Osorno sea una simple clonación del gobierno nacional y distribuya el poder y la administración de acuerdo a las potencialidades propias de las unidades territoriales que compondrán la región, sea la nueva o la remanente, que contribuya efectivamente al desarrollo equitativo de las mismas; tercero, se abra la posibilidad de generar una nueva agenda de competitividad y crecimiento de la provincia de Osorno, esta vez “amarrada” a las nuevas condiciones que debe significar la modificación territorial. Por último, aunque no menos importante que las razones anteriores, la modificación territorial ha sido y es una buena oportunidad para que los osorninos se miren a sí mismos y descubran sus propias identidades, sus potencialidades y sus anhelos de desarrollo y crecimiento que sin este remezón tal vez hubiese hibernado largamente.


Estas aspiraciones osorninas se han recogido con insistencia. Hay razones poderosas que sugieren como buen alternativa una región de Los Ríos formada por las provincias de Osorno y Valdivia, pero hay demasiadas interrogantes como para pensar que estos objetivos de la provincia de Osorno encuentren allí una adecuada acogida. Parte de ello se explica por distanciamientos y desencuentros esporádicos, pero principalmente por la falta de claridad y participación efectiva en el proceso de creación de la nueva región, incluido un proyecto técnico que la justifique. Los temas de la descentralización, de un nuevo modelo de gestión regional y de la unidad político-electoral de la provincia de Osorno no están resueltos.


Señaló que si en la discusión y análisis de la nueva región hay espacio y acogida a estas materias podrá decirse que Osorno ha tenido una oportunidad real de participar en el proceso. Si así no fuere, puede todo ello transformarse en causa de frustración que ciertamente los osorninos no se merecen.


En todo caso, las decisiones deben ser tomadas con soporte técnico, con responsabilidad y sin mezclarlas ni condicionarlas a estados de ánimo o sentimientos que, por legítimos y comprensibles que sean, no deben condicionar el presente y el futuro de próximas generaciones.

- - -


Por los consejeros regionales de la provincia de Osorno usó de la palabra, a continuación, el señor Alfredo Fröhlich, quien opinó que al dividir una región ya existente, se debe pensar en los siguientes puntos:


1. Unidad política de cada provincia, con similar número de comunas.


2. Equilibrios internos (equidad en el número de consejeros por provincia). Funcionalidad.


3. Capital de la región en lugar estratégico, lo más equidistante de todas las comunas integrantes.


4. Proyección de futuro en el desarrollo, basado en la integración de los servicios.


5. Modificación de las formas de entregar los recursos de inversión fiscal.


6. Definición de funciones de cada actor en la región.


7. Reparto de los fondos propuesto en el proyecto de ley.


8. Descentralización de los servicios públicos.


Desarrollando los puntos precedentes, explicó que el primero se refiere a la situación de Osorno en cuanto posee cuatro comunas representadas por un Senador y un Diputado que son diferentes a los representantes de las tres comunas restantes.


Es impresentable esta condición de representación, más aun cuando los Senadores obtienen la mayoría de sus votos fuera de ellas.


Para el punto dos, debieran existir tres provincias. En la provincia de Valdivia seis consejeros regionales; en la de Osorno, seis consejeros regionales, y en la de Ranco, cuatro consejeros regionales.


El punto tres indica que por razones de costo de funcionamiento se debe dejar la capital de la región en el eje Río Bueno-La Unión.


Para el punto cuatro, el desarrollo debe complementarse con la presencia de los servicios públicos que por su cercanía permitan mayor agilización, transformando al sector privado en un grupo activo.


Los recursos que destina el Estado a cada región, ya sea como parte del FNDR o por intermedio de los servicios como inversión, deberían tener el siguiente tratamiento:


a) Los servicios deberían tener sólo el financiamiento para el gasto operacional de funcionamiento de ellos.


b) Todos los fondos destinados al desarrollo de estudios, diseños y ejecución de proyectos, debieran pertenecer a la región, que los concursaría a los servicios. De esta forma, cada proyecto tendría el visto bueno de la comuna, la provincia y la región.


Consideró que el proyecto de ley ha de señalar que los fondos nacionales se repartirán a contar del año dos por el número de regiones existentes.


Agregó que es conveniente descentralizar intraregionalmente secretarías ministeriales y sus respectivas direcciones regionales, dejando, por ejemplo, a Valdivia las de turismo, justicia, educación, y a Osorno con obras públicas, economía, agricultura y salud, e insistió en que la provincia de Osorno no debe estar dividida geopolíticamente, y que cualquiera sea la situación final alcanzada desea ser representada por sus Senadores como por sus Diputados.


Enseguida, propuso dentro de un nuevo modelo de gestión la elección directa de los consejeros regionales, con dedicación exclusiva, y con una renta acorde a las nuevas responsabilidades, y se pronunció en favor de la elección indirecta del presidente del consejo regional por sus pares.


Sugirió que Osorno deber ser la capital económica de la región, lo que quedaría reflejado en las seremías otorgadas, ya que en ella confluyen el Paso Cardenal Samoré, la ruta 5 sur, la cercanía de las ciudades intermedias como Purranque, La Unión, Río Bueno y Río Negro. Para la sustentabilidad y desarrollo agrícola, ganadero, forestal y turístico, es que se solicitan las seremías y direcciones regionales vinculadas a estos temas de desarrollo y respaldadas por el aporte que hace la provincia a las arcas fiscales.


En materia de consejeros regionales declaró su opción por elevar los requisitos académicos de los postulantes, y consideró necesario que ellos no sean funcionarios públicos ni municipales, para evitar que sus decisiones sean influenciadas por autoridades superiores.


Finalmente, expresó que se requiere un plan de inversiones para la provincia de Osorno, en la implementación de la nueva región, que debe considerar los fondos para la Corte de Apelaciones, el mejoramiento del corredor bioceánico y un nuevo puerto.


Concluida la serie de ponencias de que se ha dado cuenta precedentemente, el señor Presidente de la Comisión abrió un espacio para que formularan sus planteamientos respecto de esta iniciativa de ley las personas presentes en la reunión. En dicho espacio, hicieron una breve exposición con sus opiniones personales don Héctor Baría, profesor jubilado; la señora Mónica Villarroel, concejal de Río Negro; el señor Luis Alberto Guzmán, ex parlamentario, y don Bernardo Antriao, consejero regional. También se conoció el contenido de una carta enviada a la señora Presidenta de la República por el señor Gabriel Venegas, en representación de la Asamblea Ciudadana de Osorno, mediante la cual le solicitan su intermediación para que el proyecto de ley sea debatido en el Senado sin calificaciones de urgencia, y para que la nueva región quede integrada sólo por las provincias de Valdivia y Osorno, con capital regional en el eje La Unión Río Bueno. Solicita además que las comunas de La Unión, Río Bueno y Lago Ranco pertenezcan a la provincia de Osorno; que las secretarías regionales ministeriales y las direcciones de servicios públicos se distribuyan equitativamente en ambas provincias; que se replanteen los distritos y circunscripciones electorales en la provincia de Osorno y finalmente, que se instale en esta última ciudad una Corte de Apelaciones.

- - -


Cual se señaló en un acápite precedente, el 7 de julio pasado la Comisión sesionó en la ciudad de Valdivia, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez (Presidente); Jorge Arancibia (señor Hernán Larraín), y Ricardo Núñez. Estuvieron presentes, además, los Honorables Senadores señores Andrés Allamand y Eduardo Frei; y el señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar.


En la referida sesión, el señor Raúl Basso, en representación del Comité Provincia de Valdivia Nueva Región, formuló la siguiente declaración:

“1.- Nuestro apoyo decidido y entusiasta al proyecto de ley aprobado por amplia mayoría en la Cámara de Diputados que crea la Región de Los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio. El representa con fidelidad los anhelos de todos los habitantes de la provincia de Valdivia que desde 1974 ha luchado incansablemente para obtener la autonomía regional. Esta iniciativa toma cuerpo con la reforma constitucional que promovida por el gobierno del Presidente Ricardo Lagos, permite hoy la creación de la nueva región. Corresponde también a su voluntad la firma del proyecto de ley en la ciudad de Valdivia y su envío al Parlamento. La Presidenta señora Michelle Bachelet le ha otorgado también la urgencia necesaria y su significativo avance es producto del apoyo conseguido en todos los sectores políticos. Reconocemos la decisiva participación que le cupo, en el primer trámite legislativo, al señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar Larraín. Para todos ellos la sentida expresión de valdivianos agradecidos.


2.- La aprobación de la creación de la Región de Los Ríos y la provincia de Ranco, significa que se acogerá democráticamente la voluntad ciudadana pues proviene legítimamente de una larga y compartida aspiración de todos sus habitantes.


3.- No solicitamos compensación alguna después de nuestra larga y obligada dependencia de Puerto Montt, a pesar de la evidente discriminación de que fuimos objeto en la distribución de recursos públicos. De modo especial, en materia de infraestructura vial entre los años 1974 y 1990, el porcentaje de la pavimentación de caminos interiores en la provincia de Valdivia fue del 35% de lo que se pavimentó en la provincia de Osorno; del 30% de lo que se pavimentó en la provincia de Llanquihue y del 44% de lo que se pavimentó en la provincia de Chiloé. Para el mismo período en la distribución del Fondo Social sólo le correspondió el 9,6% y del F.N.D.R. el 16,8%. Tendencias que se mantuvieron en el tiempo.


Además, se le cercenó a su territorio en 1976, la parte norte del Lago Calafquén.


4.- No tenemos nada en contra de Osorno y sus habitantes. Simplemente tenemos historia, proyectos e identidad regional diferentes, de las que ellos y nosotros estamos concientes. De lo anterior se deduce que ambas provincias no pueden generar un proyecto socialmente concertado de región.


5.- Tan pronto se inició el proceso de regionalización, la Universidad Austral de Chile aportó con los primeros estudios, como lo fue el “Plan Indicativo Provincia de Valdivia” que permitieron al Gobierno en el año 1983 anunciar la división regional, lo que no fue viable porque significaba una modificación de la Constitución de 1980. Posteriormente en 1996 el estudio “Conflictos Regionales y Políticas Públicas” del PNUD reconoce el movimiento social valdiviano y que el territorio de la provincia constituye una región real, lo que es ratificado por el estudio “Diagnóstico y Propuesta Metodológica para Modificar la División Político Administrativa del País”, del Instituto de Geografía de la Pontificia Universidad Católica de Chile, que generó un instrumento para evaluar la creación de regiones, provincias y comunas, donde se comprueba técnicamente que la provincia de Valdivia se ubica en el séptimo lugar en el conjunto de las actuales regiones.


Parece oportuno establecer claramente algunas de las potencialidades de la provincia de Valdivia:


a) Posee una de las universidades más importantes del país, la Universidad Austral de Chile, el Centro de Estudios Científicos del Sur, sedes de universidades privadas, institutos profesionales y centros de educación superior en constante desarrollo. Entendemos que el conocimiento es poder.


b) La industria forestal representada por millonarias inversiones, posee el 80% del total de las plantaciones de la actual Décima Región.


c) El turismo cuenta con campos de nieve, lagos, red fluvial navegable, termas, costas y mar, así como castillos y fuertes españoles, museos y actividades culturales.


d) Ser los primeros productores de leche del país con el 27% del total nacional. Asimismo, la producción de carne es la más importante a nivel nacional, con el 37% de la producción regional.


e) Corral, considerado el mejor puerto natural, por la profundidad de su poza y el abrigo que otorga, conecta al Océano Pacífico con el Océano Atlántico, a través del corredor bioceánico por el paso Hua Hum, cuya altura es similar a la de la Plaza Italia en Santiago. El puerto de Corral constituye un gran desafío para la región y la zona sur austral.


f) Los tradicionales astilleros y la moderna industria naval, con la construcción de pesqueros, grandes naves y yates de lujo destinados a la exportación, se sitúan entre los mejores de América. La carrera de Ingeniería Naval de nuestra Universidad aporta profesionales a nivel nacional e internacional.


g) Los deportistas valdivianos en diversas disciplinas han prestigiado al país. Así sus remeros por más de 100 años han sido los mejores de Chile y hoy compiten con los mejores del mundo.


6.- La identidad regional además de ser un requisito para la regionalización, es en el caso de Valdivia tan potente y definida que excede a otras características. Una larga y fecunda historia donde le cupo un rol preponderante, forjó en los habitantes de la provincia un sello muy particular que les permite salir airosos al enfrentar los mayores desafíos. La mejor herencia ha sido el sello de su cultura reflejada hasta hoy en los más diversos acontecimientos, en la ciencia, la técnica y el arte.


7.- El resultado de estos antecedentes implica el desarrollo armónico y equilibrado de todo el territorio de la provincia; hecho histórico que está demostrado con el crecimiento de sus comunas que representan en la actualidad el 63% de sus habitantes.


Finalmente, deseamos testimoniar públicamente nuestro reconocimiento a los ex Senadores que nos representaron, señor Gabriel Valdés Subercaseaux y señor Marco Cariola Barroilet, en cuyo trabajo legislativo la provincia hizo valer su demanda en el Honorable Senado de la República.


Reiteramos nuestra firme adhesión al proyecto de ley que crea la Región de los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. Nos asiste la firme convicción que la provincia de Valdivia convertida en región será un gran aporte para el desarrollo del país.”.
- - -


Enseguida, el señor Raúl Alcaíno, en representación de la Corporación de Desarrollo de la provincia de Valdivia, se dirigió a la Comisión expresando que a los empresarios de la provincia nunca les resultó indiferente la decisión gubernamental en 1975, de establecer una división administrativa que los alejaba de los interlocutores del sector público, con quienes por tantas causas deben relacionarse desde el momento en que desean emprender alguna actividad económica. Hubo conciencia que las decisiones políticas que estaban determinando que el sector privado se moviera con libertad para transformarse en el principal factor del desarrollo económico del país, dejando al Estado un rol subsidiario, en esta provincia resultaría un proceso con mayores dificultades, porque la toma de decisiones resultaría más lenta al crearse nuevos espacios de centralización, adicionales a los que representaba la capital del país.


No obstante, la circunstancia de haber transcurrido apenas quince años desde que la naturaleza había puesto a prueba la entereza de los valdivianos y haber iniciado prontamente la reconstrucción en todos los ámbitos, hacía que compartiendo el desacuerdo de la comunidad con las decisiones del Gobierno, se tuviera la decisión de afrontar las nuevas dificultades con visión de país desarrollando las actividades con mayores costos y propiciando la formación de entidades que pudieran representar la visión local en las instancias gubernativas.

Continuó diciendo que hace 18 años los empresarios convocaron a la formación de la Corporación de Desarrollo de la Provincia de Valdivia, con la firme decisión de aunar los intereses del sector privado, objetivo logrado en gran parte desde sus inicios, por cuanto agrupa a empresas individualmente consideradas o representadas por su respectiva asociación gremial. La Universidad Austral de Chile ha tenido desde siempre en nuestro directorio un representante de su rector, lo mismo que los trabajadores que han estado representados por dos directores, que lo han sido a su vez de la Central Unitaria de Trabajadores. De sus actividades dan cuenta las memorias anuales, las que siempre han estado desprovistas de visiones legítimas de partidos políticos; religiosas; sociales o de algún otro carácter particular y cuando ha correspondido, con total y absoluta disposición para dialogar con las autoridades de gobierno y legislativas, nacionales, provinciales o municipales.


Por gestiones del entonces Senador don Gabriel Valdés, se obtuvo financiamiento internacional para la realización de un estudio por parte de expertos de reconocido prestigio internacional, independientes y externos a los intereses locales, para que objetivaran la realidad valdiviana conforme su situación geográfica, histórica, sociológica, cultural, económica y social. Estos expertos, los señores Sergio Boissier; Esteban Marinovic y Eduardo Dockendorff establecieron con absoluta claridad la realidad provincial en el contexto de la división administrativa del país. Este estudio fue la base para que el Presidente Eduardo Frei Ruiz Tagle impartiese un instructivo presidencial para la administración de las provincias de Valdivia y Arica, aunque respecto de esta última se ignoran los antecedentes que respaldaban tal decisión.


Se buscaba de este modo descentralizar la gestión pública regional otorgando facultades al Gobernador y a los directores de servicios para conducirse con mayor autonomía, pero esta buena intención pronto encontró las lógicas dificultades de estar insertas en el marco constitucional que se mantenía sin alteraciones y con una ley orgánica de administración regional que establece claramente las responsabilidades jerárquicas y funcionales para todas las regiones y provincias del país. Los sectores público y privado confeccionaron la Agenda Pactada con nuestras capacidades y recursos, y para ejecutarla han tenido que vencer la indiferencia de quienes no tienen necesidad de estos instrumentos para agilizar sus decisiones.


En este contexto y teniendo presente el motivo de esta convocatoria, y como respuesta a las debilidades para la gestión denunciadas en el estudio anterior, en 1997 esta Corporación, con el respaldo formal de todo el sector privado de la provincia y en conjunto con el Gobernador, don Jorge Vives D. para convocar también al sector público, iniciaron un proceso de consulta ciudadana para precisar un diagnóstico sobre la potencialidad económica provincial y las fortalezas y debilidades con las que se contaba para hacerla posible o para dificultarla. La activa participación de todos los valdivianos en una u otra forma representados dio lugar a un documento donde concurrían intereses opuestos pero capaces de concordar en una planificación que se reconocía como necesaria para el desarrollo económico de la provincia y contribuir de este modo al bienestar de quienes la habitan. A tal instrumento de planificación se le denominó “Agenda Pactada para el Desarrollo de la Provincia de Valdivia” documento del que se hizo entrega al entonces Presidente de la República, hoy Senador, don Eduardo Frei Ruiz -Tagle.


Complementariamente don Sergio Boissier, en forma individual e independiente, publicó un estudio que comprueba cómo la provincia de Valdivia cumple con todas las características que la teoría de la administración pública exige para que un territorio conforme una región real.


Continuó diciendo que en el transcurso del Gobierno del Presidente señor Ricardo Lagos, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo licitó un estudio obtenido por la Pontificia Universidad Católica de Chile que estableció una metodología que permite determinar un índice para la creación de nuevas regiones, con el objeto de aplicarlo a las pretensiones de las provincias de Arica, Ñuble y Valdivia de conformar por sí solas regiones independientes. Entre las conclusiones se destaca la que advierte que de las tres nombradas, Valdivia es la única que accede a los parámetros fijados por el citado índice, y otra que determinó que Valdivia está por sobre otras seis regiones actuales si las variables con las cuales se determina el índice señalado se aplicaran a todo el país.


Los empresarios de Valdivia; los empresarios de la micro, pequeña y mediana empresa -MIPYMES- no consideramos que el hecho de conformar una región independiente vaya a constituir, por sí sola, una instancia de desarrollo económico. Tampoco desconocen las enormes carencias de descentralización que el país tiene y por lo mismo las dificultades que los empresarios que desarrollan sus actividades en provincia deben enfrentar por esta causa. De lo que tienen certeza es que si han podido desarrollar sus respectivas actividades no obstante las objetivas dificultades existentes, con cuánta mayor razón lo harán si dinamizan el proceso de toma de decisiones.


Expresado lo anterior, para quienes representan el sector privado, que ha asumido por treinta años los mayores costos en sus respectivas actividades, para no perder competitividad, tener que adoptar decisiones por medio de un proceso que cuando se involucra a agentes del sector público que deben atender los requerimientos de una zona geográfica de 800 kilómetros de norte a sur, se hace extremadamente lento, es del todo evidente los antecedentes objetivos que hacen que la solicitud de conformar una región independiente esté absolutamente respaldada. Por ello al sector privado no le resultó sorpresiva la decisión de la Cámara de Diputados de aprobar esta iniciativa. Es totalmente lógica en la mentalidad de empresarios: se ha tomado la decisión que los antecedentes respaldan y por lo mismo hoy solicitan del Honorable Senado que confirme tal proyecto en los términos ya aprobados para que la Región de los Ríos sea una realidad a contar del 1 de enero de 2007.

- - -


El señor Baldomiro González, por la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Valdivia destacó el notable ejercicio democrático puesto en práctica por esta Comisión, en que los interlocutores de Valdivia tienen la oportunidad de expresarse.

Agregó que desde hace más de 30 años la comunidad valdiviana está luchando para revertir la marginación de que ha sido objeto por la denominada Corporación Nacional de Reforma Administrativa “CONARA”, única responsable del desmantelamiento administrativo de la provincia y de la postergación sistemática del desarrollo de las comunas que la componen.


Señaló que desde el sismo del año 1960 y posteriormente, por más de 30 años, la comunidad se ha unido para recuperar la dignidad de la provincia y transformarse en una moderna y ejemplar nueva región. Esto no es un capricho de las autoridades, si no tan sólo cumplir la voluntad de la gente y por otra parte soltar las ataduras que la mantenían cautiva a la Región de Los Lagos, lo que permitirá proyectar libremente su propio destino, porque tiene las potencialidades y el mejor proyecto para constituirse en región.

- - -


El señor Rubén Delgado, por la Comisión Provincial de Consejeros Regionales, provincia de Valdivia, expresó que el Consejo Regional aprobó en su oportunidad, por amplia mayoría, manifestar a la Honorable Cámara de Diputados su opinión positiva acerca del proyecto de ley que presentó el Ejecutivo con relación a esta nueva región. Este acuerdo interpreta la opinión mayoritaria de los habitantes de la X Región en su conjunto.


Agregó que quienes conocen la X Región saben de las enormes distancias de este territorio. Por ejemplo un viaje de un extremo a otro, vale decir de Lanco/Futaleufú requiere aproximadamente 8 horas de viaje por tierra y 12 por mar. El Gobierno Regional debe atender los requerimientos de 42 comunas en las que hay algunas prósperas y otras muy pequeñas y pobres (San Juan de la Costa en Osorno es la más pobre de Chile). Los consejeros regionales han sido testigos que la gran extensión territorial afecta en forma negativa la administración y el desarrollo equitativo de la X Región, y este es el principal motivo que justifica dividirla.


Afirmó que la actual provincia de Valdivia reúne las condiciones necesarias para constituirse en región, en mérito a su extensión territorial, número de habitantes y diversas otras circunstancias que abordará enseguida.


La nueva región exhibe una importante producción silvoagropecuaria en este mismo territorio. La remolacha es procesada en la planta IANSA de La Unión; el trigo en diversos e importantes molinos harineros ubicados en Valdivia y La Unión; la leche que recibe la planta Colún de La Unión y otras ubicadas en Los Lagos y Máfil. La madera es procesada por Celco, Apsa y otras industrias menores.


Valdivia cuenta con una infraestructura turística importante como también la industria naviera; la Universidad Austral que, como se sabe, goza de gran prestigio siendo una de las más importantes de Chile. Además, está la Universidad San Sebastián.


En relación con la creación de la provincia de Ranco, señaló que su territorio constituye por razones naturales una unidad geográfica alrededor del Lago Ranco.


La capital de esta provincia, la ciudad de La Unión, ubicada a 8 kilómetros de la ruta 5, tiene dos accesos desde esa ruta, lo que permite que un viaje de Futrono o Paillaco a La Unión sea más corto que a Valdivia. Además se realiza por una mejor ruta. Por otra parte Río Bueno dista de La Unión sólo 12 kilómetros.


En conjunto estas dos ciudades podrían constituir en el futuro un importante polo de desarrollo.


En materia de desarrollo expresó que la nueva región tiene un potencial enorme, y con una administración propia será posible lograr aspiraciones de muchos años y verdaderamente importantes:


El corredor oceánico paso Cardenal Samoré-Entre Lagos-Río Bueno-La Unión-Corral será un aporte extraordinario para un desarrollo directo de las comunas de Río Bueno, La Unión y Corral e indirecto para todo el sur de Chile.


A su turno, el puerto de Corral constituye una reserva del país y debe convertirse en una realidad. Como se sabe, la selección de este puerto la hicieron en su época los mejores navegantes del mundo, los españoles en sus conquistas. Hoy Chile casi no lo usa.


Las diversas actividades indicadas en otro párrafo serán complementadas con desarrollo turístico. Se dispone de la materia prima de primera calidad: ríos, lagos, mar, bosques, nieve, termas. Sólo falta mejorar la red vial (la ruta interlagos, por ejemplo) y algunas instalaciones en lagos y ríos.


Cabe hacer presente que la actual provincia de Valdivia cuenta con dos ríos navegables: el Calle Calle y el Bueno, y con un borde costero de mar protegido lo que constituye un importante recurso futuro.


En varias oportunidades, continuó, se han escuchado opiniones favorables a la incorporación de otro territorio que estimamos fortalecería aún más esta nueva unidad territorial, pero debe prevenirse respecto de ciertas condiciones que alterarían el proyecto, cual es cambiar tres comunas importantes de una provincia y eliminar la propuesta en el proyecto que es la provincia de Ranco.


En una democracia los representantes del pueblo deben tomar las decisiones más apropiadas para sus representados. En esa idea, solicitó el apoyo legislativo para este proyecto, que cuenta con el respaldo de todos los parlamentarios de Valdivia, los alcaldes y concejales, y la mayoría del Consejo Regional, todos los consejeros regionales de la provincia de Valdivia.


La única bandera política de todos los actores indicados, concluyó, es el desarrollo de la nueva región sin disidencias. 

- - -


A continuación, se hicieron presentes los Colegios Profesionales de Valdivia, encabezados por una directiva presidida por el señor Gustavo Serrano, quien expuso la opinión de las entidades gremiales de abogados, arquitectos, cirujanos dentistas y periodistas, respecto de lo que significa para la provincia de Valdivia, el proyecto de la Región de Los Ríos. En algún caso, y por el tiempo disponible luego que se solicitó elaborar una presentación común, las opiniones son a título personal del dirigente respectivo. Sin embargo, ellas provienen de profesionales de alto nivel que han sido elegidos por sus pares para representarlos.


En relación con el estamento de periodistas, señaló que esta exposición no pretende entregar argumentos que en extensión y profundidad han debido o deberán entregar organismos que, como el Comité Nueva Región, han venido trabajando y acumulando en las tres décadas de esta lucha, en la cual el Colegio de Periodistas de Chile, Consejo Regional de la Décima Región, ha sido testigo a través de la labor profesional de sus colegiados durante la larga etapa previa al proyecto en discusión.


Pero no sólo han sido testigos y transcrito aquellos acontecimientos que han jalonado esta lucha. También han sido actores y sustentadores de este anhelo, tanto en el reporteo de la noticia como en la búsqueda de opiniones y, a veces con insistencia majadera pero fructífera al fin, en el acicate de las autoridades para que se responda a lo que los valdivianos siempre consideraron una injusticia, desde los albores del proyecto de regionalización.

Recordó, enseguida, a las instituciones creadas por la necesidad de defender a Valdivia. La Confederación de Gremios, Colegios Profesionales e instituciones de bien público que dieron origen al Consejo de Desarrollo de la Provincia de Valdivia, CONDE, entidad que lideró los primeros años las acciones para revertir la anexión a la X Región con capital Puerto Montt.


La imposibilidad de lograr en poco tiempo datos estadísticos exactos, no significa empero que no recuerden los valdivianos que en 1974 esta ciudad tenía el mayor número de habitantes de la zona comprendida al sur de Concepción hasta Punta Arenas. Puerto Montt tenía poco más de la mitad de la población que ostentaba Valdivia y Osorno también era mayor que la actual capital regional.


El crecimiento de Valdivia se estancó virtualmente, y ya en el censo de hace 12 años, Puerto Montt había llegado a casi 130 mil habitantes, Osorno a 127 mil habitantes y Valdivia a sólo 122 mil habitantes.


Según el Censo de 2002 Puerto Montt tiene 153 mil habitantes, Osorno 132 mil y Valdivia 127 mil habitantes.


Continuó señalando que en 1977 hubo un intento de revisar la situación de Valdivia, y el Presidente de la República dio instrucciones a CONARA para analizar el problema. El CONDE solicitó la división de la región y propuso que Valdivia y Osorno constituyeran región aparte. No tuvo mayor suerte esta iniciativa, de la cual el Diario El Correo guarda en sus archivos las esperanzas y el desencanto posterior. Pero eso no hizo desfallecer la enconada resistencia valdiviana, y así fue como, en pleno régimen militar, en 1985 tuvo lugar la mayor asamblea popular que haya visto la ciudad cuando 25.000 personas reafirmaron la voluntad de seguir adelante esta lucha. Vuelta la democracia, ya han pasado 16 años más para que se vislumbre una luz al final de este camino escabroso y se respete la voluntad de un pueblo que ha dado buena muestra de fe, constancia y férrea unión tras el propósito de la región valdiviana.


Los periodistas registran también la marcha de proyectos emblemáticos para esta provincia: El paso internacional, treinta años tras su mejoramiento, recién este año se anuncian fondos para habilitar mejores instalaciones. El camino de acceso, aún sin pavimentar en su totalidad; el Complejo Turístico Mocho Choshuenco: sin solución en treinta años para un camino de 12 kilómetros que lleva a las mejores canchas de ski de todo el sur, con nieve hasta el mes de diciembre habitualmente; Puerto de Corral: sin solución para su aislamiento terrestre, hay sólo un camino de penetración construido por el gobierno militar, vía precaria que se corta todos los inviernos; Dragado del río: pese a ser considerada la vía fluvial como carretera, según el ex intendente y hoy alcalde de Puerto Montt, señor Quinteros, nunca se recibieron fondos para estos efectos. Hoy, cuando las grandes naves que se construyen en los astilleros valdivianos, los más importantes del país luego de ASMAR, deben salir, lo hacen previo dragado hecho con fondos privados, lo que equivale a que cada industria tuviera que construir un puente cada vez que sale un camión con carga de sus instalaciones. Ruta Interlargos, Ruta de la Costa, Camino La Unión a Corral, son proyectos cuyo avance a paso de tortuga demuestra la ninguna prioridad que se les da, y se arrastran año tras año con presupuestos anunciados y luego recortados o simplemente postergados.

En relación con el estamento médico, señaló que la distribución de recursos de toda índole desde el aparato estatal ha significado, sin ninguna duda, la postergación de aquellas ciudades cabeceras de provincia que no fueron designadas como capitales regionales. Ejemplos de lo anterior los señala el Colegio Médico, a continuación:


En la actualidad el Ministerio de Salud ha determinado polos de desarrollo en algunas especialidades, como radiología, para lo cual se ha elegido a Puerto Montt, lo cual significará que Valdivia no contará con resonancia magnética, aún disponiendo de un hospital docente asistencial. Otra necesidad en salud es el desarrollo de la cirugía cardiovascular, sin embargo, ésta ha quedado radicada en Temuco. Valdivia, como región, debe ser capaz de defender la implementación de estas especialidades.


Probablemente la distribución directa de fondos ministeriales y sectoriales beneficiará a la salud municipalizada y será capaz de elevar el nivel de resolución de los hospitales de las comunas, para que se transformen en un complemento real de las acciones del Hospital Clínico Regional.


Demás está recalcar lo absurdo de la centralización que lleva a que la administración de la ambulancia del SAMU sea hecha en forma directa por una central que tiene su base en Puerto Montt.


Agregó que lo anterior es sólo un botón de muestra de lo que ha significado para los profesionales valdivianos tener que realizar trámites de cualquier orden a 220 kilómetros de distancia. Aun cuando la tecnología pueda ahorrar tiempo, lo ciertos es que este ejemplo basta para imaginar las trabas que en todo orden de cosas resultan de mantener el actual orden de cosas.


Por lo que hace al Colegio de Arquitectos, recordó que su Presidente, el señor Carlos Dates Hofmann, ha señalado las situaciones de su sector, esto es la planificación urbana, la arquitectura y la construcción, que se verían favorecidas con la creación de una región con capital en Valdivia. Explica que por razones de tiempo, estas opiniones son personales, y por esta razón no han podido ser discutidas en asamblea, como es costumbre.


Dice: “Como introducción al problema a analizar, es pertinente referirse a nuestro ser político nacional, el cual está arraigado en un concepto extremo de concentración del poder en todas sus manifestaciones políticas, económicas y socio-culturales. Los múltiples intentos de descentralización han tenido magros resultados en el desarrollo del “hinterland” de Santiago que es el “resto de Chile”. Antes de la regionalización vigente, las provincias, sin poderes político-administrativos autónomos, basadas en gran parte en el espacio de poder que el gobierno nacional otorgaba a los gobiernos comunales, generaron una fuerte conciencia “microregional” en torno a las principales ciudades de nuestro país, en las cuales fructificaron muchas iniciativas, en su mayor parte no gubernamentales, las cuales con un gran esfuerzo local y por lo general con exiguos recursos, impulsaron el desarrollo regional.


La regionalización vigente, desconociendo la historia de nuestro país en lo referente a su progresiva estructuración provincial, creó una estructura regional con una nueva jerarquía de ciudades capitales, cuyo poder no se basó en restarle poder a la capital nacional, sino en una apropiación y empobrecimiento del nivel provincial, principalmente sus capitales con su variada institucionalidad, tanto pública como privada. El sistema actual de regionalización ha sido más bien un instrumento que favorece al poder central, a través de una institucionalidad aparentemente descentralizada, la cual, a través de las capitales regionales, ha tenido por consecuencia la pérdida de la participación local y un progresivo debilitamiento y desaparición de las instituciones en torno a las ciudades capitales de provincia, que no tuvieron la buena suerte de convertirse en capitales regionales.


En el campo profesional del urbanismo y de la arquitectura, con sus implicancias en lo social, económico, cultural y patrimonial, la ciudad de Valdivia con proyecciones provinciales, regionales, inclusive nacionales, a través de sus instituciones públicas, universitarias y gremiales, ha demostrado una centenaria capacidad de iniciativa y gestión. En mayor o menor grado, estas instituciones están enlazadas con una institucionalidad nacional, la cual, en la simplista perspectiva metropolitana, y sin reconocer las fuerzas existentes a nivel provincial, permanentemente limitan, hasta su desaparición, las instancias que no se ajustan a la estructura regional vigente.


Al respecto Valdivia puede demostrar la existencia de múltiples instituciones y organizaciones que sobreviven gracias a la iniciativa y dedicación de “valdivianos” del sector público, universitario, gremial y privado. En forma directa corresponde destacar la Delegación Zonal Valdivia del Colegio de Arquitectos de Chile A.G., y su participación en el Consejo Provincial de Monumentos Nacionales de Valdivia y la Delegación Valdivia de la Cámara Chilena de la Construcción. En forma indirecta, el rol que a nivel local juegan la Universidad Austral con sus organismos afines y las municipalidades.


En relación con su sector, debe destacarse que los temas referidos al ordenamiento territorial, la ciudad, sus espacios urbanos, la vivienda y los servicios, la identidad cultural y la preservación patrimonial, entre otros, son temas que difícilmente pueden ser resueltos satisfactoriamente a un nivel “macro”, sin una motivación y participación a nivel más local. La legislación actual desfavorece en este sentido a las provincias y sus capitales, las cuales con una fuerte identidad y gran capacidad de iniciativa y gestión, quedaron incorporadas en una “macro-región”, que a causa del sistema vigente, inevitablemente va restando posibilidades al “hinterland” regional.


Por las razones expuestas gran parte de la institucionalidad y las iniciativas que aún sobreviven en Valdivia, sólo ha sido posible al compromiso de muchos valdivianos, lo cual no garantiza su futuro ante la soslayada amenaza, principalmente del centro metropolitano, de someter a la estructura regional vigente, con las negativas consecuencias para Valdivia, causando el inevitable estancamiento de una promisoria provincia, otrora polo de desarrollo en el sur de Chile, estancamiento que en muchos aspectos ya es observable en las últimas décadas.”


Le correspondió referirse, enseguida, al Colegio de Abogados Valdivia Osorno A.G. Al efecto señaló que dicha entidad gremial, presidida por don Carlos Enrique Herrera Tardon y con la colaboración del consejero regional señor Claudio Novoa Araya, han puntualizado algunas de las situaciones que ocurren en esta actual Región de Los Lagos.


Desde el punto de vista del ejercicio de la profesión de abogado señalan: “se dificulta la tramitación de obtención de personalidad jurídica para corporaciones y fundaciones, ya que se obliga a recurrir a las secretarías regionales ministeriales con asiento en Puerto Montt, para trámites que van desde la presentación de estatutos, hasta la simple obtención de un certificado de vigencia.


En segundo lugar, las políticas de protección del medio ambiente natural, tan importantes hoy en día para el derecho ambiental, son aplicadas y su cumplimiento se fiscaliza desde la ciudad de Puerto Montt, en circunstancias que las necesidades son de carácter eminentemente local y turístico. Estos hechos se demuestran irrefragablemente con los recientes conflictos judiciales ventilados en los Tribunales de Justicia.


Como zona turística, Valdivia posee un perfil claramente definido, en contraposición con Puerto Montt, de naturaleza industrial, pesquera y comercial. Estos hechos corroboran que la protección del medio ambiente tiene especial connotación en Valdivia, “Ciudad saludable por antonomasia”, apreciándose lentitud e ineficiencia en la toma de decisiones reales y efectivas de los organismos competente, radicados actualmente en Puerto Montt.


En tercer término, las certificaciones y estudios de impacto ambiental, también imprescindibles hoy día para la instalación de empresas de relevancia nacional e internacional, deberían ser de competencia de organismos con sede en Valdivia, sobre la cual en definitiva va a incidir la actividad productiva, lo que no sucede en la actualidad con la división regional con capital en Puerto Montt.”


Como cuarta observación expresan: “La comunidad ha observado con impotencia el debate creado para instalar un casino en Valdivia, así como las iniciativas empresariales anexas a tal proyecto, y de cómo estas soluciones de trascendencia son adoptadas sin ningún entusiasmo en Puerto Montt.


Estas iniciativas que inciden en el desarrollo de Valdivia y del resto de las comunas deben debatirse y resolverse en el área geográfica dentro de la cual se pretende desarrollarlas, y no a cientos de kilómetros, con un desinterés y apatía morbosos.


Y por último, como corolario del punto anterior en cuanto al ejercicio de la profesión de abogado, el encuentro de asesorías jurídicas necesariamente debe centrarse en la capital regional: Puerto Montt, privando a los asociados de Osorno y Valdivia de las oportunidades de trabajar con quienes manifiestan interés en la creación de empresas en esas dos provincias.


En sexto lugar, Valdivia y sus comunas son por esencia turísticas. Y esta capital natural nunca podrá desarrollarse adecuada y fructíferamente si las decisiones económicas y de trascendencia patrimonial continúan adoptándose en Puerto Montt.


Finalmente, se refirió al estamento de cirujanos dentistas, cuyo Colegio -afirmó- es un ejemplo de cómo las entidades profesionales enfrentaron el problema suscitado con la regionalización. Simplemente adoptaron la conformación de consejos regionales, como en este caso, respetando las antiguas divisiones provinciales, y así continuaron funcionando bajo un esquema aparente.


No obstante, la opinión prevaleciente es la misma, y así lo expresan:


“El Consejo Regional Valdivia funciona en forma autónoma en la región, dependiendo sólo del Consejo Nacional del Colegio de Cirujanos Dentistas de Chile, por lo que a nivel gremial no le dificulta estar dentro de la misma región que Osorno y Puerto Montt.


Sin embargo, considera que la nueva región va a beneficiar a la ciudadanía debido a que se generarán polos de desarrollo con visión de la realidad local. La toma de decisiones también se hará sobre la base de problemas afectados y diagnosticados localmente.


Desde el punto de vista del Colegio de Dentistas- Regional Valdivia, el quehacer gremial se verá facilitado y potenciado por la cercanía de las autoridades pertinente.”


Finalizó expresando que en su largo ejercicio como periodista, ha sido testigo de la mayoría de los acontecimientos que han marcado la historia de Valdivia. Por lo tanto, da testimonio de que los ejemplos aquí anotados someramente son compartidos por la inmensa mayoría de los profesionales valdivianos, como asimismo por aquellos que, llegados en tiempos más recientes, han podido ver que este espíritu prevalece porque la razón y la justicia están de su parte.

- - -


En representación de la entidad Comité Nueva Región Femenina, la señora Silvia Oyarzún, recordó que han transcurrido casi 40 años desde la puesta en marcha del proceso de regionalización por el Presidente Eduardo Frei Montalva, que persigue entre otros objetivos corregir distorsiones tales como la concentración y centralización que han dificultado el desarrollo armónico integral del país.

Posteriormente, se crearon trece regiones.


Si bien es cierto que estas modificaciones son de carácter abstractos, es decir, se realizan mediante leyes y decretos, su puesta en práctica se traduce en manifestaciones concretas que afectan el desenvolvimiento cotidiano de los chilenos.


El proceso de regionalización que se realizó, como toda acción humana, es susceptible de ser mejorado. La regionalización es un proceso dinámico que evoluciona con impresionante rapidez, por lo cual lo de ayer ya no es válido. Desde el Parlamento hay voces que se elevan pidiendo una evaluación pues esta regionalización se implantó sin consulta ciudadana. La no revisión de este proceso se ha fundamentado en varias excusas basadas en la oportunidad y conveniencia de realizar modificaciones, otras de carácter burocrático.


El reclamo de Valdivia comenzó en el momento en que se implantó la regionalización el año 1974, con una concentración pública que reclamaba el derecho de ser su capital y que desde su fundación había tenido en la historia nacional un sitial destacado. El proceso de regionalización la dejó como un apéndice en la X Región, constituida por 5 provincias sin identidad alguna por la pérdida de su administración y su status territorial.


Siempre se mantuvo una actitud conciliadora con los gobiernos que se sucedieron, pero su actitud de defensa de la región perdida, estimulada día a día por los actores sociales, la universidad y, principalmente, por el Grupo Nueva Región fue paulatinamente enraizándose en Valdivia territorial. El largo periplo estaba sujeto al cambio constitucional que al fin pudo verificarse el año pasado, dando luz verde a la posibilidad de crear la nueva región.


La provincia de Valdivia en su proyecto de regionalización crea la provincia de Ranco con La Unión como capital más Río Bueno y Ranco. La provincia de Valdivia, por su tamaño territorial, es más grande que el área metropolitana y la V Región, por lo tanto merece por su situación demográfica, económica, institucional y productiva, sus bellezas naturales, su situación geográfica, por la fortaleza de su gente, ser considerada para ser región.


A menor tamaño de la región, continuó, mayores posibilidades de participación ciudadana. A menor tamaño de región, mayor identidad del grupo social con sus problemas. A menor tamaño territorial mayor acceso de la ciudadanía hacia sus instancias de gobierno. A menor tamaño de las regiones, mayor homogeneidad social. La concordancia entre el territorio administrativo y el territorio social fortalece la identidad regional y el compromiso con un proyecto común. A menor tamaño de la región, mayor capacidad para generar una dinámica de desarrollo y progreso. 


Considera que para hacer el desarrollo más eficaz, es prioritario atender y destacar al recurso humano.


Enseguida, expresó que comprende por desarrollo regional el que entrega el señor Boissier. Básicamente, 6 objetivos: crecimiento económico, sustentabilidad del crecimiento, equilibrio espacial, autonomía regional, inclusión social y protección del medio ambiente y recursos.


Agregó que el proceso de descentralización es la entrega de autoridad desde el Estado a la base, es un proceso democrático en que el Estado escucha las peticiones de los ciudadanos. Este proceso singular, caracteriza a nuestro país como un país eminentemente democrático y, en ese contexto, Valdivia deber ser región por voluntad política del Parlamento.


Por su parte, la señora Silvia Aguilar expresó que si bien la descentralización se concibe como un proceso eminentemente político que apunta a la redistribución del poder entre los distintos estamentos territoriales del Estado, esta redistribución no será completa si no se considera a todos los habitantes de dichos territorios, esto es, hombres y mujeres de la nueva región.


La propuesta política de descentralización y desconcentración reconoce la brecha existente entre los diversos territorios, regiones y comunas, pero omite la brecha existente entre hombres y mujeres.


Eliminar obstáculos que permitan el acceso de las mujeres a los recursos económicos de la región, del espacio local y de los instrumentos de inversión pública, asegura una distribución equitativa de ellos y aprovechará las potencialidades que este sector de la población puede aportar al desarrollo del país.


Agregó que desde la perspectiva cultural, una política de descentralización deberá reconocer las identidades territoriales y de género existentes, revalorando la relación de los chilenos y chilenas con su territorio, y fortaleciendo los actores regionales y locales.


Enumeró, enseguida, los compromisos que, como sector, debe cumplir el proceso de desarrollo de la nueva región:


1. Transversalizar la perspectiva de género en el diseño, ejecución, evaluación y seguimiento de las políticas publicas.


2. Promover un cambio cultural que destaque los nuevos paradigmas del desarrollo, como por ejemplo, las nuevas formas, la masculinidad y feminidad; el protagonismo de las mujeres en el desarrollo del país, y la efectividad y la subjetividad en el ámbito público.


3. Incorporar la equidad de género en los programas de capacitación a trabajadores y trabajadoras, para avanzar no solo en la equidad territorial y social, sino también en el análisis diferencial entre hombres y mujeres.


4. Promover una transformación cultural en organizaciones sociales y políticas, que permita la representación equilibrada de hombres y mujeres en los espacios de toma de decisiones.


Una sociedad que da espacio igualitario a hombres y mujeres, es una sociedad con mayores índices de democracia.


Con esta comunicación hay hombres y mujeres que tienen distintas necesidades, lo que obliga a hacer un análisis diferenciado de sus aspiraciones y valores en tanto hombres y mujeres, es decir, un análisis de género.


Con esta determinación de necesidades reales de hombres y mujeres podrán definirse mejores políticas, integrando las experiencias y perspectivas de unos y otras en el diseño, implementación y evaluación de dichas políticas, creando condiciones reales para la igualdad de oportunidades.


En consecuencia, incorporar en la perspectiva es una oportunidad de mejorar, profundizar y potenciar el proceso de regionalización, posibilitando mayores niveles de participación, que en definitiva, mostrará una región fuerte, moderna y capaz de enfrentar los desafíos del bicentenario que se avecina.

- - -


Se dirigió a continuación a la Comisión el alcalde de Panquipulli, señor Alejandro Koehler, en representación, también, de la Asociación de Municipios de la Provincia de Valdivia.

Señaló que su asociación presta un apoyo irrestricto a la creación de la Región de Los Ríos. Agregó que cuando la Asociación de Municipios de la Provincia de Valdivia fue creada en el año 2003, con el denominado “Grito de Lago Ranco”, los alcaldes y concejales quisieron dar una señal potente en la dirección de materializar la institucionalidad de la nueva región. Decidieron liderar el tramo final de un largo camino que con memorables hitos históricos en el plano técnico y político iniciaron las organizaciones valdivianas hace más de 30 años.


El país se ha modernizado aceleradamente y avanza a paso firme inserto en un modelo de crecimiento abierto y competitivo, integrado al mundo, recorriendo un camino que ha sido muy exitoso desde la perspectiva nacional. Sin embargo, mirado desde las regiones, presenta grandes problemas y enfrenta una crisis de regionalización y del proceso de descentralización. Las regiones se han constituido en un verdadero lastre que impide un mayor crecimiento y, desde esta perspectiva, hay conciencia de la urgencia del cambio y de la necesidad de ajuste de la actual regionalización.


El país ha decidido avanzar y se está implementando una política de Estado que se impulsa con fuerza y claridad. Ya se han realizado las reformas constitucionales que posibilitan el indispensable cambio y la revisión del sistema existente, tanto en lo relacionado con el número de regiones como con la estructura y el modelo de gestión regional. Existe un proyecto de ley en discusión que enfrenta el rediseño y fortalecimiento de la regionalización y descentralización. Paralelamente y con ritmo propio, se ha decidido por iniciativa del Poder Ejecutivo crear las regiones de Arica y Parinacota y la de Los Ríos, generando escenarios nuevos de desarrollo territorial.


Agregó que la Región de Los Ríos es parte de la política nacional y se asume como tarea país, en un marco de condiciones políticas de alta viabilidad y en un contexto de crecimiento económico que favorece los cambios programados y los inevitables costos iniciales de la modernidad. Adicionalmente, en la provincia de Valdivia hay liderazgos que facilitan el proceso de cambio y la construcción de la nueva región.


Se respalda el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo y aprobado por la Cámara de Diputados, que se construyó garantizando sus condiciones de admisibilidad parlamentaria y su viabilidad en los marcos legislativos vigentes. Adicionalmente, se minimizan los costos de diseño y del modelo de gestión que lo implementa. Además, este proyecto sin cambios legislativos complejos que condicionen su viabilidad, permite innovar en áreas claves del diseño y funcionamiento de la nueva región, en especial, en materias relacionadas con la gerencia pública integrada; con una mayor representación comunal; con gobernaciones fuertes y con servicios descentralizados; con la distribución territorial de los servicios públicos de acuerdo a vocaciones productivas, al fortalecimiento municipal y fomento del asociativismo municipal, y a modalidades innovativas de acuerdos público-privados.


El proyecto de ley que crea la Región de Los Ríos nace con un gran respaldo del Presidente Ricardo Lagos y la alta prioridad asignada es reiterada por la Presidenta Michelle Bachelet que mantiene su respaldo y la urgencia para el trámite parlamentario.


El CORE de la X Región, en una discusión histórica, aprobó y recomendó la división de la X Región de Los Lagos. En la Cámara de Diputados se discutió arduamente la posibilidad de incorporar a Osorno en el proyecto de la nueva región, pero las indicaciones del Ejecutivo al respecto fueron rechazadas por los propios parlamentarios osorninos. En definitiva, el 6 de junio de 2006, por amplia mayoría, la Cámara de Diputados aprueba la creación de la Región de Los Ríos considerando como base la provincia de Valdivia, reconociendo la validez de propuestas que técnica y políticamente han sustentado esta iniciativa.


Sin embargo, a su ingreso al Senado para su discusión final, se observan amenazas y dificultades que deben alertar a los defensores de la nueva región y preparar los argumentos que hagan posible su superación y logro de la meta final. La resistencia para aceptar la ya encaminada división regional de sectores importantes de la provincia de Osorno que insisten en impedir la nueva región. Por otro lado, aquellos que desde Osorno exigen un ingreso condicionado a la nueva región con la provincia de Valdivia, reclamando compensaciones institucionales y económicas que hacen imposible su aceptación y que demoran excesivamente una decisión al respecto. La asociación de municipios ha sido categórica en manifestar que no se opone a la incorporación de Osorno, siempre que no se discuta la capitalidad de Valdivia y no se cuestione la creación de la provincia de Ranco. Además, que este ingreso sea solicitado por la población osornina y se realice sin condicionamiento previos.


Agregó que debe evitarse mezclar los objetivos y condiciones del proyecto específico de creación de la Región de Los Ríos con el proyecto general de ajuste y fortalecimiento de la regionalización. Son proyectos que deben discutirse en paralelo pero no condicionar su aprobación.


Existen razones fundadas para temer que una demora en la discusión del proyecto que crea la región tendrá costos excesivos para la provincia de Valdivia, que ya se observan en el entrabamiento de decisiones regionales de inversión tanto públicas como privadas y en los cada vez mayores problemas de gobernabilidad que surgen por un trato conflictivo y crecientes dificultades de diálogo y coordinación intraregional.


Señaló que preocupa muy especialmente el excesivo centralismo del Gobierno en el diseño y definición técnica y operativa de la nueva región, con muy baja participación provincial y local, con espacios de diálogo y propuestas que recojan las inquietudes y aspiraciones de todas las comunas y abran un debate interno amplio y transparente. Hay importantes inquietudes y propuestas de comunas que no encuentran aún un cauce formal de debate técnico y político. A modo de ejemplo, cabe mencionar: los requerimientos de los municipios de Paillaco y Futrono que aspiran a mantener su dependencia y pertenencia político-institucional de la provincia de Valdivia y no de la nueva provincia de Ranco; las aspiraciones de Río Bueno de constituirse en capital de la provincia de Ranco y recuperar territorio perdidos al momento de hacerse realidad la actual regionalización. El interés de Los Lagos por ser sede de la Gobernación de Valdivia; las propuestas de Corral para ligar el puerto a la viabilidad de la nueva región; y así, en cada comuna, legítimas y sentidas aspiraciones que han sido reprimidas a la espera de que sea aprobada la gran aspiración de todos, cual es crear la nueva región.


En este contexto, frente a la visita que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado hace a la provincia de Valdivia, la Asociación de Municipios estima pertinente resaltar algunas tareas que considera urgentes y de alta prioridad:


- Asegurar la urgencia del proyecto y evitar las demoras para su discusión y aprobación en el Senado.


- Apoyar a los Senadores de la zona para que cumplan su importantísima misión.


- Fortalecer la Asociación Provincial de Municipalidades transformándola en actor fundamental del diseño final de la región y de su instalación y marcha blanca.


- Acentuar y liderar el proceso de participación ciudadana organizada para seguir sustentando la lucha por la nueva región y asegurar su aprobación e instalación en los tiempos previstos.


La Asociación de Municipios de la provincia de Valdivia agradece a la Comisión de Gobierno del Senado su presencia en la Provincia y respalda plenamente su importante misión.


Los alcaldes y concejales de Valdivia miran con optimismo y confianza el futuro y están seguros que la nueva región de Los Ríos será buena para todos los valdivianos y un verdadero aporte a la tarea modernizadora y al desarrollo de Chile.

- - -


A su turno, el señor Gastón Fuentes, alcalde de Paillaco, dijo que con motivo de la visita a Valdivia de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, los paillaquinos, a través de la Asociación Provincial de Municipalidades, de la que son parte integrante, expresan lo siguiente:


1. Desde hace muchos años somos parte de un sentido anhelo de toda la provincia de Valdivia para constituirse como una región.


2. En este largo andar, juntos hemos dado muestras de cohesión y solidaridad con las restantes once comunas de la provincia.


3. Una vez conocido el proyecto de ley enviado por el ex Presidente Ricardo Lagos, ya analizado y aprobado por la Cámara de Diputados, los paillaquinos al apoyar con fuerza en todas las instancias que se han dado, pospusieron sus legítimos derechos y aspiraciones en la perspectiva de la nueva “Región de Los Ríos”, y dentro de ella la “provincia de Ranco”.


4. El referido proyecto de ley considera separar la comuna de Paillaco de la provincia de Valdivia para incorporarla a la futura provincia de Ranco, tomando como consideración el carácter ribereño de las comunas que la conformarían.


5. Los paillaquinos no compartimos las razones que se dan en el proyecto de ley en cuanto a considerar a Paillaco como comuna ribereña, por cuanto Paillaco no tiene límites con el Lago Ranco.


6. Hasta 1975 Paillaco perteneció al departamento de La Unión, con cabecera de gobernación en la comuna del mismo nombre, situación que no trajo ningún beneficio para los paillaquinos.


7. De darse la incorporación de Paillaco a la futura provincia de Ranco se producirían efectos negativos en distintos aspectos. A modo de ejemplo, un encarecimiento en el servicio de transporte y locomoción colectiva debido a la existencia de un peaje, y la atención en los servicios de salud. En ambos casos se produce una alta demanda por parte de la ciudadanía, afectando fuertemente a los de menores ingresos.


8. Los paillaquinos en una informada y transparente “Consulta Ciudadana”, efectuada a fines de mayo pasado, se expresaron de manera clara y categórica en un 99,41%, en el sentido de seguir perteneciendo a la provincia de Valdivia.


9. La agenda pactada de desarrollo de la provincia de Valdivia, en sus lineamientos estratégicos contempla una alianza entre las comunas de Valdivia y Paillaco.


10. La no incorporación de Paillaco en la futura provincia de Ranco no interfiere para nada en la configuración de la Región de Los Ríos, razón por la cual solicitamos:


- Apoyo real y efectivo del Supremo Gobierno para que envíe al Congreso las indicaciones necesarias en virtud de sus facultades privativas.


- Apoyo de los señores parlamentarios, tanto Senadores como Diputados, y de manera muy especial a quienes nos representan dentro del distrito y de la circunscripción.


Finalmente, consideramos que la participación ciudadana debe ser respetada en su real expresión, pues son los ciudadanos los que finalmente deben asumir los cambios que el Supremo Gobierno incorpora en la administración de los servicios del Estado.

- - -


El señor Jorge Tatter, alcalde de Futrono, informó que esta comuna realizará una consulta ciudadana para determinar si los ciudadanos quieren pertenecer a Valdivia o a Ranco. La intención de la gran mayoría y del alcalde en particular, sin perjuicio de que aún no se cuenta con la aprobación de la población ni del Honorable Concejo Municipal de Futrono, es pertenecer a la provincia de Valdivia por las siguientes razones:


- Ubicación: el acceso a Valdivia es mucho más directo y fácil para la población en comparación con La Unión, para la cual no hay locomoción directa y existe de por medio un peaje que encarece los costos de transporte.


- Servicios Públicos: no hay claridad respecto de si la división de la provincia afectará el Conservador de Bienes Raíces, la Fiscalía, los Juzgados de Familia, el SII, lo cual obviamente no favorecerá a nuestra comuna.


- Carabineros de Chile: tampoco hay claridad si la Tenencia de Carabineros de Futrono estará bajo la Subprefectura de Valdivia, lo que significa seguir bajo el amparo de la Comisaría de Los Lagos.


- Servicios de Salud Pública: pertenecer a la provincia de Ranco significaría derivar pacientes a La Unión que hasta este momento no posee la misma infraestructura y servicios que actualmente posee y ofrece Valdivia.


Pese a todo lo dicho, el municipio aún debe esperar los resultados de la consulta popular para decir oficialmente la opinión municipal sobre el tema.

- - -


El señor Waldo Flores, alcalde de Río Bueno, señaló que su comuna se ubica en el centro del territorio propuesto como nueva provincia. La conectividad vial existente y proyectada también coloca a la comuna de Río Bueno y a su centro urbano como inmejorable; a 13 kms. de La Unión; a 49 kms. de Lago Ranco; a 45 de Paillaco; a 67 kms. de Futrono y solo 4 kms. de la principal vía de conectividad del país, la doble vía.


Agregó que en materia de infraestructura la comuna tiene un espacio público de excelencia en pleno centro de la ciudad con características tradicionales y de alto valor histórico patrimonial, que puede adecuarse a un bajo costo; se dispone de salas de reuniones, conferencias, oficinas y posibilidad de amplios estacionamientos. Además ofrece facilidades de acceso y cercanía para las diferentes comunidades, personas e instituciones que llegan a Río Bueno con comodidad, ahorro de tiempo y recursos, sin tener que pasar por otra comunidad.


En cuanto a su capacidad económica, continuó, Río Bueno se caracteriza fundamentalmente por la crianza de ganado vacuno, producción de leche, carne y cultivos agrícolas en menor escala, elementos todos coincidentes con las capacidades económicas del resto de las comunas que conforman el proyecto de esta nueva provincia.


Destacó que esta comuna ocupa el tercer lugar de mayor territorio y el 51% de éste corresponde a praderas, es decir, a suelos de muy buena calidad.


Finalmente, la comuna de Río Bueno, aspira a recuperar los límites históricos de la comuna que son el río Traiguén al estero Molgüe, hasta desembocar en las aguas del Río Bueno por la ruta 5.

- - -


Intervino a continuación el rector de la Universidad Austral, señor Víctor Cubillos, quien expresó que la Universidad Austral de Chile, desde su fundación hace más de 50 años, ha estado ligada profundamente al desarrollo del territorio de la zona sur austral del país. Prueba de ello es la presencia histórica que desde sus orígenes ha tenido en este vasto territorio a través de sus campus, sedes e instalaciones que se extienden desde Coyhaique a Chiloé, Llanquihue, Osorno, Valdivia, Temuco y Santiago.


La Universidad Austral nació como una iniciativa de hombres y mujeres decididos a dar lo mejor de sí para la construcción de una entidad académica con claro compromiso con su entorno regional, marcando para esa época un hito en la descentralización y desconcentración del país. A lo anterior se debe añadir que la Universidad nació vinculada a los grandes centros del pensamiento científico y cultural de Alemania, lo que la ha convertido en un referente permanente de cooperación a los más altos niveles de trabajos de investigación, intercambio de académicos y estudiantes.


La Universidad Austral ha hecho una contribución científica, tecnológica y cultural significativa en las áreas relacionadas con el desarrollo agropecuario, tecnología de los alimentos, mejoramiento de praderas y desarrollo ganadero, mediante el desarrollo de la ciencia y tecnología vinculadas a la inseminación artificial. Recientemente un grupo de investigadores han logrado la clonación de bovinos. También se debe destacar el aporte de la Universidad en el desarrollo forestal de Chile, los académicos e investigadores han trabajado permanentemente en el conocimiento de los bosques nativos y de las plantaciones (pino radiata y eucaliptos). La contribución hecha desde la Universidad en estas materias continúa siendo de vital importancia.


Agregó que en el ámbito de la medicina humana la Universidad Austral es un referente tanto de investigación, docencia y extensión como de prestaciones de servicios que se hacen a la comunidad desde la Facultad y el Hospital Regional de Valdivia. Es importante destacar el significativo número de médicos y profesionales de la medicina que trabajan en la macro región sur austral que proceden de esta universidad. La Facultad de Medicina tiene una sede en Osorno, lo cual permite tener relaciones estrechas con el hospital de esa ciudad en la formación de jóvenes médicos y, al mismo tiempo, establecer una línea de cooperación en investigación y docencia con facultativos que trabajan en Osorno y Valdivia ejerciendo la práctica de su profesión y la docencia.


Destacó que la Universidad Austral de Chile cuenta con científicos en el área de la medicina especialmente en la transmisión y tratamiento del virus hanta, así como en las enfermedades renales. En ambos casos se emplean laboratorios especializados y los académicos en estas materias están vinculados a prestigiosas universidades extranjeras.


Algunos de los investigadores del área de las ciencias veterinarias trabajan en la producción de medicamentos elaborados sobre la base de productos naturales, algunos de los cuales han sido patentados en el extranjero.


En el ámbito de la cultura y de las artes, la Universidad tiene un compromiso con su entorno regional que tiene diferentes manifestaciones y fuerte presencia y desarrollo en la música. El Conservatorio de Música ha sido impulsor de diferentes orquestas infantiles y juveniles, algunas de las cuales tienen entre sus integrantes niños y jóvenes en riesgo social. A lo anterior se añade el desarrollo e implementación de los museos de arte contemporáneo que ha significado vincular estrechamente la Universidad con el entorno, el museo histórico que significó un esfuerzo de rescate y conservación del patrimonio regional expresado en la diversidad cultural de los pueblos aborígenes y la cultura alemana. En el último tiempo, se ha incorporado a estas actividades el museo Rudolfo Philippi.


La educación ha sido también un pilar importante en el desarrollo de la Universidad y de la región. Sus académicos han investigado y difundido la cultura regional a través de su Facultad de Filosofía y Humanidades. Su centro de educación continúa trabajando en la formación de personal especializado en educación y de profesores y ofrece programas de formación laboral.


En el área de las ciencias, los investigadores de la Universidad han hecho grandes aportes al desarrollo de la limnología, los recursos hídricos, la botánica, los recursos pesqueros y los temas ambientales.


Continuó expresando que a través de sus académicos de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas así como en las áreas relacionadas con el Derecho ha logrado investigar y proponer temas vinculados a la conformación de la nueva región, como ha quedado expresado en dos libros, el primero “Construcción de Regiones (2004). Un desafío pendiente”; y un segundo libro, “La Región de Los Ríos. Una mirada desde la Universidad” (2006), siendo autores de ambos libros académicos de esta Universidad.


Agregó, enseguida, que para el desarrollo de la nueva región , la universidad dispone de una infraestructura y laboratorios de nivel internacional, entre ellos uno de los hospitales veterinarios más modernos de América Latina, un laboratorio de geomática para realizar estudios georeferenciales de usos del suelo, planificación territorial. Esto último es de especial importancia para la construcción de la nueva región. La Universidad Austral de Chile está colaborando con CIREN y la Pontificia Universidad Católica de Chile en un sistema de información territorial para la nueva región, proyecto que partirá dentro de un mes probablemente.


La Universidad cuenta con especialistas en casi todas las áreas necesarias para apoyar a la construcción de una nueva región desde los ámbitos político-administrativos, económicos, culturales, educacionales entre otros.


Además, ha creado programas de formación para profesionales que podrían trabajar en la implementación de la nueva región, como es el magíster en economía y gestión regional, programa internacional que a partir del segundo semestre del presente año traerá a Valdivia estudiantes de postgrado provenientes de países de Asia, Africa y América Latina; y en un proyecto conjunto con la Universidad de Dortmund contribuirá a la investigación sobre materias de gestión del desarrollo regional de la Región Sur Austral de Chile.


Dada la importancia de estas materias, prosiguió, esta rectoría ha instruido la creación de una oficina para las relaciones regionales y municipales de manera de tener una vinculación directa y permanente con el quehacer universitario y el entorno regional.


En este importante momento de inserción internacional, la Universidad ofrece la oportunidad para vincular el desarrollo de esta nueva región a un ambiente dinámico y de alta exigencia como es el internacional. Para lograr este objetivo, está en condiciones de contribuir al fortalecimiento de las relaciones internacionales de esta nueva región especialmente con Alemania, otros países europeos, Estados Unidos, Nueva Zelanda, Australia y nuestros vecinos de Argentina.


Señaló, también, que ante la compleja realidad de pensar y construir el territorio en una perspectiva de modernización del Estado que permita y haga posible un desarrollo que beneficie a todos sus habitantes, se deben considerar, a su juicio, los siguientes conceptos fundamentales:


En materia de centralismo, si se pretende impulsar un verdadero desarrollo regional habrá que analizar un conjunto de realidades complejas que limitan el progreso de las regiones, superando el centralismo metropolitano y el que se ha generado en algunas de las capitales regionales.


Por lo que hace a la identidad regional, la creación de una región, supone que una determinada zona geográfica posee identidad regional propia. Existen en el país culturas regionales diferenciadas entre sí por condiciones del medio geográfico, de recursos naturales, de formas de organización y estructuración social. Además de elementos paisajísticos, artísticos y de tradiciones. Desde este punto de vista la Región de Los Ríos, posee una indiscutible identidad regional y cumple con los requisitos esenciales para constituirse en nueva región.


Por su parte, avanzar en una auténtica descentralización supone considerar, entre otros aspectos, una efectiva distribución y delegación del poder a las administraciones territoriales dotándolas de mayor autonomía en sus decisiones. Supone también una cuota de descentralización financiera en un marco de democratización y participación ciudadana.


En otro orden, los cambios tecnológicos han transformado las sociedades modernas en realidades complejas afectadas por un fuerte dinamismo que tiene en el conocimiento y en la información el motor del desarrollo económico y social. Esto permite sostener que la educación superior en Chile y en el mundo debe revisar su concepto de identidad y misión; debe vincular su quehacer con las transformaciones científicos tecnológicos que ve la sociedad contemporánea, establecer vínculos con el desarrollo y el sector productivo y participar en los procesos de regionalización.


El desarrollo regional, continuó, está vinculado con el cambio tecnológico. En la realidad actual el bienestar de un país depende principalmente de su capacidad de crear conocimiento y de aplicarlo eficazmente; debe existir la capacidad de movilizar y utilizar la tecnología para actuar en la economía de un país. Una región que no incorpore la ciencia y la tecnología como parte integrante de su visión general del mundo y de su cultura difícilmente podrá utilizarla adecuadamente en la solución de problemas socioeconómicos específicos.


Finalmente, en lo tocante a la educación, afirmó que ésta está hoy en el centro de los desafíos y de las oportunidades de las sociedades del siglo XXI. En este contexto la universidad tiene la obligación de contribuir -junto con las autoridades regionales y comunales- a generar propuestas necesarias, que permitan contar con recursos humanos adecuados para el desarrollo regional.


Estas propuestas que han de ser innovadoras para generar un nuevo modelo de región distinta a la actual deben ser la base para la nueva región. En este nuevo proceso de regionalización debe y quiere tener una participación destacadísima la Universidad Austral de Chile.

- - -


El señor Miguel Ramírez Carvajal, Director del Instituto de Economía de la Universidad Austral, expresó que desde el nacimiento de la República y hasta el año 1974, Chile estuvo dividido política y administrativamente en provincias. Es así como en 1811 el país contaba con solo tres provincias, y ante necesidades de administración pública éstas llegaron a ser 25.


En la década de los sesenta, la política regional y la regionalización se constituyeron en el instrumento fundamental de las políticas públicas. A partir de entonces, Valdivia ha transitado desde ser la capital de la región hasta la situación actual en que conforma una provincia de una región extremadamente extensa, heterogénea y desintegrada.


En el proceso de regionalización vivido por el país en el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, las provincias de Valdivia, Cautín y Osorno formaban una región con capital en la ciudad de Valdivia. Esta región -de una amplia y diversificada base económica- carecía de una identidad cultural y de la fuerza psicosocial necesaria para mantenerla unida, lo que originó un fuerte movimiento separatista en Cautín que terminó con esta provincia como una nueva región con capital en la ciudad de Temuco, mientras que las provincias de Valdivia y Osorno integraron la Región de Los Lagos.


La región con capital Valdivia termina el 11 de junio de 1974 con la dictación del decreto ley Nº 575, que determinó la división del país en doce regiones y una Región Metropolitana. La nueva región es integrada por las provincias de Valdivia, Osorno, Llanquihue, Chiloé y Palena, y designa a Puerto Montt como capital regional. A partir de ese momento se han dictado varios decretos que han materializado gradualmente el proceso de regionalización.


Agregó que desde el momento en que se conoce la nueva división territorial, se levanta la voz de los valdivianos reclamando ante esta situación que rebajaba el status de Valdivia al quitarle su condición de capital regional. Lideran esta oposición la Asociación de Medianos y Pequeños Industriales y Artesanos de Valdivia, junto con la Cámara de Comercio e Industrias. El día 24 de septiembre de 1974 convocan a los gremios, oportunidad en que se reúnen 42 de estas agrupaciones.


El año 1977 nace, como oposición a esta medida, el Consejo de Desarrollo de la Provincia de Valdivia (CONDE), integrado por 66 instituciones y presidido por don Víctor Kunstmann, movimiento que es liderado por otros empresarios como Alberto Cristofanini, Francisco Luzzi, Guillermo Lunecke Gatica, Heriberto Weber, Héctor Herrera y Enrique Donoso.


La lucha de los habitantes de Valdivia rinde sus primeros frutos en el instructivo presidencial del año 1977, que reconoce el daño causado a la provincia otorgándole un status especial, al permitirle participar, proponer y decidir con mayor autonomía en el marco de las atribuciones y responsabilidades del gobierno regional, reconocimiento que a pesar de haberse materializado en un instructivo presidencial no produce ningún resultado concreto.


Se conforma, entonces, el primer Comité Nueva Región integrado por representantes de Valdivia, Osorno y La Unión, presidido por Guillermo Lunecke Gatica e integrado por Carlos Rojas, Heriberto Weber e Inés Philips.


El segundo efecto en el tiempo lo constituye la decisión presidencial de 1982 de crear la nueva región de Valdivia y Osorno, incluyendo una nueva provincia en el área de influencia de la ciudad de La Unión. Esta decisión fue detenida al reconocerse la necesidad de una reforma constitucional previa antes de asumirla, condicionada por la Constitución de 1980 que fija el número de regiones. La decisión refleja los alcances del reconocimiento gubernamental sobre la demanda valdiviana.


Expresó que la lucha del Comité Nueva Región termina molestando a las autoridades de la época, las que instan al Comité a terminar con su afán, a través de distintas acciones, entre otras cosas, con una amenaza de relegación de sus dirigentes.


En 1983 se da a conocer un instructivo gubernamental, respaldando una gestión más descentralizada de la provincia y compromisos de compensaciones para la materialización de proyectos de inversión estratégicos y de alta prioridad: el Puerto de Corral, que se licita a privados; el Paso Hua-Hum, que no se concreta; el Hospital Regional, que sólo se materializa durante el primer gobierno democrático.


Señaló, también, que al asumir las autoridades del primer gobierno democrático de la Concertación, en el año 1990, se reorganiza el Comité Nueva Región en la Cámara de Comercio Detallista de la ciudad de Valdivia, presidida en ese tiempo por don Miguel Ramírez Carvajal e integrada por los señores Leopoldo Rosales Leal, Enrique Larraín Ortiz, Adolfo Herrera, Edith Quiñones, Magali Pudín y otros. En esta reunión se acuerda crear un nuevo comité nueva región en vista que los antiguos dirigentes no aceptan revivirlo. Se fija fecha para una reunión ampliada con invitación a distintos gremios y personas interesadas, que se efectuó en uno de los salones de la Ilustre Municipalidad de Valdivia. En ella es elegido Presidente del Comité don Raúl Basso y lo integran como representantes del comercio los señores Enrique Larraín, Leopoldo Rosales Leal, Oscar Gayoso, Miguel Ramírez Carvajal, Heriberto Weber, en representación de los medianos y pequeños industriales y artesanos; Claudio Molina, en representación de los profesores; Luciano Vera, en representación de las Iglesias Evangélicas, y Luis Vásquez, en representación de las juntas de vecinos. Posteriormente se incorporan don Juan Deppe y don Néstor Santibáñez y en calidad de asesores los académicos de la Universidad Austral de Chile, señores Robinson Ampuero y Juan Carlos Miranda.


En el año 1995 surge el Comité Femenino por la Nueva Región, el que trabaja en forma paralela en la consecución del mismo objetivo. Destacan en esta agrupación la señora Silvia Oyarzún que lo preside, y las señoras Norma Andaur, Silvia Aguilar, Emilia Coronado, Selmira Esparza, Griselle Ferreira, Evita Araya, Sonia Fabrés, Eliana Carrasco, Lidia Oyarzún, Luz Almonacid, Carmen González, Nancy de La Paz, Albertina Marínez, Zobeida Valenzuela, María Teresa Loyola, Rosa Bustamante, Elena Pugin, Carmen de Haverbeck, Margarita Triviños, Teresa Rodríguez, Cecilia Arias, Marisol Cano, entre otras.


En el año 1991 se propone un proyecto de ley para reformar los artículos 45 y 99 de la Constitución Política del Estado. Esta iniciativa es promovida sin éxito por el Senador don Gabriel Valdés.


Frente a la presión del Comité, en 1996, durante el gobierno del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, se encarga el estudio “Conflictos Regionales y Políticas Públicas”, que es realizado por don Sergio Boisier, experto internacional, Director del Instituto Latinoamericano de Planificación Económica y Social ILPES de la CEPAL; el señor Eduardo Dockendorff, Director del Centro de Estudios para el Desarrollo, CED y el señor Esteban Marinovic, Consultor Internacional de las Naciones Unidas. El estudio concluyó en que la provincia de Valdivia posee características que la definen como una “región real”, pero que adolece de algunas falencias que deben ser subsanadas en forma previa a constituirse en una región formal. Entre ellas, la carencia de un proyecto político común, integrador de los principales actores provinciales, que le diera sentido y direccionalidad a una propuesta de esa naturaleza.


Frente a esta realidad, se adopta la decisión gubernamental de definir una estrategia de transición institucional en que jugará un papel fundamental la construcción de un “Proyecto Político de Desarrollo” avalado por los principales actores sociales, económicos e institucionales de la provincia. Así nace la denominada Agenda Pactada de Desarrollo Provincial, que sería luego respaldada por un instructivo presidencial que busca posibilitar su gestión e implementación. Esta solución tenía como objetivo generar un entorno institucional más amigable y dar mayores condiciones de gobernabilidad a la región mientras se crean las nuevas situaciones que posibiliten las modificaciones constitucionales.


Posteriormente, el Presidente Ricardo Lagos Escobar, al cierre de su campaña política en la ciudad de Valdivia, reconoce el derecho de la provincia de constituirse en una nueva región, comprometiéndose públicamente a apoyar su concreción.


El 21 de mayo del 2003, continuó, el Presidente Lagos anunció su patrocinio para las reformas constitucionales sobre la creación de nuevas regiones. La modificación de los artículos 45 y 99 es promulgada por el Congreso con fecha 12 de septiembre del 2005.


El último estudio que se ha realizado es solicitado oficialmente por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE) a la Pontificia Universidad Católica de Chile, con la finalidad de elaborar una metodología que permita evaluar la posibilidad de crear nuevas regiones. La aplicación de dicha metodología a los casos de Arica, Ñuble y Valdivia da un resultado positivo sólo para el caso de Valdivia, que cumple todos los requisitos de acuerdo a las modalidades y características de las actuales regiones de Chile.


El 28 de mayo del año 2003 se creó la Asociación Provincial de Municipalidades de la provincia de Valdivia, como organismo independiente de la organización regional existente. El acto se lleva a cabo en Lago Ranco, por lo que se le denomina el “Grito de Lago Ranco”, siendo avalado además por convenios de cooperación y alianza estratégica con todas las organizaciones representativas del sector privado provincial y con la Universidad Austral de Chile.


En la oportunidad se acordó la visita oficial de los 12 alcaldes que componen la Asociación Provincial a los Presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados, al Poder Ejecutivo y a la Comisión de Gobierno Interior y Descentralización de la Cámara, entregando el documento “Nueva Región: una lucha permanente”.


En dicha ocasión, se aprobó el siguiente voto político: “En el marco del Capítulo Provincial de Municipalidades, los alcaldes, reunidos en sesión especial, acordamos respaldar plenamente la reforma constitucional que posibilitará crear la nueva Región de Valdivia. Además, adoptar las medidas necesarias para impulsar en cada una de las comunas los apoyos necesarios que aseguren su pronta concreción. Declaramos nuestro compromiso y decisión para que al alero del espíritu y contenido de la Agenda Pactada de Desarrollo Provincial, se puedan ir haciendo realidad los grandes objetivos acordados y asumidos por todos los actores sociales, económicos, políticos e institucionales de la provincia. Asimismo, solicitamos a los parlamentarios de nuestra provincia liderar este desafío y conseguir el apoyo para aprobar las modificaciones constitucionales que nos permitirán lograr nuestros objetivos.” (Valdivia, 28 de mayo de 2003).


Recordó, enseguida, que un paso importante fue la firma del proyecto de la Nueva Región de Los Ríos, el 19 de octubre del 2005, en la ciudad de Valdivia ante la presencia del Comité Provincia de Valdivia Nueva Región; el Ministro de Obras Públicas; la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Adriana Delpiano; el Intendente Regional, señor Jorge Vives; el Gobernador Provincial, señor René Vásquez y miles de personas que se concentraron para celebrar este acontecimiento, en el que se hicieron presentes todas las instituciones valdivianas.


Posteriormente, en enero del año 2006 el proyecto se votó favorablemente en las Comisiones de Gobierno Interior y de Hacienda de la Cámara de Diputados, esperándose entonces la presentación de indicaciones y la discusión en particular, para que una vez aprobado por la Cámara pasara al Senado.


Otro paso importante e indispensable es el que se dio el día miércoles 1 de marzo del 2006, al haber otorgado el Consejo Regional de Los Lagos su apoyo al proyecto de ley que crea la Región de Los Ríos, reunión que se efectuó en la ciudad de Valdivia en la sala Ainilebu de la Corporación Cultural Municipal de Valdivia. Votaron a favor 14 consejeros, siete votaron en contra y hubo una abstención.


El 19 de abril del año 2006, el proyecto de creación de la Región de Los Ríos fue aprobado en su conjunto incluidas las disposiciones de quórum de la Ley Orgánica Constitucional (4/7 de los diputados, equivalentes a 69 sufragios afirmativos), con excepción del artículo 5º permanente que requiere 72 votos (3/ 5 de la Sala) y recibió 43 afirmativos, 26 negativos y 36 abstenciones. El artículo rechazado asignaba a la circunscripción senatorial 16ª los distritos electorales de la nueva Región de Los Ríos, dejando a la circunscripción 17ª los distritos electorales 56, 57 y 58 de la X Región de Los Lagos.


Es importante destacar la participación en este trascendental paso de los Diputados señores Enrique Jaramillo, Alfonso de Urresti, Roberto Delmastro y Gastón Von Mühlenbrock, al igual que la de alcaldes y concejales de la provincia, dirigentes sociales y gremiales que se movilizaron junto a aproximadamente 250 valdivianos hasta Valparaíso para estar presentes en el Congreso en el momento de la discusión y votación del proyecto.


Esta ha sido una expresión más de la voluntad de los habitantes de esta provincia y del respaldo que tiene la concreción de la nueva Región de Los Ríos.


El haber llegado a este momento constituye la coronación de una larga lucha que muchos habitantes de esta provincia dieron, destacando el trabajo realizado por los medios de comunicación, quienes tuvieron un papel fundamental en esta lucha.


Una región se puede definir como un territorio organizado, estructuralmente complejo, dotado de identidad y de cultura. Conforma una unidad territorial con características geográficas e intereses económicos-sociales y culturales relativamente semejantes.


Cabe señalar que la regionalización pretende dar cumplimiento a ciertos objetivos de carácter nacional tales como la integración, la seguridad y el desarrollo socioeconómico. Es decir, el propósito es que cada región posea recursos naturales para impulsar su desarrollo económico; que tenga habitantes suficientes que actúen como trabajadores y consumidores; que cuente con servicios públicos y privados para satisfacer las necesidades de su población rural o urbana; y que tenga un tamaño que facilite la eficiencia desde el punto de vista administrativo, haciendo más expedito el manejo de recursos y estando de acuerdo con las medidas de seguridad nacional.


Al entregar la definición de región cabe concluir que la provincia de Valdivia es una región real pues reúne los atributos de las más exigentes definiciones de región. Posee una indiscutible identidad cultural; habitantes que se sienten valdivianos y comprometidos con el desarrollo de su provincia. Una base científica y tecnológica, y los liderazgos necesarios para impulsar el desarrollo.


La provincia tiene una superficie de 18.472 km² y cuenta con una población de 356.396 habitantes de acuerdo al último censo (2002). Está integrada por las comunas de Valdivia, Mariquina, Lanco, Los Lagos, Futrono, Corral, Máfil, Panguipulli, La Unión, Paillaco, Río Bueno y Lago Ranco.


La provincia de Valdivia posee importantes funciones administrativas, educativas e industriales, orientadas a los productos alimenticios y madereros. Un sector turístico con un buen desarrollo y un extenso comercio de bienes y servicios. Cuenta con el Puerto de Corral. La actividad más difundida es la ganadería bovina en la depresión intermedia, lo que ha dado origen a modernas plantas lecheras y mataderos refrigerados. También es importante la explotación maderera, especialmente de especies autóctonas. Se cultivan cereales, remolacha, papa y lino. Por otra parte, los lagos de la provincia constituyen importantes atracciones turísticas.


El proyecto de la nueva región es un proyecto anhelado por los habitantes de la provincia que se ha construido socialmente. En el mismo sentido en que Fernando Flores habla de toda organización como un “espacio conversacional”, hay que entender esta región y a sus comunidades como espacios en los cuales “se conversa su destino”, se han intercambiado ideas y se ha asumido compromisos.


Esta nueva región, por su fuerte identidad cultural, seguramente será capaz de conformar alianzas tácticas para el logro de objetivos determinados con otras regiones, con el fin de posicionarse mejor en el contexto regional, nacional e internacional; potenciará su capacidad de auto-organización, transformando una comunidad inanimada y segmentada por intereses sectoriales, poco perceptiva de su identidad territorial y -en definitiva- pasiva, en otra organizada, cohesionada, consciente de la identidad sociedad-región, capaz de movilizarse tras proyectos políticos colectivos, es decir, capaz de transformarse en sujeto de su propio desarrollo y en ser pionera de los cambios que las regiones deberán experimentar en el siglo XXI para proyectarse en un ambiente de paz y progreso en lo espiritual y material.


Es importante destacar que en el caso de la provincia de Valdivia existe el recurso quizás más valioso para potenciar su desarrollo, como es el recurso psicosocial: deseo colectivo de ser región, auto identificación socio-territorial, conflicto con su actual adscripción regional. Debe tenerse presente que el desarrollo regional es resultado principalmente de lo que la propia comunidad hace por sí misma, más de lo que el Estado o cualquier otro agente externo puede hacer o no hacer.

VENTAJAS DE LA CREACIÓN DE UNA NUEVA REGIÓN:


1. Se produce una mayor homogeneidad desde las perspectivas productivas, culturales, étnicas y del nivel de desarrollo socioeconómico en el área de la nueva región, al igual que del área comprendida por las provincias de Osorno, Llanquihue y Palena.


2. La nueva región cuenta con una base de recursos naturales y una estructura territorial y poblacional suficientes para impulsar el desarrollo, actuando como fuerza de trabajo y mercado de consumo, sin menoscabo de las otras provincias que hoy integran la actual Región de Los Lagos.


3. La nueva región cuenta con la base científica en capital humano e infraestructura de primera calidad con la Universidad Austral de Chile y el Centro de Estudios Científicos del Sur, ambas instituciones con reconocidos aportes al desarrollo científico y tecnológico.


4. El área considerada para la nueva región posee una estructura urbano-rural que garantiza un nivel de cobertura eficiente para estar adecuadamente cubierta por los sistemas de transportes y comunicaciones existentes.


5. Mejora las posibilidades de participación real de la comunidad en la definición de su propio destino, potenciándose los recursos psicosociales.


6. Favorece el desarrollo de la región residual (Región de Los Lagos) ya que se produciría una mayor integración de Puerto Montt con las áreas de Osorno, Chiloé y Palena, al tiempo que disminuye la conflictividad que actualmente produce la provincia de Valdivia, especialmente en el tema de la distribución de recursos económicos.


7. Disminuye los tiempos y costos de viaje de las autoridades regionales, que significan pérdida de eficiencia en la resolución de los problemas de los habitantes de la región.


8. Dos regiones de menor tamaño le permiten a las autoridades de ambas poder conocer mejor y estar más cerca de los sueños, aspiraciones y también de los problemas de sus habitantes, lo que posibilita un mayor diálogo para su solución.


9. Asimismo, la creación de la nueva región facilitaría una acción directa y deliberada del poder central, para superar la situación de mayor subdesarrollo económico y social de la zona de Chiloé y Palena en los aspectos presupuestarios y financieros. De esta manera, no se produciría distorsión en su verdadero nivel de desarrollo, como ocurre al integrar una región como Valdivia que la transforma en una región heterogénea desde el punto de vista de sus necesidades, pudiendo materializarse una estrategia de desarrollo regional más eficiente al conformar sus provincias un todo menos heterogéneo.


10. La provincia de Valdivia posee como ninguna otra una clara identidad regional, fruto de más de cuatro siglos de historia que siempre la situó en una posición especial, otorgándole una cultura que se destaca en el sur. Esta identidad es la que hace que el espíritu valdiviano esté presente en todos los ámbitos del territorio de la actual provincia y la hace capaz de albergar proyectos comunes que configuran nítidamente una región homogénea.


El costo de inversión para la implementación de la nueva región no le significa al país un desembolso mayor, ya que cuenta con la infraestructura física y humana adecuada.


Finalmente, da la oportunidad única al país de ser el primer ejemplo modelador para un proceso de regionalización democrático.

- - -


Finalmente, se dirigió a la Comisión, en representación de la Central Unitaria de Trabajadores, el señor Guido Yobanolo, quien señaló que los trabajadores de la Provincia de Valdivia apoyan la creación de la nueva región, porque consideran que es una lucha histórica de los valdivianos, que a partir del Gobierno Militar, con la instauración de la regionalización vista desde el punto de vista de ellos y avalada por las autoridades provinciales de la época y por quienes apoyaron ese Gobierno, observaron como Valdivia se fue convirtiendo en un ramal, perdiendo todo su liderazgo y su capacidad emprendedora.


La descentralización del país es una necesidad vital para encontrar el camino hacia una mayor redistribución del ingreso y una eficiente y moderna administración pública. Los valdivianos quieren una región integrada, para mantener su propia identidad cultural, en la que lo urbano y lo rural sean considerados para su crecimiento social.


Agregó que la participación de la ciudadanía en la toma de decisiones es fundamental para fortalecer la democracia. Debiera existir un sistema plebiscitario de consulta a los ciudadanos, para que las decisiones sean el reflejo de lo que el pueblo quiere.


Lo anterior ha de ser sin exclusiones, poniendo fin al sistema binominal donde todos estén representados y no como ocurre hoy día, con sectores sin representación, y otros sobre representados; sin discriminación, porque todos son iguales ante la ley y todos tenemos derechos que el Estado debe garantizar; y con autoridades elegidas: la democracia y la participación son el camino parar tener autoridades legítimas que representen al pueblo.


Señaló, a continuación, que es deseable una región con desarrollo sustentable y con justicia social, con derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación. El desarrollo no puede traer consigo destrucción y muerte. La pobreza, la indigencia, el desempleo y la delincuencia no se solucionarán si no se cambia el modelo de desarrollo neoliberal por un nuevo modelo de desarrollo basado en la justicia social que garantice igualdad de derechos para todos.


También ha de haber una región con empleo decente, donde se respeten los derechos laborales y sindicales, con empresarios que acepten las leyes laborales y sindicales y un nuevo gobierno regional que garantice el cumplimiento de estos derechos fundamentales.


Debe terminarse con los obstáculos a la negociación colectiva, con la precarización del empleo, con el trabajo informal, con los bajos salarios y con la subcontratación. La estabilidad laboral debe ser preocupación permanente con contratos indefinidos para garantizar trabajo decente.


La comunidad quiere una región con igualdad de oportunidades, especialmente para los jóvenes y las mujeres. El desempleo en los jóvenes y en las mujeres normalmente es el doble del desempleo oficial. Deben enfrentarse estos temas entregando más oportunidades, focalizando recursos e implementando medidas conducentes a incentivar la contratación, garantizando siempre los derechos laborales.


La región debe practicar un diálogo social de verdad. Los países desarrollados que han tenido éxito son aquellos en los que el gobierno, los empresarios y los trabajadores han entendido que sin diálogo social institucionalizado no hay avance en los derechos. Con la asociatividad y la concertación de los actores en forma permanente se logran respuestas eficaces para resolver los grandes temas. Un gran acuerdo por el empleo y el crecimiento económico significaría avances sustanciales en la concreción de un proyecto novedoso para esta nueva región.


Una región debe aspirar a una educación de calidad que invierta en innovación y desarrollo tecnológico para mejorar la producción y el empleo.


No se sabe cuanto se invierte en esta región en innovación y tecnología, siendo éste un tema de mayor trascendencia en el mundo globalizado. Por otro lado, no es conveniente continuar con exportaciones de rodillos, chips o celulosa. Los valdivianos deben ser capaces de vender productos con mayor valor agregado en la producción de bienes y servicios. Es verdad que aquí existe un enorme potencial turístico pero la estacionalidad es gravitante en temas como el empleo permanente.


Debe volverse a la tradición industrial valdiviana, con parques industriales que podrían asegurar empleo de calidad, y con una infraestructura que es fundamental para atraer inversión.


Mencionó, también, otras características geográficas que redundan en la economía, como el Puerto de Corral que debe adecuarse para ser terminal del corredor bioceánico; o elementos de corte social como la capacitación, que aquí es escasa.


En el mismo sentido expresó el anhelo de una universidad técnica y profesional, que dé especial apoyo a los trabajadores de menores ingresos y que estimule la innovación y la tecnología.


Finalmente, dijo que un ideal de región debe apoyar a los profesionales, a los emprendedores y a los pequeños y medianos empresarios que concentran la mayor contratación de trabajadores, y a los cuales debe asegurárseles un desarrollo equilibrado, con apoyo técnico y económico. De la misma manera, apoyar a los nuevos emprendedores.

- - -


Al igual que lo actuado en la sesión celebrada en Osorno, al término de las exposiciones que las distintas organizaciones y entidades comunitarias de la provincia de Valdivia hiciera respecto de este proyecto de ley, y a instancias del señor Presidente de la Comisión, intervinieron brevemente para expresar su parecer respecto de este proyecto de regionalización la señora María Angélica Astudillo, alcaldesa de La Unión; el señor Oscar Gayoso, y los concejales de Paillaco, señora Ramona Reyes y señor Oscar Aravena.

- - -



En sesión de 16 de agosto de 2006, la Comisión escuchó al Ministro del Interior, señor Belisario Velasco, quien expuso sobre los principales aspectos relacionados con la creación de la nueva región de Los Ríos. 


Señaló, en primer término, que luego de la visita a la región, el Gobierno, a través del Ministerio del Interior, escuchó a los distintos actores involucrados y procedió a la realización de diversos estudios técnicos y jurídicos de los antecedentes reunidos, con el fin de satisfacer los planteamientos y requerimientos recibidos.


Así, destacó la necesidad de introducir ajustes y perfeccionamientos al texto del proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, considerando reformas legales que incluyen, entre otras, la ley electoral y el Código Orgánico de Tribunales.


De conformidad con la consideración señalada, indicó que el Ejecutivo está dispuesto a abordar los ajustes y perfeccionamientos sobre la base de los siguientes lineamientos generales:


a) Incorporación de la provincia de Osorno en la región de Los Ríos;


b) Conformación de la región con dos provincias: Valdivia y Osorno. Por consiguiente, se mantedrán dentro de la provincia de Valdivia las comunas de La Unión, Paillaco, Futrono, Lago Ranco y Río Bueno.


c) Establecer en La Unión la sede de la Gobernación Provincial de Valdivia. Lo anterior, según explicó, en el entendido de que Valdivia sea la capital regional, y por lo tanto sede del Gobierno Regional. Además de perseguir un propósito de descentralización, la razón de instalar la sede de la Gobernación Provincial fuera de Valdivia radica en que La Unión presenta características adecuadas para su puesta en marcha, generando con ello un nuevo polo de desarrollo en la zona.


d) Traslado de una comuna de Osorno a Llanquihue. Sobre el particular, el señor Ministro señaló que por razones de ubicación geográfica y de mejor conectividad, se considera adecuado trasladar la comuna de Purranque, actualmente parte de la provincia de Osorno, a formar parte de la provincia de Llanquihue. Respecto de la comuna de Puerto Octay, el Ejecutivo considera conveniente profundizar el análisis de su dependencia administrativa para presentar una propuesta viable.


e) Relocalización de Seremías y Servicios Públicos en las provincias. Hizo presente que como una manera de contribuir a la descentralización al interior de la región, se establecerá de manera expresa la facultad de instalar los servicios mencionados no sólo en la capital regional, sino, también, en algunas comunas de las dos provincias, de acuerdo a criterios de equilibrio, potencialidad y funcionalidad.


f) Modificación en la distribución de los Tribunales de Justicia. Atendida la especialidad de cada materia, las respectivas modificaciones deben previamente ser elaboradas con el Ministerio de Justicia, por lo que propuso que se invite a representantes de dicha cartera para su estudio particular.

g) Finalmente, se refirió a los aspectos electorales involucrados en esta iniciativa. La creación de la nueva región implica la afectación de algunos distritos (55 y 56), lo que significa introducir modificaciones en otro cuerpo orgánico constitucional, como es la ley Nº 18.700, sobre votaciones populares y escrutinios.


Al término de la exposición del señor Ministro, e iniciado el debate, el Honorable Senador señor Núñez se manifestó partidario de votar de inmediato la idea de legislar, considerando que se han anunciado modificaciones sustanciales a la idea aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, con el objeto de provocar el debate en la Sala de las alternativas que ofrece el proyecto.


Recordó que ya se escuchó a las comunidades de las provincias de Osorno y de Valdivia; a todos sus actores sociales, de modo que las indicaciones que se formulen respecto del articulado tendrán un fundamento real sustentado en las opiniones recibidas.

El Honorable Senador señor Orpis precisó que los cambios anunciados por el Ejecutivo son de fondo, de manera que es partidario de posponer la votación acerca de la idea de legislar, a la espera de conocer los criterios del Ejecutivo ya anunciados.

Por su parte, el Honorable Senador señor Sabag coincidió con el planteamiento precedente, sugiriendo aplazar la votación acerca de la idea de legislar.


A su turno, el Honorable Senador señor Pérez optó por recabar mayores antecedentes, a la luz de los nuevos planteamientos del Ejecutivo, antes de pronunciarse acerca del proyecto.
- - -


En sesión de 12 de septiembre de 2006, la Comisión escuchó al Ministro del Interior subrogante, señor Felipe Harboe, quien recordó que en agosto del año 2005 se promulgó la reforma constitucional que introdujo modificaciones a la Constitución Política. Entre éstas, destacó la que eliminó la referencia a la cantidad de regiones en su texto y la que uniformó el procedimiento para crearlas y suprimirlas, entregando a una ley orgánica constitucional la determinación de la división política y administrativa del país. A partir de entonces, señaló, es posible adecuar la división territorial de manera que ésta sea coherente con el proceso de descentralización del país. Para el caso de la región de Los Lagos, hizo presente que desde la fecha de su creación la provincia de Valdivia estimó que reunía requisitos de capitalidad regional, basándose en fundamentos de carácter económico, demográfico, territorial, histórico e institucional. De esta forma, precisó que diversos estudios realizados desde 1978, en los que se analiza la estructura territorial de la X Región de Los Lagos, han reconocido un desajuste original en la estructura de esa región, lo que motivó la aplicación de medidas de carácter económico, presupuestario, institucional y administrativo para resolver o atenuar los efectos derivados de la configuración territorial. De ahí que el proyecto original enviado al Congreso Nacional por la administración anterior estructuró la nueva región sólo con el territorio de la provincia de Valdivia. Sin embargo, fruto de los planteamientos y peticiones surgidos durante la discusión del proyecto en la Cámara de Diputados -los que en todo caso no fructificaron en ese primer trámite constitucional- y que han sido reiterados al pasar el proyecto al Senado, se ha solicitado considerar también la incorporación de la provincia de Osorno en la estructura de esta nueva región.


A propósito del proyecto de ley que ingresó a la Cámara de Diputados durante el año 2005, que crea la nueva Región XIV de Los Ríos teniendo como capital regional a Valdivia, conformada por las provincias de Valdivia, con capital Valdivia, y de Ranco, con capital La Unión, manifestó que la estructura propuesta establece la institucionalidad correspondiente en las áreas de gobierno interior (intendencia, gobernaciones), de la administración regional descentralizada (gobierno regional), de la administración pública nacional desconcentrada (secretarías regionales ministeriales y direcciones regionales de servicios públicos), y, finalmente, la creación o adecuación de las plantas de personal respectivas. Hizo presente también que el proyecto se hace cargo de la nueva distribución territorial regionalizada de instituciones como el Servicio Electoral y el Ministerio Público, y la adecuación jurisdiccional de la administración de justicia (tribunales ordinarios penales y civiles, tribunales de familia, juzgados laborales).


Señaló que, por otra parte, se autoriza al Gobierno Regional de Los Lagos para transferir el dominio, a título gratuito, al Gobierno Regional de los Ríos, los bienes inmuebles de su propiedad que se encuentren situados en el territorio de la nueva región, y además se habilita el traspaso de los créditos y obligaciones contraídos por el Gobierno Regional de Los Lagos que incidan en el territorio de la nueva Región.

En relación con el nombramiento de las autoridades regionales, expresó que esta ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes de enero del año siguiente al de su publicación, fecha a contar de la cual se designará al Intendente de la Región de Los Ríos y al Gobernador de la provincia de Ranco. Asimismo, se regula el establecimiento del primer Consejo Regional, que se integrará inicialmente con los actuales consejeros representantes de las provincias constitutivas de la nueva región; disponiéndose que estos consejeros durarán en sus cargos por el tiempo restante hasta completar el período de 4 años.


En relación con los recursos necesarios para el funcionamiento de la nueva institucionalidad regional, precisó que en la ley de presupuestos correspondiente al primer año de vigencia de este nuevo cuerpo normativo se deberá considerar el primer presupuesto del Gobierno Regional de Los Ríos, tanto en lo relativo a gastos de funcionamiento como a inversión regional. Adicionalmente, se prevé que la nueva región no implicará reducción, para las restantes regiones, de los ingresos que les correspondan al año de aprobación de esta ley por concepto del 90% del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.


Agregó que el proyecto faculta también al Presidente de la República para modificar las plantas de personal de los ministerios y servicios públicos para dotar a la nueva región de los recursos humanos necesarios para su administración. En tanto no se instale en la nueva región la institucionalidad nacional desconcentrada (seremías y direcciones regionales), continuarán cumpliendo las respectivas funciones los órganos de la Región de Los Lagos, en ambas regiones.


Respecto a las modificaciones que se sugieren al proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, el señor Ministro hizo presente que, tal como lo manifestara en el primer trámite constitucional, se ha accedido por parte del Ejecutivo a proponer la integración de la provincia de Osorno en la estructura de la nueva región, atendido a que esta conformación significará la creación de una región con dimensiones y fortalezas que permitirán imprimirle mayor potencia en aras del desarrollo y descentralización de sus territorios y población. Así también se ha podido constatar al conocer los diversos planteamientos y proposiciones emanados de las comunidades de las actuales provincias de Valdivia y de Osorno, con motivo de las sesiones que esta Comisión realizó recientemente en las ciudades capitales de ambas provincias. Para estos efectos, se han formulado las propuestas de indicaciones que se señalarán a continuación, sin perjuicio de otras que tanto el Ejecutivo como los señores Senadores sugieran durante la tramitación de la iniciativa.


En virtud de lo expuesto, y contando con los estudios técnicos y jurídicos de los antecedentes necesarios de considerar para dar satisfacción a los planteamientos y requerimientos formulados, señaló que las indicaciones del Gobierno dicen relación con la incorporación de Osorno a la nueva región, fijar en la ciudad de La Unión la sede capital de la provincia de Valdivia; relocalizar las seremías y servicios públicos, y redistribuir los tribunales de justicia, aspectos todos que ya fueron abordados por el Ejecutivo en sesiones precedentes. Además, en lo que respecta a las materias electorales, el señor Ministro señaló que la creación de una nueva región implica que en ella se deba considerar una estructura electoral, al menos transitoria, que permita a los ciudadanos de su territorio tener representación política y ejercer debidamente su derecho a sufragio.


Por consiguiente se han formulado Indicaciones en materia electoral con los siguientes objetivos:


Que las dos circunscripciones senatoriales que hoy corresponden a la Región de Los Lagos, se distribuyan de la siguiente forma:


- La 16ª circunscripción (comúnmente denominada “Décima Norte”) quede conformada por los distritos electorales 53º, 54º y 55º, los que a su vez, corresponden todos a la nueva Región de Los Ríos.


- La 17ª circunscripción (comúnmente denominada “Décima Sur”) quede conformada por los distritos electorales 56º, 57º y 58º, los que a su vez, corresponderán todos a la Región de Los Lagos.


Como consecuencia de lo anterior, se ha hecho necesario modificar también la conformación de los distritos electorales Nºs 55 y 56, porque el actual distrito 56º quedaría integrado por comunas pertenecientes a regiones distintas, ya que cuatro de sus actuales comunas (Puyehue, Río Negro, Purranque y Puerto Octay) son parte de la provincia de Osorno, y por tanto pasarán a formar parte de la Región de Los Ríos, mientras que las otras cinco (Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas y Los Muermos) son parte de la provincia de Llanquihue, y continuarán perteneciendo a la Región de Los Lagos. 


Por tal razón, mediante una indicación, se modifica la conformación de los distritos 55º y 56º.

Finalmente, expresó que de esta forma el distrito 56º quedará integrado sólo por las cinco comunas que permanecen en la Región de Los Lagos, mientras que al distrito 55º se le suman a sus actuales tres comunas (Osorno, San Juan de la Costa y San Pablo) las otras cuatro comunas de la provincia de Osorno, que pasan a integrar la nueva Región de Los Ríos.

- - -

VII. IDEA DE LEGISLAR

En la misma sesión de 12 de septiembre pasado, habida consideración de los nuevos antecedentes aportados, el señor Presidente puso en votación la idea de legislar acerca de este proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Núñez señaló su disposición a aprobar el proyecto en general para que en la Sala se discutan los planteamientos que ha formulado el Ejecutivo.

Expresó que en la creación de las dos nuevas regiones se echa de menos una visión estratégica de país. La modificación del mapa político administrativo del país debe hacerse de manera distinta, pues de seguir creando regiones como se ha hecho hasta ahora, se llegará a las 25 provincias que había antes, lo que alterará gravemente el mapa político institucional del país y afectará la descentralización a la que aspiran legítimamente las distintas regiones. Esto, por cuanto son las regiones las que verdaderamente tienen el peso específico del ejercicio del poder, en tanto que las provincias sólo pueden aspirar a aspectos que son, en la práctica, menores a los existentes en las regiones. 


Observó que en el caso de Puerto Octay es dable preguntarse a quién pertenece, ya que geográficamente está más vinculado con la Décima Región sur; la situación de Purranque también es difícil de establecer, pues sus relaciones institucionales pueden orientarse tanto a Valdivia como a Puerto Montt. Al fijar la capital regional en Valdivia, se les impondrá a los ciudadanos de varias comunas una vinculación artificial con un centro regional lejano, lo que puede implicar un costo mayor para dichos habitantes. También existen otras dificultades, como ocurre con el escaso interés de Paillaco de pertenecer a la provincia de Ranco, prefiriendo ser parte de la provincia de Valdivia, todo lo cual se justifica, a su juicio, por estar más cerca de la segunda que de la primera. Señaló que estos problemas, como muchos otros, deberán ser resueltos en la discusión particular.


Finalmente, anunció que a pesar de las prevenciones precedentes, se manifestará a favor de la idea de legislar.


A su turno, el Honorable Senador señor Orpis también manifestó su disposición favorable a legislar respecto de este asunto en el entendido que en la discusión particular habrán de considerarse todas las observaciones y reparos que se han advertido, de modo de hacer viable la creación de la nueva región.


Por su parte, el Honorable Senador señor Sabag valoró el trabajo realizado por el Ejecutivo, que se ve reflejado en las modificaciones que se propone introducir al texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, razón por la cual también votará favorablemente el proyecto.


El Honorable Senador señor Bianchi consignó su inquietud por la creación de lo que denominó “regiones de papel”, puesto que puede dar pie a un proceso de instalación de nuevos territorios que no tienen una identidad determinada ni una necesidad manifiesta de convertirse en regiones. Expresó su interés de que el nuevo proceso regionalizador, o de revisión del mapa político administrativo del país, se haga con visión estratégica de futuro, a efectos de que la descentralización no sólo se represente en palabras que, en definitiva, no se plasman en la realidad. Sin perjuicio de lo anterior y de la reserva que formulará al momento de la discusión particular, señaló que votará a favor de la idea de legislar.

Finalmente, el Honorable Senador señor Pérez hizo presente que actualmente existen muchas comunidades que aspiran legítimamente a ser reconocidas como regiones, por lo que sugirió que, en adelante, debe generarse un amplio debate sobre qué regiones quiere el país y cómo tendrán que abordarse los diversos aspectos institucionales para llevar a cabo una gestión moderna y participativa. Expresó sus aprensiones respecto de la forma cómo se está llevando a cabo la creación de nuevas regiones, puesto que no es el óptimo para el desarrollo de la descentralización de los distintos gobiernos regionales. Crear nuevas regiones, agregó, no significa necesariamente aumentar la descentralización.


Anunció, por último, al igual que quienes lo precedieron, su voto favorable a la idea de legislar.
VIII. ACUERDO


Puesta en votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez y Hosain Sabag. Su texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Créase la XIV Región de Los Ríos, capital Valdivia, que comprende la actual provincia de Valdivia, de la Región de Los Lagos y la nueva provincia de Ranco, a que se refiere el artículo siguiente. Los límites de la actual provincia de Valdivia se encuentran establecidos en el artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 2-18.715, del año 1989, del Ministerio del Interior.


Artículo 2º.- Créase en la Región de Los Ríos la provincia de Ranco, capital La Unión, que comprende las comunas de La Unión, Paillaco, Futrono, Lago Ranco y Río Bueno, de la actual provincia de Valdivia, la cual queda a su vez conformada por las comunas de Valdivia, Corral, Lanco, Los Lagos, Máfil, Mariquina y Panguipulli.


Artículo 3°.- Agrégase el siguiente número 14 en el artículo 1° de la ley N° 19.379:


“14) Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Los Ríos:

	Planta/Cargo

	Grado
	Nº Cargos
	Total

	DIRECTIVOS – CARGOS DE EXCLUSIVA CONFIANZA



	Jefes de División
	4º
	3
	

	
	
	
	3



	DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTÍCULO 8º DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA



	Jefe de Departamento
	5º
	2
	

	Jefe de Departamento
	6º
	2
	

	Jefe de Departamento
	7º
	2
	

	Jefe de Departamento
	8º
	2
	

	
	
	
	8



	DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA



	Directivos
	9º
	1
	

	
	
	
	1



	PROFESIONALES


	
	
	

	Profesionales
	4º
	1
	

	Profesionales
	5º
	2
	

	Profesionales
	6º
	3
	

	Profesionales
	7º
	3
	

	Profesionales
	8º
	4
	

	Profesionales
	9º
	3
	

	Profesionales
	10º
	3
	

	Profesionales
	11º
	3
	

	Profesionales
	12º
	2
	

	Profesionales
	13º
	1
	

	
	
	
	25



	TÉCNICOS


	
	
	

	Técnicos
	10º
	1
	

	Técnicos
	13º
	1
	

	
	
	
	2



	ADMINISTRATIVOS


	
	
	

	Administrativos
	12º
	1
	

	Administrativos
	13º
	1
	

	Administrativos
	14º
	1
	

	Administrativos
	15º
	1
	

	Administrativos
	16º
	1
	

	Administrativos
	17º
	1
	

	Administrativos
	18º
	1
	

	Administrativos
	19º
	1
	

	Administrativos
	20º
	1
	

	
	
	
	9



	AUXILIARES


	
	
	

	Auxiliares
	19º
	1
	

	Auxiliares
	20º
	1
	

	Auxiliares
	21º
	1
	

	Auxiliares
	22º
	1
	

	Auxiliares
	23º
	1
	

	Auxiliares
	24º
	1
	

	Auxiliares
	26º
	1
	

	
	
	
	7



	TOTAL
	
	
	55”



Artículo 4º.-  Créanse en la planta del Servicio de Gobierno Interior establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 60-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, los siguientes cargos: 

	Planta/Cargo
	Grado
	Nº Cargos
	Total



	AUTORIDADES DE GOBIERNO



	Intendente
	1A
	1
	

	Gobernador
	3º
	1
	

	
	
	
	2



	DIRECTIVOS – CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTÍCULO 8º DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA



	Jefe de Departamento
	6º
	1
	

	Jefe de Departamento
	8º
	2
	

	Jefe de Departamento
	9º
	2
	

	Jefe de Departamento
	10º
	1
	

	
	
	
	6



	PROFESIONALES


	
	
	

	Profesionales
	10º
	1
	

	Profesionales
	12º
	2
	

	
	
	
	3



	TÉCNICOS


	
	
	

	Técnicos
	14º
	1
	

	Técnicos
	15º
	1
	

	
	
	
	2



	ADMINISTRATIVOS


	
	
	

	Administrativos
	15º
	1
	

	Administrativos
	16º
	1
	

	Administrativos
	17º
	1
	

	
	
	
	3



	AUXILIARES


	
	
	

	Auxiliares
	20º
	1
	

	Auxilares
	22º
	1
	

	
	
	
	2



	TOTAL
	
	
	18.



Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Sustitúyese en el artículo 180 el punto y coma (;) que sigue a la expresión “Bíobío” por una coma (,) y agrégase la conjunción “y”, y elimínase la oración "y X, de Los Lagos,”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 181:


a) Reemplázase en el párrafo referido a la circunscripción 16ª la frase “constituida por los distritos electorales Nºs 53, 54 y 55 de la X Región, de Los Lagos;”, por las expresiones: “constituida por la XIV Región, de Los Ríos;”, y


b) Sustitúyese en el párrafo referido a la circunscripción 17ª la frase “constituida por los distritos electorales Nºs 56, 57 y 58 de la X Región, de Los Lagos;”, por las expresiones: “constituida por la X Región, de Los Lagos;”.


Artículo 6º.- Créanse en la planta de personal del Servicio Electoral, fijada por el artículo 1° de la ley Nº 18.583, los siguientes cargos: 

	ESCALAFÓN/CARGO


	NIVEL
	GRADO EUS
	Nº CARGOS
	TOTAL

	DIRECTIVOS


	
	
	
	

	Director Regional
	II
	6º
	1
	

	
	
	
	
	1



	OFICIALES ADMINISTRATIVOS



	Oficiales Administrativos
	II
	16º
	1
	

	Oficiales Administrativos
	II
	18º
	1
	

	
	
	
	
	2



	CHOFERES


	
	
	
	

	Choferes
	I
	22º
	1
	

	
	
	
	
	1



	TOTAL
	
	
	
	4



Artículo 7º.- Modifícase el artículo 72 de la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, creando en la planta de personal veintisiete cargos, que incrementarán el correspondiente número que para cada uno de ellos establece esta norma: ”Fiscal Regional, un cargo; Director Ejecutivo Regional, un cargo; Jefe de Unidad, 2 cargos; Profesionales, 8 cargos; Técnicos, 5 cargos; Administrativos, 7 cargos, y Auxiliares, 3 cargos.”.


Artículo 8º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) En su artículo 16:


a) Suprímese en el acápite correspondiente a la “Décima Región de Los Lagos” los párrafos comprendidos entre las expresiones “Mariquina”, la primera vez que aparece en el texto, y “Futrono.”.


b) Incorpórase, a continuación del acápite correspondiente a la “Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena”, el siguiente:


“Decimocuarta Región de los Ríos:


Mariquina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mariquina y Lanco.


Valdivia, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral.


Los Lagos, con un juez, con competencia sobre las comunas de Máfil, Los Lagos y Futrono.”.


2) En su artículo 21:


a) Suprímese, en el acápite correspondiente a la “Décima Región de Los Lagos”, el párrafo comprendido entre las expresiones “Valdivia”, la primera vez que aparece en el texto, y “Río Bueno.”.


b) Incorpórase, a continuación del acápite correspondiente a la “Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena”, el siguiente:


“Decimocuarta Región de los Ríos:


Valdivia, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Lanco, Panguipulli, Máfil, Valdivia, Los Lagos, Corral, Paillaco, Futrono, La Unión, Lago Ranco y Río Bueno.”.


3) Suprímense, en su artículo 37, los párrafos comprendidos entre las expresiones “Dos”, la primera vez que aparece en el texto, y “Lago Ranco;”.


4) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis:


“Artículo 39 bis.- En la Decimocuarta Región, de Los Ríos, existirán los siguientes juzgados de letras: 


Dos juzgados con asiento en la comuna de Valdivia, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral; 


Un juzgado con asiento en la comuna de Mariquina, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Máfil y Lanco;


Un juzgado con asiento en la comuna de Los Lagos, con competencia sobre las comunas de Los Lagos y Futrono;


Un juzgado con asiento en la comuna de Panguipulli, con competencia sobre la misma comuna;


Un juzgado con asiento en la comuna de La Unión, con competencia sobre la misma comuna; 


Un juzgado con asiento en la comuna de Paillaco, con jurisdicción sobre la misma comuna, y 


Un juzgado con asiento en la comuna de Río Bueno, con jurisdicción sobre las comunas de Río Bueno y Lago Ranco.”.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4° de la ley N° 19.968, que crea los Juzgados de Familia:


1) Suprímese en su literal j) el párrafo comprendido entre las expresiones “Valdivia”, la primera vez que aparece en el texto, y “Corral.”.


2) Incorpórase, a continuación del acápite correspondiente a la “Región Metropolitana de Santiago”, el siguiente:


“n) Decimocuarta Región de los Ríos:


Valdivia, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral.”.


Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.022, que crea Juzgados Laborales y de Cobranza Laboral y Previsional en las Comunas que indica:


1) En su artículo 1°:


a) Suprímese en su literal j) el párrafo comprendido entre las expresiones “Valdivia”, la primera vez que aparece en el texto, y “Corral; y”.


b) Incorpórase, a continuación del acápite correspondiente a la “Región Metropolitana de Santiago”, lo siguiente, pasando el punto final (.) del referido acápite a ser punto y coma (;):


“m) Decimocuarta Región de los Ríos:


Valdivia, con un juez, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral;”.


2) En su artículo 13:


a) Suprímese en su numeral 6) el párrafo comprendido entre las expresiones “Dos”, la primera vez que aparece en el texto, y las expresiones “Corral, y”, y asimismo, los párrafos comprendidos entre la expresión “Un”, la primera vez que aparece en el texto, y “Lago Ranco;”.


b) Incorpórase el siguiente numeral 7 bis):


“7 bis) Reemplázase el artículo 39 bis de la siguiente forma:


“Artículo 39 bis. En la Decimocuarta Región, de Los Ríos, existirán los siguientes juzgados de letras:


A.- JUZGADOS CIVILES:


Dos juzgados con asiento en la comuna de Valdivia, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral; 


B.- JUZGADOS DE COMPETENCIA COMÚN:


Un juzgado con asiento en la comuna de Mariquina, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Máfil y Lanco;


Un juzgado con asiento en la comuna de Los Lagos, con competencia sobre las comunas de Los Lagos y Futrono;


Un juzgado con asiento en la comuna de Panguipulli, con competencia sobre la misma comuna;


Un juzgado con asiento en la comuna de La Unión, con competencia sobre la misma comuna;


Un juzgado con asiento en la comuna de Paillaco, con jurisdicción sobre la misma comuna, y 


Un juzgado con asiento en la comuna de Río Bueno, con jurisdicción sobre las comunas de Río Bueno y Lago Ranco.”.


3) Introdúcense en su artículo 14 las siguientes modificaciones a su numeral 2), en lo referido al artículo 415 del Código del Trabajo:


a) Suprímese en su literal j) el párrafo comprendido entre las expresiones “Valdivia”, la primera vez que aparece en el texto, y “Corral, y”. 


b) Incorpórase, a continuación del acápite correspondiente a la “Región Metropolitana de Santiago”, lo siguiente, pasando el punto final (.) del referido acápite a ser punto y coma (;):


“m) Decimocuarta Región de los Ríos:


Valdivia, con un juez, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral;”.


Artículo 11.- Las normas legales, reglamentarias y demás disposiciones que aludan a la provincia de Valdivia se entenderán referidas a la Región de Los Ríos. Las que actualmente se refieren a la Región de Los Lagos o a la X Región deberán entenderse referidas a ambas regiones.


Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el año de su publicación en el Diario Oficial se financiará con reasignaciones internas en los presupuestos de los ministerios, servicios y organismos respectivos. 


Artículo 13.- Autorízase al Gobierno Regional de Los Lagos para transferir en dominio, a título gratuito, al Gobierno Regional de Los Ríos los bienes inmuebles de su propiedad situados en el territorio de la nueva región.


El traspaso de los créditos y obligaciones contraídos por el Gobierno Regional de Los Lagos, con anterioridad a la vigencia de la presente ley, que correspondan o incidan en el territorio de la Región de Los Ríos se efectuará en el plazo de 30 días contado desde la fecha de vigencia de esta ley.


El Conservador de Bienes Raíces procederá a inscribir los inmuebles que se transfieran a nombre del Gobierno Regional de Los Ríos en virtud de requerimiento escrito del Intendente de esa región. La transferencia de bienes indicada estará exenta de impuesto y de los derechos que procedan por tales inscripciones.


Artículo 14.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes de enero del año siguiente al de su publicación, fecha a contar de la cual se nombrará al Intendente de la Región de Los Ríos y al Gobernador de la provincia de Ranco.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- El Consejo Regional de la Región de Los Ríos se constituirá el día de entrada en vigencia de la presente ley, integrándose con los actuales consejeros elegidos en representación de la provincia de Valdivia, quienes permanecerán en sus cargos por el tiempo que reste para completar el respectivo período, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 30 de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


Artículo segundo.- La Ley de Presupuestos correspondiente al primer año de vigencia de la presente ley considerará el primer presupuesto del Gobierno Regional de Los Ríos, tanto en lo relativo a gastos de funcionamiento como a inversión regional.


La distribución del 90% del Fondo Nacional de Desarrollo Regional el año señalado, se efectuará considerando el mismo número de regiones existente en el año precedente y el monto que resulte para la Región de Los Lagos se distribuirá entre la nueva Región de Los Ríos y la Región de Los Lagos ya modificada, considerando las dos variables establecidas en el artículo 75 de la ley N° 19.175. 


No obstante lo señalado en la última oración del inciso final de dicho artículo 75, el segundo año de vigencia de esta ley se actualizarán los coeficientes de distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y se dispondrán en la Ley de Presupuestos correspondiente las provisiones de recursos necesarias para compensar a aquellas regiones que, en la distribución del 90% del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, les pudiera corresponder un monto inferior al obtenido el año 2006, compensación que no se aplicará respecto de las eventuales diferencias que afecten a la Región de Los Lagos.


Artículo tercero.- Entre la fecha de publicación de esta ley y la de su vigencia, el Gobierno Regional de los Lagos deberá disponer las acciones necesarias para establecer los derechos y obligaciones que corresponderán al Gobierno Regional de Los Ríos y para asegurar su adecuado funcionamiento. Con tal objeto, reunirá antecedentes sobre proyectos de inversión y estudios pendientes de financiamiento o en ejecución; contratos y convenios existentes que afecten el territorio de la Región de Los Ríos; como asimismo en relación a los bienes muebles e inmuebles a que se refieren las letras f) y h) del artículo 7º de la ley Nº 19.175; al presupuesto del Gobierno Regional a que alude la disposición precedente, comprendiendo además toda información que afecte el territorio de la nueva región. Los antecedentes deberán ser entregados al Gobierno Regional de Los Ríos dentro de los primeros diez días de vigencia de esta ley.


Artículo cuarto.- Otórganse las siguientes facultades al Presidente de la República:


1. Para que en el plazo de seis meses, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscritos además por el ministro del ramo, modifique las plantas de personal de ministerios, servicios y organismos públicos, con el fin de dotar a la Región de Los Ríos y a la provincia de Ranco del personal necesario para el funcionamiento de aquéllos en el nivel regional y provincial, según corresponda. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear empleos en las plantas y escalafones de personal de directivos correspondientes, fijar sus grados de ubicación, determinar requisitos para el ingreso y promoción; transformar cargos existentes, nominar determinados empleos y realizar todas las adecuaciones que sean necesarias. 


2. Para que en el plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, y suscritos además por el Ministro del Interior, traspase al Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Los Ríos, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, a ocho funcionarios de la planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Los Lagos. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 


Los cargos que quedaren vacantes se suprimirán de pleno derecho en la planta de personal del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Los Lagos. Del mismo modo, la dotación máxima de éste disminuirá en el número de cargos traspasados. 


Los traspasos de personal que se dispongan de conformidad con esta norma, no serán considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


La aplicación de esta norma no significará disminución de remuneraciones ni modificaciones de los derechos estatutarios y previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.


Artículo quinto.- El Presidente de la República, durante el primer año de vigencia de la presente ley, podrá designar en comisión de servicio en el Gobierno Regional de Los Ríos a cualquier funcionario público de la Administración Central o descentralizada, por un plazo máximo de un año, con el objeto de apoyar la instalación y gestión del mismo.


Artículo sexto.- Mientras no se establezcan en la Región de Los Ríos las respectivas secretarías regionales ministeriales, las direcciones regionales de los servicios públicos centralizados y las direcciones de los servicios territorialmente descentralizados, que correspondan, los órganos de la Administración de la Región de Los Lagos continuarán cumpliendo las respectivas funciones y ejercerán sus atribuciones en el territorio de ambas regiones. 


Los secretarios regionales ministeriales, mientras ejerzan su competencia en la forma señalada en el inciso precedente, serán colaboradores directos de ambos intendentes, entendiéndose igualmente subordinados a los mismos, en relación a lo propio del territorio de cada región, para efecto de lo dispuesto en el artículo 62 de la ley Nº 19.175, correspondiéndoles integrar, asimismo, los gabinetes regionales en las dos regiones. En todo caso, en el evento de quedar vacante el cargo mencionado precedentemente, la terna para su provisión será elaborada por el Intendente de la Región de Los Lagos.


A su vez, los directores regionales quedarán subordinados al respectivo intendente a través del correspondiente secretario regional ministerial, para efecto de la ejecución de las políticas, planes y programas de desarrollo regional aprobados y financiados por el Gobierno Regional de que se trate.


En el caso de que, a la fecha de vigencia de esta ley, existan secretarías regionales ministeriales o direcciones regionales de servicios públicos con sede en la provincia de Valdivia, las normas previstas en los incisos precedentes serán aplicables a la Región de Los Lagos.


Artículo séptimo.- A contar de la fecha de publicación de esta ley, corresponderá al Ministro del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, coordinar la acción de los ministerios y servicios públicos para instalar las secretarías regionales ministeriales y direcciones regionales que sean necesarias en las Regiones de Los Ríos y de Los Lagos. Asimismo, prestará asesoría y coordinará la acción del Gobierno Regional de Los Lagos para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo tercero transitorio de la presente ley.


Artículo octavo.- Para los efectos del primer pago a los funcionarios del Gobierno Regional de Los Ríos de los incrementos por desempeño institucional y colectivo, a que se refieren las letras b) y c) del artículo 3º de la ley Nº 19.553, dentro de los primeros noventa días de vigencia de la presente ley se fijarán los objetivos de gestión señalados en el artículo 6º y se suscribirá el convenio de desempeño a que alude el artículo 7º de dicha ley, procediendo tal pago a contar del primero de enero del segundo año de vigencia de esta ley.


Artículo noveno.- El Intendente de la Región de Los Ríos procederá a designar en la planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional, a que se refiere el artículo 3º, a contar de la fecha de vigencia de esta ley, en calidad de titulares, a quienes desempeñarán los empleos de jefes de división y, en carácter de suplente, a las personas que ocuparán los cargos de carrera que sean necesarios para efectos de constituir el comité de selección a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 18.834, y de asegurar el debido y oportuno cumplimiento de las funciones propias del Gobierno Regional en la región antes mencionada.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 6 de julio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez (Presidente), Jorge Arancibia (señor Hernán Larraín), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez y Hosain Sabag; 7 de julio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez (Presidente), Jorge Arancibia (señor Hernán Larraín) y Ricardo Núñez; 16 de agosto, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag, y 12 de septiembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 26 de septiembre de 2006.
(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.039, DE PROPIEDAD  INDUSTRIAL

(4180-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República. 

Se hace presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A una de las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro.


Asimismo a una o más de las sesiones asistieron, especialmente invitados por la Comisión, las siguientes personas: del Ministerio de Economía: el Jefe de Gabinete, señor Cristóbal Acevedo, el Asesor Jurídico, señor Carlos Rubio, el Director Nacional del Departamento de Propiedad Industrial, señor Eleazar Bravo, y la economista doña Bernardita Escobar; de la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos – ASILFA: el Presidente, señor Francisco Medone; el Asesor, señor Jaime Palma, los abogados, señores Guillermo Rivas y Enrique Sepúlveda, y las asesoras comunicacionales, señoras Virginia Olivos y Maria Soledad Eyheralde; de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales – DIRECON: el Director de Asuntos Multilaterales, señor Igor Garafulic, el Asesor del Director General, señor Patricio Balmaceda, y el economista señor Marco Scheffman; del Instituto de Salud Pública: la Directora, señora Ingrid Heitman, y el Jefe de Asesoría Jurídica, señor Max Fuenzalida; y de la Cámara de Industria Farmacéutica A.G.: el Presidente, señor Claudio Alvarez, el Vicepresidente Ejecutivo, señor José Manuel Cousiño, y el asesor legal, señor Juan Pablo Egaña.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, las modificaciones que este proyecto de ley propone introducir a la ley Nº 19.039, sobre propiedad industrial, persiguen realizar los ajustes necesarios para implementar las obligaciones contenidas en los tratados de libre comercio con los Estados Unidos y los países del EFTA-European Free Trade Association- integrada por Islandia, el Principado de Liechtenstein, Noruega y Suiza, y, adicionalmente, armonizar algunos pasajes de la ley con ellos, de manera de evitar la posibilidad de más de una interpretación a sus disposiciones.


Los cambios que se proponen recaen sobre las siguientes materias: marcas sonoras; marcas colectivas y de certificación; indicaciones geográficas; divulgaciones inocuas; excepción a la protección de patentes; protección suplementaria de patentes, y protección de la información no divulgada.

Asimismo, el proyecto propone incorporar en la ley Nº 19.039 normas de carácter procedimental, las que, previo a la entrada en vigencia de la ley 19.996, en diciembre de 2005, que introdujo modificaciones a la anterior, estaban contempladas en su Reglamento, lo que fue objetado por el Tribunal Constitucional.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:


ANTECEDENTES LEGALES.

1.- La Constitución Política de la República de Chile.


-El artículo 19 N° 24. Garantiza el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales e incorporales.  


-El artículo 19 N° 25. En relación a la propiedad industrial, que es parte de la propiedad intelectual, la Constitución dispone en su artículo 19 N° 25, inciso 3°, que “se garantiza, también, la propiedad industrial sobre las patentes de invención, marcas comerciales, modelos, procesos tecnológicos u otras creaciones análogas, por el tiempo que establezca la ley”.

-El artículo 20. Consagra la acción de protección para ambos casos anteriormente señalados, la consagra el artículo 20 de la Carta Fundamental.  

2.- La ley Nº 19.039, de propiedad industrial.


De acuerdo a lo dispuesto en la señalada ley, son objeto de propiedad industrial las invenciones, las marcas comerciales, los modelos de utilidad, los dibujos y diseños industriales, los secretos industriales, los esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, indicaciones geográficas y las denominaciones de origen.


Algunos de estos objetos de propiedad industrial, como las invenciones, los modelos de utilidad, los circuitos y el diseño industrial, son protegidos mediante las patentes, definidas como un derecho de exclusividad concedido por el Estado para proteger y explotar una invención. 

Así, una patente es la contrapartida al hecho de proteger una invención mediante reserva o secreto y, como tal, requiere que el solicitante de la patente haga público su invento a través de una solicitud de patente, de forma que un experto en la materia referida por dicha solicitud, pueda reproducir la invención. 


A cambio de publicar su invento, el solicitante obtiene un derecho que permite impedir cualquier forma de explotación comercial de la invención, dentro del territorio de obtención de la patente y por un periodo de tiempo limitado.


En materia jurisdiccional, ésta se ejerce a través del Tribunal de Propiedad Industrial (artículo 17° bis C), órgano de  segundo grado encargado de conocer los recursos de apelación que se interpongan contra las resoluciones definitivas o interlocutorias dictadas por el Jefe del Departamento de Propiedad Industrial, como órgano jurisdiccional de primer grado, en los juicios de oposición a las solicitudes de marcas, patentes de invención y otros privilegios industriales, de nulidad o de transferencias de registros, así como de cualquier otra reclamación relativa a la validez o efectos a la protección de los derechos a que se refiere dicho cuerpo legal y que deduzcan las partes interesadas en tales asuntos.


Por otra parte, el Estado ejerce la administración de la propiedad industrial a través del Departamento de Propiedad Industrial perteneciente al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que tiene como función principal administrar y atender los servicios de Propiedad Industrial de acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.039 y modificaciones de la ley N° 19.996, y su reglamento.


3.- La ley Nº 17.336, de propiedad intelectual.


4.- La ley Nº 19.342, sobre los Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales.

ANTECEDENTES DE HECHO

En su Mensaje, Su Excelencia la Presidenta de la República señala que la propiedad industrial, especie de la propiedad intelectual, se ha posicionado en el contexto del mundo global como una herramienta importante para proteger las creaciones del intelecto humano y así otorgarle ventajas competitivas a productos, servicios y procedimientos. 


Estos atributos reconocidos en el Convenio de París, que data del siglo antepasado, se han visto destacados en numerosos tratados internacionales que le siguieron y particularmente en el marco de la Organización Mundial del Comercio, a través del Acuerdo sobre los ADPIC. 


Confirmando la tendencia descrita, en todos los tratados bilaterales sobre cooperación económica o libre comercio firmados por nuestro país se han incorporado disposiciones de propiedad industrial. Entre otros, destacan los Acuerdos con la Unión Europea, Canadá, México, EFTA, Corea y los Estados Unidos.


Por otra parte, la férrea voluntad de Chile de formar parte del mercado mundial, ha demandado la necesidad de proteger las creaciones intelectuales, a fin de poder competir en un mercado justo y transparente. La extensión y contenido de la protección es siempre competencia de cada país, no obstante, la complejidad alcanzada por los intercambios económicos internacionales han derivado en procesos crecientes de estandarización de los niveles de protección de la propiedad intelectual en general e industrial, en particular. 


Luego indica que el Acuerdo sobre los ADPIC (Aspectos de los Derechos de Propiedad Industrial Relacionados con el Comercio), contiene la regulación sobre propiedad industrial más extensa que se haya construido hasta la fecha, en forma sistemática y de manera multilateral. Si bien es innegable la importancia de los ADPIC, debido a su carácter multilateral, con posterioridad a su entrada en vigor en algunos casos, los países han usado la vía bilateral para desarrollar normas que se ajusten más a sus realidades, sin alejarse de las directrices fijadas en el Acuerdo sobre los ADPIC, las que siguen plenamente vigente para los países miembros de la OMC. Es así como, en el caso chileno, también se han incorporado normas sobre propiedad intelectual en los recientes tratados sobre libre comercio ratificados. 


Si bien es cierto gran parte de las disposiciones negociadas en el plano bilateral corresponden a obligaciones asumidas anteriormente por el país, por lo que ya se encontraban reflejadas en la legislación nacional, aún resta hacer algunos ajustes para cumplir con los compromisos asumidos, cuestión sobre la cual versa este proyecto de ley.


Agrega que, asimismo, en muchos casos se hace necesario adaptar las abstractas normas internacionales a las particularidades del derecho interno de los países y a la materialidad de los casos concretos, por la vía de dictar sendas regulaciones internas –leyes y reglamentos- que permitan la plena implementación de los tratados internacionales. De esta manera, la ley Nº 19.996, que modificó la ley Nº 19.039, y el reglamento de ésta, vienen a implementar en la legislación interna el Acuerdo sobre los ADPIC. Este proyecto implementa algunas de las disposiciones contenidas en los capítulos de Propiedad intelectual, relativas a propiedad industrial, de recientes tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.


A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República indica que la iniciativa objeto de el presente informe se funda en que con fecha 06 de junio de 2003, se firmó el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos, entrando en vigencia el 01 de enero de 2004. Con ello, Chile asumió las obligaciones contenidas en él.


También, con fecha 1° de Diciembre de 2004, entró en vigor el Tratado de Libre Comercio con la Asociación Europea de Libre Comercio, más conocida por su sigla, EFTA -European Free Trade Association- integrada por Islandia, el Principado de Liechtenstein, Noruega y Suiza, en cuya virtud Chile también ha asumido las obligaciones contenidas en él.


Las disposiciones de la legislación nacional, aún con las modificaciones introducidas por la ley Nº 19.996 que “Modifica la Ley N° 19.039 sobre Propiedad Industrial”, para adecuarla a las exigencias de los ADPIC, son insuficientes para cumplir con los requerimientos del Tratado con los Estados Unidos y EFTA, por lo que se requiere su modificación.


Las reformas necesarias de introducir, suponen adecuar la Ley Nº 19.039, relativa a la protección de los derechos de propiedad industrial, publicada en el Diario Oficial de fecha 25 de enero de 1991.


Con Estados Unidos, Chile negoció una incorporación progresiva a las normas del Tratado, de manera de asegurar el tiempo necesario para que la realidad nacional se adecue a las nuevas regulaciones. Es así como algunas obligaciones entraron en vigencia junto al TLC, para otras existen plazos perentorios de dos, cuatro y hasta cinco años y, en otros casos, en que es necesario alterar la regulación, la obligación de implementar las obligaciones es lo antes que sea posible. 


El Tratado con EFTA no establece plazos para realizar las adecuaciones que sean pertinentes. 


El 01 de enero de 2006 se venció el plazo establecido para las obligaciones que tienen un término de dos años para su implementación interna en el capítulo de propiedad intelectual del Tratado con EEUU, por lo que se requiere recoger esta nueva regulación en la legislación interna. Este proyecto incorpora, también, aquella regulación contenida en el capítulo de propiedad intelectual y sus anexos del TLC con EFTA para lo cual se requiere hacer modificaciones legales. 


De este modo, la presente iniciativa legal corresponde, principalmente, a la ejecución de las obligaciones que, en materia de propiedad industrial, el Estado de Chile contrajo en el marco del Acuerdo con los Estado Unidos de América. 


Asimismo este proyecto de ley introduce algunas modificaciones destinadas a completar y concordar de manera coherente la actual legislación con el Tratado de Libre Comercio firmado con la Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA), conglomerado constituido por Islandia, Liechtenstein, Noruega y Suiza.


En relación al contenido del proyecto, el Mensaje destaca que las modificaciones que propone introducir a la ley Nº 19.039, persiguen realizar los ajustes necesarios para implementar las obligaciones contenidas en los tratados de libre comercio con los Estados Unidos y los países del EFTA y, adicionalmente, armonizar a algunos pasajes de la ley con ellos, de manera de evitar la posibilidad de más de una interpretación a sus disposiciones.


En lo sustantivo, los cambios que se proponen son los siguientes:

Norma sobre marcas sonoras.


El artículo 19 de la ley N° 19.039, modificado recientemente por la ley Nº 19.996, tuvo por objeto entre otros, introducir las marcas sonoras a nuestro sistema marcario, cuestión que se reflejó al establecer que se pueden registrar las marcas con tal que sean susceptibles de “representación gráfica”. La modificación que se introduce busca simplemente aclarar este hecho, haciendo una declaración expresa al respecto. 


Norma sobre marcas colectivas y de certificación.


Enseguida, la incorporación del artículo 19 bis tiene por objeto el establecimiento de marcas colectivas y de certificación, ya que, si bien se sostiene que aplicando la legislación marcaria actual y las normas comunes del Código Civil se puede llegar prácticamente a los mismos resultados, se ha estimado que confiere una mayor seguridad jurídica tener una regulación específica sobre el particular. 


Regulación de las Indicaciones Geográficas.


En tercer lugar, el Acuerdo sobre los ADPIC, el Acuerdo de Asociación con la Unión Europea y el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos, entre otros, contiene sendas regulaciones sobre Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Origen. 


Sin embargo, todos estos compromisos deben recogerse de manera armónica con la estructura jurídica que el país ha definido para el manejo y la protección de sus propias indicaciones geográficas y denominaciones de origen. 


Especial atención merece la regulación de eventuales conflictos entre Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Origen entre sí y de éstas con marcas comerciales.


Con el objetivo de encontrar una solución equilibrada que atienda a los intereses planteados en los Tratados con nuestros socios comerciales, se propone la modificación de los artículos 20 letra j), 95, 96 bis A y 96 bis B de la ley Nº N° 19.039.


El artículo 20 letra j), regula la relación entre marcas e Indicaciones Geográficas o Denominaciones de Origen.


El artículo 95, por su parte, se preocupa de aquellos signos que no son hábiles para constituir Indicaciones Geográficas o Denominaciones de Origen.


El artículo 96 bis A, enseguida, declara la aplicación de las disposiciones pactadas en los Tratados Internacionales para la resolución de los conflictos originados en la protección de Indicaciones Geográficas o Denominaciones de Origen.


Finalmente, el artículo 96 bis B atiende el caso en que puedan existir dos o más Indicaciones Geográficas o Denominaciones de Origen homónimas o muy semejantes con igual derecho a protección.


Divulgaciones Inocuas.


En cuarto lugar las divulgaciones inocuas, están actualmente reguladas en el artículo 42 de la ley Nº 19.039. Con las modificaciones que se proponen a este artículo, se busca extender el plazo en que ellas pueden realizarse, así como limitar sus causas a aquellas contempladas en los tratados, que contienen disposiciones más favorables que las que actualmente se consideran en el artículo indicado.


Excepción a la protección de Patentes.


En quinto lugar, se propone modificar el artículo 49 con el propósito de, al igual que en el caso anterior, adecuar la norma a las flexibilidades negociadas en los tratados. En éste, se trata de establecer claramente, por una parte, que el uso no comercial, tales como los fines educacionales y de investigación, no están otorgados exclusivamente al titular, y por otra, una excepción al derecho que confiere la patente vinculada a la obtención del registro o autorización sanitaria del producto farmacéutico. 


Protección Suplementaria de Patentes.


Enseguida, el proyecto busca incorporar un Párrafo II al Título III, conformado por los artículos 53 bis 1 a 53 bis 5. Su propósito es cumplir con el compromiso con EEUU de ampliar el período de protección de las patentes, cuando el otorgamiento de una patente demore más de cinco años desde la presentación de la solicitud respectiva, o más de tres años desde el requerimiento de examen pericial, siempre y cuando en su tramitación se haya producido demora injustificada en el otorgamiento de la patente. 


En el mismo sentido existe el compromiso con EFTA de ampliar el período de protección de las patentes, cuando el otorgamiento del registro sanitario de un producto farmacéutico contenido en una patente de base se demore más de cinco años y, además, la demora se haya producido como consecuencia de atrasos injustificados de la autoridad sanitaria.


Las modificaciones buscan lograr la debida coherencia y armonía entre los compromisos internacionales asumidos por el país y los intereses nacionales, particularmente en materia de salud pública, evitando la prolongación injustificada de la patente. Para ello, el proyecto se encarga de establecer cuando una demora en el otorgamiento de la patente o del registro, según corresponda, no es injustificada. Así se establece que ello ocurre cuando estas actuaciones o recursos judiciales, son acciones del propio solicitante. 


También conforme a los principios del Estado de Derecho y con el objetivo de garantizar la independencia en estas materias, se somete a los tribunales de justicia y a sus procedimientos, la determinación del plazo de protección suplementaria a que puede aspirar una determinada patente. 


Protección de la información no divulgada.


Finalmente, se propone la modificación de la letra e), del artículo 91 de la Ley, con el objeto de precisar el período al cual se extiende la protección de la información no divulgada contenida en un producto farmacéutico o químico agrícola. En este sentido, el proyecto propone que será suficiente para aspirar a la protección que confiere el artículo, presentar la solicitud en Chile dentro de los doce meses de obtenido el primer registro en el extranjero, con independencia de que la autoridad administrativa nacional resuelva dentro de los mismos doce meses o con posterioridad.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Comisión inició la discusión general del proyecto de la referencia, escuchando la presentación del mismo, efectuada por el Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro.



El señor Ministro de Economía, se refirió, en primer término a los aspectos generales del proyecto de ley en discusión. Al respecto indicó que en los Tratados de Libre Comercio con los Estados Unidos de América y con EFTA (Asociación Europea de Libre Comercio, constituida por Islandia, Liechtenstein, Noruega y Suiza) se establecieron ciertas obligaciones sobre propiedad industrial, que no están incorporadas en nuestro sistema jurídico.  Ello debe efectuarse mediante dictación de leyes, de manera de dar cumplimiento a nuestros compromisos internacionales.


El Capítulo de Propiedad Industrial (PI) del TLC con EE.UU. considera plazos distintos de implementación para diversas obligaciones.  Entre otros, se estableció el 1 de enero del 2006 como la entrada en vigor de algunas obligaciones relativas a marcas de fábrica, indicaciones geográficas y patentes de invención.


El TLC con la Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA) contiene una obligación por implementar sobre patentes que entró en vigor en diciembre del 2004, y que aún no se refleja en nuestro derecho interno.


Asimismo, existen normas diversas sobre Indicaciones Geográficas en los Tratados de Libre Comercio con los Estados Unidos y con la Unión Europea, además de las obligaciones derivadas de los Aspectos de los Derechos de Propiedad Industrial relacionadas con el Comercio (ADPIC) que es necesario implementar a través de una norma única que de cuenta de todos esos compromisos internacionales de manera armónica.


Finalmente es necesario aclarar la redacción de una norma relativa a información no divulgada para evitar errores interpretativos y con ello controversias comerciales.


Para estos efectos, durante el segundo semestre del año pasado, se convocó a las autoridades y expertos en propiedad industrial de los Ministerios con competencia en las materias.  Trabajaron los Ministerios de Relaciones Exteriores, Salud, Agricultura, Educación y Economía.  El equipo estableció las materias que requieren cambio de la ley, el sentido de las disposiciones legales y la redacción final que constituye el proyecto de ley en discusión.


Explicó, en otro orden de materias que, durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados se introdujo, mediante indicaciones de parlamentarios, normas de procedimiento que previo a la entrada en vigencia de la ley N° 19.996 en diciembre del 2005, estaban reguladas en el reglamento de ley N° 19.039, lo que fue objetado en sentencia del Tribunal Constitucional.


Respecto a los objetivos del proyecto de ley, el señor Ministro de Economía indicó que éstos son los siguientes:


1. Implementar obligaciones internacionales que ya entraron en vigor contenidas en el capítulo 17 del TLC con EEUU (entraron en vigor el 1 de enero del 2006): marcas; patentes e indicaciones geográficas; y las contenidas en el capítulo IV, anexo XII del TLC con EFTA sobre patentes (entraron en vigor en diciembre  2004).


2. Armonizar la ley respecto de obligaciones de TLCs con UE y EEUU sobre Indicaciones Geográficas, junto con normas derivadas de los ADPIC.


3. Aclarar la redacción de la ley para la protección de Información No Divulgada.


4. Incorporar normas relativas a procedimientos sobre notificaciones y nulidades que quedaron sin normativa específica.


En relación a las normas específicas del proyecto de ley en discusión, el señor Ministro de Economía distinguió entre tres tipos de normas, a saber:


1.- Aquellas que establecen nuevas instituciones, no incluidas en la ley N°19.039 (marcas sonoras, de certificación y colectivas; extensión plazo de patentes por “demoras injustificadas”).


2.- Aquellas que adaptan y armonizan  normas de Tratados con normas de derecho interno; se limita posibles errores interpretativos y de aplicación entre Tratados y ley (divulgación inocua, excepción de patentes, relación entre Indicaciones geográficas y marcas, Información no divulgada).


3.- Normas de procedimiento (notificaciones y nulidades).


En relación a los procedimientos, se le da norma específica a procedimientos que quedaron “desregulados” a partir de la vigencia de la ley N°19.996 en diciembre del 2005.  Ello, como resultado del fallo del Tribunal Constitucional de enero del 2005.



En cuanto a las marcas, aclara la posibilidad de registro de marcas sonoras y establece marcas colectivas y de certificación.


Este punto fue complementado por la asesora del Departamento de Propiedad Industrial, señora Bernardita Escobar, ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei. La señora Escobar indicó como ejemplo de marcas sonoras que podrían registrarse, el jingle de ENTEL PCS, conocido por todos; en cuanto a las marcas colectivas y de certificación, indicó que se trata de una figura no contemplada en nuestra legislación, y es mas bien propia de los países del Common Law, la forma en que han puesto en práctica las indicaciones geográficas. En el proyecto se crea la institución, pero con un formato bastante general que permita adecuación y uso por la realidad nacional.


Continuando con su exposición,  el señor Ministro se refirió al tema de las patentes, y  recalcó que el proyecto propone lo siguiente:


a) Incorpora excepciones en la protección, como son el uso no comercial (fines de investigación y educación), y la obtención de registro sanitario (fármacos).

Las excepciones formalizan lo que es una práctica habitual en Chile.

b) Crea la extensión de protección por demoras injustificadas en otorgamiento de patente (DPI) y de registros sanitarios (ISP).

La extensión del plazo de protección por demoras excluye atrasos por juicios contenciosos (oposición, apelación, o de observancia ante DPI, Tribunales ordinarios o Tribunal de Propiedad Industrial)


c) Extiende el plazo de gracia creado por la ley N°19.996 de 6 a 12 meses para publicaciones inocuas (afecta posibilidad de obtener patente).


En relación a las indicaciones geográficas, el proyecto regula la relación entre marcas y éstas; establece normas sobre su registro que permitan dirimir equilibradamente áreas de posible conflicto entre marcas e indicaciones geográficas.  Con ello, posibilita la coexistencia.


Finalmente, armoniza dentro del derecho interno disposiciones de diversos Tratados relativos a indicaciones geográficas, como ADPIC, TLCs, UE y EEUU.


En relación a la información no divulgada, aclara sobre el plazo límite para la protección Información no divulgada de aplicación de ISP y SAG. De este modo se evita interpretaciones distintas respecto de situación en que no procede protección.

Finalizada la exposición del señor Ministro, el debate se centró fundamentalmente en las excepciones a la protección de las patentes, particularmente cuando se trata de la obtención del registro sanitario, puesto que hay distintas apreciaciones de la industria farmacéutica respecto del rol del Instituto de Salud Pública en la materia, y por ende al efecto de otorgar el registro sanitario. 


El señor Ministro explicó que la indicada excepción, conocida como “excepción bolar” busca el más pronto empalme entre el término de la protección de la patente vigente y la entrada al mercado de medicamentos genéricos. Recalcó que el Instituto de Salud Pública sólo otorga el registro sanitario si concurren los requisitos para ello, pero ello no constituye una autorización de comercialización. Industrias farmacéuticas norteamericanas solicitan que mientras esté vigente una patente, no se pueda obtener ningún permiso sanitario respecto de ese producto protegido, porque entienden que el registro sanitario equivale a un permiso de comercialización, lo que no es efectivo.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que, en efecto, de otro modo, se extendería en la práctica la protección de la “exclusividad” de la patente, por un tiempo más largo.


En caso de presentarse un conflicto entre un producto farmacéutico con patente cuya protección está vigente, y otro que obtuvo el registro sanitario por parte del ISP, los llamados a resolver son los Tribunales de Justicia, manifestó el señor Eleazar Bravo, Director Nacional del Departamento de Propiedad Industrial.


Al respecto, la señora Escobar precisó que las visiones que asimilan el registro sanitario a la autorización comercial, no han prosperado en nuestros tribunales.


Planteado el tema de la concordancia de la excepción que se incorpora con los términos del Tratado de Libre Comercio celebrado con Estados Unidos, el señor Ministro de Economía señaló que entienden que la interpretación es la adecuada y se ajusta a los términos del referidos Tratado. Ello emana del análisis de las normas del Capítulo XVII del TLC, denominado “Derechos de Propiedad Industrial”, donde se incorpora la excepción, esto es, las partes están facultadas para evaluar sanitariamente un producto, sin que ello constituya infracción de la patente, siempre que se asegure que el producto no va a ser comercializado, y por otra parte se establece la obligación de que no otorgar permisos de comercialización mientras esté vigente la patente de un producto farmacéutico. Las normas indicadas se contienen en los artículos 17.9  y 17.10:2.


Los Honorables Senadores presentes preguntaron respecto del modo de obtener un “permiso de comercialización” en Chile, ante lo que la señora Escobar explicó que no se contempla en nuestro sistema un permiso de comercialización como tal.


El señor Ministro precisó que no existe un organismo encargado de otorgarla, sino que se trata más bien de la suma de al menos dos autorizaciones, la propia de la propiedad industrial y la del  registro sanitario.


El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que sin duda este es un tema complejo, que eventualmente puede causar conflicto con nuestros socios comerciales, debido a las diferencias de interpretación. 


Al término de la sesión, la Comisión acordó invitar a una próxima sesión a diversas personas relacionadas con el tema.


En conformidad a lo acordado, en sesión de fecha 05 de septiembre de 2006, la Comisión continuó con la discusión general del proyecto en estudio, oyendo la opinión respecto al mismo de diversos invitados.
ASILFA (Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos)


En primer término intervinieron representantes de  ASILFA, Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos. El Presidente de la entidad, señor Francisco Medone, efectúo una presentación general de la misma, que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaria de la Comisión.


El señor Jaime Palma, por su parte, señaló que desde su publicación, el año 1991, hasta la fecha, la ley N° 19.039, sobre Propiedad Industrial, ha experimentado varias modificaciones, la última de las cuales se analiza actualmente, con el objeto de adecuar nuestra legislación interna a Tratados Comerciales suscritos por nuestro país.


En cuanto a los cambios propuestos por el proyecto en comento, distinguió distintas categorías:


- Cambios de perfeccionamiento:  Nºs 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 15 y 16, del artículo único del proyecto de ley.



- Cambios para adaptar legislación nacional a los Tratados de  Comercio.  



- Divulgaciones Inocuas : Nº 11 del artículo único del proyecto de ley,  artículo 42  de la  ley N°19.039.


- Excepción a la protección de Patentes: Nº 12  del artículo único del proyecto de ley,  artículo 49  de la ley N°19.039.



- Protección Suplementaria de Patentes: Nº 13 del artículo único del proyecto de ley,  artículo 53 Bis N°s 1, 2, 3, 4 y 5  ley N° 19.039.




- Protección de la información no divulgada Nº 14 del artículo único del proyecto de ley, letra e) artículo 91 de la ley N°19.039. 

Se refirió a continuación con más profundidad a ciertos aspectos del proyecto.


Así, en relación a las Divulgaciones Inocuas, contempladas en el Nº 11 del artículo único del proyecto y el artículo 42 de la ley N°19.039, explicó que divulgación inocua en patentes se refiere a la posibilidad que tiene el titular de una invención de dar a conocer públicamente dicha invención, previo a la presentación de la solicitud de patente respectiva, sin que pierda el requisito de Novedad. Esta divulgación inocua ya había sido reconocida en la ley N° 19.996, por un periodo de seis meses, pero dicho lapso se amplía a doce meses, según lo acordado en el artículo 17.9.7 del TLC Chile-USA.


En cuanto a la excepción a la Protección de Patentes, establecida en  el Nº 12 del artículo único del proyecto, y actualmente en el artículo 49 de la ley sobre propiedad industrial, la modificación propuesta termina con uno de los asuntos más debatidos en esta materia: el denominado “LINKAGE”, prescribiendo la norma propuesta  que nadie podrá limitar la obtención de un registro sanitario, so pretexto de proteger una patente.


El cambio es coherente con nuestra legislación y jurisprudencia, manteniendo el conocimiento de las  infracciones a patentes de invención, exclusiva y excluyentemente a los Tribunales de Justicia. En efecto, en su opinión una entidad central como el Instituto de Salud Pública no puede determinar si un determinado producto infringe la protección de la propiedad industrial.


Se refirió también a la Protección Suplementaria de Patentes, Nº 13 del artículo único del  proyecto en estudio,  artículo 53 Bis N°s 1, 2, 3, 4 y 5 de la legislación actualmente vigente. Este cambio propone ampliar el plazo de protección de una patente en la medida que existan demoras injustificadas, tanto en la tramitación de la patente como en el otorgamiento del registro sanitario respectivo. 

.


En este punto, el señor Palma indicó que no están de acuerdo en seguir ampliando la protección a los titulares de las patentes. No obstante se trata de una norma contemplada en el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, un compromiso asumido por nuestro país. La redacción propuesta en el proyecto satisface adecuadamente la exigencia señalada.


En otro ámbito, estimó que la modificación en materia de Protección de Información No Divulgada es de carácter menor. Información no divulgada: es aquella contenida en los datos reservados entregados al Instituto de Salud Pública por el solicitante de un registro sanitario de un medicamento basado en una nueva entidad química, cuyo lapso de protección es de 5 años. La propuesta constituye un cambio necesario y de perfeccionamiento, con el cual concordó, ya que especifica que la protección se inicia junto con la presentación de la solicitud del registro sanitario en Chile


Esta materia, agregó, ya fue regulada correctamente en la ley N°19.996 y no requiere nuevas modificaciones más profundas, que pudieren comprometer el acceso a los medicamentos para los chilenos


Por último, y a modo de comentario final, manifestó que en opinión de ASILFA, el diseño del proyecto del Ejecutivo está bien estructurado, conforme a los compromisos asumidos en los tratados internacionales suscritos por Chile en los últimos años. Resulta indispensable que nuestra legislación se adapte a los compromisos internacionales y otorgue certeza jurídica a los contenidos de los Tratados que no son autoejecutables, como en este caso.


A continuación intervino el señor Guillermo Rivas, abogado de ASILFA, quien efectuó una presentación que denominó “En defensa del Régimen de Propiedad Industrial vigente y de las indicaciones introducidas por este proyecto de ley”.


En primer lugar, se refirió a las Normas Relativas a Propiedad Industrial Tratado  de Libre Comercio  CHILE – EE.UU, contenidas en el  capítulo XVII  “Derechos de Propiedad Intelectual”.


Caracterizó las normas, señalando que logran un equilibrio entre los derechos de los titulares de propiedad intelectual extranjeros y los intereses y derechos de los titulares nacionales, conjuntamente con un resguardo a los derechos de los consumidores; son normas que mejoran la protección, pero con ciertas limitaciones a los derechos de propiedad industrial; persiguen reducir las deficiencias del mercado local y asegurar la difusión y transferencia de tecnología; también aseguran la protección de la innovación sin una sobreprotección que dificulte el acceso de la población a los productos farmacéuticos; respetan las diferencias jurídicas de ambos sistemas y establecen plazos de implementación para aquellas materias complejas con ajustes mayores en la legislación interna.


Luego se abocó a lo que llamó “Defensa de la Implementación”.  Indicó que el espíritu que animó, tanto el Gobierno de Chile como al Poder Legislativo al dictar la ley N° 19.996, fue precisamente el crear un equilibrio entre los distintos valores en conflicto, los derechos de propiedad industrial de poseedores extranjeros y el derecho al acceso a los medicamentos a la población nacional.


Para ello y tomando como base las obligaciones contraídas en el TLC con EE.UU., se estableció un sistema de reglas generales y excepciones dentro del nuevo régimen sobre protección de  la Información No Divulgada, en  la ley N° 19.996.


A su vez, dicha ley no es sino el resultado de la adecuación de la normativa sobre propiedad industrial de la legislación chilena al tratado ADPIC así como al TLC con los Estados Unidos, agregó.



Ahora bien, en su entender sostener la tesis de que las normas sobre protección de la Información No Divulgada contenidas en el TLC son autoejecutables importa no sólo desconocer la historia del propio TLC y de la ley Nº 19.996, sino que además desnaturalizar el objetivo perseguido con la protección a la referida información.

Dicha ley, prosiguió, tuvo su origen en un Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, de octubre de 1999, cuyos objetivos eran precisamente adecuar la legislación interna a los Tratados suscritos por Chile a esa fecha. El proyecto original omitió tratar el tema de la protección de la Información No Divulgada.


En razón de ello, y ante la inquietud manifestada por diversos interesados en la etapa de Primer Trámite Constitucional, entre ellos precisamente la Cámara de la Industria Farmacéutica de Chile, el Supremo Gobierno, por la vía de introducir indicaciones al proyecto de ley, incorporó en el año 2001 un capítulo completo referido a la protección de la Información No Divulgada a partir del cual se desarrollo un extenso trabajo legislativo que dio por fruto el actual texto contenido en la ley N°19.996.


Añadió que la historia fidedigna del establecimiento de la ley ayuda a precisar el sentido de la misma.


En efecto, algunos ejemplos que sirven para ilustrar a este respecto son los siguientes:

1) En Sesión 1ª, de fecha martes 1º de octubre de 2002 del Senado, en que se aprobó en general el proyecto, junto con precisar una vez más los objetivos principales del mismo, esto es, dar cumplimiento a las obligaciones contraídas por Chile en el marco del ADPIC, entre ellas la protección de la Información No Divulgada y haciendo uso de la palabra, el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción subrogante, señor Sandoval señaló que “las obligaciones internacionales que Chile asume al suscribir el ADPIC obligan a la adecuación de la ley Nº 19.039…” y agrega “…los derechos de propiedad intelectual deben establecer un balance equilibrado entre objetivos fundamentalmente conflictivos entre sí… ajustándose a los estándares de ADPIC, asegura una adecuada protección de la propiedad intelectual, evitando sobreprotegerla.  Porque la literatura económica y la investigación empírica han demostrado que patentes demasiado protegidas y fáciles de otorgar… pueden… encarecer innecesariamente el costo de acceso a los medicamentos…”.  Finalmente indica expresamente en lo que aquí interesa que: “el proyecto de ley asegura nuevas categorías de derechos tales como… protección de información no divulgada, sin determinar la exclusividad de esa información”.


2)  En relación con la protección de la Información no divulgada, consta el Segundo Informe de la Comisión de Economía del Senado, recaído en el referido proyecto de ley que modificaba la ley N° 19.039 sobre propiedad industrial (Boletín Nº 2.416-03), de fecha 29 de enero de 2004, a propósito de la redacción del artículo 89,  que indica “los plazos corresponden a los acordados en el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos de Norteamérica”.  Ello inequívocamente reafirma el carácter de norma complementaria e implementadora del TLC en Chile que en su tramitación adoptó el proyecto de ley que dio origen a la ley N° 19.996.


3) Por su parte en el Informe de la Comisión de Hacienda del Senado de fecha 14 de mayo de 2004 recaído en el proyecto en cuestión, consta que el entonces Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Alvaro Díaz “anunció que el Ejecutivo consideraba necesario presentar una indicación relativa a la información no divulgada, que pretende aprovechar los espacios que permiten los Tratados vigentes para que el grupo de medicamentos no protegidos por patente y que pueden gozar de protección de esta “cuasipatente” sea el menor posible, para no obstaculizar el ingreso de productos genéricos”.


Este es el origen de algunas de las restricciones que detenta en la ley Nº 19.996 la protección de la información no divulgada, en especial la existencia de un plazo para registrar sanitariamente el producto en Chile, y otro plazo, para comercializar el mismo.  Con ellos el Ejecutivo al implementar el TLC con EE.UU. buscó abiertamente precaver el monopolio de moléculas no patentadas ni patentables en Chile por parte de las transnacionales farmacéuticas y la obstaculización a la obtención de registros sanitarios para las mismas por la vía de invocar indebidamente la protección de Información No Divulgada. 


4) En coherencia con lo anterior, consta en el Nuevo Segundo Informe de la Comisión de Economía del Senado, de fecha 17 de Junio de 2004, que “los funcionarios del Departamento de Propiedad Industrial expresaron que con estas normas se evitará que el registro seguido de la no comercialización bloquee el acceso de la población a determinados medicamentos o productos químico-agrícolas…  Además, con ellas se impide que gocen de este tipo de protección legal en el país fármacos antiguos que no habían sido traídos antes a Chile”.

El proyecto en actual estudio, que complementa lo anterior, propone una nueva modificación de la ley Nº 19.039, sobre Propiedad Industrial, para concluir el proceso de adecuación de sus normas a las cláusulas o normas contenidas en el Capítulo 17 del TLC Chile-Estados Unidos. Dicho proyecto de ley regula, en el entendido de los colegisladores de que las normas o cláusulas contenidas en el Capítulo 17 del TLC Chile-Estados Unidos relativo a Propiedad Industrial deben ser implementadas cabalmente en el ordenamiento interno chileno para ser debidamente ejecutadas, materias relativas a: marcas sonoras, marcas colectivas y de certificación, indicaciones geográficas, divulgaciones inocuas, protección de patentes, y protección de la información no divulgada, complementando las modificaciones introducidas con las misma finalidad a la ley Nº 19.039 por la ley Nº 19.996.


El Mensaje que contiene el Proyecto referido, señala expresamente que
“en muchos casos se hace necesario adaptar las abstractas normas internacionales a las particularidades del derecho interno de los países y a la materialidad de los casos concretos, por la vía de dictar sendas regulaciones internas  –leyes, reglamentos-  que permitan la plena implementación de los tratados internacionales”.


“Este proyecto implementa algunas de las disposiciones  contenidas en los capítulos de propiedad intelectual, relativas a propiedad industrial, de recientes tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile” .

“Las disposiciones de la legislación nacional, aún con las modificaciones introducidas por la ley N°19.996, para adecuarla a las exigencias de los ADPIC, son insuficientes para cumplir los requerimientos del Tratado con los Estados Unidos  y EFTA, por lo que se requiere su modificación.”.

“Las modificaciones que este proyecto de ley propone introducir a la ley Nº 19.039, persiguen realizar los ajustes necesarios para implementar las obligaciones contenidas en los tratados de libre comercio con los Estados Unidos y los países del EFTA y, adicionalmente armonizar a algunos pasajes de la ley con ellos, de manera de evitar la posibilidad de más de una interpretación en sus disposiciones” .

Por consiguiente, concluyó, resulta evidente que para el Estado de Chile las normas de la ley N° 19.996, así como aquellas a que se refiere el proyecto en actual tramitación corroboran que las normas del ADPIC y del capítulo 17 del TLC con EE.UU. no eran ni pueden ser “autoejecutables”.


En efecto, las normas “autoejecutables” de un tratado, son precisamente aquellas que no requieren una modificación o creación legal para su ejecución, por lo que los procesos legislativos de modificación de la ley N°19.039 , tanto el concluido, como el que encuentra en desarrollo permiten establecer inequívocamente que las normas del TLC Chile-Estados Unidos, que el solicitante sostiene son “autoajustables”, no lo son, no para el Gobierno ni para el Congreso Nacional.


Estimó que el gremio que representa tiene una misión importante de defender el acceso a la población de medicamentos baratos y de buena calidad.  Las acusaciones que se plantean en contra de la industria nacional y de las autoridades sanitarias y de propiedad industrial no son sino intentos desesperados por imponer políticas comerciales de precios  predatorios y abusivos.


Finalmente recalcó que la cuestión básica es entonces como reconciliar la necesidad de corto plazo de proporcionar acceso a la población, por medio de medicamentos genéricos a bajo precio, con la necesidad de asegurar que, beneficios de largo plazo, sean generados como resultado de la innovación.
- - -

DIRECON
(Dirección de Asuntos Económicos Multilaterales del Ministerio de Relaciones Exteriores)

A continuación, hizo uso de la palabra el señor Igor Garafulic, Director de Asuntos Económicos Multilaterales del Ministerio de Relaciones Exteriores, quien señaló que la propiedad intelectual es una disciplina relativamente reciente y de creciente importancia en nuestro país.  Destacó que son notorios los avances realizados en propiedad intelectual por Chile en los últimos años.  Asimismo, si comparamos nuestro desarrollo, se comprueba que nuestros estándares son más elevados que los de éstos.  Sin perjuicio de lo anterior, es de suma relevancia adaptar la normativa e institucionalidad existente en nuestro país a los requerimientos que nuestro desarrollo nos impone y la conjugación de los diversos legítimos intereses en juego, al mismo tiempo que dar cumplimiento de los compromisos multilaterales y bilaterales asumidos por Chile.


Este proceso de adaptación y modernización no es un proceso exento de dificultades, precisamente porque hay que articular y consensuar intereses aparentemente opuestos, como quedó demostrado durante la tramitación de la ley para modificar la ley N° 19.039, sobre propiedad industrial, que sólo pudo ser sancionada luego de casi cinco años de intensas discusiones en el Parlamento.


Agregó que el presente proyecto se refiere, básicamente, a compromisos de propiedad industrial contenidos en los acuerdos comerciales bilaterales cuyo plazo de implementación era enero del año 2006.  En virtud de ello, es que el Ministerio de Relaciones Exteriores otorga la mayor importancia a la rápida aprobación de esa iniciativa por nuestro Parlamento.


Señaló que el proyecto es resultado del trabajo conjunto del Comité Interministerial de Propiedad Intelectual, creado en julio del año 2005, con la finalidad de coordinar la ejecución de los compromisos internacionales en esta materia.  Está integrado por los Ministerios de Agricultura, Economía, Educación, Salud y Relaciones Exteriores, quien actúa como coordinador a través de su Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.  En consecuencia, este proyecto de ley recoge los aportes de distintos actores públicos y, al mismo tiempo, se ajusta plenamente a los estándares internacionalmente comprometidos por nuestro país, poniendo a Chile en pleno cumplimiento de los compromisos internacionales.


Respecto del contenido del proyecto, el señor Director de Asuntos Económicos Multilaterales del Ministerio de Relaciones Exteriores señaló que en el caso de las patentes de invención, se extenderá el período de gracia que permite al inventor, bajo determinadas condiciones, hacer pública su intervención sin perder la novedad y, en consecuencia, manteniendo la posibilidad de patentar. Esta modificación busca favorecer a nuestros inventores permitiéndoles divulgar en revistas y ferias científicas, por un plazo razonable de doce meses, sin que se perjudique su derecho de patentes.


La extensión del período de protección de las patentes, por las demoras injustificadas en su otorgamiento, tiene por finalidad perfeccionar el nivel de protección actualmente existente. 


Las modificaciones a las disposiciones sobre marcas e indicaciones geográficas buscan armonizar la normativa internacional sobre coexistencia de estos signos distintivos, contenidas en el Acuerdo sobre los Derechos de Propiedad Intelectual de la Organización Mundial de Comercio y en los acuerdos comerciales bilaterales.


En la misma línea de armonizar y aclarar criterios, la modificación al artículo 91 letra e) sobre el cómputo del plazo para solicitar la protección por información no divulgada de los datos de prueba de productos regulados, busca precisar que este plazo se refiere sólo al acto de presentar la solicitud de registro y no para su obtención en el registro sanitario nacional.


El denominado linkage o vinculación, la protección de la información no divulgada y la supuesta falta de cumplimiento de nuestros compromisos bilaterales, son materias respecto de las cuales el Gobierno de Chile ha estado en permanente comunicación con su contraparte, que es el Gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica.  Tenemos distintas visiones, pero existe un diálogo entre ambos gobiernos abierto y fluido, y, en esa instancia, estamos trabajando para su solución, señaló.

Agregó que, desde la perspectiva del gobierno estamos cumpliendo.  En cualquier caso, vale la pena aclarar que la interpretación sobre el cumplimiento o no de una obligación internacional es una atribución exclusiva de los gobiernos, que, en caso que persistan las discrepancias entre ellos, deberá ser resuelta a través de los mecanismos para la solución de diferencias mutuamente acordados.


La implementación debe ser vista como una oportunidad para establecer un sistema moderno de propiedad intelectual, que responda a la realidad e intereses nacionales, al mismo tiempo que se ajuste a los estándares internacionalmente comprometidos por nuestro país.  Sin perjuicio de lo anterior, cabe destacar que el presente proyecto de ley es un proyecto limitado en cuanto a su contenido, que tiene por objeto exclusivo incorporar en nuestro ordenamiento interno aquellos compromisos internacionales bilaterales – ratificados por este Congreso – cuyo período de transición venció en enero del año 2006.


Considerando esta fecha y la importancia que esta materia tiene para los principales socios comerciales de nuestro país, una pronta aprobación de este proyecto de ley, permitirá dar cumplimiento a nuestros compromisos internacionales y evitará que la relación con nuestros socios se vea innecesariamente afectada.


Concluyó diciendo que debemos estar conscientes que, para que las modificaciones legales, sean eficaces requieren ir acompañadas de un fortalecimiento de las capacidades institucionales a nivel central y regional, por lo que como país nos queda un largo camino por recorrer.

- - -
INSTITUTO DE SALUD PÚBLICA (ISP)


También intervino en la sesión la Directora del Instituto de Salud Pública, señora Ingrid Heitmann, quien explicó el rol en este punto del Instituto. 

El Instituto de Salud Pública de Chile (ISP) es un servicio público funcionalmente descentralizado, que posee autonomía de gestión y está dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propio, dependiendo del Ministerio de Salud para la aprobación de sus políticas, normas y planes generales de actividades, así como en la supervisión de su ejecución. Su misión es contribuir al mejoramiento de la salud de la población, garantizando la calidad de bienes y servicios, a través del fortalecimiento de la referencia, la fiscalización y la normalización. 


La señora Heitmann precisó que la función del ISP, por mandato de la ley, es sanitaria. En efecto, efectúan el registro sanitario de los productos farmacéuticos, aseguran que la seguridad y eficacia de los medicamentos que usa la población sean de acuerdo a ciertos estándares.


Los criterios empleados por el Instituto para definir el régimen de control que corresponde aplicar a un determinado producto son: su composición, finalidad de uso, propiedades en las que fundamenta dicha finalidad de uso y propiedades con las que se promociona o pretende promocionar el producto en cuestión. En base a ellos y según lo estipulado en la regulación sanitaria vigente en nuestro país, se le clasifica, señalándose en la correspondiente resolución su categoría y reglamentación por la cual se debe regir. 

 



Agregó que no es función del Instituto de Salud Pública hacerse cargo del problema de las patentes, porque no es un órgano jurisdiccional. Destacó que registro sanitario y patente son dos cosas diferentes. Las patentes dicen relación con la innovación y el desarrollo, lo  que no es propio del quehacer del Instituto. Sí tienen obligación legal de resguardar la información no divulgada.


No obstante, dada la conciencia de la existencia del problema, han adoptado como medida el publicitar la existencia de una solicitud de registro a fin que tomen conocimiento los posibles afectados, y en caso de existir conflicto, suspender en la práctica la tramitación de la solicitud.
CÁMARA DE INDUSTRIAS FARMACÉUTICAS


El Presidente de la Cámara de Industrias Farmacéuticas, señor Claudio Álvarez, hizo una presentación general de la Cámara que preside. Señaló que la misma agrupa a empresas norteamericanas y europeas, responsables en sus casas matrices de más del 95% de la investigación mundial en medicamentos. En Chile también desarrollan investigación clínica, invirtiendo más de US $ 17 millones por este concepto. Además generan empleo a más de 2000 chilenos en forma directa.


Concluyó señalando que la investigación e innovación que realizan es clave  para la calidad de vida, para el avance y también para que existan los genéricos luego de cumplidas las normas de la propiedad intelectual.

Luego intervino el asesor jurídico de la Cámara, señor Juan Pablo Egaña, quien dio a conocer un documento denominado “Posición oficial de la Cámara de la Industria Farmacéutica de Chile, A.G. ante la Honorable Comisión de Economía del Senado sobre disposiciones de patentes e información no divulgada, del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.039”, en el que funda su exposición.

En cuanto a los antecedentes, señaló que la idea matriz o fundamental de este proyecto de ley es implementar en la ley Nº 19.039 aquellas obligaciones de propiedad industrial consagradas en los tratados de libre comercio con Estados Unidos, y la Asociación Europea de Libre Comercio, que no alcanzaron a implementarse en la ley N° 19.996.


Si bien en cumplimiento de señalada la idea matriz o fundamental, el proyecto implementa efectivamente algunas obligaciones del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos  que habían sido omitidas en la ley N° 19.996, no puede dejar de notarse que una vez más la obligación del artículo 17.10:2 (c) del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos no fue considerada por el Ejecutivo, situación que lamentablemente, y pese a haber sido debidamente informada por nuestra institución, tampoco corrigió la Cámara de Diputados.


Continúo refiriéndose a la lógica de la Normativa de Propiedad Intelectual del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos en cuanto a Patentes de Invención y Productos Regulados.


El ya tantas veces nombrado tratado se refiere en su artículo 17.9, que consta de 7 numerales, a Patentes de Invención; y en su artículo 17.10, que consta de 2 numerales, a los Productos Regulados, es decir aquellos que requieren de una autorización previa de una institución especializada,  el Instituto de Salud Pública en el caso de los productos farmacéuticos, para poder ser distribuidos y comercializados.


Estas disposiciones están concebidas, obviamente, para ser implementadas de una manera armónica y coordinada en la legislación interna, ya que ellas persiguen establecer un equilibrio en el mercado farmacéutico entre las empresas que desarrollan  y patentan sus productos y aquellas que los replican. De esta forma en el artículo 17.9:4. se establece la posibilidad de introducir una limitación a los derechos exclusivos de una patente farmacéutica, facultando a cada Parte para: “autorizar la utilización de una materia protegida por una patente vigente por parte un tercero, para apoyar la solicitud de autorización de comercialización o permiso sanitario de un producto farmacéutico“. Sin embargo la norma continúa precisando que tal autorización de uso del producto patentado ha de circunscribirse únicamente para solicitar una autorización de comercialización, y “ningún producto podrá ser fabricado o vendido en el territorio de la Parte..”, excepto con esa específica finalidad.


La norma anterior del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, agregó,  que como hemos visto permite a la Parte introducir una limitación a los derechos exclusivos de una patente farmacéutica, tiene su correlato en la norma de su artículo 17.10:2. letra (c), que señala que respecto de productos farmacéuticos amparados por una patente, cada parte deberá: “negar la autorización de comercialización a cualquier tercero antes del vencimiento del plazo de la patente, salvo que medie el consentimiento o aquiescencia del titular de la patente”.


Del juego de estas dos disposiciones, concluyó, queda claro que la intención del indicado tratado es permitir que cualquier interesado pueda realizar las pruebas y acumular el material necesario para preparar una solicitud de registro sanitario para un producto farmacéutico, sin que pueda ser obstaculizado por el titular de una patente que se refiera al mismo, pero a la vez proscribiendo a la institución que corresponda, el ISP en este caso, de la posibilidad de otorgar tal registro sanitario o autorización de comercialización mientras la patente esté vigente.


La finalidad última de las señaladas normas es que tan pronto la patente expire, el ISP pueda conceder de inmediato el registro sanitario que autoriza la comercialización del producto farmacéutico, lo que no podría haberse conseguido si el solicitante del registro sanitario hubiere tenido que esperar a que dicha patente expirara para recién iniciar el trámite de registro de su producto.


Luego, si en la ley se implementare sólo la norma del 17.10:2 letra (c), se produciría un desequilibrio a favor de las empresas que desarrollan y patentan productos farmacéuticas, a contrario sensu, si sólo se implementa el 17.9:4., a favor de las que los replican.


El señor Egaña estimó que el proyecto en estudio incurrió en el error de implementar en el artículo 49, que establece los derechos exclusivos de un titular de patentes de invención, única y exclusivamente la norma del artículo 17.9:4 del Tratado de Libre Comercio con EEUU, sin considerar la normativa de su artículo correlativo 17.10:2 (c), lo que como se ha visto en el acápite precedente, puede generar un serio desequilibrio en el mercado farmacéutico.


En efecto, el nuevo inciso final que se proyecto agregar al artículo 49 de  la ley 19.039, establece la referida limitante a los derechos de los titulares de una categoría específica de patentes de invención, (las patentes farmacéuticas), que sólo puede concebirse en la medida que, tal como lo exige el Tratado, como contrapartida existan en la misma ley, otras disposiciones que establezcan la obligación de no otorgar un registro sanitario mientas se mantenga vigente la patente de invención farmacéutica que afecte al producto en cuestión.


En definitiva, esta limitante a los derechos de los titulares de patentes farmacéuticas, sólo podría justificarse si Chile implementa simultáneamente la obligación del artículo 17.10:2. (c) del mismo. Agregó que, afortunadamente, resulta relativamente sencillo corregir el error observado, en el presente trámite constitucional, complementando el inciso final del artículo 49 en comento, con un lenguaje que precise claramente que el ISP no obstante estar facultado para tramitar la solicitud de registro sanitario no podrá otorgar el registro sanitario solicitado hasta una vez que la patente correspondiente haya expirado.


Asimismo, señaló que el error del proyecto en la modificación propuesta al artículo en comento resulta  evidente si se tiene en consideración que las normas de los artículos 17.9:4 y 17.10:2 (c) del Tratado de Libre Comercio con EEUU. están claramente dirigidas al ISP, desde que es esta institución la que conforme lo dispone el artículo 11 de su Reglamento contenido en el Decreto Supremo 1876 de 1995, la que debe registrar cualquier producto farmacéutico previo a ser “comercializado y distribuido a cualquier título en el territorio nacional”.


Más llamativo aún resulta este error teniendo en cuenta que en el resto del articulado del proyecto se obra de un modo que implementa adecuadamente las normativas de los señalados artículos del Tratado, por ejemplo en el caso de su articulo 53 bis 2.- que permite la extensión del período de vigencia de una patente farmacéutica por demoras injustificadas en el otorgamiento del registro sanitario del producto patentado.  En efecto esta norma recoge adecuadamente la obligación del artículo 17.10:2. (a) que se refiere a demoras resultantes del “proceso de autorización de comercialización” y la hace recaer correctamente en el Instituto de Salud Pública.


Se comprende en consecuencia la evidente necesidad de corregir el proyecto en este punto, de manera de satisfacer su idea matriz o fundamental de concretar una adecuada y armónica implementación de las obligaciones del Tratado de Libre Comercio con EEUU, en la legislación interna.


Ahora bien, en referencia a otro tema, cual es la Protección Datos Exclusivos, el señor Egaña manifestó que el proyecto incluye respecto al mismo, tratado en los artículo 89 a 91 de la ley N° 19.039, sólo una disposición que propone modificar la letra e) del artículo 91.


Si bien en lo particular puede considerarse que esta norma es positiva, ya que rectifica una situación ambigua respecto al cálculo de un plazo, no puede obviarse que todo el artículo 91 incluye una serie de limitaciones y causales de extinción del derecho que no encuentran ningún correlato en las normas fundantes del Tratado, y que por lo mismo puede considerarse que la infringen. De esta forma, estimó conveniente que el Honorable Senado analizara la validez del señalado artículo 91 de la ley N° 19.039 en su globalidad y eventualmente disponer su eliminación del texto legal.

- - -

Los Honorables Senadores integrantes de la Comisión analizaron lo expuesto e hicieron observaciones y comentarios en relación al tema. Concordaron que la principal divergencia se produce por el distinto efecto que se otorga al registro sanitario del Instituto de Salud Pública, esto es, si constituye o no una autorización para comercializar. Ello por cuanto en nuestro sistema no se contempla el otorgamiento de un “permiso de comercialización”, sino que se trata de la suma de autorizaciones circulares y sin un orden predeterminado. 


A mayor abundamiento, el Honorable Senador señor Vásquez, señaló que incluso la exigencia de obtención de un permiso de comercialización en  nuestro país podría ser inconstitucional, atendida la garantía constitucional de la libertad económica contemplada en el artículo 19 N° 21 de la Constitución Política de la República. Lo que ocurre en este caso es que el titular de un privilegio como es la patente de invención, tiene una serie de derechos contemplados en la legislación, el derecho exclusivo de comercializarlo, y la prohibición a los demás de hacerlo. En caso de vulneración de ese derecho e infracción a esa prohibición, acudirá a los tribunales de justicia para que así lo determinen, y puede solicitar que se decrete una medida prejudicial precautoria o precautoria para que se suspenda la comercialización del producto. Lo anterior por cuanto el registro sanitario no autoriza por si solo a comercializar un producto. Por otra parte, en caso que se ejercieren acciones judiciales con el solo fin de afectar la competencia, invocando derechos emanados de patentes de invención, que en definitiva son desestimados por los Tribunales de Justicia, es posible accionar por ejercicio abusivo de acciones judiciales conforme a las normas que resguardan la libre competencia.


Las aprehensiones planteadas por ende ya estarían comprendidas y resueltas de acuerdo a la normativa actual, agregó. Impedir la obtención de registro sanitario mientras se encuentre vigente una patente produciría en la práctica, la extensión artificial de la misma. 


En síntesis, el Honorable Senador señor Vásquez estimó que nuestra legislación ya contempla formas de resolver de los conflictos planteados.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó respecto al número de juicios en actual tramitación en razón de esta controversia, ante lo que la Directora del Instituto de Salud Pública indicó que se trata de pocos casos.  Reiteró que  la experticia del ISP es en seguridad y eficacia de los medicamentos, no en determinar si un producto farmacéutico está protegido por patente de invención o no, sin perjuicio de las medidas que han adoptado a fin de morigerar el problema. 

El Honorable Senador señor García resaltó la necesidad que las normas sean lo más claras y precisas posible, de manera de evitar que surjan controversias.


Los Honorables Senadores presentes concordaron en que son los Tribunales de Justicia los llamados a resolver los conflictos que se produzcan a raíz del linkage, y que el rol del ISP en la materia no debe modificarse. 


El Honorable Senador señor Pizarro se refirió a otro de los temas que aborda este proyecto adecuatorio de la legislación nacional a los Tratados Comerciales celebrados con Estados Unidos y con la EFTA, respectivamente, cual es la protección a la información no divulgada.


El señor Bravo explicó que la protección a la información no divulgada es, de cierto modo, una forma de extender la protección de la patente, y se encuentra contemplada en los ya indicados tratados. Lo que ocurre es que las industrias de genéricos, una vez vencida una patente, se amparan en los estudios clínicos de seguridad y eficacia realizados por la industria que patentó el producto farmacéutico. Ahora bien, esto se puede hacer en la medida que la información sea pública, puesto que la ley resguarda la información no divulgada comprendida en el “secreto empresarial”, que tiene que ser una información privada, que tenga un valor económico y que se hayan hecho los esfuerzos suficientes para mantenerla bajo resguardo. 


En el Tratado con EEUU nuestros socios nos solicitaron protección a la información no divulgada y ello quedó contemplado, pero solamente a productos que se basan en una nueva entidad química. El punto es que esta información en muchos casos está en Internet, en papers, etc, es decir es pública en Estados Unidos, pero se pretende que no sea utilizada para efectos de registro en nuestro país, esa es la divergencia.


La señora Escobar agregó que la ley N° 19.996, artículos 89 a 91, que se implementó a finales de 2005, cumplió con lo dispuesto en el Tratado en el artículo 17.10.1, y lo complementó, por ejemplo definiendo “entidad química”, casos en que no opera la protección, entre otros.


Los reclamos de los laboratorios internacionales se han centrado en que el ISP, órgano encargado de proteger la información no divulgada, realiza una calificación de la misma dentro del plazo legal, una vez que le entregan el dossier de información a proteger, verifica que se trate de información que no esté publicada en papers, en Internet u otro medio, y por ende en ocasiones determinada que cierta información no corresponde a esta categoría. El ISP sólo evalúa que se trata de información no divulgada, y no otros aspectos como que tenga valor.


El señor Escobar agregó que asimismo la definición de nueva entidad química ha generado opiniones contrarias por ser bastante restrictiva.


Ahora bien, el proyecto en estudio sólo contempla una  norma  relativa  a  la información no divulgada,  que perfecciona la ley N° 19.996, que establecía un plazo de 12 meses para solicitar la protección de esta información en nuestro país contados desde que se registro el producto en cualquier parte del mundo, puesto que se determina claramente que el plazo de 12 meses es para presentar la solicitud de protección a la información no divulgada. Los otros temas que se han planteado no son propios de este proyecto.


Dilucidados los temas antes señalados, los Honorables Senadores estuvieron de acuerdo en aprobar en general el proyecto, especialmente considerando que tiene por objeto cumplir compromisos internacionales de nuestro país, y respecto del cual ya se encuentran vencidos los plazos estipulados.

- - -
APROBACIÓN EN GENERAL


Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores,  García, Pizarro  y Vásquez  (Unanimidad) (5x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía os propone aprobar en general. Éste corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, en los términos siguientes:


1.- Agrégase el siguiente inciso final en su artículo 5º:


“En los procedimientos que exista controversia, en los cuales el Departamento de Propiedad Industrial actúe como tribunal de primera instancia, se deberá comparecer patrocinado por abogado habilitado, conforme a lo dispuesto por la ley N° 18.120.”.


2.- Intercálase el siguiente artículo 10 bis, nuevo, a continuación de su artículo 10:


“Artículo 10 bis.- En caso de recibirse la causa a prueba, la documentación que se acompañe deberá ser presentada en idioma español, o debidamente traducida si el Departamento así lo exigiere.


Citadas las partes para oír sentencia, no se admitirán escritos ni pruebas de ningún género, excepto aquellas referentes a las cesiones de solicitud, avenimientos, desistimiento o limitación de la petición.”.


3.- Reemplázase su artículo 13, por el siguiente:


“Artículo 13.- Todas las notificaciones que digan relación con el procedimiento de otorgamiento de un derecho de propiedad industrial, oposiciones, nulidad y, en general, cualquier materia que se siga ante el Departamento, se efectuarán por el estado diario que este último deberá confeccionar. Dicho estado diario podrá constar de uno o más listados. Se entenderá notificada cualquier resolución que aparezca en dichos listados.


La notificación de oposición a la solicitud de registro se efectuará por carta certificada expedida al domicilio indicado por el solicitante en el expediente. En estos casos, la notificación se entenderá efectuada tres días después que la carta sea depositada en el correo y consistirá en el envío de copia íntegra de la oposición y su proveído. Cuando, además de la oposición, se hubieren dictado observaciones de fondo a la solicitud de registro, dicha resolución será notificada igualmente por carta certificada, conjuntamente con la notificación de oposición.


La notificación de la demanda de nulidad de un registro se efectuará en los términos señalados en los artículos 40 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, para lo cual los solicitantes extranjeros deberán fijar un domicilio en Chile. La demanda de nulidad de un registro concedido a una persona sin domicilio ni residencia en Chile se notificará al apoderado o representante a que se refiere el artículo 2º de esta ley.


Todas las providencias y resoluciones que se dicten en los procesos contenciosos seguidos ante el Jefe del Departamento serán suscritas por éste y el Secretario Abogado del Departamento.


Las notificaciones que realice el Tribunal de Propiedad Industrial se efectuarán por el estado diario, que deberá confeccionarlo el Secretario del mismo.


La fecha y forma en que se practicó la notificación, deberá constar en el expediente.”.


4.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, a su artículo 17 bis B:


“Con todo, no será necesario comparecer ante el Tribunal de Propiedad Industrial a proseguir el recurso de apelación.”.


5.- Intercálase el siguiente párrafo nuevo, a continuación del artículo 18 bis F:

“Párrafo 5º

Del procedimiento de nulidad de registro”


6.- Intercálase, a continuación del epígrafe del Párrafo 5º, los siguientes artículos 18 bis G al 18 bis O, nuevos:


“Artículo 18 bis G.- Cualquier persona interesada podrá solicitar la nulidad de un registro de derecho de propiedad industrial.


La demanda de nulidad deberá contener, al menos, los siguientes antecedentes.


a) Nombre, domicilio y profesión del demandante.


b) Nombre, domicilio y profesión del demandado.


c) Número y fecha del registro cuya nulidad se solicita, e individualización del derecho respectivo.


d) Razones de hecho y de derecho en las que se fundamenta la demanda.


Artículo 18 bis H.- En el caso de patentes de invención y modelos de utilidad, la nulidad podrá ser solicitada respecto de todo el registro o de una o más de sus reivindicaciones.


Artículo 18 bis I.- De la demanda se dará traslado al titular del derecho de propiedad industrial o a su representante por sesenta días si se trata de patente de invención, modelo de utilidad, dibujos o diseños industriales, esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados e indicaciones geográficas y denominaciones de origen. Para el caso de marcas comerciales, dicho traslado será de treinta días.


Artículo 18 bis J.- Con la contestación de la demanda de nulidad de una patente de invención, modelo de utilidad, dibujo o diseño industrial, esquema de trazado o topografía de circuito integrado, indicación geográfica o denominación de origen, o en rebeldía del demandado, se ordenará un informe de uno o más peritos respecto a los fundamentos de hecho contenidos en la demanda y su contestación. El perito será designado de común acuerdo por las partes en un comparendo o bien por el Jefe del Departamento si no hubiere acuerdo o el comparendo no se celebra por cualquier causa.


Con todo, la parte que se sienta agraviada por el informe evacuado por el perito, podrá pedir un segundo informe, caso en el cual se procederá en la forma prescrita en este mismo artículo.


El Jefe del Departamento podrá en cualquier momento escuchar al o los peritos que emitieron el informe al momento de solicitarse el registro, como antecedente para mejor resolver.


Artículo 18 bis K.- Designado un perito por el Jefe del Departamento, las partes podrán tacharlo, dentro de los cinco días siguientes a la resolución que lo designa, exclusivamente por una o más de las siguientes causales:


a) Por haber emitido públicamente una opinión sobre la materia.


b) Por relación de parentesco, amistad o enemistad manifiesta   con una de las partes.


c) Por falta de idoneidad o competencia respecto de la materia sometida a su consideración.


d) Por haber prestado servicios profesionales, dependientes o independientes, a alguna de las partes, en los últimos cinco  años o por haber tenido una relación económica o de negocios con alguna de ellas, durante el mismo lapso de tiempo.


Del escrito que tache a un perito se dará traslado a la otra parte por veinte días y con su respuesta o en su rebeldía, el Jefe del Departamento resolverá la cuestión sin más trámite.


El informe pericial será puesto en conocimiento de las partes, quienes deberán formular sus observaciones dentro de un plazo de sesenta días.


Si hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el Jefe del Departamento abrirá un término de prueba de cuarenta y cinco días, prorrogables por única vez por otros cuarenta y cinco días, en casos debidamente calificados.


Con lo expuesto por las partes y el informe pericial, el Jefe del Departamento se pronunciará sobre la nulidad solicitada.


Artículo 18 bis L.- En el caso de marcas comerciales, una vez transcurrido el plazo de traslado de la demanda y si existieren hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el Jefe del Departamento abrirá un término de prueba de treinta días, prorrogables por otros treinta días en casos debidamente calificados por el mismo Jefe.


Artículo 18 bis M.- Son aplicables al procedimiento de nulidad las reglas contenidas en los artículos 10 bis, 12 y 16 de esta ley.


Artículo 18 bis N.- El registro que fuere declarado nulo se tendrá como sin valor desde su fecha de vigencia.


La sentencia que acoja la nulidad del registro, en todo o parte, se anotará al margen de la respectiva inscripción.


Artículo 18 bis O.- El procedimiento contemplado en este párrafo se aplicará a los demás procesos de competencia del Jefe del Departamento, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 17 de esta ley.”.


7.- Agrégase en el primer inciso de su artículo 19 la palabra “sonidos,” a continuación de la frase, “combinaciones de colores”.


8.- Intercálase el siguiente artículo 19, bis, nuevo, entre sus actuales artículos 19 y 19 bis A.


“Artículo 19 bis.- En el caso que se solicite el registro de una marca a favor de dos o más titulares, éstos, actuando de consuno, podrán requerir que se registre también un reglamento de uso y control de la misma, que será obligatorio para los titulares e inoponible para terceros. En este caso, los comuneros podrán renunciar al derecho a pedir la partición de la comunidad por un período determinado o indefinidamente.

El Departamento podrá objetar el registro del reglamento, en caso que contenga disposiciones ilegales o que induzcan a error o confusión al público consumidor.


El reglamento de uso y control deberá presentarse junto a la solicitud de marca y se resolverá conjuntamente. El Departamento podrá hacer observaciones, hasta antes de dictar la resolución definitiva, las que deberán ser corregidas en un plazo máximo de sesenta días.


El incumplimiento por parte de alguno de los comuneros de las normas previstas en el reglamento de uso y control, dará acción a cualquiera de los demás comuneros para solicitar el cumplimiento forzoso y/o la indemnización de perjuicios conforme a las normas del Título X de esta ley.


Con igual procedimiento y efectos podrá registrarse una marca para ser usada colectivamente, con la finalidad de garantizar la naturaleza o cualidad de determinados productos o servicios. En este caso, la marca no podrá ser cedida a terceras personas.”.


9.- Reemplázase la letra j) de su artículo 20, por la siguiente:


“j) Las que puedan inducir a error o confusión en el público consumidor, respecto de la procedencia o atributos del producto que pretende distinguir en Chile una Indicación Geográfica o Denominación de Origen.”.


10.- Intercálase, en el Título III, antes de su artículo 31, el siguiente epígrafe: “Párrafo I. De las Invenciones en general”.


11.- Reemplázase su artículo 42, por el siguiente:


“Artículo 42.- No serán consideradas para efectos de determinar la novedad de la invención ni el nivel inventivo, las divulgaciones efectuadas dentro de los doce meses anteriores a la presentación de la solicitud, si la divulgación pública:


a) fue hecha, autorizada o deriva del solicitante de la patente, o


b) ha sido hecha con motivo o deriva de abusos y prácticas desleales de las que hubiese sido objeto el solicitante o su causante.”.


12.- Incorporáse en el primer inciso de su artículo 49 la palabra “comercial”, a continuación de la palabra “explotación”; y agrégase el siguiente inciso final:


“La patente de invención no confiere el derecho de impedir que terceros importen, exporten, fabriquen o produzcan la materia protegida por una patente con el objeto de obtener el registro o autorización sanitaria de un producto farmacéutico. Lo anterior no faculta para que dichos productos sean comercializados sin autorización del titular de la patente.”.


13.- Agréganse, a continuación de su artículo 53, los artículos 53 Bis 1 a 53 Bis 5, nuevos, precedidos del siguiente epígrafe: “Párrafo II. De la Protección Suplementaria”.


“Artículo 53 Bis 1.- Dentro de los seis meses de otorgada una patente, el titular tendrá derecho a requerir un término de Protección Suplementaria, siempre que hubiese existido demora administrativa injustificada en el otorgamiento de la patente y el plazo en el otorgamiento hubiese sido superior a cinco años, contado desde la fecha de presentación de la solicitud o de tres años contados desde el requerimiento de examen, cualquiera de ellos que sea posterior. La protección suplementaria se extenderá sólo por el período acreditado como demora administrativa injustificada.


Artículo 53 Bis 2.- Dentro de los seis meses de otorgado un registro sanitario de un producto farmacéutico protegido por una patente, el titular tendrá derecho a requerir un término de Protección Suplementaria para aquella parte de la patente que contiene el producto farmacéutico, siempre que haya existido demora injustificada en el otorgamiento del señalado registro. Podrán requerir esta protección suplementaria, aquellos titulares cuya autorización o registro sanitario haya sido otorgado después de un año contado desde la fecha de presentación de la solicitud. La protección suplementaria se extenderá sólo por el período acreditado como demora injustificada por parte del órgano administrativo encargado de resolver dicho registro.


Artículo 53 Bis 3.- No constituyen demoras injustificadas, aquellas que afecten a las solicitudes de patentes o las de registro sanitario atribuibles a:


a) La oposición o cualquier recurso o acción de orden judicial; 


b) La espera de informes o diligencias de organismos o agencias nacionales e internacionales requeridos para el trámite de registro de la patente, y


c) Acciones u omisiones del solicitante.


Artículo 53 Bis 4.- La solicitud de Protección Suplementaria, será presentada ante el Tribunal de Propiedad Industrial, quien resolverá sobre la existencia de demoras injustificadas y la extensión de éstas en única instancia, de conformidad al procedimiento establecido para el recurso de apelación. La resolución que así lo declare, tendrá como único efecto la ampliación del plazo de protección y no dará origen a responsabilidad de ninguna especie.


Previo a la vista de la causa, el Tribunal ordenará se oficie al organismo respectivo, a fin de que emita su opinión dentro del plazo de sesenta días.



Artículo 53 Bis 5.- El término de protección suplementaria deberá ser anotado al margen del registro respectivo, previo pago de una tasa de 1 UTM por cada año o fracción de año de protección adicional. El pago sólo se podrá efectuar dentro de los seis meses que preceden al vencimiento del plazo original de vigencia de la patente, sin el cual, no se tendrá la protección establecida en este título.”.


14- Reemplázase la letra e) de su artículo 91, por la siguiente:


“e) La solicitud de registro o autorización sanitaria del producto farmacéutico o químico agrícola que sea presentada en Chile con posterioridad a doce meses de obtenido el primer registro o autorización sanitaria en el extranjero.”.


15.- Reemplázase su artículo 95, por el siguiente:


“Artículo 95.- No podrán reconocerse como indicaciones geográficas o denominaciones de origen los signos o expresiones:


a) Que no se conformen a las definiciones contenidas en el artículo 92 de esta ley.


b) Que sean contrarios a la moral o al orden público.


c) Que puedan inducir a error o confusión en el público consumidor, respecto de la procedencia de la Indicación Geográfica o Denominación de Origen o de los atributos de los productos que pretenden distinguir. 


d) Que sean indicaciones comunes o genéricas para distinguir el producto de que se trate, entendiéndose por ello las consideradas como tales por los conocedores de la materia o por el público en general, salvo que hayan sido reconocidas como Indicaciones Geográficas o Denominaciones de Origen en virtud de tratados internacionales ratificados por Chile.”.


16.- Intercálase el siguiente artículo 96 bis A, nuevo, a continuación de su artículo 96:


“Artículo 96 bis A.-  Cuando por aplicación de las normas previstas en esta ley o en tratados internacionales ratificados por Chile, el Departamento llegue a la convicción que es posible la coexistencia entre marcas e indicaciones geográficas o denominaciones de origen, o de estas últimas entre sí, en la resolución definitiva determinará las condiciones en las cuales deben ser usadas las Indicaciones Geográficas, Denominaciones de Origen o Marcas, para evitar la inducción a error o confusión al público consumidor.  Cuando uno o más de los productos en cuestión tengan carácter silvoagropecuario o agroindustrial, el Departamento, para formar su convicción acerca de la posibilidad de coexistencia, deberá solicitar el informe al Ministerio de Agricultura.


En todo caso, las condiciones de uso formarán parte del registro respectivo.

El incumplimiento de las condiciones de uso, priva a su titular de la facultad de hacer valer las acciones establecidas en esta ley.”.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 29 de agosto, 05 y 12 de septiembre, todos de 2006, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jorge Pizarro Soto ( Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Fernando Flores Labra, José García Ruminot y Guillermo Vásquez Ubeda.



Sala de la Comisión, a 3 de octubre de 2006.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES LONGUEIRA, NOVOA, OMINAMI, PROKURICA Y SABAG, QUE PRECISA INFORMACIÓN QUE DEBE PROPORCIONARSE A CONTRIBUYENTES DE BIENES RAÍCES

(4473-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Longueira, Novoa, Ominami, Prokurica y Sabag.


A las sesiones en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Longueira; el Subdirector Normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor René García; el Subdirector de Avaluaciones, señor Ernesto Terán, y el abogado del Ministerio de Hacienda, señor Hernán Moya.

- - -





Cabe hacer presente que pese a tratarse de un proyecto de artículo único, vuestra Comisión lo discutió y aprobó sólo en general, en atención a las razones que se explicarán en su oportunidad.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO
Reformar la ley de impuesto territorial, en cuanto a la determinación de la información que se entrega a los contribuyentes por medio del Rol Semestral de Contribuciones, para que contenga todos los datos que sirven para determinar el avalúo, la exención, la tasa y el impuesto de los bienes raíces agrícolas y no agrícolas.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se ha tenido en consideración, lo siguiente:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial.



II.- ANTECEDENTES DE HECHO


- Moción

En los considerandos de la moción sus autores explican que la ley N° 17.235 estableció un impuesto a los bienes raíces, que se aplica sobre el avalúo de ellos. Esta avaluación se hace cada 5 años por el Servicio de Impuestos Internos de conformidad a instrucciones técnicas y administrativas que se ajustan a una serie de normas que se especifican en la misma ley.

Prosiguen señalando que la ley dispone que sobre la base de los avalúos vigentes para cada semestre, consideradas las exenciones del Cuadro Anexo Nº 1, el Servicio de Impuestos Internos emitirá, por comunas, un rol de cobro del impuesto a los bienes raíces, que se denomina “Rol Semestral de Contribuciones”, y que contendrá, además los datos indispensables para la identificación del predio, su avalúo, la exención si tuviere, y el impuesto. Por otra parte, afirman, la ley señala que en el mes de abril  de cada año se deben pagar las contribuciones en cuatro cuotas o en su totalidad.

Manifiestan que el sujeto obligado a pagar el impuesto vio afectado su patrimonio por un alza desmedida de éste, lo cual se vio agravado por no tener la información necesaria sobre las causales que justificaban tal incremento.

Agregan que fueron muchos los contribuyentes que por una vía informal reclamaron sobre estas alzas, siendo los medios de comunicación social quienes se hicieron cargo del problema, ya que no tenían claro cómo efectuar el reclamo, donde concurrir para efectuarlo, etc.

Lo anterior se debió a la falta de información completa, clara y precisa que debe contener el Rol Semestral de Contribución acerca de todos los datos que sirven de base para el cálculo del Impuesto Territorial.

Mencionan que el Servicio de Impuestos Internos está facultado por la ley N° 17.235 sobre Impuesto Territorial para impartir las instrucciones técnicas y administrativas necesarias para efectuar la tasación, que es la base de cálculo de este impuesto. En virtud de esta facultad, luego de los problemas que se presentaron, dictó la Resolución Exenta Nº 8 y la Circular N°  10, de enero y febrero de 2006, respectivamente.

A.- La Resolución N° 8 fijó valores de terrenos, construcciones, definiciones técnicas y monto de avalúo exento para el reevalúo de los bienes raíces de la segunda serie no agrícola.

La referida Resolución señaló lo siguiente:

- Los valores de base de terrenos y sus coeficientes guías, como los sectores de las comunas en que se aplicarán factores de ajuste a los valores unitarios de construcción por localización en áreas comerciales, serán contenidos en los planos que se encuentran en exhibición en las respectivas Direcciones Regionales del Servicio de Impuestos Internos.

- Las definiciones técnicas, los valores unitarios de las construcciones y sus factores de ajuste, que se utilizan para determinar los avalúos de las propiedades no agrícolas, fueron fijados en los anexos 1, 2 y 3 de dicha resolución.

-Entró a regir desde el 1 de Enero del 2006, a pesar de que se dictó el 18 de Enero del 2006.

B.- La Circular Nº 10 fijó la aplicación de ajustes al avalúo de terrenos a casos particulares de bienes raíces no agrícolas.





Esta Circular señalo:

- Los ajustes se determinarán en base a la superficie predial, forma irregular, relación frente-fondo, topografía, ubicación del terreno y otros ajustes como la declaración de utilidad pública, afección a expropiación, prohibición de edificar, limitación de uso a espacio público o área verde complementaria y ubicación en zona de protección por riesgo de siniestros naturales o de protección de obras de infraestructura peligrosa.

Los autores de la Moción expresan que todas estas normas que no son de fácil acceso, ni informadas particularmente a cada contribuyente, determinan que sea difícil saber qué influyó en el aumento del avalúo de los bienes raíces, que son la base de aplicación del impuesto territorial, creando esta situación una aplicación tributaria poco clara.

Por ello sería necesario trasparentar la información entregada al contribuyente, lo que se logra a través de que el Rol Semestral de Contribuciones contenga todos los datos que sirven para determinar el avalúo, la exención, la tasa y el impuesto de los bienes raíces agrícolas y no agrícolas.

Fundamentan el proyecto en la libertad de información consagrada por la Constitución Política de la República, que comprende el derecho a recibir información. El Derecho de información tiene un valor propio, pero también sirve como supuesto para el ejercicio de otros derechos, como es el caso del pago de tributos justos. Es un mecanismo de control institucional, fundado en una de las características primordiales de un gobierno republicano, que es la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia de la administración.

Expresan que el derecho al Acceso a la Información es una de las formas que poseen los ciudadanos de controlar el adecuado ejercicio de una función pública, el otro medio es hacer además pública su fundamentación.

Añaden que la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado consagra el principio de la transparencia y publicidad de los actos de la Administración del Estado. A través del Derecho de Acceso a la Información Pública  se reconoce el deber de transparencia y publicidad de los actos y documentos de los órganos de la administración y la obligación de responder a los requerimientos de información por parte de los ciudadanos.

La vinculación entre el derecho al acceso a la información y el ejercicio de otros derechos constitucionales es la garantía de que aquel acceso resulta ser el fundamento básico para el ejercicio libre y responsable de otros derechos fundamentales.

Argumentan, asimismo, que el Servicio Nacional del Consumidor ha señalado que para todo consumidor se consagra el derecho a recibir información básica, de manera oportuna y verdadera. En consecuencia, cuando la información entregada sea inoportuna o falte a la verdad, existe infracción de ley.

Concluyen que por las razones anteriores estiman que se hace necesaria una reforma a la ley de impuesto territorial, en cuanto a la determinación de la información que se entrega a los contribuyentes por medio del Rol Semestral de Contribuciones, para que contenga todos los datos que sirven para determinar el avalúo, la exención, la tasa y el impuesto de los bienes raíces agrícolas y no agrícolas.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL




Los representantes del Servicio de Impuestos Internos (SII) hicieron presente a los integrantes de la Comisión algunos antecedentes relativos a la información que actualmente se entrega a los contribuyentes.





En primer término señalaron que si bien el proyecto alude al rol de contribuciones de bienes raíces, ese no es el documento que proporciona antecedentes sobre los avalúos. En efecto, existe un rol especial denominado “Rol de Avalúo”, que se emite cada vez que se efectúa un reavalúo y que contiene más información que el rol de contribuciones, que se elabora cada seis meses, cuando hay que cobrar contribuciones, razón por la cual consigna pocos datos, relativos sólo al rol, el impuesto y el nombre del contribuyente.





El rol de avalúo aporta más información que el rol de contribuciones, pero no cubre todos los aspectos a que se refiere la Moción. Sin embargo, aseveraron, en la página Web del Servicio de Impuestos Internos se encuentra información más completa para el contribuyente, debido a que tanto los roles semestrales de contribuciones como el de avalúo son públicos, y muchos contribuyentes han solicitado que no se entreguen todos los datos referentes a sus predios.





Señalaron que el SII está dispuesto a completar la información que se registra en la página de la institución respecto de los avalúos.





Explicaron que la importancia que el SII asigna a la distinción entre el rol de cobro de contribuciones y el de avalúo está relacionada con la posibilidad de que el contribuyente reclama del avalúo y las contribuciones que deben pagarse se dan luego como consecuencia de ese valor. La única oportunidad en que el contribuyente legalmente puede reclamar es cuando hay un reavalúo. Se fijan los avalúos, se forma el rol de avalúo que se exhibe en las municipalidades y después se van incorporando modificaciones, las que son notificadas individualmente, generando la posibilidad de reclamar. Posteriormente se emite el rol de cobro de contribuciones.





Por lo expuesto, afirmaron, el SII estima que la mejor oportunidad para agregar más información es la tocante al rol de avalúo y no al rol semestral de contribuciones.





Expresaron que el SII no está ajeno a la circunstancia de que la información que se consigna en el rol de avalúo es poca, por lo que se ha desarrollado una aplicación en internet, que permite a los contribuyentes acceder a gran parte de los datos relacionados con la propiedad, aplicación que, si se perfeccionara, podría suplir los requerimientos de la Moción.





El Honorable Senador señor García hizo notar que es importante que al notificarse el avalúo el contribuyente sepa cuáles son las razones que justifican un nuevo monto de avalúo de su propiedad y, por ende, también sepa de qué elementos objetivos puede reclamar.





El Honorable Senador señor Longueira observó que existe un error de referencia en la moción de la que es coautor, y que en vez de haberse aludido al artículo 18°, la mención debió hacerse al artículo 38° de la ley N° 17.235. Explicó que de conformidad al mencionado artículo 38° todos los contribuyentes reciben un rol semestral de contribuciones, que es la papeleta de cobro de las contribuciones. Los roles de avalúo, que varían cada cinco años, se exhiben en las municipalidades; lo que en el presente año ocurrió en enero y febrero, con mucha gente de vacaciones, lo que se tradujo en que al recibir los roles semestrales de contribuciones se vieran enfrentados a plazos inminentes para reclamar y sin contar con una información técnica adecuada, que les permitiera calcular sus contribuciones. Los contribuyentes se vieron confundidos, además, por el hecho de que propiedades vecinas sufrieron variaciones en sus avalúos de forma que no resultaba comparable.





Apuntó que le parece que en el rol semestral de contribuciones debe mantenerse la información que actualmente se consigna, a la que debe adicionarse la que él propone en la Moción, ya que es importante que el contribuyente conozca los factores en atención a los cuales se llega al monto de avalúo.





Señaló que si bien el rol de avalúo se publica en las municipalidades, cuando llega el rol semestral de contribuciones el contribuyente habitualmente desconoce los antecedentes que han incidido en la modificación del avalúo de su propiedad.





Los personeros del Servicio de Impuestos Internos aclararon que el recibo de la Tesorería General de la República, que se envía para el pago del impuesto territorial, no es susceptible de reclamación. El avalúo puede reclamarse cuando se notifica al contribuyente que se le ha fijado un nuevo avalúo. Observaron que tal vez pudieran señalarse en ese rol de avalúo los datos adicionales que se proponen en la Moción, y que quedan congelados por cinco años. No sería factible indicarlos en el recibo de pago de las contribuciones, porque como hay reajustes de por medio, tal documento tampoco permitiría al contribuyente calcular en forma precisa el monto que debe pagar por concepto de impuesto territorial.





Los integrantes de la Comisión y el Honorable Senador señor Longueira coincidieron en que lo apropiado sería que los antecedentes que la Moción propone contemplar como información útil para el contribuyente se consignaran en el rol de avalúo, respecto del cual cabe deducir reclamación. El nuevo rol de avalúo debería notificarse personalmente al contribuyente y registrar, además de los nuevos factores que determinaron el avalúo, los anteriores, para permitirle efectuar la comparación y decidir si se allana al nuevo avalúo o reclama del mismo.





Los miembros de la Comisión acordaron aprobar sólo en general el proyecto en informe, en espera de una indicación que solicitaron al Ejecutivo, que permita perfeccionar la iniciativa al tenor de lo expuesto. Los representantes del Servicio de Impuestos Internos manifestaron que plantearían la solicitud de la Comisión a las autoridades correspondientes.


- En virtud de las consideraciones anteriores, sometido el proyecto a votación en general, se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores García, Novoa, Ominami y Sabag.
FINANCIAMIENTO


Las normas de la iniciativa legal en informe, en los términos en que se plantea, dicen relación sólo con información adicional que debería indicar el Servicio de Impuestos Internos, razón por la que se entiende que no involucran gasto fiscal; en consecuencia, no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único: Sustitúyese el artículo 18° de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, por el siguiente:

“Artículo 18°.- Sobre la base de los avalúos vigentes para cada semestre, consideradas las modificaciones a que se refieren los artículos 10 y siguientes y las exenciones del cuadro anexo Nº 1, el Servicio de Impuestos Internos emitirá, por comunas, un rol de cobro del impuesto a los bienes raíces, que se denominará “Rol Semestral de Contribuciones”, y que contendrá al menos, la siguiente información:

1.- Datos indispensables para la identificación del predio.

2.- El valor base del terreno y sus coeficientes guías.

3.- Los factores de ajuste de los valores unitarios de construcción.

4.- Los ajustes de casos particulares como su superficie predial, forma irregular, relación frente-fondo, topografía, ubicación del terreno y otros ajustes como la declaración de utilidad publica, afección a expropiación, prohibición de edificar, limitación de uso a espacio publico o área verde complementaria y ubicación en zona de protección por riesgo de siniestro naturales o de protección de obras de infraestructura peligrosa, si los hubiere.

5.- El avalúo Fiscal.

6.- La exención si la hubiere.

7.- La tasa imponible.

8.- El impuesto a aplicar.

9.- La fórmula con todos los datos, montos y coeficientes de cada rol, de tal forma que permitan que el contribuyente pueda comprender el valor resultante de sus contribuciones.”.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha 12 de septiembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 14 de septiembre de 2006.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL DE RECLUSOS

(4562-07)

Honorable Senado:

Considerando:
1. Que la Constitución Política del Estado en su artículo diecinueve, número uno, no excluye a los reclusos, cuando asegura a todas las personas el derecho a la vida y a la integridad física y síquica.

2. Que a partir de 1997, la población penal en Chile ha crecido constantemente, entre otros motivos por: 

a) Una política de beneficios o derechos restringidos. 

b) Una mayor eficiencia en la labor de los organismos policiales, y; 

c) Un endurecimiento en la aplicación de las penas.

3. Que, por lo anterior, se ha incrementado el hacinamiento de la población recluida, gravitando negativamente en la posibilidad de rehabilitación o reintegración social de los encarcelados, potenciando con ello las careras criminales. 

4. Que una unidad penal sobrepoblada, además, de ser un atentado a los derechos humanos de los internos, genera una serie de consecuencias negativas adicionales, entre ellas:. 

a) Deterioro de la calidad de las prestaciones que recibe la población penal como consecuencia de la distribución a un mayor número de reclusos. 

b) Deficiencia en la seguridad de los penales.

c) Incremento en la tasa de motines y huelgas. 

d) Mayor aumento de la violencia entre los reclusos entre sí y entre estos y los funcionarios de Genchi (Gendarmería de Chile)

5. Que los gendarmes, por disposiciones internas, no van armados y sólo tienen  autorización para portar un bastón de madera. Por lo mismo, el funcionario, encargado de vigilar el acceso de entrada y salida de los módulos tienen instrucciones expresas de replegarse en caso de riñas entre internos, así como de dar cuenta a sus superiores:

a) Porque la riña, sobre todo a la vista del funcionario, puede ser una maniobra para encubrir una fuga por túnel.

b) Porque la riña, puede ser un intento de motín y su realización en presencia del funcionario es una maniobra para tomarlo como rehén.

c) Porque si es una riña, no puede con un palo disuadir a dos o más internos que están utilizando armas blancas; y, su participación lejos de detenerla lo más probable es que incentive a otros internos a intervenir.

d) Que los gendarmes, no cuentan con chalecos antipuñal para protegerse de un ataque con arma blanca. 

e) Que en general las riñas entre internos no son presenciadas por los funcionarios, porque estas se producen al interior de los módulos, en los talleres o en lugares donde no llegan las cámaras de seguridad. 

6. Que si bien una de las causas de las riñas entre internos, es el hacinamiento, ello no tiene que ver con la no intervención de los gendarmes, ni tampoco con la supuesta falta de vigilancia en las noches, ya que en muchas ocasiones los reclusos incitan a un interno para que se autoinfiera heridas y avise a los funcionarios la existencia de un herido, para cumplir con alguna “tarea” que le hayan impuesto, como por ejemplo, sustraer comida, pasar un mensaje, etc. 

7. Que el material utilizado para la fabricación armas al interior de los penales, por parte de los reclusos, se obtiene principalmente del mismo módulo en que habitan los internos, con la utilización de trozos metálicos de camas, instalaciones, etc.

8. Que resulta entonces lógico que para frenar la fabricación de armas hechizas en el interior de los penales; para aminorar la peligrosidad de los internos en el interior de los módulos o dormitorios y en los patios; para mejorar la seguridad en el interior de las cárceles y; para morigerar el alto índice de heridos y muertos producto de las riñas entre internos deba penalizarse la fabricación, porte y uso de armas y otros elementos no autorizados al interior de los penales, tales como cuchillos, estoques, lanzas, platinas, formones, etc.

9. Que tomando en consideración que este proyecto busca evitar que se permitan o fomenten riñas de las que se produzcan resultados de lesiones físicas o síquicas o muerte y tomando en cuenta que en la práctica los internos no denuncian el origen de las heridas ni a los autores en caso de muerte, habría que remitirse al Título VIII arts. 391, 392 y 402 del Código Penal. 

10. Que por la misma razón, habría que establecer una presunción de fabricación, porte y uso de armas y elementos no autorizados en los recintos penales, para los casos de:

a) Heridos que se negaren a dar a conocer el origen de sus heridas y/o la identidad del autor o autores, sea por causa de riñas o no. 

b )Heridos que se negaren a dar a conocer el origen de sus heridas y/o la identidad del autor o autores, sea por causa de riña o pelea en que se haya cometido un homicidio. 

11. Que como existe la tendencia a no denunciar los hechos, habría que establecer la obligación de remitir los heridos a las asistencias públicas, de tal suerte que a ellos les correspondiera constatar el tipo de lesiones y su gravedad y la tarea de entregar los antecedentes a la Fiscalía.

12. Que lo expuesto, implica que debe existir un control de las herramientas y otros elementos que pudieran ser empleados como armas, pero son necesarios en las distintas actividades o trabajos a los que se dedican los internos. Para ello, sería conveniente, que Gendarmería estableciera un registro en cada penal, en el cual se anotaran los elementos que cada interno ocupe en su respectiva actividad, de tal suerte que al término de cada jornada, estos fueran recepcionados por el funcionario a cargo del taller o los módulos.  

13. Que en consecuencia, debiera agregarse un artículo al Código Penal que refleje la realidad de o que sucede al interior de los recintos penales, en cuanto a los hechos planteados por el proyecto, y disuada afectivamente al interno al uso de armas u otros elementos que son utilizados como tales en las riñas, peleas u otras circunstancias.

14. Que en suma, para obtener un efecto positivo real,  se requiere disuadir a los internos a que usen armas o elementos, con los que provocan las lesiones o muerte en las riñas o agresiones entre ellos. 

Por tanto, vengo en proponer el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo Unico: “Agrégase el siguiente nuevo artículo 397 bis al Código Penal:

“El interno que fabricare, portare o usare armas y otros elementos no autorizados al interior de un recinto penal será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo. 

Si producto del uso no autorizado de dichos elementos se cometiere homicidio o se causare lesiones a un interno o funcionario se sujetará a lo dispuesto en los artículos 391 y 397 de este Código.

Si no constare el autor de la muerte o lesiones se sujetará a lo dispuesto en los artículos 392 y 402 de este Código.

Se presumirá como autor de fabricación, porte y uso de armas y otros elementos no autorizados, al interno que sufriendo heridas dentro de un recinto penal no justifique el origen de las mismas con razones plausibles y no señale a su autor.

Si la lesión o muerte de un interno o gendarme se produce con un elemento autorizado cuyo extravío no fue denunciado, se presume la autoría del interno que lo tenía a su cargo, a menos que la investigación y justicia penal determine lo contrario”.

(Fdo.):Alejandro Navarro Brain,
Senador
13

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR GÓMEZ, CON LA QUE DA ORIGEN A UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA EL SOBORNO, LA DISCRIMINACIÓN Y OTRAS ACTIVIDADES ILÍCITAS EN EL DEPORTE

(4564-07)

Honorable Senado:

1.-
PRESENTACIÓN

Nuestro país ha presenciado el escándalo que provocó la denuncia de soborno en el fútbol, toda vez que jugadores pertenecientes a clubes del Torneo Oficial aseguraron haber recibido ofertas, posiblemente de la mafia rusa, para dejarse perder en un encuentro válido por la competencia nacional. 

De acuerdo a lo acontecido, las investigaciones judiciales han intentado subsumir la figura investigada en el artículo  470, numeral 7 del Código Penal, el cual reza que “los que en el juego se validan de fraude para asegurar la suerte”, pero a todas luces, una actividad como el fútbol profesional no puede ser catalogado como una juego de azar, sino como una práctica donde prima la destreza y la habilidad por sobre cualquier otra consideración.
De este modo, aún cuando el hecho denunciado por los jugadores de la liga profesional es muy grave, en razón de la actual tipificación penal, éste podría quedar sin sanción efectiva. 

Por lo tanto, pareciera conveniente introducir en nuestra legislación una norma que tipifique en términos puros y simples la figura delictiva del soborno o el intento de predeterminación de un resultado deportivo, a efectos que en definitiva los responsables de tales conductas no queden sin sanción, vale decir en la más absoluta impunidad.

Entendiendo que la labor legislativa debe ser una función que implica la obligación de los parlamentarios de hacerse cargo de los vacíos o falencias más o menos evidentes que pudieren advertirse de la aplicación de una determinada norma legal, especialmente, cuando éstos se manifiestan en actividades relevantes de nuestra sociedad, el objetivo de la iniciativa en comento apunta a entregar respuesta a la urgente necesidad por precisar el marco legal vigente en nuestro país. 

Además, la iniciativa persigue contribuir al esfuerzo internacional que la dirigencia del fútbol está desarrollando en esta materia, particularmente la Unión Europea de Fútbol Asociado (UEFA),  quien ha exhortado a los políticos para que ayuden a combatir los problemas que últimamente afectan al deporte, tales como el arreglo de resultados y los sobornos, entre otros.

2.- 
CONTENIDO

A.- Modificaciones al Código Penal

Introduce en el Código Penal, en su párrafo 8 sobre Estafas y otros engaños, la figura delictiva de intervenir o predeterminar el resultado de un juego, disciplina o actividad deportiva, mediante el ofrecimiento de de dinero, dádivas, intimidación o simples acuerdos.
Dicho de otro modo, no requiere que esté orientado y conectado con algún juego de azar, nacional o extranjero, bastando, derechamente, que se busque influir en la propia competencia deportiva.

En tales casos, las penas contempladas serán: 1.º Presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 11 a 15 UTM, si la defraudación excediera de 4º UTM. 2.º Presidio menor en su grado medio y multa de 6 a 10 UTM, si excediere de 4 UTM y no pasare de 40 UTM. 3.º Presidio menor en su grado mínimo y multa de 5 UTM, si excediere de 1 UTM y no pasare de 4 UTM. Si el valor de la cosa defraudada excediere de 400 UTM, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de 21 a 30 UTM. El valor de la cosa defraudad, será el de la promesa o dádiva ofrecida.

B.- Modificaciones a la Ley de Sociedades Anónimas Deportivas
Se incorpora un nuevo artículo 39 bis a la Ley N° 20.019 para considerar faltas gravísimas la realización de las siguientes conductas que discrimen racialmente, las que permiten a los clubes presentar planillas de pago y otros antecedentes falsificados o adulterados (caso típico para no perder los puntos y que se hace a vista y paciencia de todo el mundo) y, por cierto, para adaptar a la nueva norma sobre soborno deportivo.

En razón de todos los argumentos esgrimidos, vengo en proponer a este Senado, la siguiente iniciativa de Ley:

PROYECTO DE LEY

I.- Incorpórase como nuevo Artículo 471 del Código Penal, pasando el actual a ser Artículo 472, el siguiente texto:
“Serán castigados quienes intervengan o predeterminen mediante el ofrecimiento de dinero o dádivas, precio, intimidación, acuerdos remuneratorios, o cualquier tipo de soborno, el resultado de un juego, disciplina, prueba, competición o actividad deportiva de carácter profesional. Para tales efectos, se entenderá por actividad deportiva profesional la desarrollada por Organizaciones Deportivas Profesionales constituidas en conformidad a la ley Nº 20.019, que tengan por objeto organizar, producir, comercializar y participar en espectáculos deportivos profesionales y que se encuentran incorporadas en el Registro de Organizaciones Deportivas Profesionales.
En tales casos, las penas contempladas serán: 
1.º Presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 11 a 15 UTM, si la defraudación excediera de 40 UTM. 
2.º Presidio menor en su grado medio y multa de 6 a 10 UTM, si excediere de 4 UTM y no pasare de 40 UTM.
 3.º Presidio menor en su grado mínimo y multa de 5 UTM, si excediere de 1 UTM y no pasare de 4 UTM. Si el valor de la cosa defraudada excediere de 400 UTM, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de 21 a 30 UTM. El valor de la cosa defraudada, será el de la promesa o dádiva ofrecida”

II.- Incorpórase el siguiente nuevo artículo 39 bis a la Ley N° 20.019 sobre Sociedades Anónimas Deportivas:

“Artículo 39 bis: Se considerarán faltas gravísimas, sin necesidad de reiteración o reincidencia, y sin perjuicio de la responsabilidad penal que ellas originen, la realización de las siguientes conductas:

a) El dirigente o miembro de una organización deportiva profesional, el representante, médico de club, técnico, preparador físico, jugador y las personas que desempeñen funciones en dichas organizaciones o los terceros, que de alguna manera intervengan o predeterminen el resultado de un partido a través del ofrecimiento de dinero o dádivas, intimidación o acuerdos remuneratorios, serán sancionadas con la suspensión para ejercer todo tipo de actividades deportivas y administrativas de cinco a diez años

b) El organismo deportivo, miembros del órgano de administración, dirigentes o administradores, futbolistas, técnicos, preparadores, médicos, funcionarios y miembros de la organización deportiva en que promueven la discriminación racial o ejecuten actos que representen tal discriminación, serán sancionados con suspensión de toda actividad deportiva o administrativa relacionada, de uno a dos años.

c) El dirigente, miembro de una organización deportiva profesional, intermediario, delegado, médico de club, técnico, preparador físico, jugadores y las personas que desempeñen funciones en organizaciones deportivas, y Clubes, que de alguna manera falsifique o altere documentos, propicie la falsificación o alteración de instrumentos o suplantación de personas o utilice documentos falsos o adulterados en cualquier actividad relacionada con gestiones ante las autoridades deportivas, será suspendido para ejercer todo tipo de actividades deportivas y administrativas entre uno y dos años y multa de treinta a cincuenta unidades tributarias mensuales. Se aplicará el máximo de la pena consignada cuando la falsificación material o intelectual esté destinada a acreditar el cumplimiento de las obligaciones laborales de los clubes ante la Asociación que los cobija”.
(Fdo.):José Antonio Gómez Urrutia,
Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE DERECHOS PARA EXTRANJEROS QUE INGRESEN AL PAÍS EN CIRCUNSTANCIAS QUE INDICA

(4563-06)

Honorable Senado:

I.- DERECHO INTERNACIONAL Y REFUGIO: 

Que, en el mundo entero, más de  treinta millones de personas se consideran hoy como refugiadas y desplazadas, lo que ha obligado a las naciones  -incluida Chile-  a colaborar activamente con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y con la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), en el marco de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, adoptada por la Conferencia de Plenipotenciarios sobre el Estatuto de los Refugiados y de los Apátridas (Naciones Unidas), en Ginebra, Suiza, el 28 de julio de 1951, y convocada por la Asamblea General en su resolución 429 (V), de 14 de diciembre de 1950, que entró en vigencia el 22 de abril de 1954 y que ha sido ratificada por ciento cuarenta y cuatro países hasta la fecha.

Según la normativa vigente cualquier extranjero, tiene derecho a solicitar asilo en los términos de la Convención de 1951, vigente en Chile. Asimismo, la normativa establece el derecho a no ser devuelto y a no ser sancionado en caso de haber ingresado irregularmente al territorio chileno en tanto el solicitante se presente ante las autoridades chilenas de inmediato y exponga su petición por escrito en un plazo no mayor de 10 días desde el momento en que tomó primer contacto con ellas. Este tratado es derecho vigente en Chile, y debe ser respetado por todos los órganos del Estado.

El Convenio expresamente dispone: 

Artículo 33. -- Prohibición de expulsión y de devolución ("refoulement")

1. Ningún Estado Contratante podrá, por expulsión o devolución, poner en modo alguno a un refugiado en las fronteras de los territorios donde su vida o su libertad peligre por causa de su raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social, o de sus opiniones políticas.

II.- SU APLICACIÓN EN CHILE

Que el art 34 BIS del Decreto Ley Nº 1.094, DE 1975 Establece normas sobre extranjeros en Chile. Publicado en el D.O. Nº 29.208 de 19 de Julio de 1975, de acuerdo a las modificaciones incluidas por la Ley Nº19.476 de Octubre de 1996, establece que “se considerará como refugiado a quien se encuentre en alguna de las situaciones previstas en las Convenciones Internacionales vigentes en Chile. El refugiado tendrá derecho a que se le otorgue la correspondiente visación de residencia”. 

Las solicitudes de reconocimiento de la condición de refugiado en Chile son decididas por el Ministro del Interior, previo asesoramiento de una Comisión de Reconocimiento compuesta por representantes del Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior y del Ministerio de Relaciones Exteriores quienes están facultados para solicitar informes a los organismos públicos que estimen conveniente. 


En dicha Comisión el ACNUR está informalmente representado a través de la participación otorgada a la Vicaría de la Pastoral Social, agencia implementadora de los programas del ACNUR en Chile. Dicha participación en las deliberaciones se otorga con voz pero sin voto.


Debido a la inexistencia de una estructura institucional adecuada, la agencia implementadora presta asistencia directa en la tramitación de las solicitudes de asilo a fin de facilitar su presentación ante las autoridades chilenas. En caso que el solicitante tome contacto directamente con las autoridades, éstas le aconsejarán presentarse en las Oficinas de la Vicaría de la Pastoral Social a fin de recibir orientación y asistencia. Allí todos los peticionarios son entrevistados en forma individual y confidencial por el asesor legal, quien emite una recomendación no vinculante que es revisada por la Oficina Regional del ACNUR en Buenos Aires. Esa recomendación es compartida con los integrantes de la Comisión de Reconocimiento al momento de evaluar cada caso en forma individual. Durante el transcurso del procedimiento, los peticionarios también son entrevistados por personal del Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior. 


No existe un plazo establecido para el análisis de las solicitudes o para tomar una decisión al respecto. Cada caso se discute en forma individual en las reuniones de la Comisión de Reconocimiento.


De acuerdo a la normativa vigente, si una persona es reconocida como refugiada tiene derecho a recibir una visa de permanencia por 2 años, estampada en su pasaporte y posteriormente a tramitar un documento de identidad para extranjeros. En caso que el refugiado no posea pasaporte válido, el Registro Civil podrá entregar un Documento de Viaje con el cuál podrá salir del país y regresar durante el plazo de validez de la visa. La visa de permanencia por 2 años puede ser extendida por plazo indefinido al vencer o ser transformada en una residencia permanente en caso de cumplir con los requisitos de la Ley de Extranjería.


Durante el análisis de su petición, los solicitantes no reciben documentación alguna por parte de las autoridades. Si la petición es rechazada no existe formalmente un recurso de apelación o de revisión previsto en la normativa vigente.


A lo largo de todo el procedimiento, el solicitante y/o el refugiado pueden recurrir para orientación y asistencia a la agencia Implementadora de los programas del ACNUR en Chile, la Vicaría de la Pastoral Social, con oficinas en Santiago.

III.- REFUGIO Y DERECHO A LA INFORMACIÓN 

No obstante, las personas que padecen de persecuciones políticas, étnicas, religiosas, o de otro tipo, y cuya vida corre peligro, no necesariamente conocen el Estatuto de Refugiados de la Convención de Ginebra. Muchos de ellos son personas sin educación, de países con índices sociales bajísimos, débil institucionalidad, y que escapan a otros países de forma desesperada. Malamente podría exigirse de ellos conocer el Estatuto de Refugiados. 

Muchas de estas personas son devueltas a sus países de origen, o lo que es lo mismo, son arrojadas a una muerte segura, por que no manifestaron su voluntad de acogerse al Estatuto de Refugiados. Y lo que resulta patético es que no lo utilizaron porque no lo conocían. 

1.- El Caso de los refugiados sierraleoneses: 

Es el caso de ya cinco refugiados que se acogieron al tratado por injerencia del Senador proponente. Así, en marzo de 2005 el Diario del Mercurio informó acerca de un desesperado intento de fuga protagonizado en la madrugada de ayer por cuatro polizones provenientes de Sierra Leona, África, quienes la noche del lunes llegaron a Talcahuano a bordo del barco frigorífico San Antonio, de tripulación rusa y bandera de Belice.

Saka Sakapo (22 años), Sessay Michael Camara (22 años), Johnson Jahlloh (24 años) y Víctor Friday (23 años) escaparon de su encierro y al llegar a cubierta se lanzaron a las aguas de la bahía de San Vicente. Pese a su intento, sólo alcanzaron a estar seis horas en suelo chileno. Tras 20 minutos de permanencia en el agua, fueron sacados por personal de la Armada y trasladados al Hospital Higueras, dos de ellos con principio de hipotermia.


Luego de un chequeo de su estado de salud en el centro asistencial, fueron devueltos al mismo barco, para esperar el zarpe programado de regreso al puerto de Lagos, en Nigeria, y de ahí a Sierra Leona.

Es del caso que Sierra Leona es un país convulsionado por guerras tribales y golpes de Estado. El 27 de abril de 1961 Sierra Leona obtuvo la independencia como monarquía constitucional dentro de la Commonwealth. El país ha tenido cinco elecciones generales y sufrido cinco golpes de estado desde su independencia. La fuente de inestabilidad no residía en la rivalidad étnica como en otros países africanos, sino que surgía de su fuente principal de riqueza: los diamantes. El gobierno constitucional sufre constantemente ataques de rebeldes. 
Una rebelión, dirigida por Foday Sankoh (del Frente Unido Revolucionario -RUF), empezó en la región sur-oriental del país y en marzo de 1995, había afectado a todos los distritos menos uno del país. El RUF ha denunciado en repetidas ocasiones que el SLPP ha marginado a los grupos étnicos que no sean Mende y que han empleado un criterio étnico en la designación de los ministros del Gobierno. Las consecuencias de esta interminable guerra civil son que entre diez y quince mil civiles del nordeste y sudeste han perdido la vida desde 1991, asesinados por ambos ejércitos o por inanición y la mitad de la población del pais (2 millones de personas) se han visto obligadas a abandonar sus hogares y desplazarse a zonas más seguras alguna vez durante el conflicto. Los distritos más afectados han sido Moyamba, Bo, Kenema, Kailahun, Tonkolili, Kono y Pujehun. 

La esperanza de estabilización durante el verano de 1998, a partir de la intervención de las tropas de la ONU, compuestas por tropas nigerianas del ECOMOG pronto fue rota tras las atrocidades contra los civiles durante los meses siguientes. En mayo de 1996 el ejército gubernamental rescató Songo. Los gobiernos de Guinea y de Nigeria enviaron refuerzos a Sierra Leona y se contrataron mercenarios sudafricanos. En junio se liberaron también algunas regiones mineras del distrito de Kono y del distrito de Bo; éste último sería ocupado otra vez en septiembre por los rebeldes, que iban masacrando y violando los derechos humanos de la población civil a su paso.

El 2 de diciembre de 2002 tomaron posesión de sus cargos los ocho jueces que formaban el tribunal especial de Naciones Unidas para Sierra Leona, creado en enero, y cuyos procesos comenzarían en los primeros meses de 2003. El 1 de febrero entró en vigor el Kimberley Process, en el que participaban 64 países productores o compradores de diamantes. Por medio del Kimberly Process se establecía un sistema de control nacional con el fin de impedir el contrabando de diamantes que sufragaba a grupos rebeldes y a terroristas.

 El presidente de Liberia, Charles Taylor, fue procesado el 4 de junio por el Tribunal Especial de la ONU para Sierra Leona. El fiscal consideraba que Taylor había armado a la guerrilla sierraleonesa del Frente Revolucionario Unidos, responsable de decenas de miles de asesinatos y amputaciones a cambio de diamantes.

No obstante ello, la página web del Ministerio de Asuntos exteriores de España (http://www.mae.es/mae/VIAJEROS/verPais.jsp?idNodo=2684) señala: “Evitar todo el país a excepción de Freetown”.

Antes de emprender viaje dentro del país conviene ponerse en contacto con la Misión de fuerzas de Naciones Unidas (MINUSIL) al variar con frecuencia las condiciones de seguridad. No viajar por la noche ni en solitario. 
Zonas de riesgo (deben ser evitadas): Resto del país a pesar de estar prácticamente desmilitarizadas. Evitar las fronteras con Liberia y Guinea Conacry o la Costa Sur en donde se encuentran los yacimientos de diamantes bajo control del CDF (Camajors)”. 
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Gracias a la labor de emergencia de este Senador, que presentó recursos de protección y de amparo para impedir el zarpe, más la colaboración del Ministerio público, pudimos informar a estas personas de su derecho de acogerse al Estatuto de Refugiados. Así, pudieron quedarse en Chile, salvando sus vidas. 
2.- El caso del refugiado Nigeriano: 

Con fecha 13 de Marzo del presente año, mediante un llamado telefónico anónimo se me informo que a bordo de la Motonave Christina L, de bandera Griega, atracada en el puerto de Coronel, se encontraba retenido contra su voluntad un ciudadano de origen Nigeriano. La indicada provenía del puerto de San Antonio. 
Efectivamente se encontraba a bordo de la nave mencionada un ciudadano de origen Nigeriano, identificado como Kevin Ekeka y que la Gobernación había dispuesto que se mantuviera con vigilancia policial y se velará por su integridad física, de lo cual es responsable el capitán del barco, y que además se le practicara un examen médico para constatar su estado de salud.

Con fecha 14 de Marzo del 2006, solicite al Concejal de la comuna de Coronel Doctor Hugo Monsalvez que en su calidad de médico, concurriera a realizar un examen físico al ciudadano Kevin Ekeka, para lo cual se coordinó con la Policía de Investigaciones dependiente de la Prefectura de Lota para acceder al barco mencionado. a estos efectos se le practicó un examen que arrojó que el ciudadano nigeriano mencionado se encontraba en regulares condiciones y quien además le manifestó su intención de solicitar asilo en nuestro país, y que era mantenido contra su voluntad a bordo de la nave mencionada.

El barco se encontraba a la espera del zarpe, programado para el día Jueves 16 del presente mes para regresar al puerto de Lagos, en Nigeria.

Nigeria es un país convulsionado por guerras tribales y golpes de Estado.  En efecto, el "Foro Ciudadano para la Reforma Constitucional", considera que Nigeria es un buen ejemplo de una sociedad profundamente dividida. Por ejemplo, en términos de composición étnica se ha estimado que el país está habitado por aproximadamente 470 grupos étnicos. Estos grupos no sólo se diferencian por el idioma, historia y costumbres, sino por su tamaño, poder e influencia y definían a Nigeria como un país con relaciones étnicas desiguales. El país también está marcado por su heterogeneidad cultural, geográfica y religiosa. Los fundadores del Estado de Nigeria, mediante un sistema federal de gobierno intentaron dar solución a esta diversidad, pero los gravísimos enfrentamientos que se han venido produciendo hasta nuestros días, demuestran que falta mucho para dar con fórmulas políticas adecuadas que hagan viable la convivencia pacífica entre las diversas comunidades.

Es así que interpuse un recurso de amparo, acogido por la Corte de Apelaciones de Concepción, para resguardar la libertad de esa persona para solicitar el estatuto de refugiado, según las normas de Derecho Internacional, pues no se le había dado la oportunidad de hacerlo, al mantenerlo retenido en el Barco, con lo cual se vulnera su derecho a la libertad personal y a la seguridad individual y afecta su derecho de acogerse al Convenio de Ginebra, y de no ser expulsado del país. 
IV.- PROPUESTA LEGAL

Mediante este proyecto de ley pretendemos evitar que personas que huyen de sus países de origen y escapan de una muerte segura, sean devueltas a los mismos por ignorancia del tratado que los beneficia. 

Creemos que este proyecto de ley no provocará olas de refugiados a Chile. Somos un país geográficamente lejano. No llegan muchos polizones a nuestros puertos. Asimismo, a nuestras fronteras llegan personas de Colombia, y de otros países con conflictos internos, que generalmente conocen el Estatuto de Refugiados, por obra de la difusión de la ACNUR. 

El impacto de este proyecto de ley se verificará en unos cuantos casos al año, de personas que llegan principalmente por nuestros puertos, que no saben español y de países con conflictos internos graves.  

Asimismo, creemos que Chile ha comprometido su voluntad ante la Comunidad Internacional para hacerla eficaz. No parece razonable que suscribamos tratados para la protección de refugiados, para luego mantenerlos en suspenso, sin eficacia, sin impacto real en personas que lo necesiten, y que legítimamente puedan acogerse a él. 

En caso de que alguien alegue ilegítimamente la calidad de refugiado, para eso funciona la Comisión de Evaluación de la calidad de refugiado o Comisión de Reconocimiento del art. 40 del Decreto Ley N°1.094 de 1975, y del art. 64 del Reglamento de Extranjería del Decreto Supremo Nº 597. 

POR TANTO, PROPONGO EL SIGUIENTE,

PROYECTO DE LEY

Agrégase el siguiente inciso 2º nuevo al artículo 34 Bis del Decreto Ley Nº 1.094, de 1975: 

"Las personas que ingresen al país, aún irregularmente, alegando sufrir persecución por motivos políticos, raciales, religiosos o étnicos, que pongan en riesgo su vida o su integridad física y la de su familia, detentarán el derecho a ser informados en términos claros y sencillos que pueden alegar y acogerse a la calidad de refugiado o de asilado político, de acuerdo a las Convenciones Internacionales vigentes en Chile, y a la misma ley chilena".

(Fdo.):Alejandro Navarro Brain,
Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, EN QUE SOLICITAN A LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA CREACIÓN DE UN PREMIO NACIONAL DE ARTESANÍA

(S 907-12)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS

Puede definirse a la artesanía como la producción de bienes en forma manual, personal y unitaria, sin el empleo de maquinaria de reproducción automatizada en serie y que incorpora un valor diferenciador positivo a sus homólogos industriales. Los bienes producidos pueden tener tanto un valor utilitario como exclusivamente artístico.

De las actividades artesanales pueden distinguirse tres ámbitos: la artesanía tradicional, llamada también artesanía típica o de creación; la artesanía utilitaria, destinada a produir bienes de uso; y la artesanía de servicios, destinada a la reparación, transformación o conservación de bienes.

Indudablemente, la Artesanía representa importante aporte cultural para el país. Esta actividad da continuidad y permanencia a expresiones culturales propias de nuestras raíces, a través de las creaciones manuales. Es un sector que como país debemos apoyar y contribuir a mantener

Importantes ejemplos de ello están dados por la existencia y larga tradición de las ferias de artesanía de Concepción, Linares, Angol, Iquique y Chiloé. En la Region Metropolitana La Feria Internacional de Artesanía del Parque Bustamante representa un gran aporte a la difusión e intercambio de cultura tradicional.

Una forma de incentivar y respaldar esta actividad es la existencia de un reconocimiento a quienes han logrado niveles de excelencia individual en el oficio de maestro artesano. Se trata de premiar con un incentivo económico y reconocimiento público a los creadores de mayor jerarquía, como medio de estímulo y superación de los demás.

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a la Presidenta de la República, por intermedio de la Señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la creación de un Premio Nacional de Artesanía, similar al que actualmente existe para las Artes, Ciencia y Literatura, destinado a destacar anualmente a aquellos creadores artesanales nacionales que hayan logrado el más alto nivel de excelencia individual en el oficio de maestro artesano.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, SOBRE PRÓRROGA DE LA LEY Nº 19.853, QUE BONIFICA LA MANO DE OBRA EN ZONAS EXTREMAS

(S 908-12)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS

El Decreto Ley N° 889, de 21 de febrero de 1975, fue dictado como expresión de una política pública que se ha orientado a considerar con especial atención a aquellas Regiones que, por factores de aislamiento geográfico, dificultades de comunicación e integración al resto del territorio nacional, sus características de poblamiento, condición de áreas fronterizas y otras derivadas de aspectos geográficos y climáticos, encuentran condiciones especiales de mercado para el desarrollo de procesos de inversión y generación de empleo.
Tras este mecanismo el Estado reconoce la existencia de aspectos macroeconómicos y de contexto territorial en los cuales se desarrollan ciertas regiones extremas de nuestro país, que hacen necesario el impulso de políticas económicas de incentivos para así propender un crecimiento armónico e igualitario del país.
La bonificación a la mano de obra es un incentivo directo a los empleadores en relación con el monto de las remuneraciones imponibles de sus empleados y obreros con domicilio permanente en la Región beneficiada y, además, cuyas cotizaciones previsionales se realicen dentro de dicha zona. Dicha bonificación tuvo una tasa inicial de un 35% del total de las remuneraciones hasta el año 1984, luego de un 25% hasta 1985 y de un 15% en 1986.

Posteriormente el año 2003, se promulga la ley N° 19.853 que vino en reponer el establecimiento de este subsidio hasta el 31 de diciembre de 2006. Dicha reposición fue efectuada con las siguientes características: La tasa es equivalente a un 17% sobre las remuneraciones imponibles, con un tope de $159.000 por trabajador. Adicionalmente, dicha ley exige para que una empresa pueda optar a este beneficio el que esta debe dar cabal cumplimiento a las obligaciones previsionales para con sus trabajadores;
La inminente llegada de la fecha tope de vigencia de la ley N° 19.853, que establece esta bonificación ha generado una ola de diversos rumores y trascendidos en torno al destino que tendrán los recursos fiscales que se destinan para el financiamento de ésta, lo que ha generado gran inquietud en las regiones beneficiadas, que han realizado numerosas reuniones de trabajo intersectoriales, involucrando en ellas a representantes de sectores productivos, sindicales y de gobierno regional, a fin de estudiar propuestas unitarias a fin de no perder en su esencia los términos de esta bonificación y de perfeccionarla en los aspectos que sean necesarios.

Tal es el caso de la Región de Magallanes que ha elaborado su propia propuesta regional, reflejada en un documento que junto con confirmar el ánimo de prorrogar la existencia de esta compensación al mayor costo de la mano de obra para los empleadores del sector privado de la región, busca que ésta sea liberada del impuesto a la renta. Además de que esta tenga como requisitos el pago de un sueldo imponible a lo menos de un 20% mayor al sueldo mínimo vigente que el tope para la base de cálculo de dicha bonificación sea al menos de un 30% sobre el sueldo mínimo vigente.
Semejantes propuestas han surgido en otras Regiones que gozan de este beneficio. En efecto, en la Región de Aysén y la de Tarapacá, matices más o menos todas coinciden en el ánimo de solicitar la prórroga de dicha bonificación con las mejoras que sea pertinente acordar.
Estando en una materia que involucra recursos fiscales y dado lo preceptuado en el artículo 65 de nuestra Constitución Política es que este Senado a acordado solicitar a S.E. Presidente de la República el siguiente:

Proyecto de Acuerdo

Solicitar a S.E. Presidenta de la República Michelle Bachelet Jeria el envío de un proyecto de ley que prorrogue, al a lo menos cuatro años, los beneficios otorgados en la ley N° 19.853, norma que considera una compensación al mayor costo de la mano de obra, así como las modificaciones que las regiones beneficiarias propongan con el fin de adecuarla a las nuevas circunstancias, y que este beneficio se vea reflejado en el sueldo de los trabajadores, en su imponibilidad y en el mejoramiento de sus condiciones de jubilación.
- - -

� a.- Invenciones. “toda solución a un problema de la técnica que origine un quehacer industrial. La invención podrá ser un producto o un procedimiento o estar relacionada con ellos. Se entiende por patente el derecho exclusivo que concede el Estado para la protección de una invención. Los efectos, obligaciones y limitaciones inherentes a la patente están determinados por esta ley”. (artículo 31).


b.- Marcas Comerciales. “todo signo que sea susceptible de representación gráfica capaz de distinguir en el mercado productos, servicios o establecimientos  industriales o comerciales. Tales signos podrán consistir en palabras, incluidos los nombres de personas, letras, números, elementos figurativos tales como imágenes, gráficos, símbolos, combinaciones de colores, así como también, cualquier combinación de estos signos”. (artículo 19).


c.- Modelos de Utilidad. “los instrumentos, aparatos, herramientas, dispositivos y objetos o partes de los mismos, en los que la forma sea reivindicable, tanto en su aspecto externo como en su funcionamiento, y siempre que ésta produzca una utilidad, esto es, que aporte a la función a que son destinados un beneficio, ventaja o efecto técnico que antes no tenía”. (artículo 54). 


d.- Dibujos y Diseños Industriales. Diseño industrial es “toda forma tridimensional asociada o no con colores, y cualquier artículo industrial o artesanal que sirva de patrón para la fabricación de otras unidades y que se distinga de sus similares, sea por su forma, configuración geométrica, ornamentación o una combinación de éstas, siempre que dichas características le den una apariencia especial perceptible por medio de la vista, de tal manera que resulte una fisonomía nueva.”. El dibujo industrial es “toda disposición, conjunto o combinación de figuras, líneas o colores que se desarrollen en un plano para su incorporación a un producto industrial con fines de ornamentación y que le otorguen, a ese producto, una apariencia nueva”. (artículo 62).


e.- Esquemas de trazado o topografías de los circuitos integrados. Circuito integrado es “un producto, en su forma final o intermedia, destinado a realizar una función electrónica, en el que los elementos, al menos uno de los cuales deberá ser activo, y alguna o todas las interconexiones, formen parte integrante del cuerpo o de la superficie de una pieza de material”. (artículo 73).


f.- Secretos empresariales. “todo conocimiento sobre productos o procedimientos industriales, cuyo mantenimiento en reserva proporciona a su poseedor una mejora, avance o ventaja competitiva”. (artículo 86).    


f.- Indicaciones geográficas. Se entiende por indicación geográfica “aquella que identifica un producto como originario del país o de una región o localidad del territorio nacional, cuando la calidad, reputación u otra característica del mismo sea imputable, fundamentalmente, a su origen geográfico”. (artículo 92, letra a).


g.- Denominaciones de origen. Aquella que identifica un producto como originario del país, o de una región o de una localidad del territorio nacional, cuando la calidad, reputación u otra característica del mismo sea imputable fundamentalmente a su origen geográfico, teniendo en consideración, además, otros factores naturales y humanos que incidan en la caracterización del producto. (artículo 92, letra b). 
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